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Producto financiero I II III IV V Total

Tarjeta de débito 10% 15% 19% 28% 54% 25%

Tarjeta de crédito 2% 4% 6% 12% 38% 12%

Tarjeta casa comercial 17% 23% 28% 35% 49% 30%

Chequera 1% 1% 2% 6% 33% 8%

Línea de crédito 1% 1% 3% 6% 31% 8%

  Fuente:  Encuesta CASEN , año 201 1  
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LEGISLATURA 363ª

Sesión 53ª, en martes 4 de agosto de 2015
(Ordinaria, de 11.08 a 13.57 horas)
Presidencia de los señores Núñez Lozano, don Marco Antonio;
Vallespín López, don Patricio, y de la señora Pascal Allende, doña Denise.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.
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XI. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Petición:

-
De cuarenta y siete (47) señores diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República, y el artículo 313 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora encargada de investigar la responsabilidad de organismos públicos en la demora injustificada de los decretos tarifarios del sector eléctrico entre los años 2011 y 2014 y sobre los efectos de tal tardanza en las cuentas de los usuarios de energía eléctrica domiciliaria”. Para el cumplimiento del propósito la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a sesenta días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional. 


2.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Gahona por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 23 de julio pasado por impedimento grave. 


-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Por la Democracia por el cual informa que el diputado señor Alvarado reemplazará en forma permanente al diputado señor Jiménez en la Comisión de Minería y Energía. 


-
Del jefe de bancada de diputados del Partido Por la Democracia por la informa que el diputado señor Alvarado reemplazará en forma permanente al diputado señor Jaramillo en la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación. 


3.
Notas:

-
De la diputada señora Pascal por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 23 de julio de 2015, para dirigirse a Panamá. 


-
Del diputado señor Gutiérrez, don Romilio, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 24 de julio de 2015, para dirigirse a Marruecos. 


-
Nota del diputado señor Auth por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 29 de julio de 2015, para dirigirse 
Argentina. 


-
Del diputado señor García por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, se ausentó del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 27 de julio de 2015, para dirigirse a 
Argentina. 


-
Del diputado señor Pilowsky por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 6 de agosto de 2015 en curso, para dirigirse a Canadá. 


4.
Licencia médica:

-
Otorgada al diputado señor Ceroni por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de tres días, a contar del 21 de julio de 2015. 


-
Licencia médica otorgada a la diputada señora Pacheco por la cual acredita que debió permanecer en reposo por un plazo de cuatro días, a contar del 23 de julio de 2015. 



Respuestas a Oficios 



Contraloría General de la República

-
Diputado Letelier, Situación ocurrida con el cese de los cursos que impartía el Centro de Formación de la Industria Chileno Francés, CFI, en el programa del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo sobre formación para el trabajo, los recursos públicos involucrados y las acciones administrativas emprendidas para hacer efectivas las responsabilidades que pudieran estar involucradas. (56705 al 4751). 


-
Diputado De Mussy, Fiscalizar la observancia de los reglamentos y leyes respectivos por parte de la Dirección de Obras Municipales de Puerto Varas, respecto del proyecto privado denominado edificio “Elementos”, de inmobiliaria Puerto Spa, que se levanta en calle Traumen 1781, en esa comuna. (57271 al 439). 



Ministerio de Interior

-
Diputado Pérez don José, Darle a conocer las propuestas económicas de los trabajadores asociados a la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud, relacionadas con la carrera funcionaria, la estabilidad laboral, el término de los contratos a honorarios y el aumento de la dotación de personal. (14365 al 1119). Diputada Hernando doña Marcela, Situación de inseguridad que rodea al vertedero de La Chimba, gestionando la presencia de fuerza policial permanente en apoyo de las tareas de las instituciones gubernamentales involucradas. (1850 al 1219). 


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre los gastos por concepto de publicidad en los medios de comunicación regionales y locales durante el año 2015. (2171 al 9143). 


-
Diputado Rathgeb, Informe sobre los trabajos realizados para la ejecución del contrato “Construcción, Gobernación y Edificios de Servicios públicos de Malleco”, desarrollados por la empresa Larraín Risopatron. (829 al 7736). 


-
Proyecto de Resolución 272, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República autorice el traspaso íntegro de las indemnizaciones obtenidas por el Estado al gobierno regional en los casos que se individualizan. (152727). 


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Disponer la pronta tramitación del decreto referido en la intervención adjunta, que permitirá a la Dirección de Obras Hidráulicas la utilización de importantes recursos para cumplir de mejor forma con su cometido. (1156 al 1168). 


-
Diputado Silva, Motivo que justifica el aumento en el gasto corriente respecto a los años 2013 y 2014 y acerca de las razones por las que su composición sea 86% en tanto que el gasto de capital alcance sólo un 14%. (1852 al 9694). Diputado Silva, Motivo del aumento en un 32,7% el gasto extrapresupuestario, señalando a que Ministerio corresponde dicho aumento. (1860 al 9647). Diputado Ward, Diputada Hoffmann doña María José, Informar sobre la información detallada en la petición adjunta. (35 al 7320). 


-
Proyecto de Resolución 262, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que establezca un mecanismo escalonado de reajuste a las remuneraciones de los trabajadores del sector público y un método de reajuste permanente para los tramos de mayores ingresos. (1063). 


-
Proyecto de Resolución 311, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República la formulación de un proyecto que modifique la Ley del Tránsito estableciendo una regulación sistemática para las motocicletas. (109). 


-
Proyecto de Resolución 372, Solicita a S.E. la Presidenta de la República informe el estado de avance del Proyecto de Modernización del Servicio Nacional de Aduanas, entre otras materias y la evaluación de las pérdidas económicas para el sector exportador. (1773). 


-
Proyecto de Resolución 326, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República disponga una bonificación especial para todos los funcionarios públicos y municipales de la Región de Atacama. (1854). 


-
Proyecto de Resolución 289, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República se sirva mejorar el Programa de Atención Domiciliaria a personas con dependencia severa. (2025). 


-
Diputado ESPEJO, Informar sobre los resultados de las fiscalizaciones de los usos de los fondos de la Subvención Escolar Preferencial, realizadas durante los años 2014 y 2015 en las provincias de Colchagua y Cardenal Caro; además, acerca de si se han efectuado fiscalizaciones sobre el uso de estos fondos a la Escuela Básica de Cunaco, en la comuna de Nancagua, y sus resultados. (753 al 9453). 


-
Diputada Cariola doña Karol, Disponer que se realice un estudio de inversión y, consecuentemente, se dispongan los recursos necesarios para la adquisición de la infraestructura adecuada que requiere con urgencia la escuela multicultural Cornelia Olivares, de la comuna de Independencia. (757 al 876). 


-
Diputada Provoste doña Yasna, Posibilidad de reactivar la beca Bicentenario que gozaban los estudiantes universitarios de la Región de Atacama Andrea Menares Espinoza, Karen Acuña Castillo, Cynthia Guerrero Pereira y Erick Abarzúa Arancibia, por las razones que expone en la solicitud que se acompaña. (798 al 7055). 


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informar sobre las universidades que han factorizado la deuda de sus estudiantes, con qué instituciones bancarías o financieras y bajo qué condiciones y , además, respecto de las instituciones de educación superior que han sido investigadas por el Ministerio de Educación, sea por denuncias por eventuales irregularidades o de oficio, y el estado de las investigaciones. (799 al 5199). 


-
Diputado De Mussy, Informar sobre el estado de la reconstrucción del colegio “People Help People”, en la comuna de Puyehue. (800 al 6152). (800 al 6152).


-
Diputado Verdugo, Informe las estadísticas anuales, correspondientes a los últimos diez años, respecto del número de titulados de la carrera de pedagogía en educación física. (803 al 7516). 


-
Diputado Verdugo, reiterar el oficio N° 7516 de fecha 19 Marzo del año 2015. (803 al 8819). (803 al 8819).


-
Proyecto de Resolución 171, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República extender el horario de atención de las salas cuna y jardines infantiles dependientes de la Junji, Fundación Íntegra y Vía Transferencia de Fondos.” (838). 


-
Diputado Ojeda, Posibilidad de asignar la residencia que ocupaba el Centro de Reinserción Social de Osorno, al Círculo de Suboficiales de Gendarmería en Retiro para que instalen su sede social. (1038 al 9240).


-
Diputado Sandoval, Situación actual de las hijas del señor Félix Gerardo Vásquez Mellado, indicando las acciones legales, administrativas u otras desarrolladas por su servicio en este caso. (153 al 9393). 


-
Diputado Rincón, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la situación actual de los menores José Ignacio Latorre Díaz, Ian Alonso Latorre Díaz y Constanza Latorre Díaz, respecto del cuidado personal negado a sus progenitores. (5458 al 9383). 


-
Proyecto de Resolución 329, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República disponga la creación de un nuevo tribunal de competencia civil en la comuna de Concón. (5447). 


-
Diputado Boric, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con el oficio N° 8.623, referido al presupuesto 2008-2014 de la prefectura Biobío. (204 al 9423). 



Ministerio de Agricultura

-
Diputado De Mussy, Informe a esta Cámara sobre el proceso en que fueron excluidas del beneficio Bono de Emergencia Agrícola 67 familias del sector 4 de Septiembre de la comuna de Puerto Varas. (39560 al 9547). 


-
Proyecto de Resolución 325, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República regulación en el sector viñatero y respaldo a los pequeños y medianos productores. (40180). 



Ministerio de Bienes Nacionales

-
Diputado Gahona, Informe a esta Cámara sobre el estado de la solicitud de regularización de títulos de dominio N° 16973 de fecha 15 de mayo de 2014 a nombre de la junta de vecinos Victoria La Viñita, y la fecha de los procedimientos de medición de los terrenos. (545 al 9373). 


-
Diputado Trisotti, Informar sobre las razones para derogar el decreto supremo 
N° 7, del año 2014, del Ministerio de Bienes Nacionales, que integraba al Salar del Huasco al Sistema de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, y respecto de las medidas que se adoptarán para proteger al salar de intervenciones que no estén de acuerdo con su naturaleza. (546 al 9079). 



Ministerio de Trabajo y Previsión Social

-
Diputado Monsalve, Motivos por los cuales se realizó el descuento durante el mes de junio en la pensión de invalidez de la señora Nery del Carmen Sánchez Sánchez. (16504 al 9616). 


-
Diputada Cariola doña Karol, Posibilidad de adoptar las medidas que correspondan con el propósito de que la señora Carla Rocío Retamales Muga, quien sufre de discapacidad sensorial auditiva, pueda acceder a beneficios de seguridad social y de vivienda. (16511 al 9666). 


-
Diputada Provoste doña Yasna, Disponer que se realice una visita inspectiva, y se remitan oportunamente sus resultados a esta Cámara, para verificar el cumplimiento de las condiciones contractuales, laborales y de seguridad en que se desempeñan los trabajadoras y las trabajadoras de la empresa Manager Security Group SpA, ex Sermacoi SpA, que presta servicios de guardias de seguridad a empresas de la comuna de Huasco. (3398 al 8620). 


-
Diputado Silva, Mejoras que se han implementado en el programa ChileAtiende, a lo largo del país, precisando su detalle, costos asociados, las fechas en que se introducirán, su justificación y los resultados esperados. (34496 al 9696). Proyecto de Resolución 232, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República inyectar recursos vía franquicia Sence u otros planes laborales destinados a jovenes y mujeres trabajadoras agrícolas de temporada o permanentes en la provincia de Ñúble, VIII Región. (329). 


-
Diputado Paulsen, Uso y asignación de vehículos fiscales y la utilización del disco institucional obligatorio de su repartición, con las especificaciones que señala en la solicitud que se acompaña. (1157 al 2635). 


-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la fiscalización al cumplimiento de las normas de seguridad e higiene en obras y faenas financiadas con presupuesto fiscal en el Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. (760 al 9000). 



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Sandoval, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la posibilidad de regularizar un inmueble ubicado en la comuna de Chile Chico, conforme a los antecedentes que se acompañan. (1358 al 9131). 


-
Proyecto de Resolución 283, Solicitar al Ministerio de Vivienda ampliar para los adultos mayores los subsidios de mejoramiento de viviendas. (545). 



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Urrutia don Osvaldo, Gestionar la entrega a la municipalidad de Viña del Mar de los terrenos que ocupó la estación de ferrocarriles de esa ciudad, para que sean destinados a la construcción de un parque urbano. (63 al 998). 


-
Proyecto de Resolución 311, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República la formulación de un proyecto que modifique la Ley del Tránsito estableciendo una regulación sistemática para las motocicletas. (5632). 


-
Proyecto de Resolución 286, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que, a través del Ministerio de Transportes, modifique los criterios en futuras licitaciones de plantas de revisión técnica, con el fin de fomentar su instalación en áreas industriales. (5685).


-
Diputado Silva, Estado en que se encuentra la agenda corta de seguridad, el fortalecimiento del Ministerio Público y el perfeccionamiento de la ley que sanciona la violencia en los estadios. (1595 al 9700). 


-
Diputado Silva, Remita el listado de campañas gubernamentales y cadenas nacionales financiadas con fondos públicos transmitidas por televisión abierta y vía audio visual, desde el 11 de marzo de 2014, precisando el estado de cumplimiento del subtitulado y del lenguaje de señas para personas con discapacidad. (322 al 9824). 


-
Diputado Trisotti, Si lo tiene a bien, disponga instruir una fiscalización a la fundación Integra de la Región de Tarapacá y, en específico, revisar los procedimientos, bases y normativa legal de los proyectos que se indican en la solicitud adjunta. (56720 al 774). 


-
Diputado Fuenzalida, Informe a esta Cámara sobre la legalidad de la instalación de cajeros automáticos, de propiedad del Banco del Estado de Chile, en diversas comisarías del país. (56885 al 6137). 



Ministerio de Desarrollo Social

-
Diputado Coloma, Reiterar los oficios N° 7989 esta Corporación, de fecha 13 de abril del año 2015 y N° 8038 de fecha 15 de abril del año 2015 (2063 al 9012). 


-
Proyecto de Resolución 272, Solicitar a S.E. la Presidenta de la República autorice el traspaso íntegro de las indemnizaciones obtenidas por el Estado al gobierno regional en los casos que se individualizan. (152727). 


-
Diputado Coloma, Informar sobre los avances en los estudios del proyecto para la construcción del nuevo estadio de Melipilla. (471 al 8167).


-
Diputado Coloma, reiterar el oficio N° 8167de esta Corporación, de fecha 21 de abril de 2014. (471 al 9509). 


-
Diputado Letelier, Remitir los informes y antecedentes de la inversión pública implicada en la organización de la Copa Mundial de Fútbol Sub-17 de 2015, a realizarse en nuestro país.; e informe acerca de las medidas que se adoptarán para asegurar la correcta utilización de los señalados recursos públicos. (479 al 9351). 



Intendencias

-
Diputado Rathgeb, Remita a esta Cámara copia del convenio suscrito con el Servicio de Vivienda y Urbanización destinado a mejorar la calidad de las viviendas, con el aporte de recursos del Consejo Regional para pavimentación e iluminación. (740 al 8983). 



Servicios

-
Diputada Provoste doña Yasna, Remitir el catastro de los pasivos ambientales en la Región de Atacama, tanto de faenas mineras activas como abandonadas; e informar sobre las acciones y medidas del plan de remediación; además, en detalle, respecto de la evaluación de riesgos asociados a esas faenas, especialmente a las faenas mineras abandonadas y, por último, en relación con la evaluación de los riesgos que pueden significar para la población de la región tales pasivos. (1376 al 9206). 


-
Diputado Robles, Posibilidad de disponer una fiscalización en la empresa Manager Security que presta servicios de seguridad a la empresa de generación eléctrica Guacolda de la provincia de Huasco, respecto del cumplimento de sus obligaciones laborales. (3399 al 7893). 


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (3867 al 8330). 


-
Diputado De Mussy, Informe a esta Cámara sobre el proceso en que fueron excluidas del beneficio Bono de Emergencia Agrícola, 67 familias del sector 4 de Septiembre de la comuna de Puerto Varas. (40182 al 9549). 


-
Diputada Álvarez doña Jenny, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los antecedentes y estadísticas respecto de las 73.000 actividades de fiscalización realizadas por el Servicio Nacional de Pesca en la Región de Los Lagos (70044 al 8501). 



Varios

-
Diputada Pacheco doña Clemira, Pertinencia de la ejecución del proyecto Biolantánidos, en actual fase de explotación, desarrollado en el sector El Cabrito de la comuna de Penco. (1278 al 8966). 


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre el proceso de reliquidación de la pensión de sobrevivencia en beneficio de la señora Iris Cuellar Ordenes, llevado a cabo por la AFP Próvida, en la modalidad de retiro programado. (16520 al 9545). 


-
Diputado Bellolio, Remita a esta Cámara la información detallada en la solicitud adjunta, relacionada con la incidencia que ha tenido la mantención del horario de verano en las cifras de delincuencia. (779 al 9514). 



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Hernández, Factibilidad de construir un paso peatonal en el sector de la vía férrea que sirva de tránsito al público que se atiende en el consultorio ubicado entre las calles Martín Ruiz de Gamboa y Galvarino Riveros, en el sector de Ovejería de la comuna de Osorno. (071 al 9679). 



Municipalidades

-
Diputada Fernández doña Maya, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los puntos de reciclaje y contenedores de basura en la comuna de Ñuñoa. (1604 al 9274). 


-
Diputado Lavín, Remita a esta Corporación, antecedentes respecto de dos motos adquiridas por este municipio y que nunca han sido utilizadas. (30 al 9488). 


-
Diputado Hernández, Reiterar el oficio N° 7276 de esta Corporación, de fecha 10 de marzo del año 2015. (988 al 9118). 


XII.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Paulsen, Informe el estado de tramitación de la solicitud de reconocimiento de la calidad de exonerado político de don José Curilen Cheuque. (10520 de 21/07/2015). A servicios.


-
Diputado Mirosevic, Informe acerca del número de reclamos presentados el año 2015 contra las líneas aéreas Sky y Lan Chile, respectivamente, por cancelaciones de vuelo con origen o destino en la Región de Arica y Parinacota, así como el estado de tramitación de los procesos si es que existieran. (10532 de 22/07/2015). A servicios.


-
Diputado Sandoval, Informe acerca del número de habitantes de Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo que han utilizado a la fecha el seguro ganadero bovino. (10533 de 22/07/2015). A seremi de Agricultura de la Región de Aysén.


-
Diputado Berger, Se sirva informar la factibilidad de establecer algún tipo de subsidio para la compra de leña seca certificada, como una forma de permitir que las personas de escasos recursos accedan a esta fuente de calefacción y colaboren en la descontaminación ambiental. (10534 de 22/07/2015). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Berger, Se sirva informar sobre la factibilidad de establecer algún tipo de subsidio para la compra de leña seca certificada, como una forma de permitir que las personas de escasos recursos accedan a esta fuente de calefacción y colaboren en la descontaminación ambiental. (10535 de 22/07/2015). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Gahona, Posibilidad de reevaluar la situación previsional del señor Jorge Auger Torres de la comuna de Coquimbo, quien es beneficiario de una pensión de invalidez transitoria que habría sido mal calculada. (10547 de 22/07/2015).A servicios.


-
Diputado Monsalve, Secretario Regional Ministerial del Biobío informe a esta Cámara, al tenor de la solicitud adjunta, sobre la situación real del terreno de la División del Catastro Nacional de los Bienes del Estado ubicado en el plano 
N° 08201-11657 CU, lote 3, aledaño a la Población Cornelio Saavedra de la comuna de Lebu. (10552 de 23/07/2015). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Monsalve, Posibilidad interceder para la obtención de fondos destinados a obras que impidan las inundaciones que afectan, durante el invierno, a las poblaciones El Boldo y El Cajón de Laraquete, como consecuencia de las crecidas del río aledaño. (10553 de 23/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Monsalve, Posibilidad de agilizar la entrega de ayuda social al señor Freddy Andrés Díaz Zapata de la Población El Boldo de Laraquete. (10554 de 23/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Monsalve, Secretario Regional Ministerial del Biobío informe a esta Cámara, al tenor de la solicitud adjunta, sobre la posibilidad de realizar una visita inspectiva al sector El Boldo de la comuna de Arauco, con el propósito de constatar la existencia de un probable foco de infecciones en el lugar destinado a crianza de animales equinos y vacunos ubicado en pasaje Las Rosas s/n, adoptando las medidas que sean procedentes. (10555 de 23/07/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Monsalve, Posibilidad de adelantar la hora para la intervención quirúrgica en el hospital de Lota a que se debe someter el señor Santiago Vergara Sanhueza de la comuna de Arauco, en atención a su avanzada edad. (10556 de 23/07/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Monsalve, Posibilidad de interceder apara agilizar la atención de endoscopía en el hospital de Curanilahue que requiere el señor José Yévenes Yévenes de la comuna de Arauco. (10557 de 23/07/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Monsalve, Estado de tramitación del proyecto “Construcción Sistema aguas Lluvias La Colonia 1-c2015-432 a Línea PMU de Emergencia”, que favorecerá a las familias del sector Complejo Turístico, ubicado en calle Blanco Encalada de la comuna de Lebu. (10558 de 23/07/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputada Cariola doña Karol, Estructura salarial y distribución tanto de base como en beneficios de la dotación de personal de Nombramiento Supremo y de Nombramiento Institucional del país, desagregado por grado, incluyendo descuentos legales e impuestos. (10593 de 24/07/2015). A varios.


-
Diputado Castro, Posibilidad de revisar los procedimientos de entrega de terrenos y propiedades de los municipios de Rengo, Requínoa y Graneros ante el malestar de organizaciones sociales y concejales respecto de las condiciones en que se están llevando a cabo dichos traspasos. (10595 de 24/07/2015). A seremi de Bienes Nacionales del Libertador General Bernardo O'Higgins.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10596 de 24/07/2015). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10597 de 24/07/2015). A ministro presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10598 de 24/07/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10599 de 24/07/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10600 de 24/07/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rathgeb, Diputado Berger, Contratos vigentes de arrendamiento y de comodato en que su institución participa como arrendadora o arrendataria y como comodante o comodataria, con las especificaciones que precisan. (10601 de 24/07/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de acelerar los trámites destinados a impulsar acciones efectivas para resolver el problema generado por el ataque de jaurías de perros asilvestrados y de animales bajo protección legal, ante la demora de la entrada en vigencia del seguro ganadero ovino. (10602 de 24/07/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de acelerar los trámites destinados a impulsar acciones efectivas para resolver el problema generado por el ataque de jaurías de perros asilvestrados y de animales bajo protección legal. (10604 de 24/07/2015). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Trisotti, Posibilidad de disponer mejoras en la iluminación del sector del Consultorio Videla y fortalecer el trabajo de Carabineros de Chile mediante la vigilancia con vehículos municipales de seguridad ciudadana, especialmente en el sitio eriazo ubicado al frente del establecimiento de salud señalado. (10605 de 24/07/2015). A Municipalidades.


-
Diputado Trisotti, Posibilidad de instruir al General Jefe de la Primera Zona Tarapacá para que disponga fortalecer el trabajo de Carabineros de Chile para la vigilancia permanente del sector del Consultorio Videla de la ciudad de Iquique, especialmente en el sitio eriazo ubicado al frente del establecimiento de salud señalado. (10606 de 24/07/2015). A Varios.


-
Diputado Alvarado, Se sirva adoptar las medidas necesarias y disponer los recursos que se requieran para solucionar el problema que enfrenta la población de Ovalle, derivado del corte de suministro de agua potable en la zona cuya fecha de reposición se desconoce, e informar lo resuelto. (10609 de 27/07/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Berger, Se sirva informar la factibilidad de establecer un subsidio para la compra de leña seca certificada. (10610 de 27/07/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputada Hernando doña Marcela, Efectúe un pronunciamiento respecto del eventual embarque de concentrado procedente de Minera Sierra Gorda por un equivalente a 8.000 toneladas, cantidad que superaría las 1.100 toneladas autorizadas en la resolución de calificación ambiental de dicho proyecto (10611 de 27/07/2015). A director regional del Servicio de Evaluación Ambiental de Antofagasta.


-
Diputado Trisotti, Tenga a bien informar el estado de avance del proyecto de reconstrucción de la piscina Godoy de la comuna de Iquique. (10612 de 27/07/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Trisotti, Informe el cronograma de construcción de un centro oncológico para la Región de Tarapacá. (10613 de 27/07/2015). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Trisotti, Informe el estado de avance del proyecto de reconstrucción de la piscina Godoy de la comuna de Iquique (10614 de 27/07/2015). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Squella, Se sirva informar acerca de las supuestas anomalías ocurridas en la prestación de servicios del sistema de transporte público Merval, en la provincia de Marga Marga, de acuerdo al detalle que se indica en la citada solicitud. (10615 de 27/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Chahin, Informe el estado de tramitación de la investigación que afecta a doña Verónica Baeza Jara. (10616 de 27/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Silber, Se sirva remitir información respecto de los ex funcionarios de la Casa de Monedas de Chile, quienes habrían sido destinados el año 2010 a la Planta del Servicio Nacional de Aduanas. (10617 de 27/07/2015). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Se sirva disponer la mantención del subsidio de arriendo, que benefició a los habitantes de la Región de Tarapacá producto de los terremotos acaecidos en la zona, de manera íntegra. (10618 de 27/07/2015).A Ministerio de Interior.


-
Diputado SANTANA, Efectúe un pronunciamiento respecto de los avances realizados en virtud al acto administrativo para el otorgamiento para la exención de pago de patente única de acuicultura, el cual se habría solicitado bajo Oficio 
N° 03/04-2015 de fecha 29 de abril de los corrientes y que se canalizara bajo consulta SIA Folio SC-74959, vinculado al Sindicato de Trabajadores Independientes de Pescadores Artesanales de Ancud, RUT: 71.014.300-5. (10619 de 28/07/2015). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe el estado de avance en que se encuentra la solicitud enviada para que se instale luz eléctrica en la propiedad del señor Juan Castillo Soto. (10620 de 28/07/2015). A gobernadora de la provincia de Cachapoal.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar la posibilidad de realizar nueva encuesta de la Ficha de Protección Social de la señora Herminda Susana Molina Guajardo, quien no tiene un puntaje que refleje su realidad socioeconómica familiar, y los motivos considerados para no cancelar en los últimos dos años el Bono de Invierno (10621 de 28/07/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar la posibilidad de realizar nueva encuesta de la Ficha de Protección Social de la señora María Inés Cáceres Figueroa, quien no tiene un puntaje que refleje su realidad socioeconómica familiar. (10622de 28/07/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Farcas, Informe y se tomen las medidas necesarias respecto a la situación del señor Luis Alejandro Quevedo Aránguiz, quien recibe pensión por discapacidad, pero carece de la credencial correspondiente para acceder a los beneficios pertinentes. (10623 de 28/07/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Farcas, Informe y se tomen las medidas necesarias respecto a la situación del señor Luis Alejandro Quevedo Aránguiz, quien recibe pensión por discapacidad, pero carece de la credencial correspondiente para acceder a los beneficios pertinentes. (10624 de 28/07/2015). A servicios.


-
Diputado Farcas, Informe respecto a la situación del señor Raúl Rolando Salinas, quien se encuentra desde hace más de tres meses en espera de una intervención quirúrgica de un nódulo diagnosticado como posible tumor. (10625 de 28/07/2015). A servicios.

-
Diputado Farcas, Informar y tomar las medidas necesarias respecto a la situación del señor Luis Alejandro Quevedo Aránguiz, quien recibe pensión por discapacidad, pero carece de la credencial correspondiente para acceder a los beneficios pertinentes. (10626 de 28/07/2015). A Ministerio de Desarrollo Social.


-
Diputado Ward, Efectúe un pronunciamiento en materia de seguridad ciudadana, respecto a las comunas con mayor comisión de delitos calificados de “alta connotación social”, con mayor concurrencia de delitos de homicidio, violación y secuestro, información sobre el número de denuncias falsas al fono de emergencia policial 133, entre otras mencionadas en la solicitud. (10627 de 28/07/2015). A varios.


-
Diputado Verdugo, Informar el número de vacantes anuales para postular a Becas Chile, número de profesionales que cumplen lo dispuesto en el artículo 26, letra f) del Decreto Supremo 664 del 2008, y el número de profesionales y causal invocada para aplicar el artículo 27 del mismo decreto. (10628 de 28/07/2015). A Ministro de Educación.


-
Diputado Verdugo, Efectúe un pronunciamiento respecto al número de vacantes anuales para postular a Becas Chile, número de profesionales que cumplen lo dispuesto en el artículo 26, letra f) del Decreto Supremo 664 del 2008, y el número de profesionales y causal invocada para aplicar el artículo 27 del mismo Decreto. (10629 de 28/07/2015). A Subsecretaria de Educación.


-
Diputado Rathgeb, Efectúe un pronunciamiento respecto a cuál es el estado de avance del Programa Meta Presidencial de construcción de salas cunas desde marzo del 2014 a la fecha. (10630 de 28/07/2015). A servicios.


-
Diputado Rathgeb, Efectúe un pronunciamiento respecto a cuál es el estado de avance del Programa Meta Presidencial de construcción de salas cunas desde marzo del 2014 a la fecha. (10631 de 28/07/2015). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Rocafull, Remitir antecedentes sobre informe de prefactibilidad de proyecto de camino costero Arica-Iquique, estado y opinión, y antecedentes sobre el Plan de Pavimento Básico de la Región de Arica y Parinacota. (10632 de 28/07/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputada Fernández doña Maya, Efectúe un pronunciamiento respecto a las medidas que ha adoptado el Departamento de Aseo y Ornato para mejorar sus servicios de retiro de escombros, tiempos de recolección de basuras y mejoras para el entorno público, específicamente en el sector de avenida Italia, entre la cuadra 2025 a 2087. (10633 de 28/07/2015). A municipalidades.


-
Diputado Jackson, Se sirva informar los índices de delincuencia del último año en el sector donde se encuentra ubicada la sede de Viña del Mar de la Universidad Federico Santa María y sus alrededores, así como las medidas que se han adoptado por parte del municipio respecto a este tema. (10634 de 28/07/2015). A municipalidades.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar sobre las medidas que la intendencia ha adoptado, si se ha establecido una mesa de trabajo con los afectados y otros servicios públicos, que tenga por objeto dar solución concreta a las necesidades de los vecinos de la Población Tucapel, a raíz de los hechos descritos en la solicitud adjunta. (10635 de 28/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar las acciones que se están realizando conjuntamente con los vecinos de la Población Tucapel, si efectivamente se ha realizado un catastro de las propiedades dañadas y una evaluación de los costos del mismo e informe sobre la posibilidad de elaborar un proyecto de reparación de las viviendas dañadas, respecto a los hechos señalados en la solicitud adjunta. (10636 de 28/07/2015). A intendencias.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar sobre las acciones que este ministerio realizará para colaborar en la reparación de las calles dañadas, tanto fruto de la ruptura de matriz, como por el gran número de eventos presentes en el sector, señalando la existencia de un proyecto para ello, y en caso de existir este proyecto, se remitan antecedentes de este. (10637 de 28/07/2015). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar los antecedentes que posea respecto a los hechos descritos, las acciones que el municipio ha adoptado y proyectos que tengan como finalidad la reparación de las veredas, calles dañadas y mejoras en la iluminación del sector. (10638 de 28/07/2015). A alcalde de Arica.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar sobre las acciones legales que los afectados, tanto dueños como arrendatarios de las propiedades dañadas, pueden ejercer contra la empresa Aguas del Altiplano. Se informe también las gestiones llevadas a cabo, tendientes a informar a los consumidores afectados, sus derechos. (10639 de 28/07/2015). A directora del Sernac Arica y Parinacota.


-
Diputado Rocafull, Se sirva informar y remitir los antecedentes de la fiscalización llevada a cabo, respecto de la ruptura de la matriz. La responsabilidad de la empresa Aguas del Altiplano en el cuidado, mantención y reparación de la matriz, así como el actual estado de esta. También sobre las sanciones que la Superintendencia pueda cursar al respecto. Igualmente señalar sobre las eventuales responsabilidades civiles de la empresa antes señalada, en la reparación e indemnización por los daños causados a los consumidores a causa de la situación ya mencionada. (10640 de 28/07/2015). A servicios.


-
Diputado Trisotti, Se sirva informar el estado actual del proyecto “Parque Parapente o Parque Mirador”, si se puso término al contrato vigente, y si ese fue el caso, cuál fue la causal esgrimida y si se hicieron efectivas las boletas de garantías. También señalar cuáles son las medidas que este ministerio adoptará para continuar la construcción y terminar dicho parque, cuál es el presupuesto con el que se cuenta para terminar el proyecto y el plazo que se tiene contemplado para ello. (10642 de 28/07/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Rincón, Se sirva informar, respecto a lo acontecido el día 13 de Abril del presente año, en dependencias del Juzgado de Garantía de Concepción; la identificación de los funcionarios de Gendarmería de Chile y las funciones que desempeñaron aquel día; el documento en el que conste el registro de ingreso y recepción de los detenidos del mismo día; la lista de personas detenidas , las que puso en custodia y de las que posteriormente condujo a la sala de audiencias; la individualización del juez de garantía, del fiscal y del defensor que participaron en la audiencia de los detenidos entregados por personal de la Primera Comisaría de Concepción y el momento en que cada uno de ellos fue puesto en libertad, indicando la persona que lo ordenó, el lugar en que lo realizó y el respectivo registro de la orden de liberación recibida. (10643 de 29/07/2015). A director regional de Gendarmería de Chile del Biobío.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Se sirva informar, en el marco del Reporte de Auditoría, período 2014, de la Contraloría General de la República, respecto al punto 2, denominado Observaciones Relativas a Uso de Recursos, específicamente en cuanto al Bono de Retiro Profesores, las razones de no mencionar las irregularidades detectadas en la Corporación Municipal de Cerro Navia, según se menciona el informe de investigación especial n°8 de 2014; en cuanto al punto denominado Relativo a la Probidad, los motivos de no haber mencionado en el reporte, ni haber realizado ninguna acción para establecer las responsabilidades administrativas en la causa R.U.C. n° 1300384594-4, donde se investigan irregularidades en la Municipalidad de Cerro Navia; informar sobre si la Contraloría General de la República estableció las irregularidades mencionadas en el informe de la investigación especial n°532 del 2015 , si se realizarán acciones de seguimiento y cumplimiento de lo ordenado en las investigaciones anteriores y si las nuevas auditorías contemplarán otros programas, además del Programa Chile Crece Contigo; por último, señalar los fundamentos de consignar solo algunas auditorias, investigaciones, sumarios u otras acciones, y cuál es el criterio para otorgar mayor importancia a unos hechos y no a otros. (10645 de 29/07/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputada Fernández doña Maya, Se sirva informar los motivos por los cuales el señor Héctor Hugo Pino Núñez, el cual se encontraría reconocido en calidad de exonerado político por el Ministerio del Interior, por resolución exenta n° 4075 del año 2008, no está recibiendo los beneficios que en su calidad le corresponden. (10646 de 29/07/2015). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Silber, Diputado Rincón, Informar la posibilidad de iniciar un juicio de cuentas tendiente a examinar si existió daño al patrimonio público causado por dolo o culpa de quienes tenían a cargo la realización del “Censo 2012”. (10649 de 29/07/2015). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Castro, Remitir información sobre el caso del señor Juan Gálvez Fuentes, a quien la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de la Región General Libertador Bernardo O'Higgins le ha rechazado recurso de reposición. (10652 de 30/07/2015). A varios.


-
Diputado Castro, Remitir información sobre el caso del señor Ernesto Marcelo Oyarce Biaggini, a quien la Superintendencia de Seguridad Social le ha rechazado recurso de reposición por no otorgamiento de pensión de invalidez. (10653 de 30/07/2015). A varios.


-
Diputado Castro, Informe, al tenor de la solicitud que se acompaña, sobre el rechazo por parte del Instituto de Seguridad del Trabajo a declarar como enfermedades profesionales las distintas patologías que desarrollan los trabajadores de la empresa “Procesadora de Alimentos del Sur Ltda.”. (10654 de 30/07/2015). A varios.


-
Diputado Cornejo, Reiterar oficio N°9049. (10655 de 30/07/2015). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Alvarado Ramírez Miguel Ángel
PPD
IV
9

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrió, además, el ministro secretario general de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán.

-No estuvo presente por encontrarse con permiso constitucional el diputado señor José Antonio Kast Rist.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El acta de la sesión 45ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 46ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE INVESTIGADORA Y FOLCLORISTA NACIONAL SEÑORA MARGOT LOYOLA PALACIOS, RECIENTEMENTE
FALLECIDA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Pido a los presentes ponerse de pie para guardar un minuto de silencio con motivo del fallecimiento de la destacada investigadora y folclorista nacional señora Margot Loyola Palacios.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, los funcionarios y los asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

-o-

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por 47 señoras diputadas y señores diputados, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1), letra c), de la Constitución Política de la República y en el artículo 313 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una Comisión Especial Investigadora encargada de “investigar la responsabilidad de organismos públicos en la demora injustificada de los decretos tarifarios del sector eléctrico entre los años 2011 y 2014 y sobre los efectos de tal tardanza en las cuentas de los usuarios de energía eléctrica domiciliaria.”.

Para el cumplimiento del propósito, la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 60 días, y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En consecuencia, corresponde votar la petición.

Hago presente a la Sala que se requiere del voto favorable de 47 señoras diputadas y señores diputados para su aprobación.

-Durante la votación:

El señor BARROS.- Señor Presidente, me inhabilitaré en la votación, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Se va a tomar nota, señor diputado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 24 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 10 abstenciones y 1 inhabilitación.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Rechazada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Browne Urrejola Pedro; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cornejo González Aldo; Flores García Iván; Hernando Pérez Marcela; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Provoste Campillay Yasna; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías,

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Macaya Danús Javier; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Urrutia Bonilla Ignacio; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Edwards Silva José Manuel; Kort Garriga Issa; Molina Oliva Andrea; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Sandoval Plaza David; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Soto Osvaldo; Verdugo Soto Germán.

-Se inhabilitó el diputado señor Barros Montero Ramón.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor NÚÑEZ, don Marco (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Marco Antonio Núñez, acordaron lo siguiente:

1.- Fijar las tablas de las sesiones ordinarias de la semana, según documento que se encuentra a disposición en los pupitres electrónicos de las señoras diputadas y de los señores diputados, en conformidad con el artículo 108 del Reglamento.
2.- Tratar en la sesión de hoy, con preferencia, el proyecto de resolución N° 411, que solicita a su excelencia la Presidenta de la República que incorpore en la agenda antidelincuencia el proyecto de reestructuración de las plantas de oficiales, suboficiales y gendarmes de Gendarmería de Chile. 

3.- Limitar a cinco minutos las intervenciones de las señoras y los señores parlamentarios en la discusión del proyecto de ley que establece la exención de pago de peaje de los vehículos de emergencia por rutas concesionadas (boletines Nos 9311-09, 9313-09 y 9318-15, refundidos). 

4.- Enviar a la Comisión de Economía el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín 
N° 8132-26), en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.

-o-

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Yasna 
Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, a esta hora también sesiona la Comisión de Minería y Energía, de manera que muchos de los diputados que formamos parte de ella no podremos estar presente en el homenaje que se rendirá a don Sergio Díez.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Agradezco su aclaración, diputada Yasna 
Provoste.

Efectivamente, dicha comisión fue autorizada para sesionar simultáneamente con la Sala. 

V. HOMENAJE

HOMENAJE A EXDIPUTADO Y EXSENADOR DE LA REPÚBLICA SEÑOR
SERGIO DÍEZ URZÚA, RECIENTEMENTE FALLECIDO

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Corresponde rendir homenaje al exdiputado y exsenador de la república señor Sergio Díez Urzúa, recientemente fallecido. 

En la tribuna de honor se encuentran presentes familiares y amigos de don Sergio, encabezados por sus hijos Sergio, Fernanda, Isabel, Luz María y Verónica Díez Arriagada, a quienes les damos una cordial bienvenida.

(Aplausos)

En representación de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Cristián Monckeberg.

El señor MONCKEBERG, don Cristián (de pie).- Señor Presidente, tengo el honor de rendir homenaje a don Sergio Díez no solo en representación de nuestro partido, Renovación Nacional, como su presidente, sino también en nombre de la Unión Demócrata Independiente, que también adhiere a este homenaje.

Agradezco a los diputados Pepe Auth, Enrique Jaramillo y Joaquín Tuma por ser algunos de los pocos representantes de la izquierda presentes en la Sala.

En primer lugar, saludo a los familiares de don Sergio: a su esposa, a sus hijos y a sus nietos, y a sus amigos, a quienes conocí hace ya bastante tiempo, con quienes estuvimos en el funeral, que más que una despedida fue un recuerdo de su tremenda labor y obra de todos sus años de vida, que no solo comprendió la política, sino también el ámbito académico.

Para mí es particularmente sensible la partida de don Sergio, quien, además de político, fue un gran abogado, embajador, distinguido profesor universitario y presidente de Renovación Nacional, partido que hoy me toca presidir. De hecho, me correspondió conocerlo cuando él era presidente y quien habla era el secretario general del partido, entre los años 2004 y 2005.

El testimonio que hemos recibido de Sergio Díez es inmenso para nosotros, y no tengo dudas de que, cuando el recuerdo reflexivo vaya desplazando el dolor que nos provocó su muerte, irá surgiendo la solidez de su ejemplo para enfrentar con optimismo las duras tareas y desafíos que hoy -y siempre, en realidad- exige la actividad política.

Cuando elaboré este discurso de homenaje, en el que también participaron otros miembros del partido que entregaron diferentes propuestas, fueron muchas las ideas que se me vinieron a la cabeza. Ojalá que estas sean las palabras que sirvan para destacar lo que fue su inconmensurable labor; a lo mejor, serán mezquinas, pero espero que al menos sean una fiel síntesis de la trayectoria, la obra y el legado de don Sergio Díez.

Recorrer su vida y su obra ininterrumpida desde su juventud hasta su muerte representa la estirpe del político chileno que hoy se añora, aquel que también transitaba, sin límites y siempre con brillo, en la actividad académica, profesional e intelectual del país. 

Si se analiza su vida, que en un acopio de fechas y años puede parecer un torbellino incansable, a la luz de sus valores y convicciones, adquiere una claridad y coherencia admirable y sobrecogedora.

Aparte de las experiencias personales que muchos de nosotros tuvimos con él, que atesoraremos con cariño y gratitud, en su libro Reflexiones sobre la Constitución de 1980, don Sergio nos relató con detalle su trayectoria. En él podemos encontrar una fuente inagotable de inspiración y de antecedentes para comprender mejor no solo nuestro pasado, sino también nuestro presente.

Don Sergio no llegó a la actividad política por cosas del destino o casualmente. Su inquietud por los asuntos públicos estuvo presente desde su infancia y se inculca en él desde su hogar, en una provincia agrícola, Curicó, en la que recibe determinantes influencias y estímulos.

En su vocación influyeron personajes relevantes de nuestra historia. Por nombrar solo algunos de los que él mismo reconoce, quiero mencionar a monseñor Manuel Larraín, una de las voces más importantes en la defensa de la doctrina social de la Iglesia; a don Bernardo Leighton, a quien admiraba, ya que, luego de escuchar una intervención de él en una asamblea en Curicó, decidió firmar los registros del antiguo Partido Conservador, a la edad de quince años; al profesor Jaime Eyzaguirre; a monseñor Francisco Vives, de crucial importancia para la Universidad Católica, y a don Eduardo Frei Montalva, profesor de Derecho del Trabajo y de análisis sociológico y doctrinario.

En su participación en el Partido Conservador, observa atento el actuar de personajes destacados, como Horacio Walker y Eduardo Cruz-Coke, y reconoce que su pensamiento social fue fundamental para él. Igual influencia ejerció el entonces rector de la Pontificia Universidad Católica de Chile, monseñor Carlos Casanueva.

Sergio Díez confesó, con total honestidad, los propósitos que rigieron sus decisiones y nos dijo: “Estudié leyes para actuar en política, y esta ha formado siempre parte de mi vida”.

Por otra parte, como buen profesor, don Sergio tenía una descomunal capacidad para resumir sus pensamientos en forma muy breve, simple y con claridad. Por ejemplo, reflexionó y divulgó los dilemas que advertía en nuestra convivencia y tomaba sin ambivalencia una postura; veía en la centralidad de su acción política “al hombre frente al Estado”.

Sergio Díez se inscribía en la línea filosófica católica, y entre los autores que citaba habitualmente estaba Jacques Maritain. La cita a la que acudía con frecuencia es la siguiente: “Es un hecho que todo lo que es grande y poderoso tiene una tendencia instintiva a desbordar sus propios límites y experimenta naturalmente la tentación de hacerlo”. En esa inspiración, desplegó su abundante capacidad e imaginación. En el plano político, ese fue el hilo conductor de su energía y enorme trayectoria.

Don Sergio escribió: “El poder de la autoridad en el mundo moderno podría alcanzar niveles insospechados que provienen directa o indirectamente de la envergadura cada vez mayor y más compleja de la sociedad a quien representan y de su poderío económico, científico y técnico; por el contrario, la persona, el individuo, está amenazado de tener cada vez un menor poder y se ve aun más disminuido inserto en estas inmensas estructuras sociales, contra las cuales se siente indefenso.”.

Por esta razón, la protección del hombre está fundamentalmente en poder recurrir al orden judicial en defensa de sus derechos, y esta es una de las creaciones más importantes de la democracia.

Otra característica de su pensamiento fue el realismo y la convicción de que lo legal no era lo único; que no bastaba la construcción jurídica, por muy perfecta que fuera, si no cuenta con la disposición espiritual y de conducta de aquellos a los que se aplica. Y decía: “Todas las Constituciones, por muy democráticas que sean, dependen de las grandes áreas del comportamiento humano. Si se encuentran con hombres que respondan a la tradición chilena, de bien público y de servicio público, los sistemas jurídicos resultan.”.

También desmitificaba la solución legislativa como la panacea de nuestros problemas. Agregaba: “Si nosotros los chilenos traicionamos la institucionalidad que nos dimos, porque en las grandes mareas del comportamiento humano perdemos de vista, por razones ideológicas o personales o de venganza, los grandes intereses patrios, no será culpa de la Constitución.”.

Don Sergio inició su vida política muy joven. Esa decisión juvenil se canalizó prontamente y comenzó su camino cuando es elegido, en 1946, presidente del Centro de Alumnos de Derecho de la Universidad Católica. El mismo año, participó activamente en la campaña presidencial del socialcristiano Eduardo Cruz-Coke. En innumerables ocasiones contó la anécdota de la convención llevada a cabo en esa época, en la cual, lamentablemente -práctica que se repite en nuestro sector-, surgen dos candidatos que representan las mismas, o al menos similares, ideas políticas.

En 1948, fue presidente de la juventud del Partido Conservador, y en 1962 asume como presidente de ese partido.

Su desempeño parlamentario se desarrolló entre 1957 y 1965, en el que fue elegido diputado por la agrupación departamental Talca, Lontué y Curepto. En 1971, fue reelegido diputado por la misma agrupación departamental.

Asimismo, fue elegido senador en 1973 y en 1990, con el retorno de la democracia, como representante de la Región de La Araucanía Sur, período en el que desarrolló una gran labor, de enorme proyección, que hasta hoy refleja consecuencias positivas en nuestro partido. Muchos de los parlamentarios de 1990 en adelante trabajaron fuertemente por construir Renovación Nacional en esa región, y hoy forman parte muy importante y relevante de nuestra bancada.

La labor política de Sergio Díez se desarrolla en un período histórico muy singular. Después de todo un siglo sacudido por las luchas y los terribles experimentos humanos de las ideologías globales y totalitarias que desgarraron el planeta, vivió el derrumbe de esas iniciativas, proceso que culminaría con la caída del muro de Berlín. Continentes y naciones habían hecho sus respectivas experiencias en esos sistemas cerrados, totalitarios y, a veces, agresivos. Chile también había pasado por la prueba, sin llegar a esos extremos, pero con graves trastornos sociales y económicos. De esto último, don Sergio fue actor y testigo.

El tema de las relaciones internacionales también constituyó para él una preocupación en la que desplegó su interés. Recién asumido como diputado, en 1957, participa en las acciones parlamentarias producto de las deterioradas relaciones con Argentina. En 1962, a petición del Presidente Jorge Alessandri, en calidad de diputado, asume la tarea de exponer ante otros países de Latinoamérica la posición chilena frente al caso de las aguas del río Lauca. Entre 1976 y 1981, fue embajador permanente ante la Organización de las Naciones Unidas.

La tarea académica también contribuyó a ser un escenario más en el que Sergio Díez desplegó su energía. Hizo clases en la Universidad Católica por muchos años, desde 1969 hasta 1976, y en la década del 80.

Don Sergio contaba permanentemente -tuve la oportunidad de escucharlo y, además, de leerlo en su libro de reflexiones- que, como jefe del Comité de Senadores del Partido Nacional, en el período 1970-1973, desplegó innumerables esfuerzos para evitar la solución violenta de la crisis institucional de 11 de septiembre de 1973, la que al final se produjo en forma dramática.

Del mismo modo, me correspondió estudiar sus conversaciones con senadores de la Unidad Popular y con el Presidente del Senado de aquel entonces, Eduardo Frei Montalva, entre otros, respecto de su propuesta jurídica para buscar una salida a la crisis, las cuales son abundantemente acreditadas y no desmentidas, en el relato vívido que hace de aquellos días.

Al respecto, nos dice en su libro: “Personalmente, nunca fui partidario de una salida militar al conflicto político,” -como muchos otros senadores de esa época- “no solo por los riesgos que ello implicaba, sino porque creía que era una obligación de conciencia buscar la solución en los medios que daba la organización constitucional y jurídica que teníamos”.

La comprensión de los personajes históricos -don Sergio, sin duda, es uno de ellos- nos obliga, por un mínimo de rigor intelectual, a emprender la tarea de situarnos en las complejidades de la realidad en que actuaron, pensaron y realizaron su aporte al anhelo de construir un país mejor.

Cuando don Sergio dejó el Senado, a finales de los años 90 y a principios de la década de 2000, en abril de 2002 se le hizo una despedida, a la que concurrieron senadores de todos los sectores, ocasión en la que se reconoció, por parte del entonces ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez -vale la pena señalarlo-, su destacada y decidida colaboración en el despacho de los proyectos de ley referidos a materias procesales (reforma procesal penal) y a la iniciativa que eliminó la pena de muerte.

Fueron innumerables los aportes de Sergio Díez al desarrollo de nuestro sistema jurídico. De ellos, lo enorgullecía enormemente haber sido impulsor y partícipe indiscutido de la consagración constitucional del reconocido recurso de protección, idea que impulsó desde mucho antes de su establecimiento como diputado y senador. También tuvo una participación muy importante en la redacción de la Constitución de 1980.

También fue referente en la discusión de los más cruciales y apremiantes desafíos legislativos que impuso el restablecimiento democrático en los años 90. Particularmente, impulsó y participó en la redacción de las denominadas “leyes Cumplido”.

El aporte de Sergio Díez a nuestro ordenamiento constitucional es relevante y se construye desde la combinación precisa del estudio y la experiencia. Prueba de ello son, por ejemplo, la incorporación en nuestra Constitución Política de la segunda vuelta presidencial, que sin duda recoge su análisis y lo vivido en la elección de 1970, en que el Presidente de la República inicia su mandato sin contar con el respaldo de la mayoría de los electores.

Fue la semilla que sembró Sergio Díez, entre otros, durante muchos años, la que germinó en las reformas constitucionales de 2005, de las que fue parte activa en sus trámites iniciales. Recordemos que cuando estas se aprobaron él ya no era senador.

Su desempeño como Presidente del Senado, entre 1996 y 1997, y como presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esa Corporación fueron siempre reconocidos y ampliamente valorados por su dedicación, ecuanimidad e inteligencia en su conducción. 

Como presidente de nuestro partido entre 2004 y 2005 -directiva en la cual tuve el privilegio de colaborar como secretario general-, siguió contribuyendo, en forma entusiasta, en la defensa de sus convicciones e iluminó a muchos con su experiencia y ejemplo.

Aprendimos que la habilidad política no es simple astucia o aprovechar el sentido de oportunidad, y que la simple presunción de poseer “muñeca política” no permite construir nada perdurable; que la constancia, la responsabilidad, la honestidad y los sólidos valores son los que hacen a los partidos políticos útiles a la sociedad.

Don Sergio no hablaba solo desde la teoría, sino que bajaba a la práctica, porque lo había visto y vivido, mezcla que era muy provechosa. Para él, los partidos políticos eran fundamentales para un desarrollo político sano y fecundo. Su participación activa en ellos, desde su querida Juventud Conservadora, luego desde el Partido Nacional y, finalmente, desde Renovación Nacional, reflejaba en él su concepto de que la política es una tarea colectiva y la discusión partidaria es necesaria y vital para el funcionamiento institucional y la paz social. 

Su participación en campañas políticas, como la de 1946, en que apoyó al doctor Cruz-Coke, daba cuenta del bagaje inmenso y de la experiencia que adquirió en esa oportunidad. Permanentemente nos comentaba que el éxito electoral estaba relacionado con la fortaleza de los partidos políticos. Siempre hacía referencia a la campaña exitosa de Jorge Alessandri, en 1958, la cual, tal como nos señalaba y recordaba, fue dirigida fundamentalmente por los partidos políticos, y no por los independientes, como ocurrió en el caso de la segunda campaña presidencial de Alessandri, de la que todos sabemos su resultado. Es importante recordar esas experiencias.

Don Sergio no escabullía la polémica ni las responsabilidades; asumía con decisión y arrojo las tareas que escogía o debía asumir ineludiblemente. Se caracterizó por ser un admirable y temido polemista. Él remarcaba que la experiencia de su participación en el legendario programa de Televisión Nacional “A Tres Bandas”, en el convulsionado Chile de la época, le hizo conocido y determinó su conocimiento como actor político a nivel masivo y popular.

Tomaba con templanza los halagos, los aplausos y los reconocimientos, así como la crítica, los ataques y las descalificaciones de sus adversarios. Él navegaba en un mar más ancho y profundo: el de las corrientes gruesas, trascendentes, a las que no distrae el episodio, la ocasión, la crítica o la mala intención.

Don Sergio no reservó ni tuvo egoísmo en trasmitir su experiencia y profundo conocimiento de la actividad política a quien lo quisiera aprovechar.

Siempre entendió su acción ligada a la fe religiosa. Decía: “Una de mis grandes preocupaciones ha sido no apartarme de este concepto fundamental, y he procurado que tanto mis sentimientos como mi actuación personal, guiados por la religión católica, se proyectaran en los fundamentos de mi actuación política”.

No puedo presumir de señalar, a tan pocos días de su partida y tocándome el honor de rendir este homenaje, cuál será el alcance de su legado. Sin duda, el tiempo lo acrecentará, más allá de la silueta que hoy puedo referir y resumir en este homenaje. Me limitaré a decir que me deja una riqueza inmensa el haber conocido a un hombre brillante y excepcional. También espero que se concreten su anhelo y esperanza de que nuestra vida política transite por los caminos de la corrección y la buena voluntad que él demostró a lo largo de su vida.

Al finalizar, simple y modestamente, solo puedo reproducir sus palabras, escritas cuando ya Dios preparaba su llamado, contenidas en su libro Reflexiones sobre la Constitución de 1980, publicado en 2013: “Quiero dejar constancia de que la inmensa mayoría de las personas con las que me tocó tratar en la vida política actuaban de buena fe. A pesar de haber vivido períodos tan convulsionados de la historia de Chile, puedo dar un juicio favorable de los agentes políticos del país (…). En Chile aun las ideas políticas más controvertidas emanan de una intención patriótica y del bien común.”.

Don Sergio nos hace un llamado, expresando la razón de fondo de su optimismo democrático: “No sólo tengo fe en Dios, sino también en mis compatriotas, y creo que la experiencia de estos años va a hacer posible que nos escuchemos unos a otros, que actuemos con cordialidad y con amistad, que comprendamos que en este mundo inmenso somos un grupo pequeño de personas que no tiene diferencias sustanciales y que si seguimos construyendo una democracia que funcione, alcanzaremos el grado de progreso que nuestro pueblo merece y necesita.”.

Gracias, don Sergio. En verdad fue un honor haber podido conocerlo. Hoy lo reflejo y señalo ante esta Cámara y su familia. Lo sentiremos siempre con nosotros.

He dicho.

-Aplausos.

El señor VALLESPIN (Vicepresidente).- Con la intervención del diputado y Presidente de Renovación Nacional, señor Cristián Monckeberg, la Cámara de Diputados ha rendido homenaje al exdiputado y exsenador de la República de Chile señor Sergio Díez Urzúa.

Agradezco la presencia de familiares y amigos de don Sergio Díez, encabezados por sus hijos Sergio, Fernanda, Isabel, Luz María y Verónica Díez Arriagada.

Gracias por acompañarnos en el sentido homenaje rendido por esta Corporación.

VI. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE ALZAMIENTO DE HIPOTECAS QUE CAUCIONEN CRÉDITOS HIPOTECARIOS (Tercer trámite constitucional. Boletín N° 8069-14)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Corresponde tratar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 45ª de la presente legislatura, en 8 de julio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 6.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Barros.

El señor BARROS.- Señor Presidente, aparentemente este proyecto por fin va a ver la luz. La iniciativa busca solucionar el problema de las personas que han adquirido un bien raíz recibiendo un crédito bancario caucionado con hipoteca. 

Señalan los autores de la moción que es frecuente que, pese a haberse extinguido la deuda por el pago de la misma, las garantías permanecen en el tiempo. Es decir, hay instituciones financieras que, no obstante el pago íntegro de la deuda por parte del deudor, para decirlo en buen chileno “se hacen las lesas”, evitando que se alce la hipoteca y estableciendo, muchas veces, que otras obligaciones que nunca estuvieron involucradas en la hipoteca de un bien raíz entren a terciar, molestando y haciendo la vida imposible a algunos deudores.

El proyecto busca hacer frente a este problema que, si bien en apariencia parece poco relevante, afecta a muchas personas, particularmente a los que cuentan con pocos medios desde el punto de vista jurídico, no obstante que la ley N° 20.555, de reciente promulgación, que modifica ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor, pareciera contener normas que se orientan a la solución del tema. Sin embargo, dicha normativa no pudo resolver el problema que hoy abordamos, por lo que me parece que la iniciativa en debate cobra relevancia desde el punto de vista de la vida cotidiana de los chilenos.

El Senado analizó el proyecto en profundidad y le introdujo modificaciones, las que son positivas, razón por la cual las votaré favorablemente. La iniciativa intenta cautelar los derechos de las personas y evitar abusos por parte de instituciones financieras. Como ya señalé, una vez que las personas pagan su crédito, los bancos, por la vía de no alzar la hipoteca, intentan que estas contraigan obligaciones distintas.

El proyecto fortalece a las personas en su relación con las instituciones financieras, por lo que -repito- lo votaré a favor.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, me alegro mucho de que en este tercer trámite constitucional podamos aprobar definitivamente este proyecto, que persigue una regla básica, cual es que el acreedor hipotecario -la institución financiera o el banco-, una vez pagado el crédito que dio lugar a esa acreencia, extienda la escritura pública de alzamiento de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones, y la ingrese para su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo.

Tal como señaló el diputado señor Ramón Barros, muchas veces los deudores, después de pagar durante 20 o 25 años sus créditos hipotecarios, tienen que perseguir al banco para que alce la hipoteca y realice los trámites para ingresar la escritura de alzamiento en el conservador de bienes raíces respectivo.

También es de común ocurrencia que al otorgarse un crédito hipotecario, los clientes del banco deban efectuar numerosos trámites para que dicha institución les entregue la escritura. Parece que los bancos se apuran mucho en efectuar la operación y extender el respectivo crédito. Por su parte, a los compradores les cuesta mucho hacerse de la escritura y obtener los títulos que avalan la propiedad del inmueble, sobre todo cuando quieren vender o deben hacer algún trámite de ampliación para obtener la recepción final, o bien repactar el crédito hipotecario con otra institución financiera.

Lamentablemente, en el sistema informático no figuran los autores del proyecto, por lo que creo importante recordarlos. Me refiero a los entonces diputados Jorge Burgos -actual ministro del Interior- y Felipe Harboe -actual senador-, y a los diputados señores Aldo Cornejo, Joaquín Godoy, Enrique Jaramillo, Cristián Monckeberg, José Miguel Ortiz, Alberto Robles, Jorge Tarud y quien habla. Su fundamento, como ha quedado dicho, establece que será de cargo de la institución bancaria, no ya del deudor, el otorgamiento de la escritura pública de alzamiento de la hipoteca y su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo, con lo cual se libra del gravamen a su comprador y a su sucesión.

Por cierto, señor Presidente, vamos a aprobar este proyecto en su trámite final.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, si bien este proyecto de ley debió ser de fácil despacho, llegó a tercer trámite constitucional. El clamor de los deudores hipotecarios nos hizo pensar que este proyecto era fundamental.

Fue el exdiputado, hoy senador, señor Felipe Harboe, quien me invitó a participar en este proyecto junto con los diputados señores José Miguel Ortiz, Matías Walker y el entonces diputado -actual ministro del Interior- señor Jorge Burgos.

Indudablemente, no fue difícil llegar a un acuerdo, porque algunos vivimos la situación que aborda la iniciativa cuando fuimos deudores bancarios. Fíjense que hay deudores hipotecarios que pagaron su deuda; sin embargo, al correr de los años, descubrieron que su propiedad permanecía hipotecada. El enorme vacío legal que existe en la norma que regula los créditos hipotecarios es el fundamento del proyecto. ¿Por qué? Porque una vez pagada la totalidad del crédito, los bancos carecen de incentivos para efectuar el alzamiento de la hipoteca. En consecuencia, se obliga al interesado a requerirlo, sometiéndolo a la disponibilidad de tiempo de los bancos e, incluso, a contratar profesionales a su costo, con todos los gastos que ello significa. En ese entonces decíamos que los bancos nunca pierden. 

Durante el primer trámite constitucional se presentaron indicaciones, que se rechazaron, lo que estuvo bien. Por ejemplo, el colega Tuma, en relación con el alzamiento de la hipoteca, presentó una para agregar la frase “a requerimiento por escrito del deudor y dentro de treinta días corridos”. Asimismo, el diputado Chahin presentó la siguiente indicación: “Pendiente el plazo establecido en el inciso anterior -se refería al contenido en el artículo único del proyecto analizado en primer trámite constitucional-, el propietario del inmueble hipotecado podrá manifestar por escrito su voluntad de mantener vigente la hipoteca, o de ampliar el plazo para su cancelación y alzamiento.”. De haberse aprobado esa indicación, podría haberse alzado la hipoteca o haberse mantenido la misma para dar curso a nuevos créditos. 

Se generó, entonces, una discusión, por cuanto esas indicaciones mermaban en parte la base del proyecto. Finalmente, ambas se rechazaron, la primera de ellas para evitar que el procedimiento de cancelación de hipoteca y de alzamiento de prohibición se produjera en forma automática, porque podía resultar conveniente para el deudor mantener la hipoteca, no obstante haber satisfecho la acreencia, como una forma de garantizar nuevos emprendimientos o negociaciones, sin tener que volver a incurrir en gastos para constituir una nueva caución.

En cuanto a la segunda indicación, esta permitía al deudor, dentro del plazo que tiene el acreedor para alzar el gravamen, solicitar la mantención del mismo. El entonces diputado Harboe recordó que la idea original del proyecto se orientaba a solucionar el problema que se le presenta al deudor que ha pagado su deuda oportunamente, no obstante lo cual el proveedor del crédito demora injustificadamente en alzar la garantía. No se refería a quien constituye una hipoteca con cláusula de garantía general.

Además, señaló que la demora a que había hecho referencia solía emplearse por las instituciones acreedoras a fin de asegurar al cliente para futuras operaciones.

Esos comentarios fueron recogidos en la comisión técnica para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, a pesar de que las indicaciones a que hice alusión fueron rechazadas.

Anuncio que la bancada del Partido por la Democracia apoyará con mucha fuerza una situación que hace justicia a los deudores hipotecarios.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, es necesario valorar este proyecto de los exdiputados señores Jorge Burgos y Felipe Harboe, y que contó con el copatrocinio de los diputados señores Aldo Cornejo, Joaquín Godoy, Enrique Jaramillo, Cristián Monckeberg, José Miguel Ortiz, Alberto Robles, Jorge Tarud y Matías Walker, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios. 

Una vez pagada la deuda, queda el trámite del alzamiento de la hipoteca, el cual puede llegar a ser muy engorroso. Por ejemplo, al fallecer una persona, son los herederos quienes deben iniciar ese trámite, en circunstancias de que se puede efectuar cuando el adquirente del crédito todavía vive, con lo cual se soluciona una serie de problemas prácticos. 

En consecuencia, el proyecto apunta a precisar la responsabilidad de la institución acreedora respecto de los trámites de alzamiento de los gravámenes que afectan a un bien raíz una vez cumplido el pago del crédito, de modo de simplificar el proceso de liberación del deudor ante la posibilidad de tramitar un nuevo crédito, otorgando para ello un plazo perentorio que no existe en la actualidad y que constituye un claro vacío legal que perjudica al público.

Hay que recordar que, básicamente, por no tener incentivos, las entidades que han otorgado los créditos no tienen mayor interés en formalizar el término de la hipoteca, dejando a los deudores en una suerte de indefinición en la que, pese a haber terminado de pagar los créditos, siguen apareciendo como deudores, sin que tengan ninguna herramienta a su alcance para apurar una solución. 

Lo anterior confirma la asimetría existente entre las instituciones financieras y sus clientes, la cual se refleja en otros asuntos que deberían abordarse con prontitud, en especial todo lo que se refiere al acceso a la información necesaria para tomar decisiones responsables.

Durante la discusión de la iniciativa se planteó la posibilidad de que el mismo deudor opte por mantener la hipoteca para postular a nuevos créditos; pero, finalmente quedó a firme una propuesta del Ejecutivo para que la institución que otorgó el crédito sea la que, una vez extinguida las obligaciones, notifique al deudor para que este manifieste por escrito su voluntad de mantener la hipoteca.

El Senado mantuvo ese procedimiento, aunque modificó los plazos. El deudor sigue teniendo quince días para declarar su intención de mantener la hipoteca; la institución que entregó el crédito tendrá cuarenta y cinco días para otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca, y treinta para comunicar al deudor la cancelación de la escritura en los casos de los créditos caucionados con hipoteca específica.

Si se trata de hipoteca general, se acordó un plazo de veinte días para que la institución informe del cumplimiento de la deuda al cliente, el que podrá pedir la escritura de cancelación de la hipoteca, para lo cual se recogen los mismos plazos que para la situación de la hipoteca específica.

Por otra parte, el Senado agregó el derecho del deudor a solicitar judicialmente el alzamiento si el acreedor hipotecario se niega a hacerlo, manteniéndose la posibilidad de pedir sanciones e indemnizaciones por el perjuicio que se pudiera causar.

Del mismo modo, se agregó un nuevo artículo 2° respecto de las prendas sin desplazamiento y del registro de este tipo de prendas. Las obligaciones y plazos considerados en ese artículo son similares a los que rigen para los créditos hipotecarios, distinguiéndose también entre los distintos tipos de prenda.

En definitiva, se trata de una buena iniciativa que viene a subsanar un vacío legal que, muchas veces, produce grandes dificultades para las personas que han hipotecado sus bienes raíces.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Loreto 
Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señor Presidente, valoro el avance del proyecto, entendiendo que aborda un beneficio legítimo para los deudores de créditos hipotecarios. 

El Senado le introdujo modificaciones sumamente importantes. La iniciativa busca poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que, para seguridad de su crédito, afectan a un bien raíz una vez que la deuda se ha extinguido. De ese modo, el proveedor del crédito será el responsable de efectuar, a su costo, el alzamiento de la hipoteca constituida sobre la propiedad ante el conservador de bienes raíces respectivo, sin necesidad de que medie requerimiento expreso del deudor, en los casos que indica.

Adicionalmente, busca regular de manera similar, y en lo que corresponda, los alzamientos de las prendas sin desplazamiento que afecten a los bienes muebles, una vez extinguida la obligación principal que garantizan.

El proyecto original solo se refería a las hipotecas y prohibiciones que se constituían para garantizar un crédito, y en tales términos fue aprobado por la Cámara. En efecto, en su texto original disponía: “Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido y a efectuar a su costo el alzamiento correspondiente (...)”. Reitero, dicha disposición del proyecto original se extendía exclusivamente a las hipotecas y prohibiciones que afectaran a los inmuebles que garantizan el crédito.

En el segundo trámite constitucional, el Senado dispuso que el proyecto regulara el alzamiento no solo de la hipoteca y las prohibiciones, sino también de la prenda sin desplazamiento que afecte a los bienes muebles que garantizan el crédito.

El proyecto modificado por el Senado también distingue entre hipotecas y prendas específicas, respecto de las cuales el proveedor del crédito, una vez extinguida totalmente la obligación garantizada, deberá, a su cargo y costo, proceder a otorgar la escritura pública de alzamiento de la referida hipoteca y de los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, e ingresarla para su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo, u otorgar la escritura pública o el instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que lo autorizó, correspondiente al alzamiento de la referida prenda y de los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto, una vez extinguidas totalmente la o las obligaciones caucionadas por dicha prenda, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contado desde la extinción total de la deuda.

Cuando se trate de una hipoteca o prenda de garantía general, se establece que, una vez pagadas íntegramente las deudas garantizadas, tanto en calidad de deudor principal como de aval, fiador o codeudor solidario respecto de las cuales dicha caución subsista, el proveedor deberá informar por escrito al deudor tal circunstancia, en el plazo de hasta veinte días corridos, a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor.

Los alzamientos de hipotecas y de prendas sin desplazamiento y cualquier otro gravamen o prohibición constituidos en favor de un proveedor de servicios financieros, podrán efectuarse por el titular o beneficiario de las mismas de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública o instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que lo autorizó, que contenga un listado o nómina de gravámenes o prohibiciones, individualizando los bienes pignorados o hipotecados.

Si el acreedor hipotecario o prendario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad con el artículo correspondiente del proyecto, el deudor podrá solicitar judicialmente tales alzamientos, para hacer cumplir esta obligación.

Un artículo transitorio regula los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta futura ley se encuentren íntegramente pagados y hayan sido caucionados mediante hipoteca específica o prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, o con garantía general. Al respecto se aplicarán reglas diferenciadas. En todo caso, será aplicable dicho procedimiento.

Habida consideración de que el Senado mantuvo la idea original aprobada por la Cámara e incorporó un beneficio adicional, cual es ampliar la normativa a la prenda sin desplazamiento, anuncio mi voto favorable a la iniciativa. Espero que pronto se convierta en ley, pues irá en beneficio de quienes han cumplido sus obligaciones crediticias, por la vía de disponer que las entidades financieras hagan el saneamiento correspondiente de dichas obligaciones.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, me alegro de que el proyecto esté en su tercer trámite constitucional y espero que sea despachado hoy. Felicito a los diputados que lo presentaron, entre ellos los señores Matías Walker y José Miguel Ortiz, presentes en la Sala.

Esta iniciativa es muy importante por cuanto resguarda el interés fundamentalmente del consumidor financiero, quien por lo general se encuentra en una situación de total asimetría de información respecto de las entidades crediticias. 

Muchas veces ocurre que cuesta un mundo lograr el alzamiento de la hipoteca, a pesar de que han transcurrido años desde que se pagó totalmente el crédito. Esa situación genera muchas dificultades para ejercer el derecho de disposición sobre los bienes, para gestionar el financiamiento de nuevos productos financieros en otras instituciones bancarias y, por tanto, generar mayor movilidad en los clientes financieros, y para acceder a otro crédito en mejores condiciones.

Uno de los problemas que existen en el sistema financiero -de alguna manera intentamos abordarlo mediante indicaciones al proyecto sobre el “Sernac Financiero”- es el del secuestro financiero de que son objeto los clientes. Esta situación se produce cuando a alguien que obtiene un crédito, después le es tremendamente difícil cambiarse de institución financiera, aunque tenga alternativas crediticias más baratas, debido a las denominadas “ventas atadas” o a las dificultades para lograr el alzamiento de las hipotecas. De esa forma se secuestra financieramente a los clientes, se impide la libre contratación con las entidades financieras, se dificulta la obtención de nuevos créditos en mejores condiciones, se fomenta la existencia de un mercado concentrado y oligopólico, y disminuyen aún más las posibilidades de una competencia real que favorezca a los consumidores.

Por eso estamos ante un buen proyecto, pues establece un principio: ante un crédito pagado, inmediatamente se genera la obligación del proveedor del crédito de otorgar la escritura de alzamiento y cancelación. Esta gestión debe ser efectuada a costo del proveedor del crédito, ya que tiene mejores posibilidades de negociar con las notarías, en razón del volumen de sus productos.

También incorporamos otro principio que me parece fundamental -me alegro de que el Senado lo haya mantenido-, cual es que, sin perjuicio de lo anterior, una vez notificado, el deudor podrá decidir mantener vigente la hipoteca, en el evento de que quiera gestionar un nuevo crédito. Ello será posible sobre todo cuando se trate de una garantía general hipotecaria. Por consiguiente, el cliente -o deudor- podrá ahorrarse el costo de constituir una nueva hipoteca y de hacer la inscripción respectiva para generar un nuevo crédito o financiamiento. De manera que la norma siempre operará a favor del deudor -o del futuro deudor- propietario del bien dado en hipoteca.

Felicito los cambios realizados por el Senado desde el punto de vista de la redacción -la que propone es más completa- y desde el punto de vista jurídico, pues incorpora los mismos principios que he señalado en el caso de las prendas sin desplazamiento. Ello permitirá que tengamos una legislación más completa, más integra, que no solo dice relación con los créditos hipotecarios, sino también con los créditos garantizados por una prenda sin desplazamiento.

Por lo tanto, reitero mis felicitaciones a los autores de este buen proyecto y anuncio que con mucho entusiasmo lo respaldaremos, porque constituye una muy buena noticia para los deudores financieros.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señora Presidenta, el crecimiento de la tasa de ingreso de los chilenos en los últimos veinte años es real. Es cierto que hoy, más que antes, podemos acceder a bienes y servicios respecto de los cuales hace algunas décadas teníamos enorme distancia. Me refiero especialmente a bienes muebles de valor, como los automóviles y las motocicletas, y a toda clase de artículos que se encuentran en los centros comerciales del país. 

Este fenómeno se produjo esencialmente por la expansión y la democratización -si se me permite la expresión- del crédito. Hoy, a través del crédito, tenemos una extensión casi al infinito de nuestros ingresos, los cuales podemos comprometer con tal de satisfacer necesidades actuales. 

Eso entraña una ventaja, pero también un profundo riesgo. La bancarización de los chilenos ha llegado con un nuevo desafío: cómo, a través de la educación, se nos enseña a administrar los fondos disponibles, pues, a veces por impericia o por desconocimiento, incurrimos en graves deudas que comprometen el patrimonio familiar de manera grave e, incluso, la casa que se ha comprado con esfuerzo y se ha pagado con ese tesón lento e infatigable que tienen los jefes de hogar y las jefas de hogar. 

De eso hablamos hoy: de las hipotecas, de los bancos y de la forma que tienen estos de maximizar sus ganancias hasta el fin.

No es posible que aún hoy, luego de veinte o de treinta años de pagos hechos por los deudores, los bancos no alcen las hipotecas constituidas en su favor para garantizar un crédito que ya se les ha pagado. Por eso, el proyecto refleja fielmente la asimetría muchas veces presente en la relación banco-cliente.

Sin duda, los bancos son motores de desarrollo que facilitan el acceso al crédito tanto a quienes emprenden como a los que pretenden ser propietarios de sus viviendas en el plazo de unos años. Sin embargo, muchas veces la ausencia o el olvido de cierta regulación nos hacen creer que las normas que existen en la codificación civil no se ocupan o no existen. Si bien la cancelación de la hipoteca forma parte de las obligaciones del acreedor, en este caso del banco, la costumbre, el olvido o las prácticas bancarias -a veces muy cuestionables- fueron de a poco trasladando dicha obligación hacia el deudor hipotecario, quien, al verse en la necesidad de tener un bien raíz sin hipoteca, acudía al acreedor -el banco-, una vez extinguido su crédito, para exigirle que levantara la hipoteca. Obviamente, el costo de dicha gestión debía ser asumido por el cliente.

Este proyecto es muy necesario y en extremo relevante para nuestra ley del consumidor y para nuestra legislación civil general, pues encarga a los bancos y a las compañías de seguros proceder oportunamente a la cancelación y al alzamiento de las hipotecas una vez extinguido el crédito. Esta idea gira sobre la premisa de dejar de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de las hipotecas, una vez que se ha pagado todo el crédito.

Creemos firmemente que el alzamiento de los gravámenes debe estar a cargo de los proveedores del crédito, pues así se libera a los consumidores de un costo que muchas veces les impide aprovechar las ventajas que ofrece la extinción de la deuda principal, ya que muchas personas desconocen el procedimiento que se debe seguir para concretar la cancelación y el alzamiento. Esta nueva disposición será de público conocimiento y el Sernac podrá difundirla a través de sus oficinas en todo el país.

Así, hemos conciliado en forma adecuada los intereses de los deudores y de los acreedores con la protección al consumidor, y hemos dejado abierta la puerta para que, una vez extinguida la deuda principal, la hipoteca se conserve con el fin de que el consumidor adquiera un nuevo crédito para emprender o generar más patrimonio por la vía de la compra de una nueva propiedad.

Hago presente que estamos muy a favor de la iniciativa desde que iniciamos su tratamiento en la Comisión de Economía. Por lo tanto, hago un llamado a todos los colegas a que concurran con su voto favorable.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, el proyecto en discusión me trae a la memoria una de las dificultades que tienen los ciudadanos de Chile. Creo que existe un déficit enorme de algo sobre lo cual vengo reclamando desde hace bastante tiempo: por un lado, la educación cívica, y por otro, la educación económica, materias que fueron sacadas del currículum escolar.

Efectivamente, durante los últimos veinte años han aparecido enormes ofertas de financiamiento para las pymes y para las personas en los sistemas bancario y financiero. Sin embargo, muchas personas todavía firman sin saber lo que están firmando.

La materia que aborda el proyecto dice relación con el hecho de que, una vez pagada la deuda, los bancos se quedan con la hipoteca, y dejan la gestión de levantarla al propio cliente, quien debe asumir el costo de dicha gestión. Muchas veces, el cliente demora años en saber si su casa o su local comercial siguen hipotecados. Aún existe desconocimiento de aquello. 

Hace poco me enteré del caso de un cliente del Indap, quien, a pesar de haber pagado su deuda hace 22 años, no conseguía que este organismo levantara la hipoteca. Tuvo que recurrir a un tribunal de justicia para que diera la orden respectiva de alzamiento. Esa situación aún está pendiente. Existe una serie de situaciones en ese sentido que lamentablemente aún no han sido corregidas.

Por ello, la iniciativa viene a corregir precisamente el problema del alzamiento de las hipotecas.

Por otra parte, introdujimos una indicación para permitir que el deudor solicite que se mantenga la hipoteca. Por ejemplo, si un pequeño comerciante o agricultor cancela su crédito, la hipoteca se alzará. En consecuencia, si a la semana siguiente solicita nuevamente un crédito, deberá volver a gastar dinero para que se hagan los estudios de título, la constitución de la hipoteca, etcétera. Con el proyecto se abre una alternativa distinta y se termina con la obligación per se de que los bancos levanten la hipoteca. En otras palabras, el deudor podrá decidir que no quiere alzar la hipoteca, sino mantenerla en espera de alguna oportunidad crediticia más adelante.

Por las razones expuestas, anuncio que votaremos favorablemente el proyecto, pues terminará con ciertas asimetrías que aún existen en el sistema financiero.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las modificaciones del Senado en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en moción, que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios, incluida la enmienda propuesta por el Senado al epígrafe del proyecto de ley. 
En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 107 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Despachado el proyecto.

AUMENTO DE SANCIONES POR NO USO DE DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD PARA MENORES DE EDAD EN VEHÍCULOS PARTICULARES (Primer Trámite Constitucional. Boletín N° 9640-15)

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, iniciado en moción, que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares,.

Diputado informante de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones es el señor Jorge Sabag.

Antecedentes:

-Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, sesión 43ª de la presente legislatura, en 10 de julio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 4.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor SABAG (de pie).- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, paso a informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares.

La iniciativa se originó en una moción de las diputadas señoras Jenny Álvarez y Loreto Carvajal, y de los diputados señores Daniel Farcas, René Manuel García, Issa Kort, Felipe Letelier, Fernando Meza, Diego Paulsen, Gabriel Silber y Felipe Ward, y se encuentra con urgencia calificada de “simple”.
Hago presente que en ambas etapas de tramitación del proyecto en informe se contó con la asistencia y colaboración del ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; de su asesora legislativa señora Paola Tapia, y de la secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (Conaset), señora Gabriela Rosende.

Cabe recordar que la idea matriz o fundamental del proyecto -aprobada por unanimidad- es promover el uso de sistemas de retención infantil y del cinturón de seguridad, aumentando la sanción por su no empleo, con la finalidad de disminuir los accidentes de tránsito que han causado lesiones y muerte, principalmente a numerosos niños y niñas de nuestro país.

En particular, me corresponde hacer presente que su texto no experimentó modificación alguna en el segundo trámite reglamentario, toda vez que se rechazó la indicación presentada por el diputado José Antonio Kast para eliminar la letra a) del N° 1 de su artículo único.

Votaron por el rechazo las diputadas señoras Jenny Álvarez (Presidenta), Loreto Carvajal y Alejandra Sepúlveda, y los diputados señores Felipe Letelier, Fernando Meza, Mario Venegas y este diputado informante. Votó a favor el diputado señor Iván Norambuena, y se abstuvieron los diputados señores Gustavo Hasbún y Leopoldo Pérez.

La indicación pretendía mantener la redacción original del inciso tercero del artículo 75 de la ley N° 18.290, en cuanto a que la obligación de transporte de un menor en el asiento trasero de un vehículo liviano debía ser solo hasta que aquel cumpliera 8 años y no hasta los 12, como propone el proyecto. La indicación se fundó en el hecho de que en la actualidad, debido a que la población adolescente de nuestro país con el tiempo ha crecido en talla, los menores en un rango de 9 a 12 años presentan una estatura compatible con la de un adulto, por lo que no habría una razón valedera para transportarlos en el asiento trasero. El diputado autor de la indicación agregó que un niño de 12 años está cursando sexto año básico y tiene un desarrollo corporal importante. En tal caso, solo corresponde aumentar las fiscalizaciones y las sanciones ante el incumplimiento de la normativa actual.

Como argumentación contraria, se hizo presente que un menor de hasta 12 años no tiene la madurez osteoesquelética necesaria para soportar un impacto de gran magnitud. Los sistemas óseo y muscular de los niños no se encuentran maduros ni completamente desarrollados antes de dicha edad. 

Se expresó que, por regla general, antes de los 12 años los niños miden menos de un metro cincuenta centímetros. Dada esa estatura, el airbag de un vehículo los puede lesionar, ya que se encuentra diseñado para el cuerpo y la talla de un adulto.

La Academia Americana de Pediatría, en un reporte técnico basado en distintos estudios, establece que los niños ubicados en el asiento delantero tienen 70 por ciento más de riesgo de sufrir lesiones que los instalados en el asiento trasero, tanto ante impactos frontales como laterales. Además, dicha organización recomienda que los niños se coloquen en el asiento trasero hasta los 13 años de edad. 

Por su parte, un estudio realizado por el Centro de Investigación y Prevención de Lesiones del Hospital de Niños de Filadelfia, publicado en el año 2009, indica que los niños ubicados en el asiento trasero tienen entre 50 y 67 por ciento menos de riesgo de sufrir lesiones que los instalados en el asiento delantero. Para dicho estudio se consideraron accidentes de niños de 0 a 15 años.

Por último, se advirtió que en relación con los países desarrollados y con las recomendaciones mundiales en materia de seguridad vial, Chile está retrasado, por lo que resulta imperativo ampliar la edad para el traslado de niños en el asiento trasero de vehículos particulares.

Constancias reglamentarias exigidas por los artículos 131 y 303 del Reglamento de la Corporación.

No hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones; no hay artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quorum calificado; no hay artículos suprimidos ni modificados, ni tampoco indicaciones declaradas inadmisibles; no se incorporaron artículos nuevos en el proyecto de ley en este trámite, y no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda

Texto de las disposiciones legales que el proyecto modifique o derogue, o indicación de las mismas.

En el artículo 75 de la Ley N° 18.290, de Tránsito, se establece el uso obligatorio de sillas para transportar a menores de hasta 4 años en vehículos livianos y se prohíbe el traslado de menores de hasta 8 años en asientos delanteros. 

El proyecto en informe aumenta los anteriores rangos de edad a 8 y 12 años, respectivamente, y endurece la pena aplicable en cada caso. 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Jaime Pilowsky.

El señor PILOWSKY.- Señora Presidenta, Chile es el tercer país de Latinoamérica con mayor cantidad de vehículos por habitante. El Instituto Nacional de Estadísticas señala que nuestro parque automotor llega a más de 3 millones y medio de vehículos motorizados, lo que nos da un promedio de 4,7 habitantes por vehículo. Por su parte, Uruguay promedia 2,3 habitantes por vehículo, y Paraguay, 3,9. 

Con esos datos a la vista, la seguridad vial debe ser una preocupación constante en nuestro trabajo. Con un parque vehicular que aumenta considerablemente cada año, proyectos como el que nos encontramos discutiendo en esta ocasión son fundamentales, porque van precisamente en directo beneficio de miles de chilenos que utilizan su auto particular como medio de transporte. 

La situación es aún más preocupante, pues, según cifras de Carabineros de Chile, en el año 2013, 63 menores de edades entre 0 y 12 años murieron en accidentes de tránsito, convirtiéndose estos en la principal causa de muerte de niños de edades entre 0 y 14 años en el país. La muerte de niños y niñas a causa de accidentes de tránsito representa el 3 por ciento del total de personas fallecidas en ese tipo de siniestros. 

Es más, 3.268 menores de entre 0 y 12 años de edad resultaron lesionados de diversa consideración en accidentes de tránsito en 2013, teniendo como causas principales el no uso del cinturón de seguridad y la incorrecta o la nula utilización de las sillas de seguridad, o, como las llamamos ahora, “sistemas de retención infantil”. 

En 2003, la OCDE recalcó la importancia de que las leyes nacionales protejan a los niños de todas las edades, recomendando que todos los ocupantes de vehículos viajen protegidos con cinturón de seguridad, sillas de seguridad o sistemas de retención infantil.

En esa línea, hay otras medidas, además del proyecto que hoy votaremos favorablemente, que tanto el Ejecutivo como el Congreso Nacional deben impulsar. 

Hace algunas semanas, junto con la alcaldesa de Peñalolén, Carolina Leitao, concurrimos al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para hacerle presente al titular de esa cartera la importante necesidad de que se adecúe de manera urgente el decreto N° 38, de 1992, que regula el transporte escolar, esto es, a los conocidos furgones escolares amarillos, pero también a los blancos. 

¿Qué le planteamos al ministro? Que en muchas zonas de nuestro país existe un transporte escolar que se encuentra bajo un régimen especial, como son los furgones que superan las 3,8 toneladas, que no requieren el pintado amarillo ni el letrero que los identifica ni las huinchas reflectantes en su contorno: los llamados “furgones blancos”. 

Esa circunstancia hace más difícil identificar a tales furgones para realizarles una correcta fiscalización. Además, dichos vehículos no cuentan con las medidas de seguridad necesarias para los escolares que van en ellos.

Por lo mismo, nuestra propuesta fue estandarizar las medidas de seguridad para todos los vehículos de transporte escolar, a fin de que los padres que confían a sus niños y niñas a los transportistas tengan la confianza de que sus hijos podrán viajar más seguros a sus establecimientos educacionales. 

Al respecto, el ministro se comprometió a modificar el mencionado decreto durante el segundo semestre en curso, lo que, sumado a la normativa que aprobaremos hoy, mejorará considerablemente las condiciones de seguridad y el bienestar de los niños de nuestro país, logrando que en breve tiempo disminuyan los índices de fallecimiento y de lesiones de niños de edades entre 0 y 14 años.

Por lo tanto, a partir del informe entregado por el diputado Sabag, anuncio que los diputados de la Democracia Cristiana votaremos positivamente el proyecto.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señora Presidenta, cada fin de semana largo o en festividades como Fiestas Patrias o año nuevo, la noticia ya tradicional de los informativos de los días domingos es el balance de la gran cantidad de fallecidos, muchos de ellos menores de edad, en accidentes de tránsito.

Así, Chile ostenta el triste récord de ser el país con mayor tasa de fallecimientos en accidentes de tránsito por vehículos y una de las más altas por población, entre los países de la OCDE. 

Dicho problema se agrava por la falta de cultura vial de nuestros conductores, quienes estiman que el uso de sillas de seguridad diseñadas para la protección de los menores de edad es una simple recomendación y no una verdadera obligación, a pesar de que ellas tienen por objetivo asegurar la vida y la integridad física de los menores de edad en caso de accidente.

Este mismo problema lo han vivido nuestros socios de la OCDE. El caso español resulta emblemático. Hacia fines de los años 80, la Asociación Española de Pediatría señalaba la muerte en carretera como la primera causa de mortalidad en niños de 4 años, la segunda en menores de 2 y la cuarta en bebés de un año. 

Una vez que en ese país se aplicaron duras sanciones en materia de seguridad vial infantil, se consiguió reducir al menos en 80 por ciento el número de niños de entre 0 y 14 años de edad fallecidos a consecuencia de accidentes de tráfico. Uno de los factores que desencadenaron este formidable descenso fue la estricta y severa regulación en cuanto al uso de las sillas de seguridad en los automóviles.

Por ello resulta tan oportuno este proyecto de ley, que eleva la calificación de la infracción de grave a gravísima y aumenta las multas asociadas hasta 3 unidades tributarias mensuales para quienes sean sorprendidos trasladando a niños de hasta 8 años de edad en los asientos traseros de los vehículos sin un sistema de retención infantil, o bien transportando a niños de hasta 12 años en el asiento delantero.

Me asiste la convicción de que la norma propuesta, sumada a programas de educación y de capacitación, marcará un antes y un después, lo que permitirá salvar miles de vidas de niños, niñas y adolescentes que son expuestos al riesgo de lesiones o de muerte que, ahora sabemos, es posible evitar.

Por eso, espero que mi bancada apoye la presente iniciativa.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Bernardo Berger.

El señor BERGER.- Señora Presidenta, los accidentes de tránsito son la primera causa de muerte de niños de edades entre 0 y 14 años en nuestro país. Además, de acuerdo con lo indicado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), solo en 2013 en Chile fallecieron 63 menores de 12 años en accidentes de tránsito, y 5.130 resultaron lesionados. 

Por tanto, es nuestra responsabilidad tener leyes que protejan a nuestra población infantil, que representa el futuro nacional.

En consecuencia, anuncio todo mi apoyo a esta iniciativa en el sentido propuesto, esto es, aumentar de cuatro a ocho años el rango de edad para el uso obligatorio de sillas de seguridad para transportar a menores, e incrementar de ocho a doce años la edad para la prohibición de trasladar niños en asientos delanteros, elevando la categoría de la infracción a gravísima y endureciendo la pena. 

Lo anterior es un paso más dentro de la gran tarea que debemos asumir para que las leyes de la república protejan a nuestra población infantil.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, quiero recalcar que este proyecto, que se encuentra en primer trámite constitucional, volvió hace algunas semanas a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones debido a la indicación presentada por el diputado José Antonio Kast. 

Sobre el punto, no cabe duda de que el colega tuvo una buena intención. Sin embargo, dado el análisis que se hizo en la comisión, instancia en la que él también participó, la mayoría de los presentes en la oportunidad concordamos en que dicha propuesta no era pertinente, que no apuntaba hacia el objetivo que perseguíamos. 

Por eso rechazamos tal indicación. En la Sala, comunicamos hoy nuestro rechazo a la propuesta del diputado José Antonio Kast, por cuanto disminuye de doce a ocho años la prohibición de trasladar a menores en el asiento delantero de los vehículos.

A pesar de las dificultades que este proyecto podrá tener desde el punto de vista práctico para las familias, como legisladores hoy estamos pensando la forma de resguardar a nuestros menores. 

Cuando en la comisión hemos analizado materias relativas al trasporte público o privado, nos hemos basado en ese principio: cómo mejoramos las condiciones para la seguridad de las personas, y cómo, por tanto, aumentamos las exigencias para ello. 

Hace varios años, cuando establecimos el uso obligatorio del cinturón de seguridad para los ocupantes de vehículos, muchos plantearon la inconveniencia de esta medida, desde la perspectiva práctica, de la fiscalización y de su implementación. Ha pasado mucho tiempo y el uso del cinturón de seguridad es, no cabe duda alguna, una acción automática que se realiza al momento de subirse a un automóvil, y nadie discute ni siquiera la importancia de esa disposición, pues ya se sumó a la cultura de los ocupantes de los vehículos.

Lo mismo ocurrió respecto de la ley de tolerancia cero, en el sentido de que cuando se bebe no se debe conducir. Ello se implementó en el período legislativo anterior, y hoy se está fiscalizando. 

Por tanto, respecto de la ley de tolerancia cero hoy debemos lograr el mismo cambio cultural que se generó en relación con el cinturón de seguridad. Al respecto, hace algunos años nadie hubiera imaginado la envergadura de la situación actual en la materia. 

De esa forma, esperamos ir cambiando en términos culturales, en cuanto a educación, la percepción que hoy tiene la ciudadanía sobre el particular 

Lo mismo respecto del tema que nos convoca, cuando decimos que un niño de 12 años debe ubicarse en el asiento trasero del vehículo, y con las medidas de seguridad adecuadas. Quizás será difícil explicar esto a muchos padres; pero de alguna manera iremos cambiando la cultura de la gente en este asunto, tal como lo hicimos respecto de otras leyes.

Desde el punto de vista del crecimiento del niño, incluso de su reacción frente a un accidente; del uso del airbag, tenemos la convicción absoluta de que hoy los menores de 12 años deben ir, bajo distintas condiciones de seguridad, en el asiento trasero de los vehículos.

Por eso, pedimos el mismo apoyo que dio la Sala a la iniciativa en la votación general, para que comencemos a cambiar la forma de entender la seguridad en el transporte privado.

En consecuencia, la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recomienda a los parlamentarios aprobar el proyecto tal cual lo despachó a esta Sala y rechazar la indicación del diputado José Antonio Kast.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señora Presidenta, formo parte de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, en la que hemos dedicado bastante tiempo a analizar este proyecto. No quiero repetir ni ahondar en los antecedentes estadísticos que los colegas ya han mencionado. Está claro que lo que busca este proyecto es básicamente establecer medidas que prevengan la muerte de lo más preciado que tenemos: nuestros niños.

Ahora debemos discutir -lo señaló la colega Sepúlveda- lo que motivó que el proyecto volviera a la comisión: la indicación del diputado señor José Antonio Kast. Si bien ella pudo haber estado adecuadamente inspirada, creemos que, dadas las razones explicadas por el señor ministro, por la Conaset y por distintos expertos, no parecía razonable aprobarla, y, por tanto, la rechazamos en la comisión.

Ahora solicitamos que las modificaciones a la Ley de Tránsito contenidas en el proyecto original, que fueron aprobadas por la comisión, que vienen con su voto favorable, cuenten con el respaldo de la Sala, porque creemos que van en la dirección correcta y nos ayudarán -aquí se señaló- a resolver un problema, cual es el de los accidentes de tránsito, una de las principales causas de muerte de niños en nuestro país, que son un valor que debemos proteger. 

Por lo expuesto, con el mayor respeto reitero mi solicitud a los distinguidos colegas en orden a votar a favor este proyecto de ley.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señora Presidenta, este proyecto fue objeto de una discusión bastante extensa, y me parecen extremadamente atendibles las razones expuestas por los colegas de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones para rechazar la indicación sugerida.

Solo quiero aprovechar el tiempo de que dispongo para poner de relieve una dimensión que normalmente no se considera, que es la importancia que tiene a futuro incentivar la seguridad en los niños. Es muy difícil que un niño que, desde su más temprana edad y por instrucción originalmente de sus padres, se abrocha el cinturón de seguridad, llegue a la condición adulta resistiéndose al reflejo de ajustarse dicho cinturón a la hora de subirse a un vehículo.

Tuvimos en la Corporación a un colega -lo denunciaré acá-, Orlando Vargas Pizarro, de Arica, quien al momento de manejar su vehículo, prefiere sufrir la molestia de escuchar el pitido que emite el sensor que le avisa que no se ha abrochado el cinturón de seguridad. En este sentido, le he dicho a Orlando que no voy a hablar en su funeral si fallece a consecuencia de no estar con el cinturón de seguridad puesto cuando se le cruce una liebre en su camino.

La medida propuesta generará adultos responsables a la hora de conducir y de tener que incentivar u obligar a sus vástagos a autoprotegerse.

Por lo tanto, debemos aprobar la iniciativa, ojalá por unanimidad. Espero que nadie renueve indicaciones, porque eso solo retrasará la tramitación de un proyecto que debe ser aprobado urgentemente y transformarse en ley de la república.

He dicho.

La señora PASCAL, doña Denise (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señora Presidenta, antes de referirme al proyecto en debate, permítame dedicar unas palabras al duelo que afecta al país a causa del sensible fallecimiento de nuestra Margot Loyola.

Desde esta tribuna, envío un afectuoso abrazo a toda su familia y a la gran cantidad de alumnas y alumnos que aprendieron de ella, quienes forman parte de nuestro acervo cultural, de nuestro patrimonio. Su legado nos permite conocer al ser humano a través de su arte, que en este caso es el folclor. 

En mi calidad de Presidente de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones de la Cámara de Diputados, hago llegar un afectuosísimo abrazo a toda la familia de Margot Loyola.

En cuanto al proyecto de ley en discusión, todos sabemos que la lucha en contra de los accidentes de tránsito ha sido y es materia de campañas constantes en los medios de comunicación, las que, con mayor o menor éxito, intentan dejar en claro que los descuidos graves, las imprudencias de los particulares en la conducción -como las que describió el colega Pepe Auth- y el uso indebido de las vías o calles pueden ocasionar lesiones graves y, lo más complicado, muertes. Además, pueden producir importantes daños a la propiedad pública y privada.

Por eso, recientemente endurecimos las penas por manejo en estado de ebriedad y reforzamos ese concepto, así como el de manejo bajo la influencia del alcohol, adecuándolos a los estándares de la legislación comparada.

En todo caso, no debemos olvidar que el Estado y las municipalidades también juegan un rol preventivo, pedagógico y de responsabilidad en esto de cuidar las calles y caminos. Se sabe que en varias ocasiones los tribunales han atribuido a estos órganos públicos la obligación de responder por los daños que se producen en este tipo de accidentes, y, en consecuencia, aquellos han debido pagar millonarias indemnizaciones a los particulares que con ocasión del uso de las vías públicas han sido víctimas de accidentes con resultados de muerte o de lesiones.

Dicho esto, debemos poner sobre la mesa el hecho de que una de las causas de muerte más importantes entre los sectores jóvenes de la población son los accidentes de tránsito. Por ello se han tomado diversas medidas, como la aprobación de la “ley Emilia”, que aumentó las penas para quienes manejen en estado de ebriedad y provoquen accidentes, sanciones que han puesto una cuota de mesura y logrado bajar los índices estadísticos en materia de accidentes. En este sentido, no es menor considerar el logro importante que ha significado la “ley Emilia” como instrumento de prevención de conductas delictivas en el manejo, más que de retribución o castigo, razón por la cual debemos sentirnos contentos. 

Lo más importante es que hemos tomado conciencia acerca del enorme riesgo y de la irresponsabilidad que implica alterar los estados de conciencia y de alerta mientras se conduce. Al menos ese es un hecho incuestionable que, poco a poco, se ha comenzado a asentar culturalmente en la población. En parte, este enorme logro se ha conseguido no solo gracias al cambio de leyes y al aumento de penas, sino también con educación y campañas sostenidas en el tiempo.

Lo relacionado con el uso de dispositivos de seguridad es un tema cultural, de costumbres atávicas. Con cierta envidia, vemos que en países vecinos ya se adoptaron este tipo de medidas de seguridad desde hace mucho tiempo, y no son cuestionadas. 

Como consecuencia de esas campañas comunicacionales de educación y también de los hechos trágicos que se han sucedido en nuestro país por décadas, a raíz de errores de conducción y por desatender las condiciones de seguridad, desde 2007 la Ley de Tránsito establece la obligación de usar sillas especiales para transportar en vehículos a niños menores de 4 años, y la prohibición de llevar a los menores de 8 años en los asientos delanteros de los automóviles. No obstante, aún existen ciudadanos que perseveran en el no uso de estas sillas obligatorias de contención, establecidas precisamente para cautelar la vida e integridad de los menores.

En la actualidad, un número siempre indeseado de niños pequeños sufren lesiones graves, incluso la muerte, a causa de accidentes de tránsito, consecuencias que podrían evitarse con el uso adecuado de las sillas de seguridad.

Como se dijo, en 2012 hubo 1.418 niños lesionados en accidentes de tránsito, 36 de ellos fallecidos; en 2013 fueron 1.520 los niños menores de 4 años de edad que resultaron lesionados en accidentes de tránsito, con 29 resultados de muerte. 

Señora Presidenta, esto no puede continuar, al menos no porque no hayamos hecho algo al respecto. Por lo tanto, debemos establecer obligaciones y multas adecuadas, acordes a una omisión tan grave como es desatender el deber de transportar menores con las medidas de seguridad mínimas que establece la ley, conducta que constituye una negligencia inexcusable que no debemos permitir. 

Las cifras anteriores podrían haberse sorteado. Por ello, resulta imperioso aplicar mano dura por la falta de uso de implementos de seguridad para los niños, pues no hay mejor forma de protegerlos. Es una razón no solo imperativa y categórica, sino algo que favorece la protección directa de los menores. Finalmente, es una política pública en pro de la vida.

Cambiar la calificación de esta infracción de grave a gravísima y, por ello, aumentar las multas asociadas hasta 3 unidades tributarias mensuales, nos parece lo mínimo que podemos hacer frente a un descuido imperdonable que hoy cuesta vidas de niños año tras año. 

Manejar en estado de ebriedad es poner en riesgo la vida propia y la de los demás; pero manejar sin las condiciones de seguridad mínima para proteger la vida de nuestros niños es algo aun peor.

Llamamos fervientemente a aprobar este proyecto de ley con la celeridad que merece.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, felicito a los autores de este proyecto, que apunta a promover el uso de sistemas de seguridad para menores de edad en vehículos particulares, ya establecidos como obligatorios en la reforma a la Ley de Tránsito de 2007. En dicha oportunidad se dispuso la obligación de usar sillas especiales de retención infantil para los niños menores de 4 años y la prohibición de que los menores de 8 viajen en los asientos delanteros de los vehículos motorizados.

El proyecto que hoy debatimos propone aumentar la sanción por el no empleo de dispositivos de contención infantil mediante el expediente de catalogar como falta gravísima -la más dura dentro de las de la Ley de Tránsito- el no acatamiento de las normas relativas a la seguridad de los menores de edad. Además, plantea aumentar la obligación de trasladar a los niños en los asientos traseros hasta los 12 años, y el uso de sillas de retención hasta los 8 años, precisándose, además de la edad, una altura de 1,35 metros y un peso de 33 kilos como condiciones adicionales, ya que en ocasiones no es suficiente la edad para establecer las condiciones de seguridad de los pasajeros, quienes pueden salir despedidos de un vehículo en caso de colisión.

La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones rechazó, por siete votos en contra, uno a favor y dos abstenciones, una indicación para mantener la prohibición de trasladar a niños en los asientos delanteros hasta los 8 años y no aumentarla a 12 años. El rechazo se fundamentó en que los menores de 12 años aún no tienen el desarrollo óseo necesario para resistir un choque, por lo que es un riesgo permitir que utilicen los asientos delanteros.

Según los autores de la moción, quienes citaron estadísticas de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (Conaset), solo en 2011 hubo 1.355 niños menores de 4 años lesionados en accidentes de tránsito, de los cuales fallecieron 37. Al año siguiente, el número de menores de 4 años lesionados llegó a 1.418, con 36 fallecidos, en tanto que en 2013 hubo 1.520 menores de 4 años lesionados en accidentes de tránsito, de los cuales murieron 29.

Los accidentes de tránsito son la primera causa de muerte en este grupo etario. Ello da cuenta de la necesidad de hacer más rigurosa la legislación en esta materia, medida que debe ir acompañada de una mejor fiscalización respecto de su cumplimiento.

Por ello, recomendamos votar a favor el proyecto, ya que el respeto a sus normas impedirá que las estadísticas de accidentes con resultado de muerte sigan aumentando y enlutando a muchas familias de nuestro país.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Loreto Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señor Presidente, agradezco y felicito al diputado Daniel Farcas por esta iniciativa de ley, de la cual somos coautores junto con otros diputados.

Es importante señalar que las cifras sobre víctimas de accidentes del tránsito son altísimas, particularmente las de aquellos en que los afectados son menores de edad.

En efecto, como ya se dijo, en 2011 hubo 1.355 menores de 4 años que resultaron lesionados en accidentes de tránsito; 1.418 en 2012, y 1.520 en 2013, lo cual nos debe llamar poderosamente la atención. Estas cifras son muy altas, en especial si consideramos que los niños son personas que están bajo nuestro resguardo y cuidado. A ello hay que añadir que en 2013 murieron 29 niños por causa de este tipo de accidentes y que en 2014 fallecieron aun más menores por la misma razón.

Los niños son personas que deben ser protegidas por todos, pero particularmente por quienes los tenemos a nuestro resguardo: sus padres, cuidadores o guardadores. Por ello, cuando los exponemos a riegos, por ejemplo, cuando los transportamos en un automóvil por una carretera, debemos adoptar medidas que garanticen su seguridad.

Con esa finalidad, el proyecto propone aumentar los elementos de resguardo de los menores al interior de los vehículos, de modo que si hoy es obligatorio que los niños menores de 4 años de edad vayan en sillas de resguardo o con otro elemento de retención, la iniciativa propone aumentar la medida hasta los 8 años. En el caso de los niños que viajan en el asiento delantero, si bien la ley estipula que hayan cumplido 8 años, el proyecto plantea aumentar la exigencia hasta los 12 años.

Debo mencionar que los países que han legislado a este respecto han establecido duras restricciones, gracias a lo cual han logrado disminuir los niveles de mortalidad y el número de lesionados en accidentes de tránsito.

Por ello, para obtener resultados similares, considero muy importante que nuestra Corporación apruebe esta iniciativa, ojalá de manera unánime, y que el Ministerio de Transportes impulse políticas destinadas a educar sobre estas materias.

En algún minuto, en la comisión se consultó por los vehículos que transportan muchos menores, como es el caso de los de transporte escolar. Al respecto, debo mencionar que ya existe un decreto que los obliga a contar con medidas de resguardo, tales como cinturones de seguridad y sistemas de retención; pero debemos promover que esas medidas se masifiquen y que exista una política de gobierno que permita -por qué no decirlo- subsidiar la compra de esos elementos, ya que como país, y también como Cámara de Diputados, debemos proteger y resguardar la seguridad y la vida de nuestros menores.

Esperamos que esta nueva legislación sea apoyada con más educación en los establecimientos escolares, para que los niños adquieran la costumbre de abrochar sus cinturones de seguridad y de sentarse en sillas de retención cuando viajen en vehículos. Eso ayudará a impedir que muchos de ellos sufran lesiones por accidentes del tránsito o, en el peor y más macabro de los casos, que fallezcan.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, seré breve, porque soy uno de los impulsores de este proyecto.

Lo cierto es que, debido al incremento del número de accidentes de tránsito en el país, nuestras normas deben ser cada vez más exigentes. Son muchos los casos de accidentes de este tipo que se conocen a diario, cuyas causas son, habitualmente, el exceso de velocidad y, sobre todo, el consumo de alcohol.

A partir de esas experiencias y en vistas de la implementación de normas más rígidas en otros países, considero que debemos ponernos a la par con lo que establece la tendencia internacional.

Muchos hemos visto que hay personas que transportan a sus hijos en el asiento delantero de los vehículos y no en la silla de seguridad o con dispositivos de contención que los protejan en caso de accidente. Por ello, agradezco la buena disposición del Ministerio de Transportes para incorporar estas medidas en la normativa de tránsito y para discutir estos temas, que, como dije, en otros países ya son normas, leyes y parte de su cultura.

Aprovecho la oportunidad para mandar un mensaje a los canales de televisión, que le dedican tanto tiempo a la farándula y a la telenovela, para que destinen más espacio de su programación a educar acerca de derechos humanos, medio ambiente, normas del tránsito, y para que no nos tengan tan idiotizados con telenovelas, farándula, prensa amarilla, crónica roja, de modo que alguna vez se hagan responsables de lo que hacen y, al igual que hacen otras empresas, puedan decir: “Nosotros, los canales de televisión abierta, también tenemos sentido de la responsabilidad social empresarial”. Reitero que Chile necesita ser educado en materias como derechos humanos, medio ambiente y normas de tránsito.

Espero que, de una buena vez, los canales de televisión reciban el mensaje, pues están amparados por una normativa que los hace intocables.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Daniel Farcas.

El señor FARCAS.- Señor Presidente, este proyecto de ley busca entregar mayor seguridad a nuestros niños y niñas, para lo cual se necesita hacer un esfuerzo significativo, tanto en materia de fiscalización como de comunicación, y también, en algunos casos, de recursos.

Qué duda cabe de que los niños de nuestro país estarán más protegidos con estas normas, que establecen estándares más altos en cuanto a los requisitos específicos para transportar a menores de 12 y de 8 años de edad, según el caso, a fin de que viajen más seguros por las calles de nuestro país.

Lamentablemente, por desgracia, siempre actuamos reactivamente. Este proyecto de ley no es la excepción, pues fue impulsado a partir de trágicos accidentes en los que niños, jóvenes, adultos y adultos mayores perdieron la vida porque no se cumplieron las normas de seguridad básica que nos rigen.

La restricción que establece la iniciativa de ley para que los menores de doce años viajen en el asiento delantero de los automóviles, así como el aumento de edad, de cuatro a ocho años, para que los niños y las niñas que viajan en el asiento trasero de un vehículo liviano deban usar sistemas de retención infantil, van en la dirección correcta, ya que todos los fines de semana largos contabilizamos, como si fueran solo unos números más en las estadísticas, las personas que pierden la vida en accidentes de tránsito, muchas de las cuales son niños o niñas.

Señor Presidente, el proyecto nos pone a la par con las normas de la OCDE y de los países más avanzados en esta materia. Quiero destacar que la iniciativa se elaboró en un esfuerzo conjunto con el ministro Andrés Gómez-Lobo, quien redactó una norma tan importante como esta, mediante la cual se pretende proteger a las niñas y a los niños, la que no existía en nuestra legislación.

Uno podría esgrimir cientos y quizás miles de razones por las cuales esto es importante, pero la más relevante de ellas es que contaremos con un número menor de niños y de niñas lesionados de gravedad, lo que permitirá salvar muchas vidas.

Por lo tanto, señor Presidente, apoyaremos el proyecto, respecto del cual me siento muy orgulloso por haberlo impulsado. Además, debo aclarar que la idea original fue de Gabriel Silber, quien la propuso hace tiempo. y hoy se ha concretado en el proyecto, de lo cual me alegro mucho, y espero que lo aprobemos por unanimidad.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Cerrado el debate.
-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar en particular el proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares.

En votación el artículo único propuesto por la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones en su segundo informe. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 2 abstenciones. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Squella Ovalle Arturo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Molina Oliva Andrea; Silva Méndez Ernesto

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Despachado el proyecto.
ADAPTACIÓN DE NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO
(Tercer trámite constitucional. Boletín N° 8770-23)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que adapta normas laborales al ámbito del turismo.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 45ª de la presente legislatura, en 8 de julio de 2015. Documentos de la Cuenta N° 7.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las modificaciones del Senado en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Corresponde votar las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto que adapta normas laborales al ámbito del turismo.

-Durante la votación:

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra, señor diputado.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, pido excusas porque cuando se ofreció el uso de la palabra para tratar las modificaciones del Senado a este proyecto no me encontraba en la Sala. 

Esta iniciativa es contradictoria con la reforma laboral que ya aprobamos. 

En consecuencia, me interesa saber si tendríamos que votar en contra las modificaciones del Senado para que sea enviado a comisión mixta, de mamera de tener la posibilidad de revisarlo en esa instancia.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Así es, diputado Andrade.

Tiene la palabra el diputado Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, respecto del punto planteado por el diputado Andrade, considero que no es necesario que vaya todo el proyecto a comisión mixta. Es suficiente el artículo 1° del proyecto que vamos a votar, porque este es el que establece la relación entre empleador y, eventualmente, los sindicatos -así debiera decir-, para efectos de hacer concordante el proyecto… 

(Hablan varios señores diputados a la vez)

El diputado Andrade, que es más experto que yo en materias laborales, puesto que fue ministro del ramo, señala que sería mejor que fuera todo el proyecto a comisión mixta.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, el proyecto de ley que está en el punto 4 de la Tabla adapta normas laborales al ámbito del turismo; es decir, crea normas especiales respecto de una actividad económica específica. 

Como nosotros ya aprobamos la reforma laboral, corresponde generar una comisión mixta que permita adecuar este proyecto al conjunto de normas de dicha reforma. 

La bancada de la Democracia Cristiana votará en contra la totalidad de las normas aprobadas por el Senado, de manera que generemos una discusión completa en la comisión mixta. 

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En votación las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que adapta normas laborales al ámbito del turismo. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 69 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Rechazadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Browne Urrejola Pedro; Rathgeb Schifferli Jorge.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En consecuencia, el proyecto va a comisión mixta.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO Y DE RESOLUCIÓN

INCORPORACIÓN EN AGENDA ANTIDELINCUENCIA DE PROPUESTA DE
GREMIOS DE GENDARMERÍA PARA MODIFICAR SU PLANTA (Preferencia)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- De conformidad con los acuerdos adoptados por los Comités, corresponde tratar con preferencia y sin discusión, el proyecto de resolución N° 411.

El señor Prosecretario va a dar lectura a su parte resolutiva.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 411, de los señores Alberto Robles, Marco Antonio Núñez; de la señora Andrea Molina; de los señores Tucapel Jiménez, Guillermo Ceroni, Enrique Jaramillo, Daniel Farcas y Fuad Chahin; de la señora Marcela Hernando, y del señor Iván Fuentes, que en su parte dispositiva expresa: 

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien considerar la incorporación en la agenda antidelincuencia de la propuesta hecha por los gremios de Gendarmería en relación con la reestructuración de las plantas de oficiales, suboficiales y gendarmes, y con la creación y la ampliación de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, que se adjunta en anexo al presente proyecto de resolución.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En votación el proyecto de resolución N° 411.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención y 1 inhabilitación. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Rocafull López Luis.

-Se inhabilitó el diputado señor Andrade Lara Osvaldo.

INCORPORACIÓN DE PERSPECTIVA DE GÉNERO EN PROGRAMAS DE SALUD Y DISTRIBUCIÓN DE PRESERVATIVO FEMENINO

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 349, de las señoritas Karol Cariola y Camila Vallejo; del señor Lautaro Carmona; de las señoras Jenny Álvarez, Alejandra Sepúlveda y Maya Fernández; de los señores Giorgio Jackson, Jorge Insunza y Gabriel Boric, y de la señora Marcela Hernando, cuya parte dispositiva señala lo siguiente: 

La Cámara de Diputado acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República la adopción de las siguientes medidas:

1. Enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley para incorporar al artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, un nuevo número 17 -pasando el actual número 17 a ser el número 18- que le otorgue como nueva función al Ministerio de Salud la incorporación de la perspectiva de género en sus programas:

Artículo 4°.- Al Ministerio de Salud le corresponderá formular, fijar y controlar las políticas de Salud. En consecuencia tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

17.- Formular políticas que permitan incorporar una perspectiva de género, igualdad de derechos y no discriminación en los programas de salud, a nivel nacional y regional, en concordancia con las funciones y atribuciones que correspondan al Ministerio de la Mujer y Equidad de Género.

2. Instruir al Ministerio de Salud, al Ministerio de Hacienda, al Servicio Nacional de la Mujer y al Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, una vez que entre en funciones, la elaboración de un plan para la pronta adquisición, distribución y entrega de preservativos femeninos, así como la instrucción y fomento para su uso por parte de la población. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, agradezco a la diputada Cariola, pues redactó el proyecto de resolución e incentivó que hoy fuera tratado en la Sala.

Su idea es diversificar los métodos anticonceptivos y prevenir embarazos, lo que considero muy importante, dado que estamos discutiendo respecto del aborto. En ese sentido, debemos adoptar medidas que permitan prevenir, regular y decidir los métodos anticonceptivos que las mujeres y los varones quieran utilizar.

El método del preservativo está ampliamente difundido entre los varones; sin embargo, también existe el preservativo femenino, que es un método anticonceptivo muy importante.

La utilización de los anticonceptivos orales, que son fundamentalmente anovulatorios y deben tomarse todos los días, resulta muy compleja para las mujeres, pues tienen que ver con una rutina y con una disposición personal muy rigurosa. Además, se relaciona con un hecho que afecta de manera permanente a la mujer, cual es la ingesta de hormonas para que se produzca la anovulación, proceso que es absolutamente antinatural.

Por eso es decididamente coherente y necesario incorporar en las disposiciones de los servicios de salud la distribución de preservativos femeninos, ya que las mujeres tenemos que dejar de envenenarnos con las pastillas anticonceptivas y debemos contar con este tipo de preservativo para prevenir embarazos. Como mujer y como parlamentaria, considero que se debe diversificar la matriz de entrega de preservativos.

Por eso, llamo a los diputados y a las diputadas a votar favor el proyecto de resolución, a través del cual se solicita a la Presidenta de la República y a la ministra de Salud que se incorpore el preservativo femenino en el paquete de dispositivos anticonceptivos que normalmente se entrega a la población.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, el proyecto de resolución de las diputadas firmantes propone una medida absolutamente indispensable como política pública, sobre todo si se toman en consideración las decisiones que adoptan las parejas, particularmente los varones, para la prevención de embarazos no deseados.

Es sabido que en Chile los varones somos muy machistas, por lo que muchas veces no utilizamos preservativos para realizar el acto sexual, lo que expone a las mujeres a embarazos no deseados, en circunstancias de que ellas sí desean cuidarse de embarazos no deseados. Por cierto, si la mujer tuviese la oportunidad de usar preservativos femeninos, evidentemente los utilizaría.

Por lo tanto, resulta claro que debe difundirse a todo el país una política pública que entregue a la mujer la opción de decidir sobre su método anticonceptivo. 

Actualmente, se puede apreciar que las mujeres que tienen los medios económicos pueden comprarlos en el sector privado sin mayores inconvenientes. Sin embargo, tal como plantea el proyecto, aún no se ha difundido ampliamente en los hospitales y consultorios. Tampoco figura en nuestra normativa, que el Ministerio de Salud difunde ampliamente.

Por lo tanto, señor Presidente, me parece razonable que se implemente una política que difunda a nivel nacional, incluso en los sectores más rurales y también en los distintos consultorios y hospitales, el preservativo femenino, a fin de que se encuentre a disposición de todas las mujeres del país.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En votación el proyecto de resolución N° 349.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 12 abstenciones. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Barros Montero Ramón; Edwards Silva José Manuel; García García René Manuel; Hoffmann Opazo María José; Kort Garriga Issa; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

INCORPORACIÓN A CAPREDENA DE PERSONAL QUE PRESTÓ SERVICIOS
EN DIVERSOS HOSPITALES DE LAS FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN Y
SEGURIDAD PÚBLICA CON ANTERIORIDAD A
PUBLICACIÓN DE LEY N° 18.476.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 350, de los señores Rodrigo González, José Pérez, Jorge Rathgeb, Pepe Auth, Ricardo Rincón, Juan Luis Castro, Bernardo Berger y José Miguel Ortiz, y de las señoras Andrea Molina y Marcela Hernando, que en su parte resolutiva dice:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, que presente un proyecto de ley que declare la desafectación del personal civil de las Fuerzas Armadas que prestó servicios en el Hospital Militar “General Luis Felipe Brieba Arán”; en los hospitales navales “Almirante Nef” y “Almirante Adriazola”; en el Hospital de la Fuerza Aérea “General de Brigada Aérea doctor Raúl Yazigi Jáuregui”; en el Hospital de las Fuerzas Armadas “Cirujano Cornelio Guzmán” y en el Hospital de Carabineros “General Humberto Arriagada Valdivieso”, con anterioridad a la fecha de publicación de la ley Nº 18.476, del sistema previsional establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, e incorporarlos a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, con el objeto de que sus pensiones se paguen con cargo a dicha Caja.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

Para impugnarlo, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, me resulta difícil estar en contra de este tipo de proyectos, que busca mejorar las pensiones de trabajadores, en este caso, del personal civil de los hospitales de las Fuerzas Armadas. En el proyecto se incluye al Hospital de las Fuerzas Armadas “Cirujano Cornelio Guzmán”, de la Región de Magallanes, que represento. 

Quiero llamar la atención porque este no es el primer proyecto que trata sobre la materia. En efecto, hace poco discutimos uno relativo a la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), a fin de incluir a su personal en Capredena, en la que cotizaban antes de la creación del sistema previsional establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. 

En verdad, estos proyectos, más allá de sus buenas intenciones, demuestran el fracaso de las administradoras de fondos de pensiones (AFP) y de su incapacidad para entregar pensiones mínimas e, incluso, de supervivencia. 

En consecuencia, quienes tienen la posibilidad, aunque remota, de cambiarse al sistema que se mantuvo para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, tratan de hacerlo bajo diferentes excusas, todas muy válidas, por cierto. Sin embargo, me preocupa que con esto se continúe engrosando la fila de usuarios de un sistema que todos sabemos quebrado, como es el de Capredena. 

A mi juicio, de esta manera no solucionamos el problema de fondo, que es el de las AFP, conocido por todos los parlamentarios, el cual representa una de las principales preocupaciones de la población de sus distritos. 

Repito, estamos frente a una medida que no soluciona el problema de fondo. No votaré en contra el proyecto de resolución, porque no puedo ir en contra del mejoramiento de las condiciones previsionales de los trabajadores; me parecería inconsistente con la postura que he defendido en la Comisión de Trabajo y públicamente para terminar con el sistema de las AFP y para evaluar otro. Esperamos que la comisión Bravo nos entregue luces al respecto.

No obstante, votar favorablemente es seguir engrosando el déficit de la Capredena. 

Por lo tanto, hago un llamado para que, en un acto de coherencia, no se sigan engrosando las filas de cotizantes de un sistema que todo el mundo sabe que se encuentra quebrado y para que tratemos de solucionar el problema de fondo, cual es terminar con el régimen de las AFP y solucionar los problemas que provocan las pensiones de miseria que entrega a la gran mayoría de la población.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Para impugnar el proyecto de resolución, tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estos son tiempos en que hay que sincerarse, en que hay que decir la verdad. 

Es sabido que el gobierno militar metió a todos los trabajadores chilenos y chilenas en las AFP -algunos todavía siguen rindiendo homenaje al señor José Piñera-; sin embargo, dejó resguardado al personal de las Fuerzas Armadas. 

Millones de chilenos y de chilenas se preguntan por qué las Fuerzas Armadas no se afiliaron a las AFP.

(Manifestaciones en la Sala) 

¡Le pido al señor Jorge Ulloa que no defienda a los que usan botines en esta Sala!

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Diríjase a la Mesa, señor diputado.

El señor LETELIER.- Por su intermedio, señor Presidente, le digo al diputado señor Ulloa que se saque los botines cuando ingrese a la Sala, porque aquí es un civil.

(Manifestaciones en la Sala)

¡Por intermedio del señor Presidente, solicito al señor Ulloa que me deje hablar, porque no voy a aceptar a un “fascistoide” aquí! 

Llegó la hora de la verdad. ¡Ustedes escucharon los alaridos de los torturados, pero se hacían los lesos!

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Diríjase a la Mesa, señor diputado.

El señor LETELIER.- No voy a aceptar un “cállate”.

Señor Presidente, debemos medir con la misma vara a todos; aquí no puede haber más privilegiados. Se acabó el que el señor José Piñera y la derecha hagan y deshagan en el país. Para todos debe regir la misma normativa. Por eso, estoy en contra del proyecto.

He dicho.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En votación el proyecto de resolución N° 350.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 46 votos; por la negativa, 27 votos. Hubo 19 abstenciones. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Browne Urrejola Pedro; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Sommerhoff Felipe; Lavín León Joaquín; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Ortiz Novoa José Miguel; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cicardini Milla Daniella; Espinoza Sandoval Fidel; Fernández Allende Maya; Girardi Lavín Cristina; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Lemus Aracena Luis; Letelier Norambuena Felipe; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Rocafull López Luis; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Espejo Yaksic Sergio; Farcas Guendelman Daniel; Flores García Iván; Hernando Pérez Marcela; Jiménez Fuentes Tucapel; Melo Contreras Daniel; Núñez Arancibia Daniel; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Robles Pantoja Alberto; Saffirio Espinoza René; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Vallejo Dowling Camila; Walker Prieto Matías.

REGULACIÓN ORGÁNICA DE LA ARTESANÍA PARA DAR UNA SOLUCIÓN
INTEGRAL A LA CRISIS QUE LA AFECTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del siguiente proyecto de resolución.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de resolución Nº 351, de las señoras Alejandra Sepúlveda y Cristina Girardi, y de los señores Víctor Torres, Diego Paulsen, Roberto Poblete, Claudio Arriagada, Sergio Gahona, José Pérez y Pablo Lorenzini, que en su parte resolutiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia la Presidenta de la República que envíe un proyecto de ley que, regulando a este sector, otorgue una solución integral a la crisis por la que atraviesa la artesanía en Chile. Dicho proyecto debe poner énfasis, a lo menos, en los siguientes aspectos:

1. En la institucionalización de la organización artesanal, a través del establecimiento de un servicio público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, capaz de satisfacer las necesidades del sector;

2. En la creación de instrumentos de fomento directo e independientes de otros para el desarrollo artesanal;

3. En el establecimiento de subsidios permanentes para la compra de materia prima artesanal, y

4. En la revisión de las condiciones previsionales de los artesanos, considerando la especial situación de su trabajo con miras a mejorar las pensiones que reciben al jubilar.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).-

Para apoyar el proyecto de resolución, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, el proyecto de resolución en debate se materializó en la última exposición artesanal que se efectuó en Chimbarongo para exhibir el trabajo de los artesanos mimbreros. Dicha exposición no se realizó pensando solo en los mimbreros, sino en todos los artesanos que tenemos en el país, que forjan nuestra identidad. 

Por eso nos reunimos con ellos y tuvimos una jornada de trabajo con abogados que fueron contratados precisamente para tratar de materializar la expresión de la ciudadanía. 

A raíz de la situación de los mimbreros, de lo que ocurre en Doñihue con las chamanteras, de lo que pueda ocurrir en Pañul y en varios lugares del país con todas estas expresiones, que son parte de nuestra identidad en el exterior y que esperamos poder preservar, presentamos este proyecto de resolución, a fin de que se cree una institucionalidad para la artesanía.

Echamos de menos el estatuto de los artesanos y artesanas y la creación de instrumentos de fomento productivo que permitan proteger la identidad y el desarrollo de nuestros artesanos. También echamos de menos la revisión de la situación previsional de los artesanos 
-ellos lo plantearon con mucha fuerza-, las condiciones de trabajo y la forma en que el país debe cuidarlos.

Finalmente, lo que los artesanos están pidiendo es de toda justicia, porque están entregando un valor importante a la sociedad, no solo a través de sus productos, sino en relación con la continuidad de un quehacer que es fundamental para el desarrollo de la historia de nuestro país.

En consecuencia, lo que muchos diputados esperamos con este proyecto de resolución, que fue conversado con el Presidente de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, diputado señor Roberto Poblete, es la posibilidad de encontrar una solución a la situación de los artesanos y artesanas, para mantener nuestra identidad, de manera que el país debe hacer un esfuerzo por cuidarlos.

Por lo tanto, esperamos que esta Corporación apruebe por unanimidad esta iniciativa, por medio de la cual se solicita la presentación de un proyecto que cree una nueva institucionalidad para los artesanos de Chile.

He dicho. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Diego Paulsen.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, me sumo a este proyecto de resolución, que la diputada Alejandra Sepúlveda me invitó a suscribir.

Cuando recorremos nuestros distritos, constantemente nos encontramos con miles de talleres laborales o mujeres artesanas que trabajan la lana, materia prima que ellas mismas producen en los campos y sectores rurales de la Región de La Araucanía.

La idea de lograr una institucionalidad jurídica en la que puedan concurrir tanto la Corfo como el Sence, a través de capacitaciones reales y necesarias para los artesanos, nos estimula a apoyar este proyecto de resolución.

Valoro el trabajo desarrollado por el director del Sence de mi región con programas como “+Capaz”, en el que claramente hemos visto que se han puesto los recursos y el foco en las artesanas de la Región de La Araucanía. He visto que se han creado rutas nacionales con artesanía mapuche de la región y de mujeres rurales, lo que demuestra que ellas son capaces de autosustentarse. 

Hoy, la agricultura familiar campesina no es autosustentable, por lo que las mujeres se han visto en la obligación de buscar un producto derivado de lo que hoy logran producir en la región.

Este proyecto de resolución contará con mi voto favorable, y espero que, a partir de su aprobación, logremos crear una institucionalidad que busque mejorar la situación de las artesanas y artesanos de Chile.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de resolución.

Ofrezco la palabra.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto de resolución en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En votación el proyecto de resolución N° 351.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez Vera Jenny; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Alvarado Ramírez Miguel Ángel; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Squella Ovalle Arturo.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo y de resolución figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VIII. INCIDENTES

PREOCUPACIÓN POR CONDUCTAS DE ACOSO Y MALTRATO LABORALES EN SERVICIOS PÚBLICOS DE REGIÓN DE VALPARAÍSO (Oficios)

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista. 

Tiene la palabra el diputado Christian Urízar.

El señor URÍZAR.- Señor Presidente, hace poco me entrevisté con la presidenta regional de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), señora Mabel Zúñiga, quien me planteó la inconveniencia de conductas de acoso y maltrato laborales en distintos servicios públicos de la Región de Valparaíso. 

Es lamentable saber que a la fecha existe un considerable número de casos y denuncias que han terminado con una pésima percepción y exposición pública de la gestión del gabinete regional. 

Mencionó, por ejemplo, casos como el que involucró a la seremi de Educación, en que los funcionarios se tuvieron que tomar la sede de dicha repartición; a la dirección regional del Injuv, la dirección regional del Prodemu y la gobernación provincial de San Antonio, los que se suman a otras situaciones que han pasado a ser habituales en el gabinete regional.

En consideración a que el sello de la Presidenta Michelle Bachelet es la cercanía con la gente y el buen trato a las personas, pido que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos; al intendente de la Región de Valparaíso, señor Ricardo Bravo; al presidente nacional de la ANEF, señor Raúl de la Puente, y a la presidenta regional de la ANEF, señora Mabel Zúñiga, a objeto de que aborden el tema, puesto que se trata de una materia urgente y muy complicada en la Región de Valparaíso.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada Andrea Molina.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PREVENTIVAS POR RIESGO DE ZOZOBRA DE
EMBARCACIONES ABANDONADAS EN BAHÍA DE COQUIMBO (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Raúl Saldívar.

El señor SALDÍVAR.- Señor Presidente, por su intermedio, solicito que se oficie al comandante en jefe de la Armada de Chile y, particularmente, al director de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, por la situación que paso a explicar.

En la bahía de Coquimbo se encuentran cuatro naves pesqueras abandonadas, algunas de gran calado. Hoy, el pesquero Guamblín amaneció escorado y comenzó a inundarse, de manera que es muy probable que, próximamente, zozobre en la bahía. 

Esta situación constituye una amenaza, debido a que sus estanques aún contienen una cantidad importante de combustible.

Solicito enviar estos oficios para que se tomen todos los resguardos y medidas necesarios, ya que para esta semana se ha anunciado un frente de mal tiempo que traería marejadas y lluvias. Ante este escenario, el barco que se encuentra escorado, que se está hundiendo, constituye una gran amenaza de contaminación para la bahía. Si a esto se suma la presencia de otros tres barcos pesqueros abandonados en el mismo sector y en las mismas condiciones, la situación se hace más compleja.

Por lo tanto, espero que los organismos de seguridad correspondientes que tengan competencia en el tema costero, como la Armada de Chile y otros, si los hubiera, sean advertidos de esta situación por la vía de un oficio, de manera que se tomen todas las providencias que sea necesario adoptar para evitar una catástrofe ecológica, o de cualquiera otra naturaleza, en función del temporal anunciado para la Región de Coquimbo para las próximas horas.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los señores diputados que están levantando la mano.

INFORMACIÓN SOBRE PROTOCOLOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD EN
EMPRESA FRIMA, DE OSORNO, POR ACCIDENTE DE TRABAJADOR (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, la semana pasada, en el marco de múltiples actividades distritales, recibí la llamada de una osornina, la señora Teresa Espinoza, cuñada de un trabajador de la empresa Sociedad de Aseo Industrial Otin Ltda., que pro-
veía servicios de aseo a la compañía procesadora de carne Frima, de Osorno.

Esta llamada decía relación con la búsqueda de justicia por la grave situación acaecida a su familiar, quien el pasado martes 28 de julio sufrió un grave accidente laboral en la comuna de Osorno, en las instalaciones de la empresa Frima, a la que provee servicios la empresa contratista Sociedad de Aseo Industrial Otin Ltda. Esas instalaciones se encuentran ubicadas en el kilómetro 1 de la ruta internacional, en calle Guillermo Hollstein. 

Ayer, junto con el subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz, visitamos al trabajador y a su familia en el Hospital Clínico de la Mutual de Seguridad de Santiago. En conversaciones con el equipo médico, pudimos constatar que las lesiones que padece ese trabajador son de carácter grave.

Los hechos ocurrieron cuando Cristián Carmona se encontraba colgado con un débil arnés de seguridad para llevar a cabo la limpieza de la cinta aérea que compone la máquina procesadora de carnes. Cuando intentó estirar el brazo para llegar con el pistón de agua caliente y remover restos de carne procesada en esa máquina, las ruedas que ejercen presión tiraron el brazo de Cristián, que fue doblado en “u”, lo que le provocó fracturas expuestas en tres partes de la extremidad; además, fueron triturados ligamentos, tejido muscular y tendones.

Esa es la situación que enfrenta un trabajador de 26 años, con esposa e hijos, el cual, debido a la falta de seguridad de una empresa, probablemente pierda una de sus extremidades.

Después del accidente, este trabajador fue inmediatamente socorrido, pero por compañeros de trabajo y no por prevencionistas de riesgos. La empresa ni siquiera tenía mecanismos para hacer frente a un grave accidente de estas características.

Este no es un caso aislado en nuestra región, pues hay bastantes empresas que cumplen labores de alto riesgo, en donde no se generan las mínimas medidas de seguridad que permitan que los derechos de los trabajadores estén salvaguardados.

Por eso, no solo vamos a apoyar a la familia de Cristián Carmona en todas las acciones judiciales que ejerza, sino también hemos pedido que los organismos pertinentes adopten las medidas necesarias para salvaguardar la integridad de los trabajadores.

Felicito la labor de la Seremi de Salud, que inmediatamente clausuró la planta por estos hechos, pero es insostenible que, con posterioridad al accidente, la empresa proveedora de aseo OTIN haya despedido a todos los colegas de Cristian Carmona por el solo hecho de reclamar mayores medidas de seguridad, aduciendo la típica causal “necesidades de la empresa”. Es una vergüenza que en nuestro país todavía haya empresas abusadoras que no se hagan responsables de un accidente que le va a cambiar la vida a un joven trabajador y, más encima, despida al resto de trabajadores por protestar por el hecho de no existir medidas de seguridad en las labores de alto riesgo que desempeñaban.

Repito, este no es un hecho aislado en Osorno. Hemos sido testigos de que hay muchas empresas que, lamentablemente, no están actuando a la altura de los desafíos de un país que se dice que está en vías de desarrollo, pero que tiene enormes deudas en relación con la protección de los trabajadores.

Por lo tanto, pido que se oficie a la ministra del Trabajo y Previsión Social, al director nacional del Trabajo y a la ministra de Salud, para que nos hagan llegar los respectivos informes respecto de este accidente, detallando con claridad si hubo protocolos para salvaguardar la integridad de este trabajador y si estos se cumplieron. Asimismo, quiero saber si la empresa Frima contaba con medidas de seguridad ante emergencias y con prevencionistas de riesgo. El solo hecho de que un colega haya acudido a auxiliar a este trabajador accidentado demuestra que no existían mínimas medidas de seguridad en esa empresa procesadora de carnes de la provincia de Osorno.

Pido que se envíe copia de mi intervención al intendente, al seremi del Trabajo y Previsión Social y al director regional del Trabajo de la Región de Los Lagos.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Iván Flores, Claudio Arriagada, Jorge Sabag, Jaime Pilowsky, Sergio Espejo, Mario Venegas, Felipe de Mussy, Guillermo Ceroni, Pepe Auth, Christian Urízar, Cristián Campos, Ricardo Rincón y de quien habla.

REVISIÓN DE MEDIDA DE DESPIDO DE TRABAJADORAS DE CODELCO
(Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra, hasta por dos minutos, el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, pido oficiar a la ministra de Minería, al presidente ejecutivo de Codelco Chile y al presidente y a los integrantes del directorio de Codelco 
Chile, con copia al ministro del Interior y a los dirigentes sindicales del área de salud de Codelco en la Región de O’Higgins -Fundación de Salud El Teniente, Fusat; isapre y centro médico, respectivamente-, a objeto de que Codelco genere las condiciones adecuadas para que se reintegre a las decenas de mujeres que han sido notificadas de despido como consecuencia del paro que están realizando a fin de mejorar sus condiciones económicas.

Dichas trabajadoras -hay algunos hombres, pero la mayoría son mujeres- no son las que la semana pasada generaron los cortes en todos los puntos cardinales de la ciudad de Rancagua, con quemas de neumáticos, apedreos, incendios y actos vandálicos, hechos que, por cierto, rechazamos y condenamos, y que ellas también rechazan y condenan. Las trabajadoras se han movilizado pacíficamente para, simplemente, tratar de mejorar sus condiciones laborales. Las trabajadoras tenían la disposición a reintegrase. De hecho, existía un proceso de conversaciones con la dirección ejecutiva de la Fusat, pero estas finalizaron en forma intempestiva y con despidos masivos.

Creo que Codelco debe evaluar urgentemente la situación descrita y también toda la política que ha llevado adelante durante los últimos años en relación con los contratistas, de modo de hacer un esfuerzo para encontrar soluciones e implementarlas a la brevedad.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Jaime Pilowsky, Sergio Espejo, Iván Flores, Claudio Arriagada y Cristián Campos.

ESTABLECIMIENTO DE RESPONSABILIDADES POR COBRO RETROACTIVO DE TARIFAS ELÉCTRICAS (Oficio)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra, hasta por dos minutos, el diputado señor Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, una persona que gana 89.000 pesos está pagando, por el alza de la tarifas, cuentas de energía eléctrica de hasta 50.000 pesos.

Lamentablemente, en la mañana esta Sala rechazó la posibilidad de investigar dicha alza, al no aprobar la creación de una comisión especial investigadora sobre el particular.

Quiero que alguien asuma la responsabilidad de que un trabajador con un ingreso mínimo tenga que pagar un alza desmesurada en las tarifas. ¡Debe haber algún responsable!

Por lo expuesto, pido oficiar al ministro de Energía, a fin de que informe sobre las medidas que ha tomado para establecer la responsabilidad de las autoridades que tenían la obligación de elaborar el decreto anual que fija las tarifas de energía eléctrica.

En la actualidad, a las personas se les está cobrando con efecto retroactivo. Muchas de ellas no saben de la nueva glosa que les carga mensualmente en su cuenta un nuevo cobro. ¡Es una irresponsabilidad! En la práctica, se obligó a contraer una deuda futura a personas que, de acuerdo con la ley, no eran responsables de determinarla.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Mario Venegas, José Miguel Ortiz, Ricardo Rincón, Iván Flores, Sergio Espejo, Jaime Pilowsky, Cristián Campos, Rodrigo González, Pepe Auth y de quien habla.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS ADOPTADAS EN RELACIÓN CON COSTO DE ALIMENTOS BÁSICOS (Oficio)

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, los pobladores están pagando 4.000 pesos por un kilo de paltas y 1.300 pesos por un kilo de pan. El domingo, El Mercurio informó al país que somos el segundo país de la OCDE con el mayor costo de vida en relación con los productos básicos que consume la familia chilena. 

Por lo tanto, pido oficiar al ministro de Economía para que informe sobre las medidas que ha tomado en relación con el costo excesivo de los alimentos básicos. Hoy, el ingreso mínimo alcanza a 241.000 pesos y los reajustes no son proporcionales a los precios abusivos de los alimentos que los chilenos tienen que comprar.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Mario Venegas, José Miguel Ortiz, Ricardo Rincón, Iván Flores, Sergio Espejo, Jaime Pilowsky, Cristián Campos, Rodrigo González, Pepe Auth y de quien habla.

ANTECEDENTES SOBRE PROCESO DE POSTULACIÓN Y OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS DE TIERRAS Y AGUAS EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, pido oficiar al ministro de Desarrollo Social y al director nacional de la Conadi, con el objeto de conocer todos antecedentes referidos al proceso de postulación y otorgamiento de subsidios de tierras y aguas en la Región de La Araucanía, que represento, conforme a las letras a) y b) del artículo 20 de la ley N° 19.253, Ley Indígena.

Necesito conocer en detalle cuántos fueron los postulantes y cuáles son las razones que explican que el 95 por ciento de los recursos de ese concurso haya quedado en la provincia de Cautín y solo el 5 por ciento en la provincia de Malleco. Las cifras me parecen de una desproporción aberrante, más aun si los mayores problemas en torno a la demanda de tierras están precisamente focalizados en la provincia de Malleco.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTO DE CENTRAL DE PASADA EN PROVINCIA DE MALLECO (Oficio)

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, solicito oficiar al ministro de Energía para que nos envíe información respecto del estudio de impacto ambiental del proyecto central de pasada Agua Viva, del Holding Electro Austral, de 31 megawatts de potencia. 

En caso de llevarse a efecto, la central intervendrá las aguas del río Renaico, en el hermoso sector de Villa Amargo y termas de Pemehue, comuna de Collipulli, provincia de Malleco, Región de La Araucanía.

Los vecinos están muy preocupados por la posibilidad de que se lleve a efecto la construcción de esa central eléctrica, pues tendrá un alto impacto en el ámbito turístico en las comunas de Collipulli, Mulchén y Renaico.

Por todo lo anterior, reitero la necesidad de que se me informe al respecto, de tal forma de satisfacer la preocupación de los vecinos y conocer si dicho proyecto se está llevando a cabo conforme a lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

SOLICITUD DE VIGENCIA PERMANENTE DE CÉDULA DE IDENTIDAD PARA MAYORES DE 70 AÑOS (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime 
Pilowsky.

El señor PILOWSKY.- Señor Presidente, una de las funciones legales del Servicio de Registro Civil e Identificación es la de establecer y registrar la identidad civil de las personas y otorgar los documentos oficiales que acreditan la identificación.

Desde septiembre de 2013 existe una nueva cédula de identidad, que cuenta con el sistema de identificación multibiométrico, el cual tiene por objetivo ofrecer a los privados nuevos servicios en línea y dar más seguridad a los ya existentes, los que requieren verificar la identidad del usuario para reducir fraudes de identidad. Este nuevo sistema nos ha permitido acceder a un documento más moderno y transparente, que cumple con diversos estándares internacionales.

Sin perjuicio de felicitar al personal directivo del Servicio de Registro Civil e Identificación por las constantes modernizaciones que ha impulsado, quiero hacer una solicitud -a la cual se une el diputado Sergio Espejo- relacionada con una petición efectuada por adultos mayores de las comunas que representamos: la vigencia del carné y los valores del trámite de renovación. 

Actualmente, la renovación la cédula de identidad tiene un valor de 3.600 pesos y su vigencia es de cinco o diez años, según el decreto Nº 773, de 1998, del Ministerio de Justicia, que establece la forma de determinar la fecha de vencimiento de la cedula nacional de identidad.

Solicito oficiar al director del Servicio de Registro Civil e Identificación y al ministro de Justicia para que adopten las medidas necesarias para modificar el decreto Nº 773, de 1998, del Ministerio de Justicia, a fin de que los mayores de 70 años no tengan la obligación de renovar su cédula de identidad y se prorrogue su vigencia de manera vitalicia. De esta forma, las personas señaladas no deberán efectuar ese trámite, que para muchos de ellos es costoso y engorroso.

Medidas como esta, por pequeñas que parezcan, solucionan importantes problemas y mejoran la calidad de vida de nuestros adultos mayores. 

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CUMPLIMIENTO DE PROTOCOLO DE ACUERDO RELACIONADO CON
FORTALECIMIENTO DE DIRECCIONES REGIONALES DEL SENAMA (Oficios)

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, solicito oficiar al señor ministro de Desarrollo Social, a la señora directora nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor y al ministro de Hacienda, para que entreguen información respecto del cumplimiento del compromiso que el anterior ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, contrajo formalmente, a través de un protocolo de acuerdo, anexo a la Ley de Presupuestos del presente año, en el que manifestaba su compromiso de implementar equipamiento básico y un vehículo a las direcciones regionales del Senama.

No es posible pensar que una institución al servicio del adulto mayor, de cobertura nacional, pueda dar atención y servicio, a lo menos en el caso de la región que represento, a más de 450 grupos de adultos mayores distribuidos en todo el territorio regional, sin siquiera contar con un vehículo fiscal. Tampoco es posible pensar que los funcionarios deban poner a disposición sus medios de transporte particular para poder cumplir con su rol institucional.

Asimismo, ese mismo protocolo de acuerdo señala que se concurrirá con recursos para financiar un abogado, a fin de poner en práctica un programa de acompañamiento y de aseso-
ría jurídica para adultos mayores víctimas de violencia intrafamiliar.

Hasta la fecha, dicho compromiso no se ha cumplido, razón por la cual reitero mi petición de enviar oficios a las autoridades mencionadas.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CUMPLIMIENTO DE PROTOCOLO DE ACUERDO RELACIONADO CON
PREVENCIÓN DE INCENDIOS FORESTALES (Oficios)

El señor FLORES.- Por último, solicito que se oficie al ministro de Agricultura y al ministro de Hacienda respecto de lo que el mismo protocolo de acuerdo, anexo a la Ley de Presupuestos 2015, estableció como compromiso para fortalecer la capacidad de prevención y combate de incendios forestales.

No es posible que no aprendamos de lo que ocurrió con el incendio de Valparaíso, o de los reiterados siniestros que afectan al país del Biobío al sur. Como no se toman los resguardos pertinentes, ello obliga a contratar a última hora brigadas especiales, e incluso solicitar ayuda a países vecinos para que pongan a disposición aviones para combatir esos gigantescos siniestros que ocurren en verano.

He dicho.

El señor VALLESPÍN (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.57 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.

IX. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.34 horas.

El señor MEZA (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS POR MAL FUNCIONAMIENTO DE PLANTA
ELEVADORA DE AGUAS SERVIDAS EN SECTORES LAS PRADERAS Y LOS
ROBLES, LOCALIDAD DE CAJÓN, COMUNA DE VILCÚN (Oficios)

El señor MEZA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la superintendenta de Servicios Sanitarios, al superintendente del Medio Ambiente, al director del Serviu y a los seremis de Salud y del Medio Ambiente de la Región de La Araucanía, a fin de que tengan a bien informar sobre el problema que afecta a los sectores Las Praderas y Los Robles, de la localidad de Cajón, comuna de Vilcún, cual es que la planta elevadora de aguas servidas no está operando como corresponde. 

Se han detectado problemas de inclinación de la red de alcantarillado, lo que ha generado la propagación de malos olores. Cabe mencionar que la planta elevadora de aguas servidas evacua en un canal del sector, lo que también provoca malos olores. 

Se ha contraído una serie de compromisos para solucionar el problema, con la participación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, y queremos que estos se cumplan. Asimismo, se han realizado reuniones en ese sentido, las que constan en actas.

Sabemos que la caída de aguas servidas hacia los esteros La Laucha y Las Quilas genera malos olores. Por tanto, el problema de la poca inclinación de la red de alcantarillado debe ser corregido por la empresa sanitaria Aguas Araucanía.

Solicito que las autoridades señaladas me informen sobre las medidas que han adoptado para lograr el cumplimiento de los compromisos que corresponden a dicha empresa. 

Pido que el director del Serviu me informe sobre las autorizaciones que se otorgaron a la empresa Martabid para el desarrollo de un conjunto de proyectos inmobiliarios en el sector, pues estimamos que se requiere de una planta elevadora de aguas servidas independiente, a fin de que no se siga colapsando la planta que actualmente existe y la red de alcantarillado, y de esa forma no agudizar los problemas que afectan fundamentalmente a los vecinos de los sectores Las Praderas y Los Robles, de la localidad de Cajón, comuna de Vilcún.

Solicito que se envíe copia de mi intervención a la presidenta del Comité de Salud Posta de Cajón, señora María Urrutia, domiciliada en Las Praderas N° 196, localidad de Cajón, comuna de Vilcún, y a los concejales de esa comuna señora Doris Concha y señor Marcelo Pérez.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE ENTREGA DE BENEFICIOS PARA EXONERADOS
POLÍTICOS A VECINO DE COMUNA DE VICTORIA (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro del Interior y al director del Instituto de Previsión Social (IPS), a fin de que me informen sobre los beneficios a que tiene derecho don Marcelino Segundo Vásquez Fonseca, cédula de identidad 
N° 7.054.176-9, de la comuna de Victoria, domiciliado en la parcela N° 34, sector California -dejaré su número telefónico a disposición de la Secretaría-, toda vez que ha sido reconocido como exonerado político. En razón de dicho reconocimiento, podría acceder, entre otras cosas, al otorgamiento de Tarjeta Prais; sin embargo, hasta ahora, no ha obtenido ningún tipo de beneficio.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

OTORGAMIENTO DE POOL DE MAQUINARIA A UNIDAD OPERATIVA
MAUKURRUF, COMUNA DE GALVARINO (Oficios)

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, solicito que se oficie al director de Indap de la Región de La Araucanía a fin de que tenga a bien considerar la entrega de un pool de maquinaria a la unidad operativa Maukurruf, de la comuna de Galvarino, fundamentalmente a la comunidad Juan Antipi Norte, integrada por 179 usuarios, para que puedan realizar sus labores en el marco de los proyectos a que han postulado en virtud de los Programas de Desarrollo Territorial Indígena (PDTI). 

Solicito que se envíe copia de mi intervención al señor Cristian Llauquén, presidente de la comunidad Juan Antipi Norte, cuyo número de teléfono dejaré a disposición de la Secretaría.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

AGILIZACIÓN DE TRÁMITE DE APLICABILIDAD DE ARTÍCULO 20, LETRA
B), DE LEY INDÍGENA A COMUNIDAD FRANCISCO MELI QUIDEL, COMUNA
DE MELIPEUCO (Oficios)

El señor CHAHIN.- Finalmente, solicito que se oficie al ministro de Desarrollo Social, al director nacional de la Conadi y al subdirector nacional sur de la Conadi, con copia de mi intervención al presidente de la comunidad Francisco Meli Quidel, señor Jorge Catrilaf, domiciliado en El Membrillo Bajo, sin número, comuna de Melipeuco, a fin de que tengan a bien agilizar el trámite de aplicabilidad del artículo 20, letra b), de la ley N° 19.253, Ley Indígena, a la Comunidad Francisco Meli Quidel, personalidad jurídica N° 1921, de la comuna de Melipeuco.

La comunidad lleva mucho tiempo gestionando que se le haga extensiva la aplicación de dicha norma. Se han hecho visitas a terreno con ese objetivo. Esperamos que el trámite se agilice, a fin de que la comunidad obtenga lo antes posible el beneficio que requiere.

Dejaré a disposición de la Secretaría el número telefónico del señor Jorge Catrilaf, para su posterior ubicación y el envío de la copia de mi intervención.

He dicho.

El señor MEZA (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

TÉRMINO DE CONTRATO A EMPRESA SANITARIA AGUAS CHAÑAR Y ENTREGA DE ADMINISTRACIÓN DEL SERVICIO A EMPRESA ECONSSA S.A. EN
REGIÓN DE ATACAMA (Oficios)

El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en la Región de Atacama opera la empresa sanitaria Aguas Chañar, la cual durante mucho tiempo ha presentado una serie de deficiencias en la entrega del servicio, situación que los habitantes nos han hecho presente a los parlamentarios en diversas ocasiones.

A partir del 25 de marzo de este año, luego de ocurridos los aluviones en las comunas de Copiapó, Diego de Almagro, Chañaral y otras, Aguas Chañar demostró una debilidad empresarial que nunca antes vi en una empresa sanitaria. Por lo mismo, hubo que apoyarla con recursos del Estado desde distintos sectores. Sin embargo, todavía persisten las deficiencias en la solución de los problemas de distribución de agua potable y de recolección y tratamiento de las aguas servidas en las comunas de Copiapó, Diego de Almagro y Chañaral. El problema de la empresa Aguas Chañar es serio.

A lo anterior se suma un hecho que ha provocado que la paciencia de los habitantes de la Región de Atacama se haya acabado: a la deficiencia de la gestión hídrica de Aguas Chañar en la provincia de Copiapó se suma la misma deficiencia en la provincia de Huasco, que jamás había tenido problemas de distribución de agua potable. En efecto, desde hace algún tiempo, la empresa ha comenzado a presentar dificultades para cumplir sus obligaciones y ha generado cortes de suministro de agua potable en las comunas de Freirina, Huasco y Vallenar.

La empresa envió un comunicado en el que informaba que iniciará un proceso de gestión hídrica en Vallenar, que contempla la suspensión o la baja en la presión del suministro nocturno de agua potable. Sucede que desde hace mucho tiempo se viene verificando dicha baja de presión en la provincia de Huasco. Lo peor de todo es que la empresa señala que la medida busca recuperar el nivel de los estanques de producción de agua potable de la zona en un horario de bajo consumo, con el fin de mitigar los efectos de los cortes de suministro generados por la baja -esto es lo más grave- en los niveles de los pozos que abastecen la ciudad, debido a la sequía. 

No entiendo lo que esta empresa quiere decir, porque ni siquiera los agricultores han planteado que exista una situación como la que señala Aguas Chañar en términos de la sequía.

La empresa no está resolviendo los problemas de abastecimiento de agua potable en la zona.

En consecuencia, solicito que se oficie al presidente ejecutivo de Econssa, señor Juan Carlos Latorre, a quien conozco -fue ministro de Obras Públicas y diputado-, y a los gerentes de esa empresa, a quienes se les paga una remuneración bastante importante, a fin de que evalúen y estudien la posibilidad de poner término al contrato de concesión con la empresa Aguas Chañar, y de que la propia empresa Econssa se haga cargo de la administración del servicio sanitario de la Región de Atacama.

Econssa es una empresa que colabora con el Estado en su misión de garantizar a la comunidad el acceso al agua potable y a servicios sanitarios de calidad, en forma sustentable, con énfasis en las regiones en las que tiene concesiones. La de Atacama es una de ellas.

Su visión es contribuir a un buen funcionamiento del sector sanitario, asegurando las fuentes de agua para el consumo de la población, participando en la modernización del marco normativo, promoviendo la incorporación de tecnologías eficientes y sustentables, y gestionando de forma efectiva los contratos e infraestructura en sus áreas de concesión, lo cual no está ocurriendo en la Región de Atacama. 

En consecuencia, solicito al presidente ejecutivo y al directorio de Econssa que nos informen sobre todas las acciones de fiscalización que han desarrollado en la Región de Atacama tanto del contrato como del funcionamiento de la empresa Aguas Chañar, de modo de hacer valer los derechos de la población a tener agua potable de calidad.

Asimismo, solicito que se oficie a los ministros de Obras Públicas, de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, y a la ministra de Salud, a fin de hacerles presente esta situación que afecta a la Región de Atacama. No es posible que la población aún no tenga un suministro de agua potable adecuado, completo y de calidad.

La Empresa Sanitaria de Atacama (Emssat) operaba mucho mejor que Aguas Chañar. Se supone que se entregó la concesión a esta última para que mejorara el servicio; sin embargo, ello no ha ocurrido, como ha quedado demostrado claramente.

Por último, pido que se oficie a la superintendenta de Servicios Sanitarios y al presidente del consejo directivo del Sistema de Empresas Públicas, a fin de que me informen sobre lo obrado con relación a la empresa Aguas Chañar en las materias que he planteado.

He dicho.
El señor CHAHIN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

MEJORAMIENTO DE RUTA N-31, QUE UNE COMUNAS DE SAN CARLOS Y
SAN FABIÁN (Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas y al director de Vialidad, a fin de que dispongan el mejoramiento y mantención de la ruta N-31 -camino pavimentado y muy transitado-, que une las comunas de San Carlos y de San Fabián, pues a raíz de las últimas lluvias ha quedado en una situación deplorable.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INTERVENCIÓN ANTE CORTE DE TRÁNSITO POR CAÍDA DE ÁRBOLES EN TRAMO MONTE BLANCO-RUTA 5 SUR, COMUNA DE SAN CARLOS (Oficios)

El señor SABAG.- En segundo lugar, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas y al director de Vialidad, a fin de que dispongan que se despeje la ruta que une el sector de Monte Blanco con la ruta 5 Sur, en la comuna de San Carlos, pues debido a la caída de árboles se ha interrumpido el tránsito en esa vía.

Por tanto, quiero que el director de Vialidad del Biobío emita un informe sobre la situación descrita y que, desde luego, intervenga en la corta de los árboles respectiva.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE CAUDAL DE LAGUNA DEL LAJA Y ACERCA DE
CONVENIO ENTRE DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS Y ENDESA (Oficio)

El señor SABAG.- Por último, solicito que se oficie al director de Obras Hidráulicas, servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas, para que me informe sobre el estado en que se encuentra hoy la laguna del Laja, que forma parte del sistema de riego Laja-Diguillín.

Concretamente, quiero saber qué volumen de agua tiene en la actualidad la citada laguna.

Asimismo, si se está cumpliendo el convenio de 1958, suscrito entre la Dirección de Obras Hidráulicas y Endesa, referido a la utilización de la laguna por parte de la empresa. 

Por último, si dicho convenio fue sometido a Evaluación de Impacto Ambiental.

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.51 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficios de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10182-10)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de acuerdo sobre la aplicación de las disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar de 10 de diciembre de 1982 relativas a la conservación y ordenación de las poblaciones de peces transzonales y las poblaciones de peces altamente migratorios, adoptado en Nueva York, el 4 de agosto de 1995 (boletín N° 10182-10).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
2. Oficios de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10023-10)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de acuerdo que aprueba la convención sobre asistencia administrativa mutua en materia tributaria, firmado por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013 (boletín N° 10023-10).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficios de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9197-03)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondo por entidades no bancarias (boletín N° 9197-03).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficios de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10205-10)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de acuerdo que aprueba el protocolo adicional al acuerdo marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (boletín N° 10205-10).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficios de S.E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10064-01)

“Honorable Cámara:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que extiende la bonificación establecida en el decreto ley 
N° 701, de 1974, sobre fomento forestal, cuyo texto fue reemplazado por el artículo primero del decreto ley N° 2.565, de 1979 (boletín N° 10064-01).

Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
6. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9119-18)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO SEGUNDO

1) Para incorporar los siguientes artículos 27 a 30:

“Párrafo 3°

Del procedimiento de Adoptabilidad

Artículo 27.- Procedimiento de adoptabilidad. El procedimiento de adoptabilidad tiene por finalidad declarar que la niña, niño o adolescente se encuentra en condiciones de ser adoptado, previa acreditación de alguna de las causales establecidas en el artículo 17.


El procedimiento se iniciará por quienes puedan solicitarlo de acuerdo a lo prescrito en el artículo 19, señalando:

a) La individualización de la niña, niño o adolescente.

b) La relación circunstancia-da de los hechos que configuran la causal del artículo 17 invocada.

c) En caso de fundarse en la causal de la letra a) del artículo 17, la institución o programa que tenga bajo su cuidado a la niña, niño o adolescente de que se trate, deberá acompañar un informe que consigne una descripción de sus características y circunstancias.

d) En caso de fundarse en la causal de la letra b) del artículo 17, se deberá individualizar al padre o la madre que ha dejado a la niña, niño o adolescente en situación de abandono, en conformidad a lo dispuesto en el título VI. 

e) En caso de fundarse en la causal de la letra c) del artículo 17, se deberá individualizar a la madre, al padre o a ambos según corresponda. Respecto de los demás miembros de la familia y del adulto significativo a que se refiere el artículo 21, se les individualizará siempre y cuando hubiesen comparecido en el procedimiento excepcional de protección. Además, deberá acompañarse la sentencia del procedimiento excepcional de protección, debiendo el tribunal tener a la vista el expediente respectivo.

f) Que se designe un curador ad litem para la niña, niño o adolescente.

El tribunal verificará el cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, y citará a la audiencia preparatoria a los padres, en los casos en que corresponda. De la misma forma, citará a los demás consanguíneos ascendientes y/o colaterales hasta el sexto grado y al adulto significativo que refiera la niña, niño o adolescente, siempre y cuando éstos hubiesen comparecido en el procedimiento excepcional de protección en los casos que corresponda.

Las notificaciones se efectuarán en conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 inciso primero de la presente ley. La respectiva notificación deberá indicar la individualización de la causa, de la niña, niño o adolescente, el objeto de la citación y la fecha de la audiencia preparatoria.

Asimismo, todo interviniente en el proceso deberá, en su primera gestión judicial, designar un domicilio conocido dentro del territorio nacional y una forma válida de notificación. Ambas se considerarán subsistentes mientras la parte interesada no designe otras, siendo responsable de actualizarlas y comunicarlas formalmente al tribunal.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero de este artículo, no serán citados ni serán admitidos como comparecientes o como parte de este procedimiento ni de ningún otro destinado a la restitución de derechos de la niña, niño o adolescente de que se trate, la persona que haya sido condenada por delitos sexuales contenidos en los artículos 361 al 375 del Código Penal o por las lesiones tipificadas en los artículos 395 a 398 del mismo cuerpo legal, cuando la víctima hubiese sido una niña, niño o adolescente.

Artículo 28.- Derecho a ser oído en el procedimiento de adoptabilidad. Durante el procedimiento regulado en este párrafo, el juez deberá mantener informada a la niña, niño o adolescente en un lenguaje acorde a su edad y grado de madurez, y a su curador, respecto a la declaración de adoptabilidad, sus implicancias y consecuencias.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el juez citará a la niña, niño o adolescente a una audiencia confidencial a lo menos una vez durante el procedimiento, sin perjuicio de escuchar y resolver sus inquietudes cada vez que lo solicite. A la audiencia respectiva podrá asistir el curador si la niña, niño o adolescente consiente en ello.

El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser adoptado. En caso de negativa, se deberá poner término al procedimiento.

En caso que la niña o niño manifieste disconformidad en relación con la posibilidad de ser adoptado, o cuando el adolescente no manifieste su voluntad, excepcionalmente el juez podrá, por re-solución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por la niña, niño o adolescente, si los hubiere, debiendo haber oído al curador ad litem.

Artículo 29.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria se llevará a cabo dentro de los 20 días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, con las partes que asistan.

La referida audiencia tendrá por objeto:

a) Informar a los compare-ientes en forma clara y precisa respecto a las implicancias y consecuencias de la adoptabilidad.

b) Recibir, cuando corresponda, la contestación de los miembros de la familia o adultos significativos que han comparecido, a fin de que éstos manifiesten su conformidad con la adoptabilidad, o que por el contrario deduzcan oposición fundada a ésta.

c) Fijar los hechos que deberán ser probados.

d) Que las partes ofrezcan pruebas al tenor de los hechos a probar y que el juez disponga la práctica de otras que estime necesarias.
La oposición fundada a que se refiere la letra b), consiste en indicar alternativas adecuadas y concretas de egreso inmediato de la niña, niño o adolescente que permanezca en un programa de acogimiento familiar o residencial.

Si no se deduce oposición y se contare con los antecedentes de prueba suficientes para formarse convicción, y habiéndose oído a la niña, niño y adolescente en audiencia confidencial y a su curador, el tribunal podrá dictar sentencia en la audiencia preparatoria.
En caso contrario, la audiencia de juicio se desarrollará dentro de los 20 días hábiles siguientes, quedando los comparecientes notificados en el acto de la audiencia de que trata este artículo.

Artículo 30.- Audiencia de juicio. La audiencia de juicio se realizará con las partes que asistan y tendrá por objeto rendir la prueba determinada por el tribunal en la audiencia preparatoria. De estimarlo procedente, el tribunal podrá prescindir de las diligencias no cumplidas a la fecha de realización de esta audiencia, pudiendo dictar sentencia sin más trámite.

Si los miembros de la familia y el adulto significativo que se hubiesen opuesto fundadamente a la adoptabilidad, se negaren injustificadamente o no colaboraren en la realización de los exámenes o pericias decretadas en la audiencia preparatoria, o no concurrieren a las citaciones recibidas para tales efectos, se les tendrá por retractados de su oposición, y el procedimiento continuará sin más trámite.

En caso que el tribunal estime viable alguna de las alternativas planteadas por los miembros de la familia o el adulto significativo para ejercer el cuidado adecuado de la niña, niño o adolescente, ordenará su egreso inmediato del programa de acogimiento familiar o residencial en el que se encuentre y suspenderá el procedimiento de acuerdo a lo prescrito en el artículo siguiente. En caso contrario, y habiéndose acreditado alguna de las causales del artículo 17, dictará una sentencia que declarará la adoptabilidad de la niña, niño o adolescente.”.

2) Para reemplazar los artículos 31 a 68 por los siguientes:


“Artículo 31.- Suspensión del procedimiento. De acuerdo a lo prescrito en el artículo anterior, habiéndose ofrecido alternativas adecuadas y con-cretas de egreso inmediato de la niña, niño o adolescente delprograma de acogimiento familiar o residencial, el tribunal suspenderá el procedimiento estableciendo un periodo de seguimiento no superior a seis meses, con el objetivo de verificar la restitución de derechos de la niña, niño o adolescente.


Una vez transcurrido el plazo fijado para el seguimiento, y habiéndose cumplido satisfactoriamente los presupuestos de egreso de la niña, niño, o adolescente, el tribunal rechazará su adoptabilidad y entregará su cuidado al miembro de la familia o adulto significativo que se encuentre ejerciéndolo. En caso contrario, citará a una nueva audiencia de juicio a quienes dedujeron oposición, notificándoles por cédula.


Artículo 32.- Sentencia. La sentencia que declara la adoptabilidad establecerá que la niña, niño o adolescente de que se trate, se encuentra en condiciones de ser adoptado. En este caso, el cuidado se entregará o continuará siendo ejercido por el programa de acogimiento familiar o residencial en donde permanezca la niña, niño o adolescente o por la persona a quien se le haya con-fiado. Al mismo tiempo pondrá término a la relación directa y regular que sostiene la niña, niño o adolescente con los miembros de la familia, en su caso.


La sentencia que declare o re-chace la adoptabilidad de una niña, ni-ño, o adolescente, se notificará perso-nalmente en la audiencia respectiva y, en caso que ello no sea posible, la no-tificación se realizará por cédula. 


La sentencia será apelable en ambos efectos. En aquellos casos en que ésta no se apelare y el Servicio o un organismo acreditado no haya sido parte del proceso, deberá elevarse en consulta ante el tribunal superior. Las causas de adoptabilidad gozarán de preferencia para su vista y fallo.


De manera excepcional, la sentencia que declara la adoptabilidad podrá ser revisada por el mismo tribunal que la declaró, cuando alguno o algunos de los comparecientes que se opusieron fundadamente a la adoptabilidad aleguen y acrediten un cambio fundamental en las circunstancias que motivaron la declaración, si ello conviene al interés superior de la niña, niño o adolescente. En ningún caso la sentencia que declara la adoptabilidad podrá ser revisada una vez iniciado el procedimiento de adopción.


Artículo 33.- Efectos de la sentencia. Una vez que la sentencia que declare la adoptabilidad se encuentre firme, el juez dispondrá que la niña, niño o adolescente se incorpore a un programa de preparación para la adopción. La duración de este programa será de hasta seis meses, salvo que asistan circunstancias que justifiquen una duración mayor.


Junto con ello, ordenará que se oficie a la Dirección Nacional del Registro Civil, disponiendo que se subinscriba la sentencia de adoptabilidad ejecutoriada al margen de la inscripción de nacimiento de la niña, niño o adolescente, sin que se altere por ello su identidad. Dicha subinscripción sólo podrá ser cancelada por orden judicial.


Asimismo, una vez ejecutoriada la sentencia, el tribunal oficiará al Servicio, para que la niña, niño o adolescente sea incorporado, en su caso, al registro a que se refiere el literal a) del artículo 8° de la presente ley.


No producirá efectos el reconocimiento de maternidad o paternidad que se otorgue con posterioridad a la señalada subinscripción.


Artículo 34.- Últimas gestiones. Verificado el egreso de la niña, niño o adolescente del programa referido en el artículo 32, se informará de ello al tribunal y se certificará su egreso, debiendo éste ordenar al Servicio o al organismo colaborador acreditado según corresponda, el inicio del procedimiento de adopción en un plazo máximo de 15 días hábiles contados desde la fecha del egreso de la niña, niño o adolescente del programa de preparación para la adopción. El referido procedimiento se sujetará a las normas contenidas en el Título IV de la presente ley.

Título IV

De la Adopción Nacional

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 35.- Procedimiento de adopción. El procedimiento de adopción tiene por finalidad restablecer el derecho a vivir en familia de la niña, niño o adolescente que ha sido declarado adoptable.


Este procedimiento tendrá un carácter no contencioso, en el que no será admisible oposición.


Artículo 36.- Adoptantes. Podrán ser adoptantes los cónyuges, las personas solteras, divorciadas o viudas con residencia permanente en Chile. Entre ellos no existirá un orden de prelación.


Dentro de las personas a que se refiere el inciso anterior deberá considerarse especialmente al guardador de un programa de acogimiento familiar cuando solicite la adopción de una niña, niño o adolescente sujeto a su cuidado, siempre y cuando cumpla con los siguientes requisitos:


a) Que la niña, niño o adolescente se encuentre bajo su guarda por un plazo no inferior a ocho meses ininterrumpidos.


b) Los requisitos previstos por esta ley para adoptar.


Artículo 37.- Requisitos. Las personas que deseen adoptardeberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser mayores de 25 años de edad y menores de 60.


b) Tener una diferencia mínima de 20 años de edad con el adoptado.


c) Haber sido declarados idóneos para la adopción de la niña, niño o adolescente de quien se trate, de conformidad a lo establecido por el artículo 38 de esta ley. 


d) Tratándose de cónyuges, tener un mínimo de 2 años de matrimonio y actuar siempre de consuno en las gestiones que requieran de expresión de voluntad de los adoptantes.

Por motivos calificados, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado, cuando el interés superior de la niña, niño o adolescente lo requiera.


Con todo, no podrán ser adoptantes la o las personas que hayan sido condenadas por delitos sexuales contenidos en los artículos 361 al 375 del Código Penal o por las lesiones tipificadas en los artículos 395 a 398 del mismo cuerpo legal, cuando la víctima hubiese sido una niña, niño o adolescente.


Artículo 38.- Declaración de idoneidad. La declaración de idoneidad se inicia con la solicitud formulada por el o los interesados en adoptar, ante el Servicio o un organismo acreditado nacional.


La declaración de idoneidad se basa en el examen de las capacidades para desempeñar la parentalidad adoptiva, considerando aspectos legales, médicos, sicológicos y sociales, lo que será debidamente certificado. No se podrá declarar la falta de idoneidad por causa-les que constituyan discriminación arbitraria conforme a lo establecido en el artículo 11 de esta ley y en el artículo 2° de la ley N° 20.609.


El procedimiento de declaración de idoneidad, la emisión y vigencia del correspondiente certificado, así como la reclamación en caso de disconformidad con los resultados de dicha evaluación, serán regulados en el reglamento de la presente ley.


Artículo 39.- Fallecimiento de uno de los cónyuges, separación judicial o divorcio. Siempre que concurran los demás requisitos legales, podrá otorgarse la adopción al viudo o viuda, si en vida de ambos cónyuges se hubiere iniciado la tramitación judicial correspondiente, circunstancia que se probará mediante un instrumento emitido por el organismo evaluador que certificó la idoneidad adoptiva.


Tratándose de la separación judicial, no podrá concederse la adopción a los cónyuges respecto de los cuales ésta se haya declarado y mientras ella subsista. Del mismo modo, tampoco podrá concederse la adopción en caso de divorcio.


Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de la adopción por integración, los cónyuges que hubieren iniciado la tramitación de una adopción podrán solicitar que ésta se conceda aún después de declarada su separación judicial o su divorcio, si ello se justifica en función del interés superior del adopta-do.


En los casos a que se refieren los incisos 1° y 3° del presente artículo, la adopción se entenderá otorgada a ambos cónyuges.


Artículo 40.- Adopción de dos o más hermanos. En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, se procurará que sean adoptados por el o los mismos requirentes. Si ello no fuere posible, el juez deberá velar por la continuidad del vínculo fraterno entre ellos.

Párrafo 2°

Del Procedimiento de Adopción Nacional

Artículo 41.- Competencia.Conocerá del procedimiento de adopción el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de la niña, niño o adolescente. Se entenderá por domicilio de la niña, niño o adolescente el correspondiente a la respectiva institución, si se encontrare bajo el cuidado del Servicio o de un organismo colaborador acreditado ante éste. 


Artículo 42.- Inicio del procedimiento. El procedimiento se iniciará a requerimiento del Servicio o de un organismo colaborador acreditado, cuando proceda.


A la solicitud deberán acompañarse los siguientes antecedentes:


1. Copia íntegra de la inscripción de nacimiento de la niña, niño o adolescente que se pretende adoptar.


2. Copia autorizada de la resolución judicial ejecutoriada que declara adoptable a la niña, niño o adolescente.


3. Certificado de idoneidad del o los solicitantes, emitido por un organismo acreditado o por el Servicio, al que se refiere el artículo 38 de la presente ley.


Si los solicitantes no tienen el cuidado de la niña, niño o adolescente, podrán requerirlo conjuntamente con la solicitud de adopción.


Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos legales y habiéndose declarado admisible la solicitud, el tribunal deberá:


a) Agregar los antecedentes del procedimiento de adoptabilidad;


b) Designar un curador ad litem a la niña, niño o adolescente de que se trate;


c) Citar a la niña, niño o adolescente que se pretende adoptar y a su curador, para los efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley;


d) Citar personalmente a los solicitantes para que concurran con sus antecedentes de idoneidad y medios de prueba a la audiencia preparatoria.


No será obstáculo para la declaración de admisibilidad de la solicitud respectiva, el que la persona cuya adopción se solicita haya cumplido la mayoría de edad en el transcurso del procedimiento de adoptabilidad o previo a la presentación de la solicitud de adopción.


Artículo 43.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria se llevará a cabo dentro de los 10 días hábiles siguientes a la declaración de admisibilidad de la solicitud de adopción.

La referida audiencia tendrá por objeto:


a) Informar a los comparecientes en forma clara y precisa respecto a las implicancias y consecuencias de la adopción.


b) Ofrecer y acompañar, cuan-do corresponda, los antecedentes que acrediten las ventajas y beneficios que le reportaría a la niña, niño o adolescente, la adopción por el o los requirentes.


c) Determinar la realización de diligencias adicionales en aquellos casos en que el tribunal las estime necesarias, de las que deberá darse cuenta en la audiencia de juicio.

Si con los antecedentes expuestos de conformidad a lo señalado en la letra b) del presente artículo, se acreditaren las ventajas y beneficios que la adopción le reporta a la niña, niño o adolescente, el tribunal podrá resolver en la misma audiencia. En caso contra-rio, la audiencia de juicio se desarrollará dentro de los 10 días hábiles siguientes, quedando los comparecientes notificados personalmente en el acto.


Artículo 44. Cuidado de la niña, niño o adolescente, previo a la adopción. El tribunal podrá resolver en la audiencia preparatoria acerca del cuidado de la niña, niño o adolescente, cuando se haya requerido conjuntamente con la solicitud de adopción. Para tal efecto, el tribunal podrá disponer en forma previa a la entrega del cuidado, las medidas que estime pertinentes para establecer su adaptación con el o los requirentes.

En cualquier etapa del procedimiento, el tribunal podrá poner término al cuidado de la niña, niño o adolescente entregado a los requirentes, cuando así lo estime necesario para el interés superior de aquélla o aquél. En todo caso, éste cesará de pleno derecho si el tribunal denegare la solicitud de adopción, de lo que se dejará constancia en la misma sentencia. Ésta dispondrá, además, el ingreso de la niña, niño o adolescente a un programa de acogimiento familiar o, excepcionalmente y sólo cuando su interés superior lo haga necesario, a un programa residencial por el plazo que establezca la ley.


Las niñas, niños y adolescentes cuyo cuidado se confíe a quienes hayan manifestado al tribunal su voluntad de adoptarlos, serán causantes de asignación familiar y, en esa calidad, podrán acceder a los beneficios previstos en las Leyes Nºs. 18.469, 18.933 y 20.545, según sea el caso, y los otros que puedan corresponderle.


Artículo 45.- Audiencia de juicio. La audiencia de juicio tendrá por objeto rendir la prueba decretada por el tribunal u ofrecida por el solicitante en la audiencia preparatoria. De estimarlo procedente, el tribunal podrá prescindir de las diligencias no cumplidas a la fecha de realización de esta audiencia, pudiendo dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 46.- Sentencia de adopción. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y extingue sus vínculos de filiación de origen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio establecidos en el artículo 6º de la ley N° 19.947, que Establece Nueva Ley de Matrimonio Civil, y los impedimentos para celebrar un acuerdo de unión civil establecidos en el artículo 4° de la ley N° 20.830 que Crea el Acuerdo de Unión Civil, los que subsistirán. En es-te caso, cualquier persona podrá hacer presente el respectivo impedimento ante el Registro Civil hasta antes de la celebración del matrimonio o del acuerdo de unión civil, según se trate. El Servicio verificará dicha circunstancia consultando el expediente de adopción, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil, en su caso. 


La sentencia que acoja o rechace la adopción, se notificará personalmente en la audiencia respectiva. En caso que ello no sea posible, se notificará por cédula. 


En la sentencia deberá constar el hecho de haberse oído la opinión de la niña, niño o adolescente, así como los motivos que el tribunal ha considerado para decidir conforme a esa opinión o en contra de ella, todo ello de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley.


La sentencia será apelable en ambos efectos y gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 47. Inscripción de la sentencia que acoge la solicitud de adopción. La sentencia que acoja la so-licitud de adopción, ordenará:


1. Que se remitan los antecedentes a la Oficina del Registro Civil del domicilio del adoptado, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como su hijo. Esta inscripción deberá practicarse a requerimiento de uno o ambos adoptantes o por un tercero a su nombre.

La nueva inscripción de nacimiento del adoptado contendrá las indicaciones que señala el artículo 31 del artículo 3° del D.F.L. N° 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Registro Civil.

2. Que se cancele la antigua inscripción de nacimiento del adoptado, tomándose las medidas administrativas conducentes a mantener en reserva su anterior identidad.


3. Que se oficie al Servicio, a fin que proceda a eliminar al adoptado y los adoptantes de los registros a que se refiere el artículo 8º letras a) y b), y proceda a inscribir la adopción en el registro del artículo 8° letra c) de la presente ley.


4. Que, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Registro Civil oficie al Ministerio de Educación a fin de que se eliminen del registro curricular los antecedentes relativos a la filiación de origen de la niña, niño o adolescente adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que se puedan vincular ambas, atendida la reserva de la adopción. Sin perjuicio de lo anterior, el oficio respectivo podrá ser diligenciado por el o los adoptantes una vez inscrita la adopción, acompañando el nuevo certificado de nacimiento.


5. Que, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Registro Civil oficie al Ministerio de Salud para informarle la nueva identidad de la niña, niño o adolescente adoptado. Efectuado lo anterior, el Ministerio de Salud deberá modificar la identidad de la niña, niño o adolescente adoptado en su ficha clínica, luego de lo cual deberá remitir al Archivo General del Registro Civil una copia auténtica de la ficha original, con el objeto de ser incorporada a sus antecedentes, conservan-do así su historia médica. 


6. Que se oficie, a solicitud del o los peticionarios, a cualquier organismo público o privado en el cual pueda encontrarse registrado el adoptado, con su identidad de origen, a fin que se elimine el registro y se remitan todos los antecedentes en que conste dicha identidad, a la Dirección Nacional del Registro Civil. El oficio u oficios referidos serán diligenciados por el o los peticionarios, previa obtención de un certificado que deberá emitir el tribunal, señalando que la niña, niño o adolescente ha sido adoptado, por lo que se ha cancelado su inscripción de nacimiento original, sin hacer referencia a su nueva identidad.


Artículo 48.- Custodia de ante-cedentes. La Dirección Nacional del Registro Civil recibirá los antecedentes del oficial del Registro Civil que haya practicado la inscripción de la adopción. Cumplida dicha diligencia, la Dirección los enviará al Jefe del Archivo General del Registro Civil, quien mantendrá todos los antecedentes de la adopción bajo su custodia en sección se-parada, los que sólo podrán ser entregados de acuerdo al artículo 76 de la presente ley.


Artículo 49.- Efectos. La adopción producirá sus efectos legales desde la fecha de la inscripción de nacimiento ordenada por la sentencia que la constituye.


Artículo 50.- Nulidad. Sin per-juicio del carácter irrevocable de la adopción, el adoptado, por sí o por curador especial, podrá pedir la nulidad de la adopción obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.


La acción de nulidad prescribirá en el plazo de 4 años contados desde la fecha en que el adoptado, alcanzada su plena capacidad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.


Conocerá de la acción de nulidad el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la Ley 
N° 19.968.

Título V

De la adopción internacional

Párrafo 1°

Disposición general

Artículo 51.- Procedencia. La adopción internacional sólo procederá con Estados que sean Partes del Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, en adelante e indistintamente “el Convenio”, o con aquéllos con los cuales Chile haya suscrito un tratado sobre adopción, ratificado por ambos y que se encuentre vigente. 


Cuando, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley, Chile sea Estado de origen, la niña, niño o adolescente sólo será trasladado al Estado de recepción después de constituirse la adopción en Chile.

Párrafo 2°

Adopción de niñas, niños y adolescentes residentes en Chile por personas
residentes en el extranjero

Artículo 52.- Legislación aplicable. La adopción de una niña, niño o adolescente residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, cualquiera sea su nacionalidad, se constituirá en Chile, de acuerdo al procedimiento establecido en el presente párrafo y se sujetará, además, a las convenciones internacionales que hayan sido ratificadas por Chile y que se encuentren vigentes, en especial, a lo previsto por el Convenio.


Artículo 53.- Subsidiaridad de la adopción internacional. La adopción de una niña, niño o adolescente residen-te en Chile, por personas residentes en el extranjero, sólo procederá a falta de las personas a que se refiere el artículo 36 de la presente ley.

Corresponderá al Servicio certificar lo anterior, sobre la base de los registros contemplados en el artículo 8º, así como de los antecedentes que se acompañen a la solicitud en su caso.


Artículo 54.- Requisitos de los postulantes. Sólo podrá otorgarse la adopción de que trata este párrafo a las personas no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeras, que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 37 de la presente ley.


Para el caso de la declaración de idoneidad, ésta deberá ser efectuada tanto por la autoridad competente del Estado de recepción, como por el Servicio u organismo acreditado nacional.


Artículo 55.- De la postulación a adopción. La solicitud de adopción deberá ser patrocinada por la autoridad competente del Estado de recepción.


La solicitud en Chile será pre-sentada ante el Servicio o un organismo acreditado nacional, acompañada de los antecedentes que a continuación se señalan, debidamente autenticados, autoriza-dos o legalizados, según corresponda y traducidos al español, en su caso:


a) Certificado de idoneidad emitido por la autoridad competente del Estado de recepción, de conformidad a la Convención y los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

b) Certificado de la autoridad de inmigración del Estado de recepción, en que consten los requisitos que la niña, niño o adolescente adoptado debe cumplir para ingresar al mismo.


c) Certificado en que conste la legislación vigente respecto de la forma de adquirir por parte de la niña, niño o adolescente la nacionalidad del o los adoptantes, o la nacionalidad del actual Estado de residencia de estos, si es que residen en un país distinto al de su origen.


d) Copia de documentos de identificación del o los solicitantes, obtenidos en su país de origen o residencia, según corresponda.


e) Certificados de nacimiento del o los solicitantes.


f) Certificado de matrimonio de los solicitantes, en su caso.


g) Copia íntegra de la inscripción de nacimiento de la niña, niño o adolescente que se pretende adoptar.


h) Copia autorizada de la sentencia que declara la adoptabilidad de la niña, niño o adolescente de que se trate. 


i) Certificado expedido por el cónsul chileno de profesión u honorario, si lo hubiere, en que conste que el o los solicitantes cumplen con los requisitos para adoptar según la ley de su país de residencia o, en su defecto, otro instrumento idóneo que permita al tribunal formarse esa convicción.


j)I nforme social emitido por la autoridad competente del Estado de residencia del o los solicitantes.


k) Informe psicológico otorgado por la autoridad competente del Estado de residencia del o los solicitantes, conforme a los lineamientos técnicos emanados del Servicio. 


l) Certificados médicos del o los solicitantes, que den cuenta de su estado de salud.

m) Fotografías recientes del o los solicitantes y de su entorno familiar.


n) Certificado emanado de la autoridad competente del Estado de recepción, en que conste la participación del o los solicitantes en cursos, talleres o instancias similares de asesora-miento y preparación para ejercer la parentalidad adoptiva de niñas, niños o adolescentes.

ñ) Certificados de antecedentes penales del o los solicitantes.


o) Cualquier otro documento que se requiera para acreditar el cumplimiento de exigencias o condiciones establecidas por la legislación del Estado de residencia de los solicitantes. 


Los documentos consignados en las letras j), k), l), m) y n) no podrán tener una antigüedad superior a dos años, al cabo de los cuales deberán ser actualizados. En el caso de los certificados a que se refiere la letra ñ), deberán tener una vigencia no superior a 90 días contados desde su emisión.


Una vez recibida la solicitud de adopción, el Servicio o el organismo nacional acreditado, en un plazo no mayor a 30 días hábiles emitirá un informe técnico-jurídico sobre el cumplimiento de las exigencias contenidas en la presente ley y los convenios internacionales aplicables y, en su caso, procederá a declarar la idoneidad de los solicitantes, ingresando éstos al respectivo registro, lo cual será comunicado a la autoridad u organismo patrocinante.


Artículo 56.- Tramitación de la adopción. La adopción será tramitada ante el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de la niña, niño o adolescente, de acuerdo al procedimiento regulado en el Párrafo 2° del Título IV, con las modificaciones que a continuación se indican:


a) El juez deberá tener a lavista la documentación exigida por el artículo 55.


b) La identidad del o los solicitantes podrá acreditarse mediante un certificado otorgado por el Consulado de Chile en el país respectivo, sujeto, en todo caso, a ratificación ante el tribunal, una vez que debiesen comparecer personalmente los solicitantes.


c) La solicitud de adopción deberá ser patrocinada por el Servicio o un organismo acreditado nacional.


d) El tribunal podrá autorizar que la niña, niño o adolescente que se pretende adoptar quede al cuidado del o los solicitantes, de conformidad al artículo 44, sin que la niña, niño o adolescente pueda salir del territorio nacional.


e) En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, se procurará que sean adoptados por el o los mismos requirentes. Si ello no fuere posible, el juez deberá velar por la continuidad del vínculo fraterno entre ellos.


Artículo 57.- Trámites posteriores a la sentencia de adopción. Una vez ejecutoriada la sentencia que constituye la adopción, se remitirá el expediente a la oficina del Registro Civil de la comuna de Santiago, para efectos de lo dispuesto en el artículo 47 y artículo 48 de esta ley.


Practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Servicio certificará que la adopción internacional constituida en nuestro país, se realizó de conformidad al ordenamiento jurídico nacional.


La autoridad competente del Estado de recepción que patrocinó a los adoptantes será responsable del acompañamiento del proceso de adaptación de la niña, niño o adolescente por el plazo de 4 años, entregando semestralmente informes de seguimiento post adoptivo al Servicio, y, en su caso, del reconocimiento o legalización de la adopción en el Estado de residencia de los adoptantes.


Artículo 58.- De los efectos de la adopción y su nulidad. Los efectos de la adopción y su nulidad serán regulados de conformidad a lo establecido en los artículos 46 inciso 1°, 49 y 50 de la presente ley.
Párrafo 3°

Adopción de niñas, niños o adolescentes residentes en el extranjero
por personas residentes en Chile

Artículo 59.- Solicitud de adopción de niñas, niños o adolescentes residentes en el extranjero. Las personas con residencia permanente en Chile que deseen adoptar a una niña, niño o adolescente con residencia habitual en el exterior, deberán presentar su solicitud ante el Servicio, o ante un organismo acreditado nacional que haya obtenido autorización para operar en el Estado de origen, con el objeto que se evalúe su idoneidad y se les proporcione orientación y apoyo de acuerdo a la legislación de dicho Estado, cumpliendo las demás disposiciones del Convenio.


Si la solicitud se realiza ante un organismo acreditado nacional, la propuesta de asignación que este haga, de la niña, niño o adolescente residente en el extranjero, deberá ser previamente autorizada por la autoridad central chilena.


Artículo 60.- Traslado de la niña, niño o adolescente e inscripción de la adopción. Con el mérito del certificado previsto en el artículo 23 del Convenio, emitido por la autoridad competente del Estado de origen que acredita la conformidad del procedimiento de adopción con las disposiciones del referido instrumento, el Servicio autorizará el traslado a Chile de la niña, niño o adolescente de quien se trate. Una vez llegado el adoptado, con el mérito de dicho certificado, así como de la sentencia que haya otorgado la adopción en el Estado de origen, el Servicio solicitará al Registro Civil que practique la inscripción de nacimiento de la niña, niño o adolescente como hija o hijo del o los adoptantes.


Artículo 61.- Efectos de la adopción de niñas, niños o adolescentes residentes habituales en el exterior. Se aplicará al respecto, lo previsto en los artículos 46 inciso 1°, 49 y 50 de la presente ley. 


La niña, niño o adolescente adquirirá la nacionalidad chilena, si se dan los supuestos previstos en el artículo 10 Nº 2 de la Constitución Política de la República.

En caso de tratarse de extranjeros con residencia permanente en Chile, el Servicio tendrá que verificar, previamente al acuerdo mencionado en el artículo 17 del Convenio, que la niña, niño o adolescente adoptado podrá adquirir la nacionalidad de al menos uno de los adoptantes.

Artículo 62.- Trámites postadoptivos. El o los adoptantes deberán cumplir con los trámites postadoptivos pre-vistos por la legislación del Estado de origen. Serán asesorados para ello por el Servicio o el organismo acreditado patrocinante.


Asimismo, deberán facilitar la información, documentación, entrevistas y visitas domiciliarias que se requieran para la emisión de los informes de seguimiento postadoptivo exigidos por el Estado de origen, antecedentes que deberán ponerse en conocimiento del Servicio.

Título VI

De la adopción por integración

Artículo 63.- Adopción por integración. La adopción por integración resulta aplicable a la niña, niño o adolescente que hubiese sido abandonado por uno de sus progenitores y cuyo cuidado lo ejerce el otro progenitor, quien junto a su cónyuge desean integrarlo como hija o hijo del matrimonio, mediante la adopción por parte del cónyuge no progenitor.

Para estos efectos, se entenderá por abandono la falta de vinculación afectiva, material y social con la niña, niño o adolescente por el período de 2 años continuos.


Artículo 64.- Procedimiento. El procedimiento de adoptabilidad se sujetará a las normas establecidas en el Párrafo 1° y 3° del Título III de la presente ley en lo que resulte aplicable, con las modificaciones contenidas en el presente título y la adopción se regirá de acuerdo al Título IV.


Cuando la niña, niño o adolescente tenga filiación determinada sólo por el progenitor que solicita la adopción por integración junto a su cónyuge, se aplicará directamente el procedimiento previsto en el Título IV de la ley. No producirá efectos el reconocimiento de maternidad o paternidad que se realice con posterioridad a la respectiva subinscripción de la adopción.


Artículo 65.- Normas especiales. La adopción por integración se sujetará a las siguientes normas especiales:


a) La solicitud de adoptabilidad deberá ser presentada conjuntamente por los cónyuges que desean integrar a la niña, niño o adolescente como hija o hijo del matrimonio.


b) Deberá citarse al padre o madre respecto de quien se alegue el abandono de la niña, niño o adolescente.


c) Para este caso, el juez solo podrá citar a los ascendientes y colaterales de la niña, niño o adolescente hasta el tercer grado inclusive, con el único objeto de formarse convicción acerca del abandono.


d) No procederá la derivación de la niña, niño o adolescente a un pro-grama de preparación para la adopción.

e) Para dar inicio al proceso de evaluación de idoneidad, la niña, niño o adolescente deberá tener un mínimo de 5 años de edad. Asimismo, la niña, niño o adolescente deberá haber vivido con el cónyuge de su madre o padre biológico solicitante por un tiempo mínimo de 5 años continuos. Con todo, por motivos calificados fundados en el interés superior de la niña, niño o adolescente, el juez podrá rebajar estos plazos.


e) Por motivos calificados, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado.


f) No se aplicará lo previsto en el artículo 33 inciso tercero.


Artículo 66.- Idoneidad del cónyuge de la madre o padre biológico. El cónyuge de la madre o padre biológico, que solicita la adopción por integración de la niña, niño o adolescente, tendrá que ser declarado idóneo, de conformidad al Título IV de esta ley, debiendo acompañarse el respectivo certificado de idoneidad, tanto en la solicitud de adoptabilidad como en la adopción pro-piamente tal, como documento fundante.

Título VII

De la adopción de mayores de edad

Artículo 67.- Objeto del procedimiento. Este procedimiento tendrá por objeto que de manera excepcional, se adopte a personas mayores de dieciocho y menores de veinticuatro años de edad, siempre que éstas consientan en ello y hubieran permanecido al cuidado de quienes desean adoptarlas, en forma continua, durante un plazo mínimo de cinco años, el que deberá iniciarse antes del cumplimiento de la mayoría de edad de la persona que se desea adoptar.


Artículo 68.- Competencia. Conocerá de este procedimiento el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio de las personas mayores de dieciocho y menores de veinticuatro años de edad a que se refiere el artículo precedente.”.


3) Para incorporar los siguientes artículos 69 a 86:


“Artículo 69.- Inicio del procedimiento. El procedimiento se iniciará a requerimiento de la o las personas bajo cuyo cuidado hubiese permanecido la persona a ser adoptada en conjunto con esta última, por el plazo y en la forma seña-lada en el artículo 67.


La solicitud junto con acompañar la inscripción de nacimiento de la persona que se desea adoptar, deberá señalar:


a) La individualización de la persona que se desea adoptar y del o los solicitantes,

b) La relación circunstanciada de los hechos que dan cuenta de los requisitos a que se refiere el artículo 67.


c) La individualización de la madre, el padre o a ambos según corresponda.

Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos legales y habiéndose declarado admisible la solicitud, el tribunal deberá:


a) Citar a la persona que se pretende adoptar y a su madre o padre, según corresponda.


b) Citar al o los solicitantes para que concurran con sus medios de prueba a la audiencia preparatoria.


La citación a la madre o el padre de la persona que se pretende adoptar, tendrá por objeto que concurran a la audiencia a exponer lo que sea conveniente a sus intereses, pudiendo oponer-se fundadamente a la solicitud, bajo el apercibimiento de que si no concurrieren no se considerará su opinión. Se entenderá por oposición fundada la exposición de los motivos por los cuales no sería conveniente a sus intereses que se declare la adopción.


Artículo 70.- Notificaciones. Las notificaciones se efectuarán en conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 inciso primero de la presente ley. La respectiva notificación deberá indicar la individualización de la causa, de la persona a ser adoptada, el objeto de la citación y la fecha de la audiencia preparatoria.


Asimismo, todo interviniente en el proceso deberá, en su primera gestión judicial, designar un domicilio conocido dentro del territorio nacional y una forma válida de notificación. Ambas se considerarán subsistentes mientras la parte interesada no designe otras, siendo responsable de actualizarlas y comunicarlas formalmente al tribunal.


Artículo 71.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria se llevará a cabo dentro de los 20 días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, con las partes que asistan.


La referida audiencia tendrá por objeto:


a) Informar a los comparecientes en forma clara y precisa respecto a las implicancias y consecuencias de la adopción.


b) Oír a la madre, al padre o a ambos según corresponda, de la persona que se pretende adoptar, a fin que estos expongan lo que sea conveniente a sus intereses, pudiendo oponerse fundadamente a la solicitud.


c) Fijar los hechos que deberán ser probados.


d) Ofrecer las pruebas que deberán rendirse al tenor de los hechos a probar y disponer la práctica de otras que estime necesarias.


Si no se deduce oposición y se contare con los antecedentes de prueba suficientes para formarse convicción, y habiéndose oído a la persona que se pretende adoptar, el tribunal podrá dictar sentencia en la audiencia preparatoria.

En caso contrario, la audiencia de juicio se desarrollará dentro de los 10 días hábiles siguientes, quedando los comparecientes notificados en el acto de la audiencia de que trata este artículo.


Artículo 72.- Audiencia de juicio. La audiencia de juicio se realizará con las partes que asistan y tendrá por objeto rendir la prueba decretada por el tribunal u ofrecida por el solicitante en la audiencia preparatoria. De estimarlo procedente, el tribunal podrá prescindir de las diligencias no cumplidas a la fecha de realización de esta audiencia, pudiendo dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 73.- Sentencia. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo del o los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y ex-tingue sus vínculos de filiación de ori-gen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio establecidos en el artículo 6º de la ley N° 19.947, que Establece Nueva Ley de Matrimonio Civil, y los impedimentos para celebrar un acuerdo de unión civil establecidos en el artículo 4° de la ley N° 20.830 que Crea el Acuerdo de Unión Civil, los que subsistirán. En este caso, cualquier persona podrá hacer presente el respectivo impedimento ante el Registro Civil hasta antes de la celebración del matrimonio o del acuerdo de unión civil, según se trate. El Ser-vicio verificará dicha circunstancia consultando el expediente de adopción, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil, en su caso.

La sentencia que acoja o rechace la adopción, se notificará personalmente en la audiencia respectiva. En caso que ello no sea posible, se notificará por cédula.

En la sentencia deberá constar el hecho de haberse oído a la persona que se pretende adoptar, y que ésta haya consentido en la adopción, en los casos que corresponda.


La sentencia será apelable en ambos efectos y gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 74.- Inscripción de la adopción. La sentencia que acoja la adopción, ordenará:


1. Que se remitan los antecedentes a la Oficina del Registro Civil del domicilio del adoptado, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como su hijo. Esta inscripción deberá practicarse a requerimiento de uno o ambos adoptantes, el adoptado o por un tercero a su nombre.

La nueva inscripción de nacimiento del adoptado contendrá las indicaciones que señala el artículo 31 del artículo 3° del D.F.L. N° 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Registro Civil. 


2. Que se cancele la antigua inscripción de nacimiento del adoptado, tomándose las medidas administrativas conducentes a mantener en reserva su anterior identidad.


3. Que, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Registro Civil oficie al Ministerio de Educación a fin de que se eliminen del registro curricular los antecedentes relativos a la filiación de origen del adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que se puedan vincular ambas, atendida la reserva de la adopción. Sin perjuicio de lo anterior, el oficio respectivo podrá ser diligenciado por el o los adoptantes una vez inscrita la adopción, acompañando el nuevo certificado de nacimiento.


4. Que, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Registro Civil oficie al Ministerio de Salud para informarle la nueva identidad del adoptado. Efectuado lo anterior, el Ministerio de Salud deberá modificar la identidad del adoptado en su ficha clínica, luego de lo cual deberá remitir al Archivo General del Registro Civil una copia auténtica de la ficha original, con el objeto de ser incorporada a sus antecedentes, conservando así su historia médica. 


5.  Que se oficie, a solicitud del o los peticionarios, a cualquier organismo público o privado en el cual pueda encontrarse registrado el adopta-do, con su identidad de origen, a fin que se elimine el registro y se remitan todos los antecedentes en que conste dicha identidad, a la Dirección Nacional del Registro Civil. El oficio u oficios referidos serán diligenciados por el o los peticionarios, previa obtención de un certificado que deberá emitir el tribunal, señalando que determinada persona ha sido adoptada, por lo que se ha can-celado su inscripción de nacimiento original, sin hacer referencia a su nueva identidad.


Artículo 75.- Disposiciones finales a la adopción de mayores de edad. En lo referente a la custodia de antecedentes, así como de los efectos de la adopción, se aplicará lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la presente ley, respectivamente.

Título VIII

Conservación de información y búsqueda de orígenes

Artículo 76.- Información sobre la adopción. Cualquier persona, actuando por sí o representada por el Servicio o un organismo nacional acreditado, podrá solicitar al Registro Civil que le in-forme si su filiación es resultado de una adopción y, en tal caso, le indique la individualización del proceso de adopción.


Artículo 77.- Información sobre el proceso de adopción y acceso a copias. Aquellas personas cuya filiación es adoptiva de acuerdo a lo informado por el Registro Civil, tendrán derecho a acceder al expediente de su adopción y obtener copias del mismo, de acuerdo a lo prescrito enlas siguientes reglas:


a) Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud sean mayores de edad, lo podrán solicitar, directamente o debidamente representados, al Registro Civil.


b) Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud seanmenores de edad, lo podrán solicitar debidamente representados por un programa del Servicio.


Excepcionalmente, en casos que exista un interés legítimo, podrá otorgarse copias del expediente de adopción a otros ascendientes del adoptado o sus descendientes, por resolución judicial dictada en un procedimiento no contencioso ante el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio del interesado. En este caso, se requerirá la citación del adoptado mayor de edad, a menos que por motivos calificados se establezca lo contrario.


Artículo 78.- Búsqueda de orígenes. Las personas interesadas en iniciar un proceso de vinculación con su familia de origen, deberán ser asesoradas por el organismo acreditado que intervino en la adopción, el Servicio u otro en subsidio.

En caso de tratarse de adopciones internacionales, también podrá intervenir la autoridad competente del Estado de recepción que actuó como intermediario.

Las actividades que considerará el proceso de búsqueda de orígenes, serán reguladas en el reglamento de la presente ley.

Título IX

Prohibiciones y sanciones

Párrafo 1°

De las Prohibiciones


Artículo 79.- Prohibiciones. Se prohíbe:


a) La obtención indebida de beneficios materiales o de otra índole, por parte de las personas, instituciones y autoridades involucradas en el proceso de adopción.


b) A la madre o el padre de la niña, niño o adolescente, disponer expresamente quién adoptará a su hija o hijo o entregar su cuidado con fines de adopción a terceros, mediando o no un avenimiento o transacción al respecto.


c) Tramitar solicitudes de adopción internacional de niñas, niños o adolescentes residentes habituales en otro Estado, en las siguientes circunstancias:


i. Cuando el Estado del cual sea nacional o residente habitual la niña, niño o adolescente se encuentre en conflicto bélico o afectado por un desastre natural que impida un correcto funcionamiento de las autoridades encargadas de controlar y garantizar la adopción.


ii. Si, por motivos diversos a los contemplados en el número anterior, no existe en el Estado una autoridad específica que controle y garantice la adopción. 


iii. Cuando en el Estado no se den las garantías adecuadas para la adopción y las prácticas y trámites de la adopción en el mismo no respeten el interés de la niña, niño o adolescente o no cumplan los principios éticos y jurídicos internacionales. 


d) Promover o facilitar el ingreso a Chile de una niña, niño o adolescente de forma contraria a lo establecido en la ley, con fines de adopción.


e) Reconocimiento de una niña, niño o adolescente por quien no es el padre o madre biológicos, con el objeto de facilitar su posterior adopción por el cónyuge. 


Artículo 80.- Vulneración de las prohibiciones. No se dará curso a solicitudes de declaración de adoptabilidad o de adopción en las que se detecte la vulneración de alguna o algunas de las prohibiciones establecidas en el artículo precedente, o se pondrá término a aquellos procesos que ya hubieren sido iniciados, realizándose la respectiva denuncia si la o las acciones son constitutivas de falta, cuasidelito o delito.
Párrafo 2°

De las sanciones

Artículo 81.- Revelación de antecedentes. El funcionario público que revelare antecedentes de que tenga cono-cimiento en razón de su cargo y que de acuerdo a esta ley son reservados, o permita que otro los revele, será sancionado con la pena de suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


En caso de reiteración de la conducta señalada en el inciso anterior, la pena será la de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales. La misma pena se aplicará si en razón de la revelación se ocasionare grave daño a la niña, niño o adolescente o a sus padres biológicos o adoptivos.


El que, sin tener la calidad de funcionario público, revelare los mismos antecedentes teniendo conocimiento de su carácter de reservados, será castigado con pena de multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 82.- Obtención fraudulenta de la entrega de una niña, niño o adolescente. El que con abuso de confianza, ardid, simulación, atribución de identidad o estado civil u otra condición semejante, obtuviere la entrega de una niña, niño o adolescente para sí, para un tercero o para sacarlo del Esta-do con fines de adopción, será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 83.- Pago o contraprestación. El que solicitare o aceptare cualquier clase de pago o contraprestación, por facilitar la entrega de una niña, niño o adolescente, a efectos de alterar la filiación que le corresponde aún antes de su nacimiento, será sancionado con la pena de presidio menoren su grado mínimo a medio y multa de diez a quince unidades tributarias mensuales. En la misma pena incurrirá quien realice la oferta.

De materializarse la entrega en las condiciones descritas en el inciso anterior, la pena será de presidio menor en cualquiera de sus grados e inhabilidad para ejercer el cuidado personal, la patria potestad y la guarda de la niña, niño o adolescente.


Lo dispuesto en el inciso prime-ro, no será aplicable a aquellas personas que legítimamente solicitaren o aceptaren recibir una contraprestación por servicios profesionales que se pres-ten durante el curso de los procedimientos regulados en esta ley, sean éstos de carácter legal, social, psicológico, psiquiátrico, u otros semejantes.


Artículo 84.- Ingreso irregular de una niña, niño o adolescente a Chile con fines de adopción. El que promueva o facilite el ingreso a Chile de una niña, niño o adolescente con fines de adopción de forma contraria a lo establecido en la ley, será sancionado con presidio menor en sus grados medio a máximo. Si mediare ánimo de lucro, se aplicará la pena del artículo 411 bis del Código Penal.


Artículo 85.- Prescripción. En los casos a que se refieren los artículos 82, 83 y 84 precedentes, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr para la niña, niño o adolescente que haya sido víctima, al momento que cumpla dieciocho años.


Artículo 86.- Agravante especial. Las penas contempladas en los artículos anteriores se aumentarán en un grado si el delito fuere cometido por autoridad, empleado público, abogado, médico, matrona, enfermera, asistente social o por el encargado, a cualquier título, del cuidado de la niña, niño o adolescente, cuando ejecutaren las conductas que allí se sancionan abusando de su oficio, cargo o profesión.


4) Para efectuar las siguientes modificaciones a las disposiciones transitorias:


a) Al artículo 1°, para reemplazar en su inciso segundo el guarismo 40 por 46.


b) Al artículo 3°, para suprimir en su inciso segundo el guarismo 30, y para reemplazar los guarismos 28, 29, 38, 39, 40, 41, 48 y 49 por 31, 32, 47, 48, 49, 50, 57 y 58, respectivamente.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JAVIERA BLANCO SUÁREZ, Ministra de Justicia; MARCOS BARRAZA GÓMEZ, Ministro de Desarrollo Social”.
7. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9890-08)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO

1) Para reemplazar el literal a) del numeral 1) por el siguiente:

“a) 
Intercálase en el inciso primero a continuación de la palabra “distribución” la siguiente frase: “de gas de red concesionada y no concesionada, la comercialización de gas”.”.
2) Para modificar el numeral 2) en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a)
 Sustitúyese, en el numeral 1, la expresión “gas obtenido del carbón, nafta o coke, propano y butano en fase gaseosa y cualquier otro tipo o mezcla de los anteriores” por la siguiente oración: “gas licuado de petróleo en fase gaseosa y cualquier otro tipo de fluido gaseoso combustible”.

b) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b) Modifícase el numeral 2) en el siguiente sentido:

i. Elimínase la expresión “producir,”;

ii. Reemplazáse la frase “suministrar gas” por la siguiente oración: “comercializar gas por redes concesionadas y no concesionadas”.”.

c) Reemplázase la letra d) por la siguiente: 

“d) Incorpórase, en el numeral 10, a continuación de la frase “según corresponda” la expresión “, que sean propiedad del concesionario”.”.

d) Suprímese la letra f), pasando el actual literal g) a ser el literal f).

e) Modifícase la actual letra g), que pasó a ser f), en el siguiente sentido:

i. Suprímense en el nuevo número 17, las expresiones “de distribución” y “de distribución o suministro”, y el segundo párrafo íntegramente;

ii. Intercálase en el nuevo numeral 20, entre las palabras “materia” y “eléctrica”, la expresión “de energía”, y agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la oración: “el que se someterá a las normas contenidas en dicho cuerpo legal, en todo lo que le sean aplicable sus disposiciones y, en especial, respecto a su integración, carácter vinculante de su dictamen, financiamiento y plazos.”.

iii. Reemplazáse, en el nuevo numeral 23, la palabra “suministradora” por la expresión “comercializadora”.
3) Para modificar el numeral 4), reemplazando en el artículo 3° la locución “las franquicias” por la frase “los derechos”.

4) Para intercalar en el inciso segundo del artículo 7°, que introduce el numeral 7), entre la palabra “publicarse”, y la expresión “en el Diario Oficial”, la frase “por el concesionario”, y entre la expresión “tramitación” y el punto aparte (.) que le sigue, la siguiente frase: “y reducirse a escritura pública dentro de los 30 días siguientes a la fecha de su publicación”.

5) Para modificar el artículo 23 que agrega el numeral 14), en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso segundo, la frase “Las empresas distribuidoras de gas y las empresas suministradoras estarán obligadas a proporcionar a los clientes o consumidores toda la información relativa a las condiciones de prestación de sus servicios y la información generada por la prestación de éstos”.
b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo: “Las empresas distribuidoras de gas y las empresas comercializadoras estarán obligadas a proporcionar a los clientes o consumidores toda la información relativa a las condiciones de prestación de sus servicios y la información generada por la prestación de éstos”.

6) Para modificar el artículo 28 que introduce el numeral 19) en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Intercálase en la primera oración, entre la palabra “suministro” y el punto seguido (.) que le sigue, la expresión: “, así como en cualquier momento a requerimiento de la Superintendencia”;

ii. Elimínase, en la oración siguiente al primer punto seguido (.),la expresión “requerimiento de la Superintendencia o”;
iii. Reemplázase la palabra “deberán”, la segunda vez que aparece, por la expresión “podrán”. 

iv. Agrégase, entre la palabra estado y el punto seguido (.), la frase: “lo que será, en este último caso, de cargo del solicitante”.
b) Reemplázase en la primera oración del inciso tercero la expresión “o reparación de las instalaciones de gas” por “de los empalmes, ya sea de revisión o reparación,”.
c) Incorpóranse, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos: 


“Adicionalmente, las empresas de gas podrán, a requerimiento del consumidor o cliente, por su cuenta o a través de terceros autorizados por la Superintendencia, certificar instalaciones de gas previo a su puesta en servicio, de acuerdo a los procedimientos que establezca dicha autoridad. Dicha certificación será de cargo de los respectivos clientes o consumidores.

Tratándose de instalaciones interiores de gas que cuenten con suministro, el cliente deberá inspeccionarlas, a través de la empresa de gas o de un organismo autorizado, con la periodicidad, forma y condiciones que la Superintendencia determine. Dichas inspecciones, así como las revisiones de las instalaciones interiores, que se hagan a solicitud del cliente o consumidor, serán de estos últimos.”.

7) Para reemplazar el numeral 20) por el siguiente:


“20) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29. La verificación y recepción o revisión de una instalación, podrá acarrear responsabilidad para la empresa de gas por los accidentes que pueda ocurrir, de acuerdo a las normas legales generales que le sean aplicables.”.”.

8) Para modificar el artículo 30 que introduce el numeral 21) en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “de la producción o” por la palabra “del”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El esquema tarifario que establezca libremente cada empresadistribuidora de gas deberá determinar sectores de distribución en los que los precios de venta a consumidores, con consumos y otras condiciones de suministro de similares características, sean los mismos, de tal forma que no se produzca discriminación entre ellos. Dichos sectores de distribución no deberán comprender un espacio territorial de tamaño inferior al de una comuna, salvo casos debidamente justificados ante la Superintendencia.”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Se entenderá por esquema tarifario el listado de servicios, condiciones, vigencia y precios aplicables por la empresa distribuidora al cliente final.”. 


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra “concesionaria” por la expresión “distribuidora” y la frase “a la entrada en vigencia de la modificación” por la expresión “y en la forma”.
9) Para modificar el artículo 31 que introduce el numeral 23) en el siguiente sentido:
a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i. Reemplázase, el guarismo”38-14” por “40-k” y la expresión “38-2” por “39”;

ii. Intercálase, entre la expresión “consumidores o clientes” y la palabra “señalados”, la expresión “de dicha empresa”; y

iii. Elimínase, la frase final “de dicha empresa”.

b) Intercálase, entre el inciso segundo y el inciso tercero, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser el inciso cuarto y el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:


“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, en caso que la rentabilidad económica de una empresa concesionaria exceda en hasta cero coma dos puntos porcentuales la tasa máxima permitida a que se refiere el artículo 30 bis, dicha empresa podrá mantenerse en un régimen de libertad tarifaria, siempre y cuando realice las devoluciones que ordena el artículo 31 bis, aumentadas en un cincuenta por ciento, en el plazo que determine el reglamento.”. 

10) Para eliminar en el numeral 24), en el inciso primero del artículo 31º bis, la expresión “consumidores o”.

11) Para agregar en el numeral 26), en el inciso primero del artículo 33, a continuación de la palabra “distribución” la expresión “, incluyendo los servicios afines que correspondan” 

12) Para agregar en el numeral 28), en el artículo 34, el siguiente inciso tercero y final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, para las empresas que operen sin concesión y cuyo número total de clientes con servicio de gassea inferior al 1% de los clientes de la mayor empresa concesionaria de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena, las fórmulas tarifarias aplicables al servicio de gas y servicios afines serán las que se establezcan en el decreto supremo al que se refiere el artículo 40-R para el mayor concesionario de dicha región, como consecuencia del procedimiento contemplado en los artículos 38 y siguientes.”.

13) Para reemplazar el numeral 29) por el siguiente:


“29) Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35°. Cuando el suministro del gas natural comprimido provenga de una empresa distribuidora de gas natural por red que esté sujeta a fijación de precios de acuerdo a los artículos 31 o 34, el impuesto específico a los combustibles será constante e igual a la base de dicho impuesto definido en la ley N° 20.765”.”.

14) Para modificar el numeral 33) en el siguiente sentido: 

a) Modifícase, el artículo 40-M en el siguiente sentido:

i. Intercálase, en el inciso quinto, entre las expresiones “bases corregidas,” y la expresión “la empresa concesionaria”, la siguiente frase: “los usuarios e instituciones interesadas”;

ii. Agrégase, en el inciso quinto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente oración: “como también, si quien no hubiere formulado observaciones a las bases preliminares, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado éstas.”; y

iii. Elimínase, en el inciso séptimo, la frase final “Además, será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y en su contra no procederá ninguna clase de recursos jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.

b) Modifícase, el artículo 40-P, en el siguiente sentido:

i. Reemplázase, en el inciso segundo, la oración “responder las observaciones aceptando o rechazándolas fundadamente” por la locución “comunicar la resolución que contenga el informe técnico corregido aceptando o rechazando fundadamente las observaciones planteadas”;

ii. Reemplázase, en el inciso tercero, la oración “fundada que rechaza las observaciones formuladas de acuerdo a lo señalado” por la palabra “señalada”; y

iii. Intercálase, en el inciso tercero, a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente oración “como también si quien no hubiere formulado observaciones al informe técnico, considere que se debe mantener su contenido, en caso de haberse modificado éste.”.

15) Para intercalar el siguiente numeral 35), nuevo, pasando los actuales numerales 35), 36), 37), 38), 39), 40), 41), 42), 43) y 44) a ser los nuevos numerales 36), 37), 38), 39), 40), 41), 42), 43), 44) y 45), respectivamente:

“35) Elimínase, en el artículo 42, la expresión “concesionarias de distribución”.”.

16) Para reemplazar la letra d) del numeral 35), que pasó a ser numeral 36), por la siguiente:

“d) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “concesionarias de servicio público de distribución” por la siguiente expresión “distribuidoras y comercializadoras de gas”.”.

17) Para incorporar el siguiente numeral 46), nuevo, a continuación del actual numeral 44), que pasó a ser el numeral 45):


“46) Sustitúyese, en los artículos 25, 26, 43, 47, 48, 51 y 52 de la Ley en que se encuentran las expresiones “Dirección” y “Dirección General de Servicios Eléctricos”, por la expresión “Superintendencia”.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO
18) Para intercalar en la letra c) del numeral 1), en el número 12, nuevo, entre la expresiones “Servicios de Gas,” y “y las demás”, la frase “sometan a su dictamen”.

AL ARTÍCULO TERCERO
19) Para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo Tercero. Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1978, del Ministerio de Minería, las siguientes modificaciones:


1) Reemplázase el artículo segundo por el siguiente:

“Artículo segundo. Establécese un Registro en el que los propietarios de las instalaciones que sirvan paraproducción, importación, refinación, transporte, distribución, almacenamiento, abastecimiento, regasificación o comercialicen combustibles derivados del petróleo, biocombustibles líquidos, gases licuados combustibles y todo fluido gaseoso combustible, como gas natural, gas de red y biogás deberán inscribirlas.


No se entenderán incluidas en las actividades antes señaladas la explotación de depósitos naturales de petróleo y gas natural.


La Superintendencia de Electricidad y Combustibles será el organismo responsable de establecer y mantener el citado Registro.”.


2) Reemplázase el artículo tercero por el siguiente:


“Artículo tercero. La solicitud del Registro deberá contener los antecedentes que determine la Superintendencia.”.

3) Intercálase en el artículo decimoquinto, entre la expresión “distribución de gas licuado” y la frase “y sus sistemas de operación” la expresión “por cilindros”.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO

20) Para eliminar, de su inciso primero, la palabra “bis”.

AL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO
21) Para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo quinto transitorio. El primer chequeo de rentabilidad que se efectúe en conformidad a la presente ley considerará, para efectos de determinar si una empresa concesionaria excedió la tasa máxima de rentabilidad establecida en la ley, únicamente el período correspondiente al año calendario anterior. En dicho período la rentabilidad económica máxima del artículo 30°bis de una empresa concesionaria podrá exceder en hasta cinco puntos porcentuales la tasa de costo de capital. De la misma forma, el segundo chequeo de rentabilidad considerará sólo los dos años anteriores para efectos de verificar dicha rentabilidad máxima, y en dicho período la rentabilidad económica máxima de una empresa concesionaria podrá exceder en hasta 4,5 puntos porcentuales la tasa de costo de capital. Luego, para el tercer chequeo de rentabilidad, la tasa máxima de rentabilidad permitida para el trienio móvil precedente será de cuatro puntos porcentuales por sobre la tasa de costo de capital. Finalmente, para el cuarto chequeo de rentabilidad dicha tasa máxima para el trienio móvil correspondiente será de tres coma cinco puntos porcentuales por sobre la tasa de costo de capital.”.

AL ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO, NUEVO
22) Para incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:

“Artículo sexto transitorio: Los gastos de comercialización eficientes asociados a la captación y conexión de nuevos clientes, a los que se refiere el artículo 33°, que hayan sido efectuados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, podrán ser considerados como gastos amortizables en diez años para efectos de los sucesivos chequeos de rentabilidad que se efectúen en conformidad a esta ley.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO,Ministro de Hacienda; MÁXIMO PACHECO MATTE, Ministro de Energía”.
Informe Financiero
Indicaciones al Proyecto de Ley que Modifica la Ley de Servicio de Gas y otras disposicioens que indica

Boletín N° 9890-08
I. Antecedentes

El conjunto de indicaciones que se presenta al proyecto de ley dice relación con precisiones conceptuales y regulatorias de la distribución de gas.

II. Efecto del proyecto sobre el Presupuesto Fiscal


La presente indicación no genera gastos.


(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILERA, Director de Presupuestos”.

8. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
mensaje, que “Permite la emisión de medios de pago con provisión de fondo por entidades no bancarias.”. (boletín N° 9197-03)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y en primero reglamentario, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, Sebastian Piñera Echenique.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en potenciar la inclusión financiera de los sectores de menos ingresos de la población al promover y facilitar su acceso a los medios de pago electrónicos, mediante el desarrollo de instrumentos de pago con provisión de fondos o prepago, que no sean sólo extendidas por entidades bancarias, que permiten almacenar fondos en forma previa, ya sea en tarjetas, cuentas de internet, teléfonos móviles o cualquier otro soporte.


2°) Normas de quórum.

En el proyecto original, el artículo 1° número 1) literal b), del proyecto original,que por incidir en atribuciones del Banco Central, debe ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional, de conformidad con el artículo 108 de la Constitución Política de la República.


Por su parte, la indicación sustitutiva del proyecto contiene, igualmente de conformidad con la norma constitucional citada, las siguientes normas de rango orgánico constitucional: artículos 2°; 3°; 5° inciso tercero; 6°, inciso primero; 8° literal a), en lo que respecta al inciso tercero que agrega, literal b),en lo que respecta al artículo 26 bis que intercala, y c) en lo que respecta al numeral 24) que sustituye, y artículo 10, literal a).

3°) Que el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los Diputados informantes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.


4°) Que Diputado Informante se designó al señor Alejandro Santana.

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores:


Sr. Alejandro Micco, Subsecretario de Hacienda.


Sra. Macarena Lobos, Coordinadora Legislativa del M. de Hacienda.


Sra. Bernardita Piedrabuena, Coordinadora de Mercado de Capitales del M. de Hacienda.


Sra. Francisca Lyon, Abogado de Mercado de Capitales del M. de Hacienda.


Sr. Rodrigo González, Asesor Legislativo. del M. de Hacienda.


Sr. Rodrigo Vergara, Presidente del Banco Central.


Sr. Claudio Ortiz,Gerente General del Retail Financiero. 


Sra. Carolina del Río, Jefa de la División de Consumo Financiero del Sernac Financiero.


Sr. Eric Parrado, Superintendente de Bancos.


Sr. Ernesto Muñoz, Director del Sernac.


Sr. Guillermo Aqueveque, Presidente Fecrecoop. 


Sr. Hugo Peña, Jefe Nacional de la Brigada de Delitos Económicos PDI. 

II. ANTECEDENTES GENERALES

Objetivos del proyecto

El proyecto tiene como objetivo potenciar la inclusión financiera de los sectores de menos ingresos de la población al promover y facilitar su acceso a los medios de pago electrónico, mediante el desarrollo de instrumentos de pago con provisión de fondos o prepago, que no sean sólo extendidas por entidades bancarias, que permiten almacenar fondos en forma previa, ya sea en tarjetas, cuentas de internet, teléfonos móviles o cualquier otro soporte.

El mensaje señala que el desarrollo y la integración social de un país requieren lograr altos grados de inclusión financiera, permitiendo transacciones baratas, posibilitando el acceso a crédito y la opción de ahorrar usando vehículos simples y seguros.
Considera que es necesario tener presente que una dimensión clave de la inclusión financiera, es lograr que progresivamente todos los sectores de la población, especialmente aquellos que están más excluidos del sistema bancario, accedan con mayor facilidad a servicios financieros de calidad y adecuados a sus necesidades, proporcionando protección a las familias y oportunidades para mejorar sus condiciones de vida.

Señala que lasmedidas que logren posibilitar el acceso a medios de pago seguros y a bajo costo a un amplio sector de la población constituyen un pilar fundamental de la agenda de inclusión financiera propia de unpaís que aspira al desarrollo.

Agrega que existe un amplio consenso sobre el gran impacto que los medios de pago electrónicos generan en la economía, destacando la disminución en los costos de transacción, el aumento en la seguridad, la facilitación de la distribución, pago y seguimiento de pensiones y beneficios sociales, la promoción del comercio electrónico y del turismo, y el fomento de la preferencia por los comercios formales.

Sostiene que el acceso a medios de pago electrónicos se da a través de sistemas de crédito, de débito y de prepago. Como lo dice su nombre, la emisión de estos instrumentos consiste en emitir o poner en manos de consumidores o tarjetahabientes medios de pago que puedan ser usados como una herramienta distinta al dinero efectivo (billetes, monedas) u otros similares, como transferencias electrónicasycheques bancarios.
Precisa que de estos sistemas de pago, en el mercado chileno se observa el desarrollo de dos de ellos: el débito y el crédito.

Indica que por el mecanismo con el que opera, la tarjeta de débito se encuentra disponible para aquellas personas que son titulares deuna cuenta en la que han depositado previamente los fondos que luego desean debitar. En la actualidad dicha cuenta debe ser bancaria, sea cuenta corriente, cuenta vista o cuenta de ahorro, quedando sujeta a los costos y restricciones propias del sistema bancario.


Por su parte estima que, para acceder a una tarjeta de crédito se requiere acreditar capacidad deendeudamiento por parte del consumidor, ya que a través de este medio de pago se da acceso a crédito, con los costos y riesgos financieros que esto implica.

Expresa que, sin perjuicio de los importantes avances logrados en los últimos años, siendo un ejemplo claro de esto la progresiva masificación de cuenta Rut de Banco Estado y la alta penetración de tarjetas de crédito de retail, aún se observan bajos niveles de bancarización y acceso en sectores importantes de la población, haciendo que estos dos mecanismos, débito y crédito, presenten ciertas limitaciones en un proceso de mayor penetración en el uso de los medios de pago electrónicos. Por esta razón, es necesario buscar otros instrumentos que puedan llegar de manera más efectiva a los sectores cuya inclusión financiera aún está pendiente.


Asevera que una forma de lograrlo, es el desarrollo de instrumentos de pago con provisión de fondos o prepago, que permiten almacenar fondos en forma previa, ya sea en tarjetas, cuentas de internet, teléfonos móviles o cualquier otro soporte.

Añade que otra característica de los sistemas de prepago es que no requieren necesariamente que el usuario establezca una relación formal con la institución que lo emitió. Además, en muchos casos usan modalidades con costos de emisión y operación menores que las cuentas a la vista bancarias. Estas modalidades también permiten brindar una mayor facilidad de uso a ciertos segmentos de usuarios, adaptándose de mejor manera a las necesidades de algunos sectores sociales y culturales donde los bancos no están interesados en ofrecer cuentas.


A modo de ejemplo, explica que el uso de teléfonos móviles como instrumento de prepago puede constituir una herramienta sumamente efectiva para la masificación de los medios de pago electrónicos en nuestro país, especialmente considerando la alta penetración de aparatos móviles por persona en todos los segmentos socioeconómicos y el importante desarrollo y la rápida masificación de internet móvil.

Considera que también debe considerarse que, una vez masificados, los instrumentos de prepago pueden constituir un instrumento de pago de pensiones y beneficios sociales y su posterior seguimiento. Entre sus beneficios se destaca el aumento de la eficiencia del Estado, la reducción de costos administrativos de los programas y el ser un canal expedito, cómodo y más seguro para los ciudadanos que son receptores de beneficios sociales.

Explica que, según la ley y normativa vigente, en Chile la emisión de estos instrumentos es una actividad restringida a entidades bancarias. Se encuentra regulada específicamente por el capítulo III.J.3 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central, que sólo permite que las tarjetas de pago multipropósito o abiertas sean emitidas por empresas bancarias establecidas en Chile, autorizadas en forma previa por el Banco Central. Dicha normativa establece asimismo que los emisores de esos instrumentos deben responder en todo momento ante el comercio, por el saldo registrado en cada tarjeta.

Acota que, al mismo tiempo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) ha interpretado que el prepago abierto y multipropósito constituye una forma de captación habitual de dinero del público, por lo que debe ser reservada al giro bancario o a las demás entidades autorizadas por ley para esos efectos.

Indica que, sin embargo, a la fecha de presentación de este proyecto de ley, ningún emisor bancario ha emitido este tipo de instrumentos. Lo anterior, contrasta con la evolución y penetración que este mecanismo ha tenido en otros países, incluyendo algunos de Latinoamérica, donde se observan casos exitosos en Brasil, Colombia y México.


Señala que la experiencia internacional muestra que en diversas jurisdicciones se ha autorizado a entidades no bancarias a emitir instrumentos de prepago abiertos y multipropósito, sujetándolas a regulaciones prudenciales adecuadas, que resguardan el buen funcionamiento del sistema de pagos y la estabilidad financiera, principalmente a través de normas de liquidez y solvencia.

Recuerda que, como se describe en el informe de “Inclusión Financiera y Medios de Pago” preparado por la Mesa de Trabajo integrada por los Ministerios de Economía, Hacienda, Transporte y Telecomunicaciones y Desarrollo Social, en abril del 2013, esta flexibilización ha permitido que en países como Japón, la Unión Europea o Singapur, se desarrollen ampliamente los medios de prepago abiertos y multipropósito.

Agrega que, del mismo modo, en el Informe de Estabilidad Financiera del Banco Central correspondiente al segundo semestre del 2012, se señala que “la flexibilización de las regulaciones que restringen la emisión de algunos medios de pago minorista solo a empresas bancarias, en particular las tarjetas de pago con provisión de fondos (prepago), podría permitir contar con una mayor disponibilidad de estos instrumentos, lo que a su vez tendría beneficios, desde una perspectiva tanto de competencia como de inclusión financiera”.

Estructura y contenido del proyecto


Dado que el proyecto original fue objeto de una indicación sustitutiva, es que nos referiremos en forma alternada al proyecto original y luego al sustitutivo.

Proyecto original

El proyecto original consta de dos artículos.

El artículo primero modifica el decreto con fuerza de ley N° 3, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos.

En primer término modifica el artículo 2°:

a) Sustituye el inciso 2° por otro que entrega a laSuperintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito, de tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago, siempre que dichos sistemas importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público o ciertos sectores o grupos específicos de él.

b) Intercala a continuación del actual inciso segundo, los siguientes incisos 3° y 4°, mediante los cuales se establece que dichas empresas (emisoras de tarjetas de pago con provisión de fondos) estarán facultadas para recibir dinero del público con ese objeto exclusivo.Se añade que los dineros recibidos por el emisor no devengarán intereses ni reajustes; solamente podrán destinarse a efectuar los pagos correspondientes a la utilización de dichos sistemas, al cargo de las comisiones que procedan o al reembolso de los recursos captados al titular del medio de pago, en su caso; se registrarán, mantendrán y contabilizarán en todo momento en forma separada de las operaciones realizadas por la sociedad emisora con sus recursos propios; y no serán susceptibles de embargo, gravamen, prohibición u otra clase de limitación al dominio, emanada de obligaciones asumidas por el emisor respectivo fuera del giro que se autoriza.

Se señala que, en todo caso, las empresas indicadas en los dos incisos precedentes deberán sujetarse a las normas que dicte el Banco Central de Chile, de conformidad con el artículo 35 N° 7 de su Ley Orgánica Constitucional, las que podrán referirse especialmente a las exigencias de capital pagado y reservas mínimo, objeto social exclusivo, requisitos de liquidez, relación deuda capital, clase de activos en que podrá efectuarse la inversión de los fondos captados según corresponda, políticas de gestión y control de riesgos, transparencia y entrega de información, entre otras materias vinculadas con la utilización de los sistemas a que esos incisos se refieren, en su carácter de medios de pago.

Se precisa que se entenderá que el Banco Central estará facultado para dictar normas diferentes, atendiendo a la naturaleza de las operaciones que efectúen los emisores u operadores, ya sea con motivo del monto o la moneda en que estén expresadas las obligaciones contraídas respecto de las entidades afiliadas que acepten el pertinente medio de pago o el grado de aceptación con que cuente el mismo en la economía; y los riesgos que por estos conceptos asuman las instituciones fiscalizadas, entre otras circunstancias de carácter objetivo que deban considerarse para este propósito.

Se prescribe que las personas que posean directa o indirectamente acciones que representen más del 10% del capital de una empresa emisora de tarjetas de pago con provisión de fondos o de otros sistemas de esa misma naturaleza, los miembros del directorio de la misma y su gerente general o quien haga sus veces, deberán cumplir con el requisito de integridad previsto en las letras b), c) y d) del artículo 28.

Se establece que las personas que realicen los actos a que se refiere el inciso segundo de este artículo en forma habitual y que eludieren la fiscalización de la Superintendencia serán penadas en la forma que contempla el artículo 39.”.

2) Sustituye en el artículo 69°, el N° 24 por otro que permite la operación, por parte de los bancos, sus filiales y sociedades de apoyo al giro bancario,de estas tarjetas de pago con provisión de fondos emitidos por cualquier otra institución financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia o por las empresas emisoras a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de esta ley.

El artículo Segundo, reemplaza, en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.913, que Crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, la expresión “las emisoras y operadoras de tarjetas de crédito;” por la siguiente “las emisoras u operadoras de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago;”. De esta manera se extiende la fiscalización de dicha Unidad a estas nuevas tarjetas.

Indicación sustitutiva al proyecto

Con fecha 17 de junio de 2015, se dio cuenta de oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual presentó una indicación sustitutiva al proyecto que se informa.

El respectivo oficio explica que el Ejecutivo ha decidido reimpulsar este proyecto, habida cuenta de las ventajas que introducirá el cambio regulatorio propuesto en la iniciativa en comento. En efecto permitirá, por un lado, avanzar en la cobertura y masificación de los medios de pago electrónicos, abriendo, por primera vez, el acceso al sistema financiero a un importante grupo de la población que hoy no está bancarizado ni es sujeto de crédito. Y por el otro, será una herramienta relevante para introducir más competencia al mercado de medios de pago, al posibilitar la incorporación de nuevos actores a la emisión y operación de instrumentos de prepago, lo que debiera generar mejores condiciones para los consumidores.

Estructura y contenido de la indicación sustitutiva

El Ejecutivo manifiesta que esta indicación sustitutiva ha tomado en consideración las diversas sugerencias planteadas en el seno de la Comisión de Hacienda de la Cámara respecto de esta iniciativa, y que por ello las indicaciones tienen por objeto mejorar la propuesta regulatoria de manera de explicitar de forma más clara tanto las facultades regulatorias del Banco Central de Chile como de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a fin de evitar cualquier distorsión en perjuicio de los consumidores. En este contexto se propone:

1. Trasladar la regulación de los medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias a una ley propia, distinta de la Ley General de Bancos, a fin de darle un tratamiento más orgánico.

2. Dicho tratamiento orgánico contempla la autorización para que entidades no bancarias puedan emitir y operar medios de pago con provisión de fondos (artículo 1°); establece el marco regulatorio al que estarán sujetas estas entidades, precisando que les serán aplicables entre otras, las normas que dicte el Banco Central de Chile y se someterán a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (artículos 2° y 8°).

3. Se les establece la obligación de constituirse en el país como sociedades anónimas de giro exclusivo y de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046, quedando sujetas a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, cumpliendo los requisitos de capital pagado, reservas mínimas, liquidez, relación deuda-capital, gestión de riesgos, entre otros, que al efecto establezca el Banco Central de Chile (artículo 3°).

4. Especifica las facultades de fiscalización que tendrá la Superintendencia de Bancos e Instituciones financieras respecto de todos los emisores no bancarios, estableciendo, además, la aplicación de disposiciones específicas de la Ley General de Bancos que deberán cumplir en el mismo sentido que los bancos. Igualmente, se faculta a la precitada Superintendencia para que, en los supuestos que detalla la ley, pueda, previo informe favorable del Banco Central de Chile, revocar su autorización de existencia (artículo 4° y 5°).

5. Establece que los medios de pago con provisión de fondos podrán emitirse en forma nominativa o al portador, sujeto a los requisitos y límites que fije el Banco Central de Chile para cada uno de ellos, y el derecho del titular o portador de un medio con provisión de fondos a solicitar la devolución del saldo de dinero provisionado en cualquier momento (artículo 6°).

6. Se establecen regímenes de caducidad diferenciados según sean emitidos en forma nominativa o al portador (artículo 7°).

7. Se autoriza a las Cajas de Compensación a constituir sociedades de apoyo al giro con el objeto de emitir medios de pago con provisión de fondos, modificando al efecto la ley 
N° 18.833. Igualmente, se incorpora una autorización para que las cooperativas puedan emitir y operar medios de pagos, modificando el decreto con fuerza de ley N°5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (artículos 9° y 10).

8. Extiende la fiscalización de la Unidad de Análisis Financiero a estas emisoras y operadoras de tarjetas de pago con provisión de fondoso cualquier otro sistema similar (artículo 11).

9. Finalmente, se incorporan dos disposiciones transitorias. La primera destinada a establecer un plazo de un año desde la entrada en vigencia de la ley, para que los emisores y operadores no bancarios que actualmente se encuentren autorizados para realizar las operaciones, se constituyan en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con la exigencia que se incorpora en la modificación al artículo 2° de la Ley General de Bancos. La segunda, regula la imputación del gasto (artículos primero y segundo transitorios).

Se hace presente que con fecha 22 de julio, mediante oficio N° 686-363. S.E. la Presidenta de la República procedió a retirar y a presentar nueva indicación sustitutiva, que es básicamente la misma anteriormente comentada, con algunos cambios introducidos fruto de la discusión parlamentaria que se comentarán en su oportunidad.

Antecedentes presupuestarios y financieros


El informe financiero N° 145 del 10 de diciembre de 2013, de la Dirección de Presupuestos, que corresponde al proyecto original, señaló lo siguiente:

Antecedentes

El proyecto de ley introduce modificaciones en los artículos 2° y 69 del decreto con fuerza de ley N° 3, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y en el artículo 3° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero, para establecer que las empresas no bancarias podrán emitir tarjetas de prepago abiertas multipropósito, a través de instrumentos físicos, electrónicos o de cualquier tipo, las cuales serán fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) y se sujetarán a las normas que dicte el Banco Central.

El sistema de prepago no bancario permite almacenar fondos en forma previa, ya sea en tarjetas, cuentas de internet/teléfonos móviles o cualquier otro soporte.

Para lograr lo anterior, se requiere que los emisores no bancarios tengan acceso a las redes de adquirencia y que puedan interconectarse a las redes de procesamiento, de manera que los comercios acepten sus tarjetas como medios de pago, para ello se modifica el artículo 69° del ya mencionado decreto con fuerza de ley, precisando que las sociedades de apoyo al giro bancario podrán prestar servicios a cualquier empresa cuyo giro consista en la emisión u operación de instrumentos de pago.

En relación a los dineros que recibirán las entidades emisoras, como provisión de fondos de las tarjetas de pago, se establecen restricciones como que no podrán devengar intereses ni reajustes y se destinarán sólo a efectuar los pagos correspondientes a la utilización de los sistemas de pagos, según lo determine el titular y deberán estas operaciones contabilizarse en forma separada de las operaciones realizadas por las emisoras con sus recursos propios.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El informe financiero sostiene que no es posible estimar razonablemente el número de emisores y operadores que quedarían bajo la supervisión de la SBIF luego de la entrada en vigencia de esta norma, ya que el medio de pago puede ser de cualquier tipo, no solo físicos o electrónicos.

Considerando lo anterior, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y en lo que no alcanzare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales del Servicio

Indicación sustitutiva

El informe financiero N° 109 de 22 de julio de 2015, elaborado por la Dirección de Presupuestos y que acompañó a la indicación sustitutiva definitiva del proyecto, señaló lo siguiente:

La indicación sustitutiva, en lo fundamental, modifica el proyecto de ley en trámite en las siguientes materias específicas:

1. En relación a la SBIF se precisan sus facultades fiscalizadoras respecto de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de medios de pago con provisión de fondos o sistema similar, creándose además un régimen de intervención semejante al de los bancos, pero simplificado, y se la faculta para dictar las resoluciones que otorguen o revoquen la autorización de existencia a las entidades señaladas, con acuerdo previo del Banco Central de Chile en caso de rechazo, y las circunstancias en que pueda revocar esa autorización.

2. Se establece que los emisores u operadores no bancarios deberán constituirse en el país como sociedades anónimas especiales de giro exclusivo, de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046, y que se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas en todo lo que no se oponga a las normas especiales que éstas deban observar, de conformidad con la regulación que las rige.

3. Por otra parte, se autoriza a los bancos a emitir y operar medios de pago para terceros, con sujeción a las normas que acuerde el Banco Central de Chile, y adicionalmente, se autoriza a las Sociedades de Apoyo al Giro bancarias a prestar servicios de operación y afiliación de medios de pago electrónicos emitidos por cualquier otra institución financiera que esté sujeta a la fiscalización de la SBIF.

4. En el mismo sentido, se autoriza a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (CCAF) a constituir sociedades de apoyo al giro con el objeto de emitir medios de pago con provisión de fondos, y a las Cooperativas a emitir y operar medios de pagos para sus socios directamente, o para el caso de cooperativas de ahorro y crédito con patrimonios menores a 400.000 unidades de fomento, por medio de filiales autorizadas expresamente.

5. Finalmente, establece como deberán ser mantenidos o invertidos los fondos recibidos por los emisores no bancarios de medios de pago con provisión de fondos que los mismos podrán emitirse en forma nominativa o al portador y determina réimenes de caducidad diferenciados, según sean emitidos en forma nominativa o al portador.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Si bien la presente indicación amplía formalmente el perímetro de supervisión de la SBIF, pudiendo preverse una mayor actividad en los ámbitos de regulación, fiscalización y procesamiento de información, no es posible determinar razonablemente en esta instancia algún fortalecimiento institucional requerido, dada la imposibilidad de determinar el número de emisores y operadores adicionales que quedarían bajo la supervisión de la SBIF luego de la entrada en vigencia de esta norma.

Dado lo anterior, en el primer año presupuestario de vigencia de la ley, de establecerse una demanda que supere las capacidades de la SBIF, el mayor gasto se financiará con cargo al presupuesto de dicha institución, y en lo que faltare con cargo a la Partida del Ministerio de Hacienda y a la PartidaTesoro Público.

En los años siguientes, el mayor gasto será considerado en las Leyes de Presupuestos de la SBIF.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO

Sesión 308° del 21 de enero de 2014.


El señor Julio Dittborn, Ministro (S) de Hacienda, hace notar que el proyecto en referencia (el original) es muy simple, consta de sólo dos artículos y tiene por objeto permitir a diversas instituciones no bancarias, entre ellas las tiendas de retail, las cooperativas de crédito, cajas de compensación de asignación familiar, etcétera, emitir tarjetas de prepago, que en Chile también existen, pero que en el exterior pueden usarse en distintos comercios. Hoy en día, sólo los bancos están autorizados para emitir estas tarjetas en el país, pero por distintas razones no lo han hecho. De ahí que la idea es permitir a otras entidades hacerlo.


En cuanto a su funcionamiento, explica que las tarjetas de prepago están respaldadas por un depósito en dinero previamente efectuado ante el emisor y, por tanto, no son tarjetas de crédito ni de débito, porque no giran contra una cuenta corriente.

Complementando lo anterior, señala que una dimensión clave de la inclusión financiera es lograr que progresivamente todos los sectores de la población, especialmente aquellos que están más excluidos del sistema bancario, accedan con mayor facilidad a servicios financieros de calidad. En tal sentido, medidas que logren posibilitar el acceso a medios de pago seguros y a bajo costo -como los pagos electrónicos- a un amplio sector de la población, constituyen un pilar fundamental para todo proceso de inclusión financiera.


Destaca que los principales beneficios del uso de medios de pago electrónico son:


- Disminución en los costos de transacción;


- Aumento en la seguridad;


- Facilidad para distribución, pago y seguimiento de pensiones y beneficios sociales;


- Promoción del comercio electrónico y del turismo, y


- Fomento de la preferencia por los comercios formales.


Con respecto a la situación de los medios de pago en Chile, informa que, según la SBIF, hay en la actualidad 5,9 millones de tarjetas de crédito bancarias; 4,8 millones de tarjetas de crédito no bancarias (activas) y 13,7 millones de tarjetas de débito, pero no se han desarrollado las tarjetas de prepago abiertas o multiuso.


Por otro lado, el acceso a productos financieros varía considerablemente según el sector socioeconómico, como se grafica en el siguiente cuadro:



Además, en los países desarrollados, cada persona realiza anualmente al menos 100 transacciones sin dinero en efectivo (cashless), superando en algunos casos incluso las 300, mientras que en Chile este indicador es de 28,7 transacciones al año (fuente: Banco Mundial).


Asimismo, en Chile, el 95% de los beneficios sociales se paga en forma presencial, versus el 1% y 5% de Brasil y Colombia, siendo que el pago electrónico tiene ventajas en términos de eficiencia del Estado, reducción de costos administrativos, seguridad, ahorro de tiempo, posibilidad de seguimiento, etcétera.


En lo que atañe al prepago como herramienta de inclusión financiera, plantea el Ministro (S) que las tarjetas de débito están sujetas a los costos y restricciones propias del sistema bancario, mientras que las tarjetas de crédito requieren acreditar capacidad de endeudamiento, con los costos y riesgos financieros que ello implica. En cambio, los instrumentos de pago con provisión de fondos -o prepago- permiten almacenar fondos en forma previa, ya sea en tarjetas, cuentas de internet, teléfonos móviles o cualquier otro soporte; no requieren necesariamente que el usuario establezca una relación formal con la institución que lo emitió y tampoco existe riesgo de crédito, siendo un instrumento efectivo para llegar a sectores no bancarizados. Además son flexibles y pueden desarrollarse en diversos formatos: emitidas en medios físicos (tarjeta) o virtuales (monedero electrónico), cerradas o abiertas, único propósito o multipropósito, para sector público, empresas o personas naturales, con o sin recarga, canjeables, nominadas e innominadas, marcas privadas e internacionales, etcétera.


Como ha ocurrido en otros países, indica que el uso de teléfonos móviles como instrumento de pago puede constituir también una herramienta sumamente efectiva para la masificación de los medios de pago electrónicos. El mercado chileno tiene la potencialidad para su comercialización, pues hoy en día existen en el país 130 aparatos (accesos) por cada 100 habitantes (países desarrollados: 120 accesos, promedio mundial: 88 accesos). El 30% de los terminales son smartphones y alcanzaron un crecimiento de 117% el último año, esperándose que de aquí a tres años el parque de teléfonos inteligentes abarque el 60% del parque total móvil en Chile. 


Sin embargo, considera que existe una traba regulatoria y es que las compañías de telefonía móvil están impedidas de emitir medios de prepago abiertos en nuestro sistema financiero, pues, según la ley y normativa vigente, la emisión de estos instrumentos es una actividad restringida a entidades bancarias, que se encuentra regulada por el capítulo III.J.3 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central. Dicha normativa permite que las tarjetas de pago multipropósito o abiertas sean emitidas sólo por empresas bancarias establecidas en Chile, autorizadas en forma previa por el instituto emisor y establece que los emisores de esos instrumentos deben responder en todo momento ante el comercio por el saldo registrado en cada tarjeta. Al mismo tiempo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) ha interpretado que el prepago abierto y multipropósito constituye una forma de captación habitual de dinero del público, por lo que debe ser reservada al giro bancario o a las demás entidades autorizadas por ley para esos efectos. 


Asevera que en el mercado financiero internacional, los sistemas de prepago han mostrado ser muy eficaces para llegar a sectores de bajos recursos y con poca presencia bancaria. De hecho, se observa un importante crecimiento de ellos en los países desarrollados y también en Latinoamérica, donde destacan los casos de Brasil y Colombia. Se observa también una rápida penetración, con crecimientos esperados de dos dígitos, como se aprecia en el siguiente cuadro:
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País / Zona 2010 (US$ millones) 2017 (US$ millones)

Tasa de 

crecimiento anual 

esperada

Canadá                                  2.000                                 19.000  38%

Estados Unidos                              152.000                               421.000  16%

Latinoamérica                                15.000                               133.000  37%

Europa                                28.000                               149.000  27%

Medio Oriente y África                                  3.000                                 46.000  51%

Asia Pacífico                                10.000                                 54.000  26%

  Fuente: 2012 Global Prepaid Sizing Study, Commissioned by MasterCar d: A look at the potential for global prepaid growth by 2012  


En cuanto a la regulación de esta actividad, relata que la experiencia internacional muestra que en diversas jurisdicciones se ha autorizado a entidades no bancarias a emitir instrumentos de prepago abiertos y multipropósito, sujetándoseles a regulaciones prudenciales adecuadas, que resguardan el buen funcionamiento del sistema de pagos y la estabilidad financiera, principalmente a través de normas de liquidez y solvencia. Esta flexibilización ha permitido que en países como Japón, la Unión Europea o Singapur, se desarrollen ampliamente los medios de prepago abiertos.


Por las razones anotadas, el Banco Central de Chile, en su Informe de Estabilidad Financiera del año 2012, concluyó que “La flexibilización de las regulaciones que restringen la emisión de algunos medios de pago minorista sólo a empresas bancarias, en particular las tarjetas de pago con provisión de fondos (prepago), podría permitir contar con una mayor disponibilidad de estos instrumentos, lo que a su vez tendría beneficios, desde una perspectiva tanto de competencia como de inclusión financiera”.


Refiriéndose al contenido del proyecto de ley (el original) el señor Dittborn precisa que a través de él se modifica la Ley General de Bancos (LEY GENERAL DE BANCOS), a fin de autorizar expresamente la emisión de medios de prepago, que implica captación de dineros del público, por parte de entidades no bancarias. En tanto, se entrega a la SBIF la fiscalización de todas las empresas que emitan u operen sistemas de prepago y se establecen las siguientes restricciones y resguardos:


- Los dineros recibidos no devengarán intereses ni reajustes.


- Los dineros solo podrán ser utilizados para efectuar los pagos correspondientes al uso de dichos sistemas.


- Registro y contabilidad separada de los dineros de la sociedad emisora.


- No serán susceptibles de embargo, gravamen, prohibición, o cualquier limitación emanada de obligaciones asumidas por el emisor.


- Requisitos de integridad para accionistas con participaciones mayores a 10% del capital, directores y gerente general de empresas emisoras (artículo 28 Ley General de Bancos).


- Deberán acogerse a normas y disposiciones existentes en materia de lavado y blanqueo de activos.


- Sanciones de acuerdo al artículo 39 LEY GENERAL DE BANCOS.


- Además, los emisores de prepago no bancarios deberán sujetarse a normas financieras del Banco Central, al que la ley le entrega la potestad de definir exigencias de liquidez, capital pagado y reservas, relación deuda capital, clase de activos en que podrá efectuarse la inversión de los fondos captados, políticas de gestión y control de riesgos, transparencia y entrega de información. El Banco Central podrá modificar estas exigencias dependiendo de la naturaleza de las operaciones, el monto, la moneda que se use, las responsabilidades asumidas, el nivel de aceptación de la tarjeta, etcétera. Se mantiene así un modelo de regulación probado, que ha sido exitoso para las tarjetas bancarias, sin crear un esquema regulatorio distinto al de los demás medios de pago, evitando así asimetrías regulatorias.


Para más antecedentes, recomienda el Ministro (S) consultar los anexos de su presentación y expresa su interés en que el proyecto sea aprobado prontamente, pues representa un paso en una dirección hacia la que el país debe avanzar de todas maneras.


El señor Rodrigo Vergara, Presidente del Banco Central, a modo de introducción, señala que varios países, tanto desarrollados como emergentes, han establecido marcos regulatorios para sistemas de prepago, con el objetivo de promover una mayor inclusión financiera y competencia en los medios de pago minoristas. Añade que el resguardo de los clientes que utilicen medios de prepago, especialmente en relación a los fondos que provisionan en ellos, es un elemento clave en el diseño de estas regulaciones, dado que el objetivo de mayor inclusión financiera implica que consumidores de menores ingresos ocupen estos sistemas. Siguiendo dichas iniciativas internacionales, el proyecto de ley en estudio avanza en permitir la emisión de medios de prepago a entidades no bancarias, incorporando un marco regulatorio que el Banco Central de Chile considera apropiado.

Refiriéndose de modo general a las tarjetas de prepago, indica que si bien existen distintos esquemas de funcionamiento o modelos de negocio, ellas son en esencia instrumentos que permiten realizar pagos en establecimientos afiliados usando recursos que han sido previamente provisionados en alguna institución, la cual puede o no ser de naturaleza financiera. Estas tarjetas acarrean beneficios directos, en tanto son un medio de pago alternativo a los “tradicionales” (efectivo, cheque, tarjetas de crédito), así como indirectos, por un eventual impacto positivo para la inclusión financiera.

Ahora bien, dependiendo de las características, se pueden configurar distintos modelos de tarjetas de prepago:
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Aclara el expositor que las dos primeras modalidades ya existen en Chile, pero no se regulan en este proyecto, porque no son multipropósito. La tercera se usa en muchos países para pagar pensiones u otros beneficios sociales y, junto con la última, son las que quedarían sujetas a la ley en tramitación.

Advierte enseguida que las tarjetas de prepago tienen beneficios, pero no están exentas de costos, y hay objetivos de política que se deben considerar. Así, por ejemplo, los consumidores deben contar con la seguridad de que los recursos que provisionaron se encontrarán disponibles cuando utilicen la tarjeta para comprar, o bien, poder retirar dichos fondos. Además, en los sistemas abiertos, el alcance de utilización del medio de pago es mayor y, por lo tanto, los recursos provisionados en tarjetas de prepago pueden ser relevantes. A su vez, los comercios que aceptan las tarjetas deben tener la seguridad de que recibirán los pagos correspondientes a las transacciones realizadas con éstas. Por otra parte, estas tarjetas pueden ser utilizadas como un mecanismo para facilitar el lavado de dinero. Es por ello que tanto las marcas internacionales como los reguladores habitualmente imponen distintas restricciones a las características de las tarjetas, como por ejemplo, saldos máximos, identificación del tarjetahabiente o imposibilidad de recargarla. Por último, la dimensión de protección del consumidor también es muy importante, en particular, cuando estas tarjetas se utilizan como un mecanismo de inclusión financiera y, o para el pago de beneficios sociales. En estos casos, los principales usuarios serán personas con menores niveles de educación financiera y de experiencia en el uso de servicios financieros.


Con respecto a la situación actual, señala que, en Chile, las tarjetas de prepago abiertas con provisión de fondos sólo pueden ser emitidas por bancos y se encuentran reguladas por el Banco Central de Chile. La Ley General de Bancos prohíbe la captación de fondos a entidades distintas de los bancos, a menos que estén autorizadas expresamente por ley, y es por eso que se ha hecho necesaria la formulación del proyecto en debate. Por su parte, la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile le otorga atribuciones para regular las tarjetas de crédito y similares (artículo 35), y es en virtud de ello que, en marzo de 1998, el Banco Central de Chile normó la emisión y operación de tarjetas de prepago con provisión de fondos por parte de los bancos. Pero, pese a existir dicha regulación, por ahora ningún banco ha emitido tales medios de pago, lo cual puede obedecer a que las tarjetas de débito operan de manera similar, aunque muchas personas no tienen acceso a ellas, siendo objetivo fundamental de esta iniciativa justamente ampliar el universo de potenciales usuarios de este tipo de instrumentos. Finalmente, destaca que empresas no bancarias sí han emitido tarjetas de prepago cerradas (giftcards, tarjetas de supermercado, tarjeta BIP), las que sin embargo no se encuentran sujetas a la regulación del Banco Central de Chile.


Confirma el señor Vergara que el Banco Central de Chile tiene una opinión favorable sobre la participación de entidades no bancarias en la emisión de instrumentos de pago minoristas, sujeta a ciertos resguardos. Reitera que, en su Informe de Estabilidad Financiera del segundo semestre de 2012, el Banco Central señaló que “la flexibilización de las regulaciones que restringen la emisión de tarjetas de prepago sólo a empresas bancarias podría permitir contar con una mayor disponibilidad de estos instrumentos, lo que tendría beneficios desde una perspectiva tanto de competencia como de inclusión financiera. No obstante lo anterior, no se debe perder de vista la importancia salvaguardar los objetivos de política ya mencionados. Los fondos provisionados por el público en estas tarjetas deben dar cumplimiento de manera expedita a las obligaciones de pago que se generen por el uso de éstas y, al mismo tiempo, debieran quedar adecuadamente resguardados y poder ser retirados por los titulares de los mismos en caso de estimarlo necesario.”.


En tal sentido, considera que el proyecto de ley permite a entidades no bancarias emitir y operar medios de prepago con los resguardos adecuados, pues, para cumplir con su objetivo, establece un marco regulatorio que conduce a un manejo financiero prudente por parte de los emisores de estas tarjetas. En efecto, la iniciativa en comento define requisitos de integridad para los propietarios, el directorio y el gerente general de estas empresas, así como sanciones para quienes eludan la fiscalización de la SBIF; establece restricciones al uso que los emisores de estas tarjetas pueden otorgar a los dineros recibidos del público y ordena la separación de dichos dineros de la gestión del emisor, y confiere facultades al Banco Central para dictar normas sobre requerimientos prudenciales que deberán cumplir estas empresas. Por lo demás, estos requisitos se establecen en un contexto de supervisión por parte de la SBIF.


A su vez, el Banco Central de Chile estaría encargado de regular, al menos, los siguientes aspectos de la emisión y operación de estas tarjetas:


- Exigencias de capital pagado;


- Liquidez;


- Apalancamiento;


- Objeto social exclusivo;


- Clase de activos en que podrán invertirse los fondos captados;


- Políticas de gestión y control de riesgos, y


- Transparencia y entrega de información.


Estos resguardos, que por lo demás son semejantes a los establecidos para las tarjetas de crédito bancarias, se consideran adecuados y consistentes con los objetivos de política planteados y permiten que el Banco Central de Chile reaccione con flexibilidad ante la heterogeneidad e innovaciones que pudieran presentarse en este mercado.


En otro orden de materias, el proyecto en análisis autoriza de manera explícita a las sociedades de apoyo al giro bancario (SAG) a operar medios de pago minorista (no sólo tarjetas de prepago), emitidos por cualquier otra institución financiera sujeta a la fiscalización de la SBIF. De esta manera, las SAG que operan medios de pago podrán prestar sus servicios a entidades no bancarias, facilitando el acceso a nuevos partícipes. Además, las empresas emisoras y operadoras de tarjetas de prepago deban reportar las operaciones sospechosas que detecten a la Unidad de Análisis Financiero. Este es un resguardo relevante, pues el lavado de dinero es una de las principales preocupaciones asociadas al desarrollo de este medio de pago.


En conclusión, señala el expositor que la eventual entrada de emisores y operadores no bancarios en el mercado de las tarjetas de prepago es beneficiosa desde una perspectiva de inclusión financiera y de competencia. No obstante lo anterior, es importante que este proceso se realice tomando en consideración requerimientos prudenciales adecuados, con el fin de resguardar la fe pública y el funcionamiento del sistema de pagos. En opinión del Banco Central de Chile, las disposiciones contenidas en el proyecto de ley contemplan de manera adecuada estos resguardos. En efecto, la iniciativa incorpora elementos de protección de los fondos provisionados, pero no se refiere a otros aspectos sobre protección de clientes, para cuyos efectos debería operar la nueva institucionalidad de protección al consumidor financiero. En tal sentido, sería importante abordar a través de dicha institucionalidad (Sernac Financiero), por ejemplo, las normas de transparencia, especialmente para maximizar la información disponible para los clientes respecto de los costos o comisiones por transacciones y uso en general de medios de prepago.


El Diputado señor Marinovic (Presidente) pregunta si existe alguna proyección sobre la cantidad de personas que podrían demandar tarjetas de prepago y a qué segmento económico apunta su masificación. Consulta, asimismo, si el Sernac Financiero intervendrá en la revisión de los contratos de adhesión a que dé lugar la emisión de aquéllas.


El Diputado señor Robles pregunta qué costo tendrían las tarjetas de prepago para los usuarios. Observa que la cuenta RUT y la chequera electrónica de Banco Estado son sistemas de prepago que tienen un costo y entiende que la masificación de éstos está orientada a los sectores de menores ingresos, lo cual requiere adoptar mayores resguardos para proteger sus fondos (por ejemplo, seguro contra fraudes). Le preocupa, por lo mismo, conocer la opinión de los consumidores al respecto, para lo cual solicita invitar próximamente a representantes de las organizaciones que los agrupan.

El Diputado señor Jaramillo advierte que las cooperativas de ahorro y crédito y las cajas de compensación están legalmente reconocidas como intermediarios financieros; sin embargo, no se mencionan en el proyecto como posibles emisores de tarjetas de prepago. En tal sentido, postula que el proyecto atenta contra la garantía constitucional establecida en el artículo 19, Nº 21, de la Carta Fundamental.


El Diputado señor Montes pregunta cuáles serían los beneficios y costos asociados a las tarjetas de prepago para los usuarios y las utilidades generadas por ellas para los emisores. Propone invitar al encargado del Sernac Financiero para analizar la forma en que se deberá regular la emisión de dichos medios de pago.


El Presidente del Banco Central responde que este organismo no ha efectuado ninguna estimación del tamaño que podría alcanzar el mercado de tarjetas de prepago. Confirma en todo caso que su operación deberá contar con el resguardo del Sernac Financiero. En cuanto al costo/beneficio de estos instrumentos, recuerda que ellos constituyen una opción que se ofrece a los consumidores, lo cual les permite mayor facilidad y seguridad en el manejo de sus recursos. En tal sentido, las tarjetas de prepago podrían operar como sustitutos de la cuenta RUT de Banco Estado, en la medida en que resulten más baratas y de más fácil acceso para los usuarios. La idea es que haya más competencia en este mercado y que cada vez más personas tengan la posibilidad de utilizar medios de pago electrónico.


Agrega que la captación de fondos del público es lo que hace necesario que la emisión de tarjetas de prepago sea autorizada por ley, cosa que no hacen, por ejemplo, las cajas de compensación de asignación familiar y por esa razón no podrían emitirlas, pero sí las cooperativas supervisadas por la SBIF. En cuanto al destino de dichos fondos, reitera que, a diferencia de los bancos, los emisores de medios de prepago deberán mantenerlos en cuentas separadas y sólo podrán invertirlos en instrumentos financieros muy seguros y de mucha liquidez, determinados por el Banco Central.

Sobre la rentabilidad de los emisores, señala que ella provendrá obviamente de las comisiones que cobren, pero éstas tendrán que ser competitivas para que el mercado se expanda. Sobre la rentabilidad de los usuarios, señala que, al igual que en el caso de las cuentas corrientes o a la vista que administran los bancos, los fondos provisionados para la emisión de tarjetas de prepago no generarán intereses porque éstas constituyen medios de pago y no instrumentos de inversión.


La señora Rosario Celedón, Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda,comparte la visión de que lo que hace el proyecto es ampliar alternativas de medios de pago e insiste en que el beneficio para el consumidor se traduce en mayor seguridad y menores costos de transacción, lo cual hace prever que hay sectores vulnerables de la población para los cuales este tipo de instrumentos podría constituir su primer acercamiento al sistema financiero. Confirma, además, que las tarjetas de prepago pasarían a ser uno más de aquellos productos que deben sujetarse a las normas relativas al Sernac Financiero, cuestión que podría precisarse mejor en el texto de la iniciativa y requerir la dictación de un reglamento propio que trate sobre la fijación de comisiones, la información periódica que debe entregarse a los usuarios, etcétera. Destaca, finalmente, que este proyecto no sólo es interesante porque abre posibilidades de integración a personas que hoy no están bancarizadas, sino también oportunidades de desarrollo de medios de pago móvil, que pueden ser transversales a la población.

El Diputado señor Jaramillo observa que todos los emisores de tarjetas de prepago quedarán bajo la supervisión de la SBIF, aun cuando se trate de entidades no bancarias.


El Diputado señor Montes consulta cuáles serían las restricciones legales y reglamentarias para emitir y operar tarjetas de prepago. Sugiere que el encargado del Sernac Financiero informe a esta Comisión, además, sobre las dificultades que ha generado el manejo de la Cuenta RUT.


El señor Kevin Cowan (gerente de la división de politica financiera del Banco Central) responde que las restricciones legales para los emisores de tarjetas de prepago están referidas a las condiciones de idoneidad que deben reunir los socios, directores y gestores de dichas entidades, que son básicamente las mismas que se establecen para quienes quieran fundar un banco. En resumen, se exige que los socios tengan una hoja de vida limpia, yse limitan las actividades que pueden desarrollar los emisores y los instrumentos en que pueden invertir los fondos que capten, a fin de evitar que su negocio adquiera carácter crediticio. Mediante norma del Banco Central se impondrían otras restricciones, y la idea es que la severidad de ellas se relacione con el monto de los recursos captados y administrados por el emisor, pero la ley exigirá un capital mínimo; una cierta liquidez de los fondos administrados; cierto apalancamiento, que impone límites al endeudamiento del emisor atendido su capital, y políticas mínimas de gestión de riesgos, quedando todo ello bajo la supervisión de la SBIF para que los recursos que se depositen no se pierdan ni malgasten y para los comercios que acepten la tarjeta reciban en forma íntegra y oportuna lo que se les deba.


La señora Rosario Celedón advierte que la regulación de las tarjetas de crédito bancarias es bastante similar a la que ahora se propone, ya que básicamente la ley autoriza la emisión de ellas y las somete a una reglamentación dictada por el Banco Central. Pero en este caso el Ejecutivo ha querido ser un poco más preciso, estableciendo en la ley algunos resguardos mínimos y pautas sobre aquellas cuestiones que deberá normar el Banco Central y que probablemente requerirán ajustes periódicos.


El Diputado señor Silva estima que el proyecto en estudio es una buena iniciativa, pues permitiría a las personas ordenar y planificar mejor sus gastos, además de facilitar el envío de recursos a miembros de la familia que se encuentran distantes, como puede ser un hijo que estudia en una ciudad lejana.


Pide precisar cuál sería el capital mínimo exigido a los emisores de tarjetas de prepago, como para hacerse una idea de quiénes podrían participar de ese mercado, y de qué manera se piensa mejorar la competencia entre los operadores de este tipo de instrumentos, ya que ha habido ciertos problemas al respecto con empresas como Transbank, Nexus y otras.


El Diputado señor Robles pide invitar al Presidente de la Asociación de Bancos, para que explique por qué los bancos no han emitido medios de pago con provisión de fondos, estando autorizados para ello, y a los representantes de las empresas de retail, ya que las tarjetas de crédito comerciales podrían operar también como prepago en otros comercios.

El Diputado señor Auth pregunta si la tarjeta BIP podría operar como medio de prepago abierto; qué cobertura tiene hoy un operador como Transbank para posibilitar el uso masivo de este tipo de instrumentos, y cómo evitar que las personas se endeuden para adquirirlos.

El Presidente del Banco Central reitera que los requerimientos de capital a los emisores dependerán del monto de los fondos captados y de la cantidad de comercios donde se puedan usar las tarjetas de prepago. Ambos parámetros se utilizan actualmente para el resto de las tarjetas existentes en el mercado. Aclara que los bancos no tienen restricciones en cuanto a instrumentos de inversión elegibles para hacer rentar los dineros que captan, pero sí en cuanto a montos máximos por producto. Advierte además que las tarjetas de crédito no bancarias no podrían operar como tarjetas de prepago porque de acuerdo a la normativa vigente los emisores de las primeras no están autorizados para emitir las segundas y, en caso de hacerlo, tendrían que constituir empresas diferentes. Observa que la tarjeta BIP está asociada actualmente a una sola actividad y no podría extenderse a otros usos, pero la ley en proyecto abriría esa posibilidad. Señala, por último, que no tendría sentido endeudarse para adquirir una tarjeta de prepago, pues para eso existen las tarjetas de crédito, especialmente las no bancarias que llegan a un segmento amplio de la población.


El señor Kevin Cowan acota que una de las experiencias más exitosas de tarjetas de prepago fue la que se desarrolló a partir del sistema de transporte público de Hong Kong, donde, dado que todos tenían la tarjeta Octopus (similar a la BIP chilena), ésta se fue extendiendo a otros usos en servicios básicos, alimentación, entretención, hasta convertirse en un mecanismo de acceso financiero generalizado, especialmente, para la población migrante de ese territorio, que no lo tenía.


Con respecto al endeudamiento, afirma que hay razones para pensar que este tipo de instrumentos podría contribuir incluso a disminuirlo, ya que el medio de pago más común hoy en Chile es la tarjeta de crédito no bancaria, donde es imposible separar el acceso al instrumento del acceso al crédito asociado, y quienes sólo desean ordenar sus gastos y obtener mayor seguridad en los pagos no tienen otra opción que tener una cuenta corriente bancaria. El medio de que trata el proyecto, en cambio, permite contar con un sistema de pago electrónico sin necesidad de obtener un crédito.


Para terminar, señala que al haber mayor cantidad de tarjetas de prepago se amplía el espacio para que eventualmente puedan ingresar al mercado nuevas redes de adquirencia u operadores, como Multicaja y otros, a fin de tener múltiples proveedores de la plataforma. Un tema central acá es que, si entraran actores del mundo de las telecomunicaciones a este negocio, se podría desvincular el prepago de las redes físicas existentes, como la de Transbank, ya que un teléfono móvil podría perfectamente operar como medio de pago para el consumidor y como sistema de transferencia electrónica para el pequeño comerciante, lo cual permitiría -incluso en zonas rurales- el acceso a ciertos servicios que hoy son parcialmente cubiertos por Caja Vecina u otras redes.

Sesión 311° del 4 de marzo de 2014


El señor Claudio Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, opina que éste es un proyecto de la mayor importancia para el desarrollo de los medios de pago electrónicos en Chile. Desde la perspectiva de la oferta, promoverá una mayor competencia en este mercado, mientras que desde la óptica de los consumidores, permitirá una mayor inclusión financiera, dada la mayor capilaridad que se logrará en el mercado con un proceso de masificación de este instrumento.


Cree que la legislación propuesta apunta en la dirección correcta, de acuerdo a lo que se observa a nivel internacional. Acota que, a nivel mundial, el tamaño del mercado de prepago al año 2010 era de US$ 210 billones, esperándose que al 2017 alcance los US$ 822 billones, con una tasa de crecimiento promedio anual de 22%. Todo ello, según estudios de Mastercard.


Añade que EE.UU. lideraba este medio de pago el 2010, con una participación de 73%, pero el resto del mundo está creciendo a una tasa acelerada, previéndose que el 2017 habrá una participación más balanceada en este mercado, representando Estados Unidos el 51% y el resto del mundo el 49%. Los países que liderarían este crecimiento son Brasil, México, Italia, Reino Unido/Irlanda, Canadá y Rusia, entre otros.


Desde el punto de vista de las aplicaciones, el incremento en el mercado de las tarjetas de prepago en el mundo se explicaría por el crecimiento en cinco categorías de productos o usos típicos, que representarían el 77% de las transacciones potenciales al año 2017. Tales son:
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En el caso de Chile, el proyecto promoverá la “democratización” de los medios de pago al atender a segmentos de la población que tradicionalmente no tienen acceso al sistema financiero formal.


Destaca el expositor que, en la actualidad, la Ley General de Bancos permite que sólo los bancos puedan emitir tarjetas de prepago abiertas. Sin embargo, a la fecha, según información del propio Banco Central, no existe registro de la emisión de este tipo de tarjetas por parte de la banca. La probable razón de esta pasividad es que la banca concentró sus esfuerzos en el desarrollo de la tarjeta de débito, la cual ha tenido una gran penetración en los últimos cinco años. En efecto, el crecimiento acumulado (2006-2011) del número de tarjetas de débito en Chile supera el 250%, de acuerdo a cifras de la SBIF.


Considera que este proyecto de ley promueve un medio de pago complementario a la tarjeta de débito Redcompra, permitiendo a los emisores no bancarios otorgar este servicio y ayudar a la masificación de la billetera electrónica en Chile. De acuerdo a la evidencia internacional, las tarjetas de prepago se pueden transformar en un instrumento efectivo para mejorar la inclusión financiera y convertirse en el proceso previo natural y gradual de acceso al crédito de los sectores de menores recursos, pues este instrumento permitirá que las personas confeccionen su historial comercial.


Desde el punto de vista socioeconómico, el proyecto ofrece, a juicio del Retail Financiero, las siguientes ventajas y beneficios:


- Mayor competencia en el mercado de los medios de pago electrónico;


- Promueve la inclusión y educación financiera;


- Genera una mayor seguridad de las transacciones;


- Produce un efecto colateral positivo en materia de seguridad física de las personas, al eliminar la necesidad de transportar dinero físicamente;


- Genera una mayor eficiencia operacional del Estado, al poder implantar una plataforma para el pago de beneficios sociales a las personas;


- Genera también menores costos de traslado y tiempo para las personas ante los trámites con el Estado;


- Promueve la innovación en el mercado de los medios de pago (ejemplo: aplicaciones con teléfonos celulares, y perfeccionamiento del mercado de la adquirencia), e 


- Implica un aporte a la seguridad y eficiencia del comercio formal, en especial el pequeño comercio, particularmente de regiones y zonas rurales.


Desde la perspectiva del consumidor financiero, la iniciativa presenta también beneficios y ventajas. Ellas son:


- No requiere revisión de antecedentes de comportamiento financiero y crediticio;


- Mayores facilidades y seguridad para el comercio electrónico, pues las tarjetas de prepago tienen un cupo disponible para compras acotado.


- Disminución en los costos de transacción; 


- Creación del historial comercial necesario previo al crédito de consumo;


- Mayor control sobre el presupuesto de las personas, dado el registro automático de operaciones, y


- Acceso a beneficios tales como descuentos, esquemas de fidelidad, regalos promocionales, etcétera.

Explica luego que las tarjetas de prepago se pueden clasificar de la siguiente manera: 


- Tarjetas cerradas y abiertas. Las primeras son aquellas que sólo se pueden usar en un comercio o aplicación específica. Ejemplo: tarjeta Bip. Las segundas son multipropósito y se pueden usar en múltiples comercios y aplicaciones. 


- Tarjetas innominadas y nominativas. Las primeras son abiertas al portador, como es el caso de la tarjeta Bip, y las segundas sólo pueden ser usadas por el titular y cuentan con una clave u otro mecanismo de seguridad.


En opinión del Retail Financiero, la regulación que se apruebe debiera estar enfocada principalmente a la emisión de tarjetas de prepago abiertas nominativas o innominadas, considerando que estos instrumentos concentrarían la mayoría de las aplicaciones. Tales regulaciones y exigencias debieran ser distintas para las tarjetas abiertas innominadas (monedero electrónico, con tope máximo de $ 20.000 aproximadamente), y para las tarjetas abiertas nominativas (billetera electrónica, con tope máximo de $ 350.000). Las primeras requerirían menos elementos de seguridad y, por tanto, deberían ser más baratas para los consumidores.


Opina que el mercado objetivo de las tarjetas de prepago abiertas estaría conformado por jóvenes, personas de menores recursos, pensionados, receptores de beneficios sociales, personas que no pueden acceder a cuenta corriente o a tarjetas de crédito, débito, etcétera. Sus posibles aplicaciones serían el pago de beneficios sociales del Estado, pago de beneficios previsionales, pago de nóminas salariales, tarjetas virtuales para comercio electrónico, pagos móviles a través del celular, pagos de alimentación (cheque restorán, Junaeb), pago de trámites en el Estado (certificados, carnet de identidad, bonos Fonasa, etcétera).


Finalmente, efectúa, a nombre del Retail Financiero, las siguientes proposiciones:


1. Focalizar la regulación, para permitir la emisión de tarjetas de prepago abiertas multipropósito con dos modalidades: nominativa, que permita hasta $ 350.000, e innominada de hasta $ 20.000. Ambas con niveles de seguridad distintos, acordes a los montos involucrados.


2. Permitir que las empresas de apoyo al giro bancario presten servicios directos a los emisores no bancarios o indirectamente a través de la interconexión de redes. Esto es muy importante -y existe una iniciativa legal complementaria al respecto en el Senado-, porque posibilitaría a los emisores no bancarios de tarjetas de prepago utilizar los cajeros automáticos existentes para operarlas.


3. Precisar de forma más clara la definición de tarjeta de prepago. Esto, para establecer el límite de los tipos de tarjetas de prepago que serían parte de esta regulación y evitar incorporar actividades que hoy se realizan y que no implican provisión de fondos.


4. Se debiera clarificar la redacción del texto respecto a la exigencia de giro exclusivo, sobretodo, en el caso de las empresas que actualmente son ya fiscalizadas por la SBIF, para que no se impida operar integradamente las tarjetas de prepago en un mismo emisor con tarjetas de crédito. En otras palabras, que el giro exclusivo sea amplio y en una misma sociedad de giro se puedan operar toda la variedad de instrumentos sujetos a regulación. Esto, para evitar la duplicación de costos de administración, considerando las mayores exigencias que realiza la SBIF, para habilitar el pleno aprovechamiento de economías de escala y ámbito, con el fin de beneficiar con tarifas competitivas al consumidor.

Adicionalmente, es importante clarificar que las empresas que emitan estas tarjetas de prepago y que deban ser fiscalizadas por la SBIF por esta nueva función, no se les aplicará el costo de fiscalización que impone la SBIF. Ello, con el propósito de evitar incrementar sus costos operacionales.


La señora Carolina del Río, Jefa de la División de Consumo Financiero del Sernac, coincide con el Retail Financiero en que la iniciativa en debate presenta los siguientes beneficios para el consumidor:


1. Se aumenta la competencia de los medios de pago, lo que favorecerá la inclusión financiera, permitiendo el acceso al comercio electrónico, por ejemplo.


2. (La tarjeta de prepago) es un gran instrumento de planificación del consumo responsable, lo que permite una inclusión financiera sin endeudamiento.


3. No obstante estar sujeta esta materia a la Ley de Protección del Consumidor, es necesario contar con una ley que recoja los temas principales y una reglamentación para los temas operativos de la misma, como ocurre actualmente con los créditos de consumo, créditos hipotecarios y tarjetas de crédito.


4. Se ven disminuidos los riesgos frente a fraudes o engaños en cuanto afectarán a montos acotados y no a líneas de crédito.


En segundo lugar, destaca la importancia de que se proporcione al consumidor información sobre el plazo de vigencia de las tarjetas y las operaciones realizadas, y que exista algún sistema de bloqueo de aquellos instrumentos nominativos que pudieran ser sustraídos o extraviados.


Respecto de las comisiones, considera importante que el cobro de las mismas obedezca siempre a una contraprestación efectiva, que su monto sea informado veraz y oportunamente al consumidor en el contrato y que, de haber alguna modificación de éste, ella sea aceptada previamente por el consumidor.


En cuanto a los fondos disponibles, debe existir un sistema de información expedito para que el consumidor pueda conocer en forma permanente los saldos de su cuenta. Debe regularse específicamente el destino de los fondos inmovilizados y no reclamados durante un período de tiempo, para asegurar el patrimonio del consumidor, de modo similar a las acreencias de los bancos. Y, por último, deben informarse claramente las restricciones de uso de los distintos instrumentos, si las hay, su cesibilidad, portabilidad, transmisión u cualquier otro aspecto relevante para el consumidor.


Finalmente, por motivos de seguridad, los emisores deben ser obligados a mantener registros de las transacciones; debe establecerse la inembargabilidad de los fondos depositados; exigir medidas de protección respecto de posibles fraudes, clonaciones u otro tipo de ilícitos que pudieran afectar el patrimonio del consumidor, y asegurar que tanto el responsable como el encargado del tratamiento de los datos personales de los tarjetahabientes respeten la ley que los rige.


El Diputado señor Robles pregunta si los depósitos que realicen los usuarios de tarjetas de prepago devengarán intereses o, de lo contrario, cuál sería el incentivo para que el consumidor provisione anticipadamente fondos que llegado el momento de aplicarlos a una transacción determinada se habrán desvalorizado.


El Diputado señor Montes se muestra asombrado de que se vayan a cobrar comisiones a los usuarios de estas tarjetas por los dineros depositados. Pregunta cuáles serian las restricciones de uso de esos dineros para los emisores de tarjetas y si habrá alguna exigencia para que éstos informen acerca de la rentabilidad del negocio.


El Diputado señor Jaramillo observa que las tarjetas de prepago constituirían un nuevo negocio para los emisores no bancarios, los que sin embargo quedarían sujetos a la Ley General de Bancos y a la fiscalización de la SBIF. Pregunta, además, por qué las cooperativas de ahorro y crédito o las cajas de compensación no están contempladas como posibles emisores de estos instrumentos.


El señor Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, advierte que el modelo de negocio de las tarjetas de prepago dependerá en buena medida de la regulación que dicte para ellas el Banco Central, la cual es remitida a éste por el proyecto en comento. Confirma que el supervisor de los emisores no bancarios de tarjetas de prepago sería la SBIF, a la cual el retail financiero ya está sujeto en virtud del capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras y de la circular Nº 40 del instituto emisor.

La señora Rosario Celedón complementa lo anterior señalando que la Ley General de Bancos ha pasado a ser, en la práctica, la ley orgánica de la SBIF. En tal sentido, algunas de sus disposiciones se aplican a las empresas del retail financiero en cuanto emisores de tarjetas de crédito y lo mismo será si emiten tarjetas de prepago. Asimismo, la normativa del Banco Central establecerá para éstos exigencias de capital y liquidez, como también reglas de inversión de los fondos que reciban. En cuanto al incentivo para depositar fondos anticipadamente, observa que probablemente no será el consumidor quien lo haga sino más bien el empleador que quiera pagar alguna asignación u otro emolumento sus trabajadores, o un organismo de Estado que deba pagar algún beneficio social, etcétera.


El señor Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, señala que la experiencia internacional en materia de cobro de comisiones es bastante variada. Hay países como Estados Unidos, donde operan más de mil tarjetas de prepago diferentes. Algunas cobran una comisión mensual fija, otras cobran en función del número de transacciones y otras aplican una mezcla de ambas. Depende también del nicho de mercado al que estén destinadas. Hay tarjetas que usan los padres para dar mesada a sus hijos, cuya estructura de comisiones es distinta a la de las tarjetas abiertas nominativas, que involucran montos muy superiores y que se asemejan más a las tarjetas de débito, pero que operan off-line.

Sobre los incentivos para que la gente quiera usar este instrumento, expresa que ellos dicen relación fundamentalmente con consideraciones de seguridad, exactamente igual como sucede con la cuenta corriente bancaria de depósito. En cuanto al beneficio que obtendría el cliente de parte del emisor por los dineros depositados, plantea que ello dependerá también de la regulación que establezca el Banco Central en cuanto al destino que pueda darse a aquéllos. Si se autoriza o no la colocación de ellos en el mercado capitales será determinante.


Para terminar, destaca la importancia de avanzar en una regulación de este tipo de manera gradual, pues se trata de crear un nuevo instrumento que va a generar más competencia en el mercado, en el que podrán participar sin duda las cajas de compensación y las cooperativas, y la ventaja de entregar dicha regulación al Banco Central es que podrá ir adaptándola a la evolución de este instrumento en el mercado.


El Diputado señor Robles pregunta si sería posible que un emisor de tarjetas de prepago aplique los fondos depositados en ella al pago de una deuda generada por una tarjeta de crédito de su misma emisión.


El señor Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, responde tajantemente que no, porque incluso la ley en proyecto plantea que los emisores de tarjetas de prepago no pueden emitir a su vez tarjetas de crédito, por lo que no hay vasos comunicantes entre ambos instrumentos. En ese sentido, las instituciones crediticias actuales, como las empresas de retail y las cooperativas, tendrían que constituir filiales para poder emitir medios de pago con provisión de fondos.


La señora Rosario Celedón hace presente que, a diferencia de la legislación sobre tarjetas de crédito, que es muy escueta, en esta iniciativa se incluye una serie de patrones acerca de lo que debe normar el Banco Central: las vías de resguardo de los depositantes, como la segregación de activos, la inembargabilidad de los saldos frente a la quiebra del emisor, el tipo de instrumentos en que se pueden invertir los fondos depositados y otras, y el sometimiento de los servicios involucrados a la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor en materia de información, publicidad, cláusulas abusivas, etcétera. Ya hay en todo caso una aproximación a la regulación que deberá dictar el Banco Central para este nuevo instrumento, la cual es aplicable a las tarjetas de prepago bancarias.

El Diputado señor Montes observa que el informe financiero no contempla mayores recursos para que la SBIF asuma la fiscalización de este nuevo instrumento.

La señora Celedón aclara que sí se requerirán más recursos, pero es difícil estimar su monto.

La señora Carolina del Río acota finalmente que en las tarjetas de prepago hay una doble dinámica: una en la que el propio usuario provisiona los fondos, como en las cuentas a la vista ya existentes, tipo Cuenta RUT, y otra en la que el depositante es un tercero; y lo que se debe promover es la masificación de esta segunda modalidad, para que realmente haya una mayor inclusión financiera.

Sesión 3ª del 18 de marzo de 2014

El señorStefan Larenas, Presidente de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile, expresa la opinión favorable de la Organización de Consumidores y Usuarios al proyecto de ley, ya que permitirá que personas de menores ingresos, que son los que no tienen posibilidad de acceder al mercado financiero, tengan la opción de operar a través de este medio de pago electrónico, aumentando de esta manera la competencia en beneficio de los consumidores.

No obstante lo anterior, estima indispensable que esta iniciativa no sólo establezca que la fiscalización de las empresas no bancarias que emitan tarjetas de prepago corresponde a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sino que haga expresa referencia a los recursos adicionales que se entregarán a este organismo para llevar a cabo dicha fiscalización.

En segundo lugar, expresa sus dudas acerca de la manera en que se va a regular el cobro de las comisiones por parte de las entidades emisoras de estas tarjetas de prepago, dado que no existirá un vínculo contractual entre éstas y los usuarios.

Finalmente, hace presente que nuevamente una iniciativa legal que aborda temas de inclusión financiera no incorpora en su articulado normas relativas a la educación financiera, lo que constituye un deber del Estado.

El señor Raúl Novoa, Presidente del Foro Empresarial Cooperativo considera que esta iniciativa legal incrementará la inclusión financiera al permitir que los sectores más vulnerables accedan al mercado financiero y al mercado en general.

En este sentido, las cooperativas han estado desde siempre preocupadas del tema de la inclusión social y, específicamente en el ámbito de la inclusión financiera, las cooperativas de ahorro y crédito se relacionan, en forma mayoritaria, con los sectores más necesitados del país.

Por último, indica que de aprobarse esta iniciativa empresas del retail, las mismas cooperativas de ahorro y crédito y empresas de telefonía móvil, entre otras, podrán participar en el mercado de tarjetas con provisión de fondos, que reitera, constituye, a su juicio, una importante herramienta de inclusión financiera y de desarrollo social para los sectores más vulnerables.
El señor RodrigoSilva, Asociación de Cooperativas de Ahorro y Crédito, comparte lo expresado por el señor Novoa en el sentido que esta iniciativa constituye un importante paso en pos de la inclusión financiera, al permitir que actores distintos de los bancos puedan participar en el mercado de las tarjetas de pre pago.
Expresa su disposición como Asociación de Cooperativas de Ahorro y Crédito a participar en la discusión técnica del proyecto.
El señor Eusebio Pérez, Vicepresidente Ejecutivo de las Cajas de Compensación de Chile A.G,sostiene que la Asociación que representa ha sostenido conversaciones tanto con el Ministerio de Desarrollo Social como con la Subsecretaría de Hacienda y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a fin de incorporar a las cajas de compensación como una alternativa que permita hacer más eficiente la operación de este medio de pago, lo que beneficiaría a los más de 6 millones de afiliados que tienen las cajas de compensación.
Recuerda que las cajas de compensación se crearon a partir del año 1953, como corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro, cuyo objetivo es administrar, respecto de sus afiliados, prestaciones de seguridad social que promueven el bienestar social y familiar, conforme a la ley N° 18.833.
La pertenencia a las cajas no tiene costo para el trabajador ni para el empleador, y las empresas se pueden adherir con el acuerdo mayoritario de sus trabajadores. Su principal fuente de recursos es la administración del régimen de crédito social. Sus directorios son bipartitos con representantes de los trabajadores y empleadores y la mayoría de los beneficios y prestaciones que otorgan son de carácter gratuito o subsidiado para sus afiliados.
En la actualidad existen cinco cajas.

Hace presente que hoy las cajas de compensación tienen una cobertura de prestaciones sociales cercana a los 10 millones de transacciones al año, por US $ 884 millones, y de 9.063.000 prestaciones adicionales, que son aquellas que se otorgan con cargo a los excedentes que obtienen las cajas, representando cerca de 51 millones de dólares.
Agrega que el régimen de crédito social que las cajas administran desde el año 1974, representa una muestra concluyente de la acción que han desarrollado orientada a aumentar la inclusión financiera de los sectores laborales. Los límites y regulaciones establecidas especialmente para las cajas, en materia de endeudamiento, acompañados con programas de educación financiera, se orientan a lograr un endeudamiento responsable de las personas.
La incorporación de las tarjetas de prepago, las cuales deberían ser abiertas, nominativas y multipropósito, deberían estar concebida como una política pública, orientada a lograr una mayor inclusión financiera de los sectores de menores ingresos.
En este sentido, las cajas son un vehículo natural para incentivar la inclusión financiera que se pretende generar con el proyecto de ley.
A fin de incorporar en esta iniciativa a las cajas de compensación, sugiere agregar en el proyecto de ley un artículo tercero, del siguiente tenor:
“Artículo Tercero.- Modifíquese el artículo 19 de la ley N° 18.833:

a) Se agrega como número 9 el siguiente: 

“9. Emitir tarjetas de prepago, pudiendo hacerlo directamente o a través de sociedades de apoyo al giro.” 

b) El actual número 9, pasa a ser número 10.” 

El señor Francisco Tapia, asesor legislativo del Ministerio de Hacienda, señala que el Ejecutivo va a impulsar y apoyar esta iniciativa legal, sin perjuicio de lo cual estiman necesario modificar y reforzar aspectos relativos a la fiscalización y a la protección de los consumidores, lo que se hará por medio de indicaciones.
A mayor abundamiento, la señora Francisca Lyon, asesora jurídica del Ministerio de Hacienda,aclara que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tendrá las mismas atribuciones para fiscalizar a estas nuevas entidades emisoras de tarjeta que tiene en relación a los bancos. En este sentido, enfatiza que la SBIF cuenta con herramientas para realizar una fiscalización efectiva de estos nuevos emisores, sin perjuicio de las modificaciones que se puedan presentar para reforzar este aspecto en el proyecto.
Respecto de la duda planteado por el señor Larenas en torno al cobro de comisiones, indica que el proyecto entrega al Banco Central la facultad para dictar las normas necesarias que regulen en forma específica a estos nuevos emisores, normativa que a todas luces debería considerar la regulación del cobro de comisiones. Además, a estos nuevos emisores se les hace aplicable toda la normas de la Ley del Consumidor y, en especial, la del Sernac Financiero, razón por la cual estiman que los consumidores van a contar con los resguardados legales necesarios para proteger sus derechos.
Finalmente, en relación a la educación financiera, señala que el Gobierno de Chile asumió el año 2012, al suscribir la declaración de la Cumbre del G-20, el compromiso de reforzar e impulsar tanto la inclusión financiera como la educación financiera. Para cumplir dicha obligación, el Ejecutivo, a través de la Comisión Asesora Presidencial para la inclusión financiera, dictó un decreto que en estos momentos está en la Contraloría General de la República, para el trámite de toma de razón.
Sesión N° 114 del 1° julio de 2015

El señor Auth (Presidente de la Comisión) explica que es un proyecto que viene del Gobierno anterior y se ha presentado una indicación sustitutiva por el Ejecutivo.

Se recibe la exposición del señor Alejandro Micco, Subsecretario de Hacienda. El Ejecutivo presenta indicación sustitutiva del proyecto.


Pasa a explicar la indicación sustitutiva.


Explica que se hace un reordenamiento y se formula una ley especial, recogiendo observaciones efectuadas durante la tramitación previa del proyecto.


Agrega que el tema fundamental es que las tarjetas de prepago son una forma de facilitarel acceso a los más excluidos del sistema bancario a servicios financieros de calidad. Agrega que constituyen un medio de pago seguro y bajo costo.


Exhibe el siguiente cuadro:
	
	Tarjeta de Crédito
	Tarjeta de Débito
	Tarjetas de Pago con Provisión de Fondos
	Tarjetas cerradas

(gift card,bip)
	Tarjetas de Pago con Provisión de Fondos

	
	
	
	
	
	

	Emisor 
	Bancos, Cooperativas fiscalizadas por la SBIF, S.A que cumplan con III.J.1
	Bancos 
	Bancos 
	Empresas en general 
	Cajas de Compensación, Cooperativas fiscalizadas por SBIF, Sociedades Anónimas

 Especiales.

	Uso 
	Abiertas y multipropósito 
	Abiertas y multipropósito 
	Abiertas y multipropósito 
	Cerradas, 

multi/unipropósito 
	Abiertas/Cerradas

Multi/Uni propósito

	Cobertura 

geográfica 
	Nacional e 

internacional
	Nacional e 

internacional
	Nacional e internacional 
	Nacional 
	Nacional e Internacional

	Relación del usuario con la entidad 

emisora 
	Nominadas, 

verificación de quién 

es el cliente 
	Nominadas, 

verificación de quién 

es el cliente 
	- 
	Al portador, sin 

verificación 
	Portador: sin verificación.

Nominadas: verificación de datos mínimos.

	Requiere capacidad 

de pago (existe 

riesgo de crédito) 
	Si 
	Si (cuenta corriente 
	No 
	No 
	No

	
	
	asociada) 
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	Regula la Emisión u Operación 
	Banco Central de Chile – III.J.1
	Banco Central de Chile –III.J.2 
	BCC-III.J.3 
	Sin regulación 
	Banco Central de Chile.

	
	
	
	
	
	

	Fiscaliza 
	SBIF 
	SBIF 
	SBIF 
	Sin fiscalización 

prudencial 
	SBIF


En cuanto a los beneficios del prepago señala que éste disminuye los costos de transacción, aumenta la cobertura y masificación de los medios de pago electrónico, facilita la distribución, pago y seguimiento de pensiones y beneficios sociales a través de medios de pago electrónicos, promociona el comercio electrónico, fomenta la preferencia por los comercios formales. Finalmente indica que son flexibles: permiten diversos formatos físicos y virtuales, pueden cerradas o abiertas, pueden ser con único o multipropósito, nominadas o innominadas y puede ser de uso nacional o internacional.


Respecto a la normativa actual, explica que la emisión de este tipo de tarjetas es una actividad restringida a entidades bancarias, en tal sentido se considera que hay captación de fondos del público. La regulación específica se encuentra en el capítulo III.J.3 del compendio de normas financieras del Banco Central. Agrega que recientemente se flexibilizaron los requisitos impuestos a los bancos para la emisión de este tipo de instrumentos.


En cuanto a la experiencia internacional y recomendaciones, cita el informe de “inclusión financiera y medios de pago” preparados por los Ministerios de Economía, Hacienda, Transporte y Telecomunicaciones y Desarrollo Social y el informe de estabilidad financiera del Banco Central de Chile.


Señala que el proyecto original tenía por objetivo aumentar la inclusión financiera de personas que hoy no están bancarizadas o no son sujeto de crédito. Del mismo modo, se autoriza a emisores no bancarios para emitirlos y somete a estos emisores a la fiscalización de Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Unidad de Análisis Financiero.


Agrega que el eje central es la creación de un nuevo tipo de emisores y operadores, velando por el dinero de los depositantes y la estabilidad del sistema financiero:


Las empresas deberán constituirse como sociedades de giro exclusivo, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezca el Banco Central de Chile y estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia.


Regula algunas materias relativas al uso y destino de los dineros recibidos del público.


Autoriza de manera explícita a las sociedades de apoyo al giro bancario a operar medios de pago (no sólo tarjetas de prepago) emitidos por cualquier otra institución financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e instituciones financieras.


Establece que tanto las empresas emisoras como operadoras de estos medios de pago, deberán reportar operaciones sospechosas a la unidad de análisis financiero.


Destaca que durante la discusión del proyecto en el periodo anterior, este tuvo un apoyo transversal.

En cuanto a la indicación sustitutiva presentada, explica que el Ejecutivo actual mantiene su compromiso con los objetivos trazados por el mensaje en tramitación, no obstante lo cual se consideró que el proyecto original establece un marco legal acotado.


Agrega que el proyecto fue analizado exhaustivamente en conjunto con el Banco Central y la Superintendencia del ramo, considerándose preocupaciones y sugerencias de los parlamentarios e invitados a la Comisión de Hacienda.


Precisa que es necesario entregar un marco regulatorio especial a este nuevo medio de pago, que se ajuste a sus características particulares y entregue seguridad a los consumidores.


Respecto de los objetivos centrales de la indicación sustitutiva, señala que estos son dar un tratamiento orgánico específico, distinta a la Ley General de Bancos; se establecen requisitos para emisores no bancarios y establece claramente las facultades de fiscalización del SBIF respecto de ellos. En tal sentido, explica que atendida la masividad de los medios de pagos no bancarios, es necesario establecer requisitos mínimos para las empresas emisoras y someterlos a fiscalización de la SBIF con normas claras y precisas.

Sesión N°115 del 8 de julio de 2015.

El señor Micco, Subsecretario de Hacienda,continuando con su presentación sobre la indicación sustitutiva al proyecto, explica que en base a las nuevas modificaciones que se introducen, las empresas emisoras y operadoras deberán constituirse en el país como sociedad anónima especial de giro exclusivo, cumpliendo exigencias de capital pagado, liquidez, apalancamiento, objeto social exclusivo, clase de activos en que podrán invertirse los fondos captados, políticas de gestión y control de riesgos, transparencia y entrega de información que deberán cumplir emisores y operadores, y otras materias que el Banco estime pertinente regular.

Agrega que respecto de los accionistas también deben cumplir con ciertos requisitos de integridad, esto es, el cumplimiento de lo señalado en el artículo 28 de la Ley General de Bancos. Del mismo modo, los fondos captados por estos emisores, deben estar separados del patrimonio de la empresa. El fondo es inembargable y no devengarán ajustes ni intereses; deberán ser mantenidos en caja o invertidos en instrumentos financieros autorizados por el Banco Central y no podrán ser invertidos en instrumentos emitidos por entidades relacionadas con el emisor del medio de pago, de conformidad con el artículo 100 la ley N° 18.045.

Las tarjetas podrán ser emitidas en forma nominativa o al portador, sujeto a los requisitos y límites que fije el Banco Central para cada uno de ellos.

Explica que el titular o portador tendrá derecho a solicitar la devolución del saldo de dinero provisionado en cualquier momento. Se establecen regímenes de caducidad diferenciados según sean emitidos en forma nominativa o al portador. En caso de existir montos no rescatados al término de la vigencia, los emitidos al portador deberán ser enterados por la empresa emisora en la Tesorería General o Provincial que corresponda a su domicilio principal, los emitidos en forma nominativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley General de Bancos.

Del mismo modo, se especifica en la Ley General de Bancos las facultades de fiscalización que tendrá la SBIF sobre todos los emisores no bancarios.

Destaca que se establece un sistema de intervención simplificado para los emisores no bancarios y sanciones en caso de incumplimiento, de modo tal que si un algún emisor no bancario infringiere las normas del Banco Central sobre capital mínimo o reservas de liquidez, deberán dar aviso a la SBIF y presentar un plan de normalización, en el plazo que ellas les fije.

Agrega que antes de estos supuestos, o si la empresa hubiere incurrido en infracciones reiteradas, rebeldía para cumplir las órdenes impartidas por la SBIF o hubiere ocurrido con ella un hecho grave que haga temer por el cumplimiento de las obligaciones asumidas, la SBIF podrá suspender por hasta 90 días y ordenar medidas para asegurar la integridad de la cadena de pagos, como la de no emitir nuevos instrumentos, no afiliar nuevos establecimientos, no realizar nuevas operaciones, etc.

En última instancia, ante el incumplimiento del plan de regularización podrá proceder a la revocación de dicha autorización de existencia por parte de la SBIF, previo informe favorable del Banco Central en los casos más graves.

Se faculta a entidades reguladas por leyes especiales para emitir estos medios de pago.

Autoriza a las cooperativas de ahorro y crédito fiscalizadas por la SIBF a emitir y operar estos medios de pago con sujeción a las normas que dicte al efecto el Banco Central. Del mismo modo, se autoriza a las Cajas de Compensación a constituir filiales con el objeto de emitirmedios de pago con provisión de fondos las que deberán cumplir con todos los requisitos establecidos en la presente ley, con sujeción a las normas del Banco Central debiendo someterse a la fiscalización de a SBIF.

Las disposiciones transitorias contemplan un año de plazo, contado desde la publicación de la ley, para que los emisores y operadores no bancarios que actualmente se encuentren autorizados para realizar las operaciones, se constituyan en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con lo establecido en la ley que autoriza la emisión y operación de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias.

Finalmente, si producto de la aplicación de esta ley se requiriera un fortalecimiento que supere las capacidades de la SBIF durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Hacienda y en lo que faltare, con cargo al Tesoro Público. En los años siguientes el mayor gasto será considerado en el presupuesto de la SBIF en las respectivas leyes de presupuesto.

El señor Ernesto Silva expresa sus temores en orden a si una enorme regulación ayudará a que se desarrolle esta actividad o la hará difícil.
El señor Lorenzini expresa que serán entidades reguladas por el Banco Central, pero hay un reglamento de por medio. No le agrada esa parte. Anuncia una indicación al artículo 3° para que la operación que allí se señala sea realizada previa autorización del Banco Central.
Consulta si el portador de este tipo de tarjetas puede ser una persona jurídica y si habrá límites en los montos. Adicionalmente, Tampoco le queda claro si el portador o titular pueda ser una persona jurídica y si habrá límites.
Pregunta quién va a pagar a las personas los beneficios sociales pues no se dice cómo se va a licitar y agrega que no hay nada respecto de la regulación de la publicidad de este tipo de tarjeta y la captación de clientes.

El señor Jaramillo señala que está por entrar la nueva ley de cooperativas. Qué pasará con ellas en relación con este proyecto. Respecto de las cajas de compensación consulta cómo serán incorporadas.

Se aclara por el señor Micco que la filial de la cooperativa que hará la emisión estará sujeta a la SBIF.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) manifiesta que no le cabe duda que esta ley sea una demanda del mercado para ingresar a un negocio. No le preocupa la cantidad de regulaciones, sino que no las hubiera. Le parece obvio que deba ser un negocio, debe ser atractivo. Le llama la atención respecto a la ausencia del monto que se puede cobrar, le preocupan los pensionados, los trabajadores de la empresa y se obligue al portador o titular a pagar la comisión. 

Sesión N°119 del 9 de julio de 2015.


El señor Micco(Subsecretario de Hacienda) deja a disposición de los integrantes de la Comisión la siguiente minuta que contiene las respuestas a las preguntas planteadas por los integrantes de la Comisión en la sesión pasada:

“1.- Respecto a la consulta efectuada relativa a la regulación y desarrollo de los medios de pagos con provisión de fondos, podemos decir lo siguiente:

El desarrollo de los medios de pago con provisión de fondos, físicos o electrónicos, y abiertos, así como de otros servicios financieros, depende tanto del interés de los proveedores por ofrecer esta clase de servicio, como del interés de los consumidores de hacer uso de estos. En consecuencia, uno de los objetivos que debe perseguir su regulación es a hacer más atractivos los medios de pago con provisión de fondos para todos los partícipes del mercado.

La oferta estará vinculada a la factibilidad de que sus proveedores puedan cubrir los costos de emisión y operación, y obtener una contraprestación adecuada por dedicar sus recursos a esta actividad. Al respecto, la experiencia mundial muestra que los emisores de estos medios de pagos cobran comisiones a sus usuarios.

En cuanto a la demanda, los consumidores requerirán este servicio en la medida que confíen en que el dinero que “pre pagan” estará disponible para su uso y que será devuelto cuando ellos lo soliciten. Asimismo, los consumidores deben poseer toda la información relevante al contratar y usar estos servicios.

Entonces, siendo la confianza crucial para el desarrollo de este mercado, la regulación pasa a jugar un rol fundamental mediante el establecimiento de estándares que velen por el adecuado pago a los proveedores de estos servicios, sirvan para resguardar el dinero de los usuarios y aseguren que los usuarios posean información clara y transparente acerca del producto que están contratando.

Respecto de la experiencia comparada, al analizar una muestra de países —Bolivia, Colombia, Japón, México, Perú y Unión Europea —donde los medios de pago con provisión de fondos están ampliamente desarrollados,se observa que en todos ellos existe una regulación a este tipo de instrumentos financieros, siendo algunas de las características comunes, las siguientes:
a) La emisión corresponde a empresas especializadas (giro exclusivo) o bancos

b) Este tipo de servicios es regulado por una ley especial y están sujetos a la normativa de los supervisores financieros.

c) Los dineros depositados en la entidad emisora no devenga intereses a favor de los usuarios.

d) Existen límites respecto de los instrumentos en que el emisor puede invertir los depósitos de dinero de los consumidores.

e) Tienen exigencias mínimas de capital y requisitos de liquidez y gestión de riesgos.

f) Deben cumplir con la normativa para la prevención de lavado de activos y financiamiento del terrorismo.

Las indicaciones que hoy presenta el Ejecutivo en el Congreso recogen todos los aspectos antes mencionados. Por ello, y dado que los países analizados el mercado de los medios de pagos con provisión de fondos está ampliamente desarrollado, estimamos razonablemente que la indicación sustitutiva ingresada por el ejecutivo propenderá al desarrollo sostenible de este instrumento financiero en nuestro país.

2.- Respecto de la consulta relativa a la regulación que debe ser tratada en la ley y aquella que queda entregada a la potestad normativa del Banco Central, podemos decir lo siguiente:
El proyecto de ley contiene los elementos necesarios que permitirían el desarrollo sostenible de los medios de pago con provisión de fondos, al mismo tiempo que otorgará la flexibilidad necesaria para adaptar la regulación a los cambios tecnológicos y financieros que se sucedan en el tiempo.

Al respeto cabe señalar, que en el caso de las tarjetas de crédito y débito, la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile y la Ley General de Bancos establecen la regulación sustantiva de los medios de pago, facultan a los bancos para la emisión de estos instrumentos financieros y establecen las normas generales que los rigen. Por su parte, el Compendio de Normas Financieras del Banco Central y las normas de la SBIF especifican los requisitos que deben cumplir los emisores y operadores de este tipo de medios de pago, así como la regulación propia de los mismos.

Por último, cabe señalar que a todo producto financiero se aplica la ley N°19.496 en relación a la protección de los derechos de los consumidores.

3.- Respecto a la consulta relativa a los mecanismos de garantías y publicidad suficientes para la protección de los usuarios, podemos decir lo siguiente:

3.1 Exigencias sobre capital pagado que garantizan la seguridad de los dineros de los usuarios.

Los temas de capital, liquidez y gestión de riesgos (garantía) serán determinados por el Banco Central de Chile, tal como actualmente lo hace para el caso de las tarjetas de crédito y débito. Cabe señalar que las exigencias de capital obedecen a la necesidad de proteger el dinero de los depositantes y velar por el correcto funcionamiento de los medios pagos.

3.2 Exigencias sobre publicidad que aseguran una adecuada información por parte de los usuarios.

En esta materia, y como se describe en forma detallada más adelante, son plenamente aplicables todas las disposiciones del Sernac Financiero, que tratan específicamente sobre temas de publicidad y transparencia de los instrumentos financieros.

4.- Respecto a la inquietud sobre la situación de las Cooperativas no fiscalizadas por la SBIF, podemos decir lo siguiente:

Las cooperativas que no sean fiscalizadas por la SBIF podrán emitir medios de pagos con provisión de fondos siempre y cuando establezcan una filial constituida como Sociedad Especial de acuerdo a lo establecido en la ley N°18.046, siempre y cuando este tipo de negocio esté en su giro.

La Sociedades Especiales deben constituirse por escritura pública y deberán cumplir con los requisitos de gobierno corporativo, control de riesgos y auditoría externa establecida para las sociedades anónimas abiertas. Asimismo deberán enviar información constante al mercado y a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

5.- Respecto a la consulta sobre la interacción de esta normativa con la de Protección al consumidor, podemos decir lo siguiente:

Los medios de pagos con provisión de fondos emitidos por entidades no bancarias constituyen un producto financiero, que como tal deberá cumplir con la ley N° 19.496, que establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (ley N° 19.496). En este contexto, las entidades emisoras estarán obligadas a informar a los consumidores, de forma clara y transparente, las condiciones contractuales del servicio que ofrecen (comisión, vigencia), estando estos protegidos de potenciales abusos por partes de los proveedores (ventas atadas, incrementos unilaterales de comisiones).

El inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 19.496, establece los derechos de los consumidores en relación a los productos financieros, entre los que se encuentra: “Recibir la información del costo total del producto o servicio, lo que comprende conocer la carga anual equivalente a que se refiere el artículo 17 G, y ser informado por escrito de las razones del rechazo a la contratación del servicio financiero, las que deberán fundarse en condiciones objetivas”.

Adicionalmente, los contratos de estos medios de pagos serán de adhesión, por lo que se les aplicará lo estipulado en el artículo 16° del mismo cuerpo legal, en particular, que no producirá efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas o estipulaciones que: “Establezcan incrementos de precio por servicios, accesorios, financiamiento o recargos, salvo que dichos incrementos correspondan a prestaciones adicionales que sean susceptibles de ser aceptadas o rechazadas en cada caso y estén consignadas por separado en forma específica”.

Asimismo, se les aplicará los artículos 17B, 17C, 17D, 17E, 17F, 17G, 17H, 17I, 17J, 17K y 17L. En particular, el 17H prohíbe las ventas atadas en el caso de los productos financieros.

El cumplimiento de estas obligaciones será fiscalizado por el SERNAC.

6.- Respecto a la consulta sobre el cobro de comisiones a clientes cautivos, podemos decir lo siguiente:

De acuerdo a lo establecido en el artículo 54 del Código del Trabajo, la regla general del pago de remuneraciones es el efectivo. No obstante, a solicitud del trabajador y de común de acuerdo, podrá pactarse un medio de pago distinto. En el mismo sentido, la jurisprudencia consistente de la Dirección del Trabajo.
Por otro lado, las pensiones entregadas por el Estado, la licitación para el pago de las pensiones siempre considera la posibilidad del pago presencial.

7.- Respecto a la consulta relativa a la posibilidad de queestastarjetas puedan ser adquiridas por personas jurídicas y que ellas a su vez entreguen tarjetas a personas naturales, realizando una suerte de “mercado secundario” de la emisión, podemos decir lo siguiente:
El proyecto de ley establece que los emisores no bancarios se deberán constituir como Sociedades Anónimas Especiales de giro exclusivo. Luego, sólo este tipo de sociedades puede emitir estos medios de pago y entregarlo a personas jurídicas (empresas) o naturales (personas). En el caso que una empresa sea usuaria de este tipo de medio de pago sólo podrá usarla como medio de pago utilizando los fondos provisionados.

Por otro lado, una empresa puede pedir que un emisor no bancario emita un medio de pago con provisión de fondos (tarjeta de pre pago) a un universo de beneficiarios asociados a la empresa (por ejemplo, trabajadores). Dichos medio de pago será usado por los beneficiarios finales usando los fondos provisionados por la empresa en la sociedad emisora, de acuerdo a las reglas generales.
8.- Respecto a la consulta sobre la proyección del universo potencial que se espera tengan estas tarjetas en Chile, podemos decir lo siguiente:

A partir del análisis de la estadística proporcionada por el Banco de Pagos Internacionales (BIS, por sus iniciales en inglés Bank of International Settlements), para la ventana de tiempo comprendida entre los años 2009 y 2013 sobre los medios de pagos electrónicos en países con ingreso per cápita menor a Chile, como son Brasil, México y Rusia, se estima que el número de transacciones en nuestro país estaría entre los 23,7 millones y 47,7 millones de transacciones al año.”

Adicionalmente, se refiere al reporte de la BCN (sobre Régimen de las Sociedades anónimas especiales, en la Ley Nº 18.046) y expresan que comparten su contenido totalmente. 


Destaca algunos temas planteados en la minuta transcrita y los expone brevemente:


Señala que una de las inquietudes fue el eventual exceso de la regulación y desarrollo de los medios de pago con provisión de fondos y explica que el propósito del proyecto es contemplar un mecanismo de inclusión financiera, para lo cual se deben cumplir ciertos requisitos. Así, se debe tener presente que es un mercado de servicios y por ende debe tener remuneración por parte de los usuarios, limitándose los montos que se pueden cobrar y regular para que haya transparencia y competencia. Agrega que en ese punto el proyecto descansa en una serie de elementos que existen en cualquier servicio financiero, en especial, de este tipo, donde se contempla la provisión de fondos. En tal sentido, se contempla la aplicación del Sernac para que la información entregada sea transparente, simple, confiable y no lleve al engaño.


 Adicionalmente, se aplicará la regulación del mercado financiero, existiendo para tales efectos un equivalente también al CAE para que se pueda realizar una comparación fácil por parte de los consumidores, tiene que haber una libre competencia.

El segundo tema destacado por el señor Subsecretario, es el de las ventas atadas las que al tenor del proyecto y por la aplicación de la Ley de Protección al Consumidor, estarán prohibidas.

Enfatiza que en cuanto servicio financiero, hay un acto de fe pública que está presente. Es un prepago y la persona hace un acto de confianza, de manera que podrá sacar en cualquier momento su dinero. Es difícil que sepa cuando, por eso surge que la necesidad de una regulación prudencial cuya fiscalización estará a cargo de diversas entidades estatales.


Explica que las cooperativas fiscalizadas por la SBIF podrán tener una empresa que será una sociedad anónima especial, de giro único que pueda proveer el servicio de las tarjetas de prepago, cumpliendo las mismas garantías.


El señor Auth solicita que se aclare la frase “siempre cuando esté relacionado en temas de su giro”.

El señor Micco explica que en tal caso la cooperativa debe tener un giro financiero para poder constituir una sociedad anónima especial emisora de este tipo de tarjetas, esto es, quedaría limitada solo a aquellas cooperativas de ahorro y crédito.

Puede ser adquirida por una persona jurídica, el tema que todo el pago se pueda hacer a través de esto, de giro único por supuesto.

El señor Ortiz solicita se aclare si esta normativa se aplicará a titulares de tarjetas de uso cerrado como las que usan en JUNAEB. 


La señora Bernardita Piedrabuena, Coordinadora Mercado de Capitales y Finanzas, explica que en la medida que permanezcan cerradas, de uso interno para el servicio, no les será aplicable la normativa. 


El señor Micco señala que se realizaron proyecciones respecto del uso que tendrá este tipo de tarjetas y que según éstas, basadas en las cifras del BIS (por sus iniciales en inglés Bank of International Settlements) serían entre los 23,7 millones y 47,7 millones de transacciones al año.


El señor Jaramillo manifiesta sus aprehensiones ante la aplicación de esta normativa a las cooperativas, principalmente en lo que dice relación con los impuestos que pagan las sociedades. Recalca que él está a favor de la independencia de las cooperativas.


El señor Micco aclara que no innova respecto de la regulación de las cooperativas, sólo se aplicará esta ley en el caso que una cooperativa con giro financiero (de ahorro y crédito, según se explicó) constituya una sociedad anónima especial para la emisión de este tipo de tarjetas.

Debate previo a la votación general

El señor Aguiló manifestó sus inquietudes en relación con las otras iniciativas pendientes en la Comisión de Economía de la Cámara y en el Senado referidas a esta materia. Del mismo modo, plantea que los medios de pago plásticos tienen una cantidad de comisiones y cobros que la población no conoce y que van artificialmente subiendo las tasas de interés. Expresa que si estas tarjetas tienen cobros que puedan perjudicar a la población, se abstendrá de votar.

El señor Auth le explica que no hay intereses ni cobros y no hay posibilidades de cobros desconocidos para la población.

El señor Micco señala que el tema clave es que estas tarjetas no generan reajustes ni intereses y solo hay comisiones por uso. Agrega que existirá para este tipo de tarjetas un CAE para comparar y además se prohíben las ventas atadas. Jaramillo pide explicación sobre los comentarios respecto de las tarjetas.
Adicionalmente, señala que una cosa son las tarjetas de crédito bancario y este tipo de tarjetas. La complejidad se da en las tarjetas de crédito por los cálculos de intereses moratorios y otros. Enfatiza que en este caso no hay cobro de intereses, solo hay pagos de una comisión.
El señor Melero señala que este proyecto con la indicación presentada mantiene las ideas matrices del proyecto original del Presidente Piñera y éste representa un avance un avance en inclusión financiera y genera más competencia.
Votación General

Puesta en votación la idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, señores Pepe Auth, Sergio Aguiló, Enrique Jaramillo, Pablo Lorenzini, Javier Macaya, Patricio Melero, Manuel Monsalve, José Miguel Ortiz, Ricardo Rincón, Alejandro Santana, Marcelo Schilling y Ernesto Silva.

Discusión y votación en particular

A continuación se analizaron las observaciones formuladas al proyecto por el Banco Central y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Se trabajó durante la sesión en base a un cuadro resumen elaborado por la Secretaría de la Comisión, según se explica:

	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	SBIF
	Al Art. 1° inciso 1° (Objeto de la Ley)
	Incorporar la palabra “operador” después del vocablo “emisor”
	Tanto emisor como operador quedaría de esta forma sujetos a la fiscalización de la SBIF.


Respecto de esta primera observación, el Ejecutivo manifestó su parecer favorablecon la misma.

	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	SBIF
	Art. 1° inciso 3°

Forma de operación de las empresas emisoras.
	Eliminar la siguiente frase: “constituidas en virtud de lo establecido en la presente ley, o a sociedades de apoyo al giro bancario conforme a lo dispuesto en el artículo 69 número 24 de la Ley General de Bancos”.
	Los operadores de tarjetas de crédito solo tienen la calidad de entidades sujetas a la fiscalización de esta Superintendencia, en caso que contraigan habitualmente obligaciones de dinero para con el público o algunos sectores específicos de él. Por tanto, la redacción propuesta en el borrador, implicaría que el emisor sólo podría encargar la operación de sus medios de pago a aquellas entidades que se encuentran sujetos a la fiscalización de este Organismo, exclusión que actualmente no se contempla en las disposiciones legales vigentes, dado que no todas las empresas operadoras son objeto de fiscalización. 


Respecto de la segunda observación el señor Silva señala que hay una discrepancia entre al SBIF y el Ejecutivo, pregunta las razones de la divergencia porque ésta dice que no fiscalizará.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) consulta que, si siendo el emisor el responsable frente al consumidor, cuál es el sentido de centrar la fiscalización en una entidad y no poder repetir contra el operador. Pregunta si no debiera ser obligatorio que esté bajo la SBIF el operador también.

El señor Micco explica que el Ejecutivo trató de ser restrictivo en la fiscalización de estos medios de pago, muchas veces en estos servicios, el problema de no pago puede deberse a una falla técnica del operador y por eso estiman que deberían estar bajo la fiscalización de ésta.

Por su parte, la señora Bernardita Piedrabuena, Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, manifiesta su parecer favorable con la propuesta realizada por el servicio.

El señor Melero pregunta cuál es el alcance de la frase “dado que no todas las empresas operadoras son objeto de fiscalización”, en particular, sobre qué recae la fiscalización.

La señora Piedrabuena aclara que algunas no están sujetas porque es un sistema donde no prestan servicios abiertos, así por ejemplo, en las mismas multitiendas, Hites, Din, La Polar o el sistema Multicaja. Expresa que es importante la fiscalización de la SBIF como del Banco Central sobre los operadores.

El señor Micco expresa que con esta regulación se está entrando derechamente a un medio de pago hecho y derecho y la regulación que se propone responde a la regulación de la seguridad de ese medio de pago que contempla también la parte operativa de este medio de pago.
	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	SBIF
	Artículo 2°

Sujeción de las empresas emisoras y operadoras a la normativa del Banco Central, Ley General de Bancoy otra normativa que le sea aplicable. Asimismo, se les sujeta a la fiscalización de la SBIF, de conformidad a los artículos 2° y 26 bis 
	Eliminar la mención al artículo 26 bis
	Redundante y confusa su incorporación, ya que la referencia al artículo 2° de la Ley General de Bancos, el cual contiene el sentido y alcance de la fiscalización que la Ley ha entregado a esta Superintendencia, es suficiente y ya incorpora el nuevo artículo 26 bis


La señora Macarena Lobos, Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, manifiesta su parecer favorable con la observación descrita.

	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	BC
	Art. 3° 

Regulación empresas no bancarias emisoras u operadoras de medios de pagos con provisión de fondos. 


	En relación con la redacción de la frase (…) “ y se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, cumpliendo los requisitos de capital pagado, reservas mínimas, liquidez, relación deuda-capital, gestión de riesgos, entre otros, que al efecto establezca el Banco Central de Chile, de acuerdo a lo establecido en esta ley” 

** Se sugiere incorporar en el artículo 3° una redacción que simplemente indique que tales empresas se sujetarán a las normas que dicte el Banco conforme al artículo 35 N°7 de su LOC, o bien, mantener la redacción original del Proyecto de Ley que señalaba que las normas que dicte el Banco 
“podrán referirse”, “entre otros” a capital pagado, reservas mínimas, liquidez,
relación deuda-capital y gestión de riesgos.

***Adicionalmente se sugiere mantener la regulación del giro de estas empresas dentro de las materias que puede normar el Banco Central. En tal sentido, las actuales normas dictadas para los emisores y operadores de tarjetas de crédito, débito, y prepago bancario, contemplan que el objeto de operación de tarjetas de prepago podrá comprender la operación de tarjetas de crédito y débito, con sujeción a los requisitos aplicables en cada caso. 


	Le restaría flexibilidad a la regulación de este medio de pago que pueda realizar el BC para el establecimiento de requerimientos prudenciales respecto de este nuevo medio de pago, en cuanto el texto propuesto impondría al Banco la obligación de establecer necesariamente normas sobre capital pagado, reservas mínimas, liquidez, relación deuda-capital y gestión de riesgos.

Lo indicado es por lo demás consistente con el alcance de las facultades legales del Banco para estos efectos, según lo han confirmado de manera expresa y específica los Tribunales Superiores de Justicia en relación a las normas que regulan este mismo aspecto a propósito de la emisión y operación de tarjetas de crédito.




Respecto de esta observación del Banco Central alartículo 3° del proyecto, el señor Micco manifiesta no compartirla, por cuanto no se resta flexibilidad al Banco Central para pronunciarse sobre otros puntos no expresamente señalados. 

La señora Piedrabuena agrega que el articulado salva dicha flexibilidad a través de la frase “entre otros”.

El señor Aguiló consulta porqué estas entidades deben contar con “reservas mínimas”.

El señor Micco aclara que se les permite que estos dineros puedan ser invertidos en instrumentos líquidos porque puede tener colchón de capital para que así pueda cumplir con sus obligaciones.

El señor Silva expresa que entendió la observación del Banco Central en un sentido diverso: la redacción de la indicación implicaría que esta entidad deberá pronunciarse sobre todos y cada uno de los puntos señalados. Agrega que le parece razonable analizarla y considerarla. 

El señor Micco explica que el referirse así lo que se quiere hacer es que efectivamente se pronuncie pero no quita que pueda pedir por ejemplo, capital cero. 

El señor Auth señala que comparte la formulación del Gobierno porque se da más seguridad y no se limita la fiscalización de dicha entidad.
	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	SBIF
	Art. 4°inciso 2°

Sujeta la adquisición de acciones de un emisor no bancario de medios de pago con provisión de fondos, artículo 36 de la ley.
	Agregar al final del inciso la expresión: “en los mismos términos que el inciso anterior.
	El inciso primero señala que la adquisición de acciones de una sociedad emisora no bancaria de medios de pago con provisión de fondos, se sujetará a lo dispuesto en el artículo 328 de la misma ley General de Bancos. El inciso segundo, se remite al cumplimiento del artículo 36 de la Ley General de Bancos, el que será aplicable a los accionistas que adquieran participación significativa en una sociedad emisora solo en lo referente al cumplimiento de los requisitos de integridad. 


Respecto de esta observación al artículo 4° el señor Micco expresa que el Ejecutivo no tiene problema en considerarla.

	Entidad
	Articulado
	Sugerencia
	Fundamento

	SBIF
	Art. 7°

Referido a la Caducidad de los medios de pago.
	Modificarlo en el siguiente sentido: (los medios de pago al portador) “deben emitirse siempre con un término de vigencia y en caso de existir montos no rescatados transcurrido un año desde el cumplimiento de dicho término, éstos deberán ser enterados por la empresa emisora en la Tesorería Regional o Provincial que corresponda a su domicilio principal. En el caso de los medios de pago emitidos de forma nominativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley General de Bancos”.
	Con el propósito que los medios de pago emitidos al portador, dispongan de un plazo desde el vencimiento para rescatar los fondos, antes que deban ser ingresarlos en Tesorería.

	SBIF
	Art. 8° letra a) 

Modifica el artículo 2° LEY GENERAL DE BANCOS para otorgarle atribución de fiscalización de la SBIF.
	Modificarla la redacción en el siguiente sentido:

 “La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o de cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pagos, siempre que estos importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él”,
	Para simplificar la redacción y mantener el sentido de que la supervisión se dirige a empresas cuyo giro sea la emisión u operación de medios de pago y que además contraigan obligaciones de pago con el público en general. Además se mantiene esquema de redacción legal del actual artículo 2° de la Ley General de Bancos, el cual fija el ámbito de su fiscalización en esta materia. Agrega que el texto tal cual está, puede generar interpretaciones erróneas en cuanto a las entidades a fiscalizar. 

	SBIF
	Art. 8° letra a)

Modifica el artículo LEY GENERAL DE BANCOS para hacer aplicable la normativa que indica.
	Eliminar la referencia al artículo 16 bis de la Ley General de Bancos.
	Al no exigirse solvencia a los accionistas y sólo integridad a los accionistas, no resulta pertinente hacer alusión al artículo 16 bis, en cuanto se trataría de una disposición vinculada a la solvencia de los accionistas.

	SBIF
	Artículo 8° letra b)

Incorpora un nuevo art. 26 bis.
	Se propone reemplazar la frase referida “a objeto exclusivo, capital mínimo y reserva de liquidez” por “capital mínimo, reserva de liquidez o desarrollar actividades fuera del giro autorizado”
	Un eventual incumplimiento del objeto exclusivo no tiene lugar, dado que su incorporación a los estatutos es un requisito necesario para autorizar la existencia de la sociedad, por lo que solo tendría lugar en el ejercicio de su giro.



	BC
	Art. 8° letra b)

Incorpora un nuevo art. 26 bis en la LEY GENERAL DE BANCOS. 
	En relación con el ingreso al nuevo mercado de emisión y operación de tarjetas de prepago no bancario, como respecto de los actuales emisores y operadores de otros medios de pago minorista y requisitos que se exigen para ello y sanciones en caso de incumplimiento, se sugiere:

- Incluir dentro de las causales indicadas, una referencia a que las medidas podrán aplicarse también en el evento que la emisión u operación del medio de pago en cuestión, no se ajuste a sanas prácticas de administración financiera y seguridad operacional, según así lo determine la SBIF, contando para este efecto con el informe previo favorable del Banco Central de Chile.

-En subsidio, se sugiere considerar una referencia amplia a los motivos o causales que pueden gatillar un procedimiento de normalización y las medidas de supervisión, suspensión o revocación de autorización de existencia, en su caso, asociadas al incumplimiento de las normas que dicte el Banco en ejercicio de sus facultades legales.


	Ambas propuestas se fundan en el hecho que al Banco Central le corresponde velar por el normal funcionamiento del sistema de pagos, materia que actualmente contemplan las normas dictadas por este Instituto Emisor. 



	SBIF
	Art. 8° de la letra b)
	Reemplazar la siguiente frase “suspender las actividades de la empresa hasta por 90 días. Asimismo, la Superintendencia podrá ordenar en la misma resolución, una o más de las siguientes medidas, según corresponda”, por la que sigue “suspender todas o algunas de las actividades de la empresa hasta por 90 días. En dicha resolución la Superintendencia podrá ordenar una o más de las siguientes medidas según corresponda”.
	Corregir la inconsistencia que se presentaría al ordenar la suspensión total de actividades de una sociedad y al mismo tiempo, otorgar la facultad al supervisor para prohibir actividades que ya han cesado, es así como, a través de la presente propuesta, se busca permitir que, la suspensión total o parcial de actividades, sean medidas alternativas

	SBIF
	Art. 8° letra c)

Modifica el numeral 24) del artículo 69 de la Ley General de Bancos.
	Eliminar el inciso segundo del numeral 24):

Las sociedades de apoyo al giro bancario podrán prestar servicios de operación a los medios de pago emitidos por las instituciones descritas en el inciso segundo del artículo 2° de la presente ley.”.


	Se explica que es confuso e innecesario, dado que las sociedades filiales que desarrollan actividades del giro bancario no tienen restricciones para operar con el público en general al igual que los bancos. Basta con el inciso primero del numeral 24)

	SBIF
	Art. 10

Que modifica la Ley General de Cooperativas para intercalar una letra o) nueva.
	Se propone eliminar la conjunción “y/u” por el conectar “u”.
	Mantener la redacción de la legislación vigente en el mismo artículo.


Respecto de estas observaciones el señor Micco manifiesta que es razonable estudiarlas para presentar indicaciones la próxima semana.

Por su parte, el señor Lorenzini y el señor Jaramillo, presentaron las siguientes indicaciones durante el transcurso de la sesión:

Al artículo 3°

Para agregar después de la palabra “emisoras” la expresión “y/o”.

Al artículo 5°

Para intercalar en su inciso final después de la expresión “banco, (,)” la frase “previa autorización del Banco Central de Chile”
Al artículo 7°

Para agregar después de la expresión “no rescatados” la frase “transcurrido un año desde el cumplimiento de dicho”
A la letra c) del artículo 8°

Para reemplazar en el inciso segundo del numeral 24 que incorpora, la frase “los medios de pagos emitidos por las instituciones” por “las sociedades operadoras y emisoras de medios de pago”.

Sesión N° 124 de 22 de julio de 2015

El señor Alejandro Micco, Subsecretario de Hacienda explica que han retirado y vuelto a presentar una indicación sustitutiva y señala que ésta recoge las observaciones realizadas por los integrantes de la Comisión durante la sesión pasada, más algunas de las de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financierasy Banco Central.

Precisa que en el Artículo 1° inciso primero, se agrega la expresión “u operadores”
En el artículo 2° se modificó la referencia a los artículos y se deja solo la referencia al artículo 2° de la Ley General de Bancos.

En el artículo 3° inciso primero se incorpora el tema de giro exclusivo, pero se les permite tener más de una tarjeta.

Indicación del señor Silva

El señor Ernesto Silva presenta la siguiente indicación:

Reemplázase el artículo 3° del proyecto de ley por el siguiente:

“Artículo 3°.- Las empresas no bancarias emisoras u operadoras de medios de pago con provisión de fondos se constituirán en el país de conformidad con el Título XIII de la ley 
N° 18.046 y se sujetarán a las normas que dice el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N°7 de su Ley Orgánica Constitucional, las que podrán referirse especialmente a las exigencias de capital pagado y reservas mínimas, objeto social exclusivo, requisitos de liquidez, relación deuda capital, clase de activos en que podrá efectuarse la inversión de los fondos captados según corresponda, políticas de gestión y control de riesgos, transparencia y entrega de información”.

Explica que el Banco Central había efectuado una observación más amplia a la norma, en el sentido de facultar para que regule las materias que se señalan pero sin obligarlo a dicho pronunciamiento. Solicita al Ejecutivo que se recoja este punto.

El señor Micco, Subsecretario de Hacienda, manifiesta que les parece correcta la formulación del artículo 3° en el texto propuesto en la indicación del Ejecutivo, por cuanto fija los puntos mínimos a los que debe referirse el Banco Central, sin afectar la flexibilidad del ejercicio de esta facultad regulatoria. Señala que para el Ejecutivo es importante plasmar en la ley puntos concretos a los que debe referirse la regulación que este haga y estiman que la propuesta del Ejecutivo es la correcta. Adicionalmente, expresa que la SBIF comparte el criterio que se aborda en el texto de la indicación.

El señor Silva expresa que su indicación recoge el planteamiento del Banco Central, y el centro de dicho planteamiento es que no se le obligue a regular determinadas materias, por eso, él insiste en dicha propuesta.

El señor Micco, Subsecretario de Hacienda, consideraque es un tema de certeza y estiman que en este punto es certeza de pronunciamiento y no respecto de su capacidad de regular, ya que dicha facultad no se afecta ni limita.

La señora Bernardita Piedrabuena, Coordinadora de Mercado de Capitales, complementa la respuesta del señor Micco señalando que el Banco Central es el que fija las normas y es la SBIF quien fiscaliza el cumplimiento de dichas normas. Si no se fijara expresamente podría surgir la duda respecto a qué entidad es la que debería pronunciarse. Hace presente que este problema interpretativo ya se dio a propósito de las tarjetas de crédito.
El señor Micco, Subsecretario de Hacienda,insiste que no quitan atribuciones al Banco Central, solo le indica los puntos que este organismo debe reglar.

Luego, continúa explicando el alcance de las indicaciones al resto del articulado y señala que en el artículo 4° inciso final, es una adecuación formal.

Indica que en el artículo 7° se recoge la indicación de los señores Lorenzini y Jaramillo.

El señor Silva señala la disposición de la UDI para aprobar las indicaciones presentadas por el Ejecutivo y no tienen problema en votar, salvo en el punto donde realizó la indicación, razón por la cual pide su votación separada.

El señor Auth, Presidente de la Comisión, declara inadmisible la indicación del señor Silva, por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República de conformidad con el artículo 65 de la Carta Fundamental, por entregar una nueva facultad al Banco Central. Se precisa que el hecho de que la iniciativa del Ejecutivo asimismo entrega esa facultad al Banco señalado, no implica que en indicación semejante una indicación parlamentaria persiga el mismo propósito.

El señor Silva solicita votar la declaración de inadmisibilidad que se ha hecho a su indicación, más arriba transcrita.

Votación de la inadmisibilidad de la indicación del señor Silva.

Puesta en votación dicha declaración de inadmisibilidad, resulta empate y por ende, se entiende desechada la solicitud del señor Silva, en orden a declarar admisible la indicación señalada. Votaron a favor de la mesa los señores Pepe Auth (Presidente); Enrique Jaramillo y José Miguel Ortiz. Votaron en contra de la mesa los señores Felipe De Mussy; Patricio Melero y Ernesto Silva. Se abstuvo el señor Pablo Lorenzini.

Nueva Indicación sustitutiva del Ejecutivo, de fecha 22 de julio de 2015, presentada mediante oficio N° 686-363:

-Para sustituir su texto íntegro por el siguiente:

“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto autorizar, en los términos que en ella se establecen, la emisión y operación de medios de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar por parte de empresas no bancarias, en la medida que dichos sistemas importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.

Para efectos de esta ley, se entenderá por empresa no bancaria a los emisores u operadores distintos de las empresas bancarias, sus filiales o empresas de apoyo al giro.

Artículo 2°.- Sin perjuicio de las disposiciones de la presente ley, las empresas a que se refiere el artículo precedente, se regirán igualmente por la normativa que dicte el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N° 7 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central, así como por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 3 de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y otros cuerpos legales, en lo que les sea aplicable. Estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en los términos y conforme a las atribuciones que se señalan en el artículo 2° de dicho cuerpo legal.

Artículo 3°.- Las empresas no bancarias emisoras u operadoras de medios de pago con provisión de fondos serán sociedades anónimas de giro exclusivo, se constituirán en el país de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046 y se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, cumpliendo los requisitos de capital pagado, reservas mínimas, liquidez, relación deuda-capital, gestión de riesgos, entre otros, que al efecto establezca el Banco Central de Chile, de acuerdo a lo establecido en esta ley. La exigencia de giro exclusivo no impedirá que una misma entidad opere medios de pago de distinta naturaleza, sujeto a los requisitos y limitaciones que establezca al efecto el Banco Central de Chile; como tampoco, el desarrollo de las actividades complementarias al giro que autorice la Superintendencia tanto para los emisores y operadores de los medios de pago sujetos a su fiscalización.

Asimismo, deberán cumplir con los requisitos de constitución establecidos en artículo 2° de la Ley General de Bancos.


Artículo 4°.- Los accionistas fundadores de las sociedades emisoras no bancarias de medios de pago con provisión de fondos, deberán cumplir con los requisitos de integridad señalados en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.
La adquisición de acciones de un emisor no bancario de medios de pago con provisión de fondos, se sujetará a lo dispuesto en el artículo 36 de la misma ley, en los mismos términos que el inciso anterior.

Artículo 5°.- Los emisores no bancarios de medios de pago con provisión de fondos estarán facultados para recibir dinero del público, el que solamente podrá destinarse a efectuar los pagos correspondientes a la utilización de dichos medios, al cargo de las comisiones que procedan o al reembolso de los recursos recibidos del titular del instrumento de pago.
Los fondos recibidos se registrarán, mantendrán y contabilizarán en todo momento en forma segregada respecto de las operaciones realizadas por la sociedad emisora con sus recursos propios, y no serán susceptibles de embargo, medida prejudicial o precautoria, u otras limitaciones al dominio emanadas de obligaciones asumidas por el emisor respectivo fuera del giro que se autoriza. Asimismo, dichos dineros recibidos por el emisor no devengarán intereses ni reajustes.

Los fondos recibidos por los emisores no bancarios de conformidad con lo establecido en el inciso primero del presente artículo, deberán ser mantenidos en caja o invertidos en instrumentos financieros autorizados al efecto por el Banco Central de Chile. En todo caso, dichos fondos no podrán ser invertidos en instrumentos emitidos por entidades relacionadas con el emisor del medio de pago, de conformidad a los términos previstos en el artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

En caso que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras revoque la autorización de existencia de un emisor no bancario de medios de pago con provisión de fondos, podrá transferir el fondo y sus activos a otro emisor o a un banco, quien asumirá las obligaciones correspondientes con los establecimientos afiliados y los titulares del medio de pago.

Artículo 6°.- Los medios de pago con provisión de fondos podrán emitirse en forma nominativa o al portador, sujeto a los requisitos y límites que fije el Banco Central de Chile para cada uno de ellos.
El titular o portador de un medio de pago con provisión de fondos podrá solicitar al emisor, en cualquier momento, la devolución del saldo de dinero provisionado, sin reajustes ni intereses de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 5°.

Artículo 7°.- Los medios de pago al portador deben emitirse siempre con un término de vigencia y en caso de existir montos no rescatados a su término, estos podrán ser recuperados por el portador dentro del plazo de seis meses contados desde el término de su vigencia. Transcurrido dicho plazo éstos deberán ser enterados por la empresa emisora en la Tesorería Regional o Provincial que corresponda a su domicilio principal. En el caso de los medios de pago emitidos de forma nominativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley General de Bancos.

Artículo 8°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso segundo de su artículo 2° por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:
“La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o de cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pagos, siempre que estos importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.
Las empresas a que se refiere el inciso anterior, deberán sujetarse a las normas que dicte el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N° 7 de la ley N° 18.840. Igualmente, quedarán sujetas a las disposiciones contenidas en los artículos 8°, 9°, 12, 13, 14 incisos primero, segundo y final, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 21, 22, 23, 26 y 26 bis de este Título, 154 y 155 del Título XVI, y 157 y siguientes del Título XVII de la presente ley y, en lo pertinente, a la ley que autoriza la emisión y operación de medios de pagos con provisión de fondos por entidades no bancarias.

Las entidades descritas en el inciso segundo del presente artículo distintas de las empresas bancarias, así como sus filiales o empresas de apoyo al giro, deberán constituirse en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas y se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, en todo lo que no se oponga a las normas especiales que éstas deban observar de conformidad con la regulación que las rige.”.

b) Intercálase el siguiente artículo 26 bis nuevo:

“Artículo 26 bis.- Los emisores u operadores señalados en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley que infrinjan las normas dictadas por el Banco Central de Chile referidas a capital mínimo, reserva de liquidez o desarrollo de actividades complementarias al giro autorizado, deberán dar aviso a la Superintendencia, apenas ocurra el hecho, y dentro del plazo que ella les fije, presentar un plan de normalización para su aprobación.

En cualquiera de las situaciones antes indicadas o si la empresa hubiere incurrido en infracciones o multas reiteradas, se mostrare rebelde para cumplir las órdenes legamente impartidas por la Superintendencia, presentare inestabilidad financiera o administración deficiente, no cumpliere los estándares de seguridad operacional exigibles de acuerdo a las regulaciones y mejores prácticas aplicables en la materia, o hubiere ocurrido en ella cualquier hecho grave que haga temer por el cumplimiento de las obligaciones asumidas, en su caso, la Superintendencia podrá, por resolución fundada y previo informe favorable del Consejo del Banco Central de Chile suspender todas o algunas de las actividades de la empresa hasta por 90 días. Asimismo, la Superintendencia podrá ordenar en la misma resolución una o más de las siguientes medidas, según corresponda:

1. La de no emitir nuevos instrumentos de pago;

2. La de no afiliar nuevos establecimientos de comercio;

3. La de no realizar nuevas operaciones; y,

4. La de no recibir provisión de fondos.

Corresponderá a la Superintendencia dictar las resoluciones que otorguen o revoquen la correspondiente autorización de existencia a las entidades antedichas, con acuerdo previo del Banco Central de Chile en caso de rechazo, y siempre de acuerdo a las normas por él establecidas en uso de sus facultades legales. En caso de no aprobarse el plan de normalización descrito precedentemente, o de incumplimiento del que se hubiere aprobado conforme a lo establecido en el presente artículo, la Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de un emisor u operador de medios de pago, previo informe favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, podrá revocar dicha autorización si el emisor u operador no cumpliere con las obligaciones de pago contraídas para con el público o, con la devolución de los dineros provisionados, en su caso. 

Del rechazo a la autorización de existencia, suspensión o revocación, podrá reclamarse mediante el procedimiento establecido en el artículo 22 de la presente ley.

En los casos en que la Superintendencia haya revocado o suspendido la autorización de existencia de un operador o emisor de medios de pago, podrá ejercer las facultades establecidas en el artículo 25 de la presente ley.”.

c) Sustitúyese el número 24) del artículo 69 por el siguiente:

“24) Emitir y/u operar medios de pago, para sí o respecto a terceros, con sujeción a las nomas que imparta el Banco Central de Chile de conformidad a su Ley Orgánica Constitucional.

Las sociedades de apoyo al giro bancario podrán prestar servicios de operación a los medios de pago emitidos por las instituciones descritas en el inciso segundo del artículo 2° de la presente ley.”.

Artículo 9°.- Agrégase al artículo 19 de la ley N° 18.833, el siguiente número 9) nuevo, pasando su actual número 9) a ser número 10):

“9.- Constituir sociedades con el objeto exclusivo de emitir medios de pago con provisión de fondos, en los términos establecidos en la ley que autoriza la emisión de medios de pagos con provisión de fondos por entidades no bancarias y a la normativa dictada conforme a ella. Las sociedades constituidas en virtud de este numeral quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quedando los administradores de la caja de compensación como obligados a cumplir los requisitos de integridad contemplados en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.”.

Artículo 10.- Modificase el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley general de cooperativas de la siguiente manera:
a) Intercálase en el artículo 86 la siguiente letra o) nueva, pasando las actuales letras o), p) y q) a ser p), q) y r), respectivamente:

“o) Emitir y/u operar medios de pagos con provisión de fondos, con sujeción a las normas que dicte el Banco Central de Chile de conformidad a su Ley Orgánica Constitucional;”.

b) Sustitúyese el inciso final del artículo 86, por lossiguientes incisos nuevos:

“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b), g) en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n) y o), las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio pagado igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Con todo, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio esté bajo las 400.000 unidades de fomento, podrán constituir sociedades filiales en los términos descritos en el literal p) del presente artículo para efectos de emitir u operar medios de pagos con provisión de fondos, las que deberán cumplir con lo dispuesto en la ley que autoriza la emisión de dichos medios de pagos por entidades no bancarias, y en la normativa dictada conforme a ella. Las sociedades filiales constituidas en virtud de lo dispuesto en este inciso quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y se entenderá a los miembros del consejo de administración como obligados a cumplir con el requisito de integridad contemplado en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.”.

Artículo 11.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, la expresión “las emisoras y operadoras de tarjetas de crédito;” por la siguiente “las emisoras u operadoras de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero Transitorio. Los emisores y operadores a que se refiere el artículo 2° inciso segundo de la Ley General de Bancos que actualmente se encuentren autorizados para realizar las operaciones de que trata dicha disposición, deberán constituirse en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del precitado artículo, dentro del plazo de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial de la presente ley, conforme a las instrucciones de carácter general que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dicte al efecto.

Artículo Segundo Transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de las partidas Ministerio de Hacienda y Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se considerarán en el presupuesto de la referida Superintendencia.”.

-o-

Indicaciones de los señores Lorenzini y Jaramillo (todas referidas al texto del proyecto de ley propuesto en la indicación sustitutiva del Ejecutivo).

Al artículo 3°

Para agregar después de la palabra “emisoras” la expresión “y/o”.

Retirada.

Al artículo 5°
Para intercalar en su inciso final después de la expresión “banco, (,)” la frase “previa autorización del Banco Central de Chile”.

Declarada inadmisible por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el artículo 65 de la Constitución Política de la República, por entregar una nueva atribución a la entidad del caso.

No obstante se deja constancia de la intención manifestada por elEjecutivo de estudiar esta indicación para ser introducida en el proyecto durante su tramitación.

Al artículo 7°

Para agregar después de la expresión “rescatados” la frase “transcurrido un año desde el cumplimiento de dicho”.

Retirada.

Esta indicación fue acogida por el Ejecutivo en su nueva indicación sustitutiva a satisfacción de sus autores.

A la letra c) del artículo 8°

“Al artículo 8° letra c) numeral 24) inciso segundo: para sustituir la frase “los medios de pago emitidos por las instituciones” por “las sociedades operadoras y emisoras de medios de pago”.

Puesta en votación la referida indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente); Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero y José Miguel Ortiz.
-o-
Votación de la nuevaindicación sustitutiva del Ejecutivo

Puesta en votación la totalidad del proyecto con la nueva indicación sustitutiva del Ejecutivo, es aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión señores Pepe Auth (Presidente); Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Patricio Melero; José Miguel Ortiz y Ernesto Silva.

Despachado el proyecto.


Se designa Diputado informante al señor Alejandro Santana.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN

No hay. 

V. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD

No hay.

VI. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

Del Diputado señor Silva, para reemplazar el artículo 3° del proyecto de ley por el siguiente:

“Artículo 3°.- Las empresas no bancarias emisoras u operadoras de medios de pago con provisión de fondos se constituirán en el país de conformidad con el Título XIII de la ley 
N° 18.046 y se sujetarán a las normas que dice el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N°7 de su Ley Orgánica Constitucional, las que podrán referirse especialmente a las exigencias de capital pagado y reservas mínimas, objeto social exclusivo, requisitos de liquidez, relación deuda capital, clase de activos en que podrá efectuarse la inversión de los fondos captados según corresponda, políticas de gestión y control de riesgos, transparencia y entrega de información”.

De los Diputados señores Lorenzini y Jaramillo, al artículo 5°, inciso final, para agregar a continuación del vocablo “banco,” la frase: “previa autorización del Banco Central de Chile,”.

VII. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto autorizar, en los términos que en ella se establecen, la emisión y operación de medios de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar por parte de empresas no bancarias, en la medida que dichos sistemas importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.

Para efectos de esta ley, se entenderá por empresa no bancaria a los emisores u operadores distintos de las empresas bancarias, sus filiales o empresas de apoyo al giro.


Artículo 2°.- Sin perjuicio de las disposiciones de la presente ley, las empresas a que se refiere el artículo precedente, se regirán igualmente por la normativa que dicte el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N° 7 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central, así como por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 3 de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y otros cuerpos legales, en lo que les sea aplicable. Estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en los términos y conforme a las atribuciones que se señalan en el artículo 2° de dicho cuerpo legal.

Artículo 3°.- Las empresas no bancarias emisoras u operadoras de medios de pago con provisión de fondos serán sociedades anónimas de giro exclusivo, se constituirán en el país de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046 y se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, cumpliendo los requisitos de capital pagado, reservas mínimas, liquidez, relación deuda-capital, gestión de riesgos, entre otros, que al efecto establezca el Banco Central de Chile, de acuerdo a lo establecido en esta ley. La exigencia de giro exclusivo no impedirá que una misma entidad opere medios de pago de distinta naturaleza, sujeto a los requisitos y limitaciones que establezca al efecto el Banco Central de Chile; como tampoco, el desarrollo de las actividades complementarias al giro que autorice la Superintendencia tanto para los emisores y operadores de los medios de pago sujetos a su fiscalización.

Asimismo, deberán cumplir con los requisitos de constitución establecidos en artículo 2° de la Ley General de Bancos.

Artículo 4°.- Los accionistas fundadores de las sociedades emisoras no bancarias de medios de pago con provisión de fondos, deberán cumplir con los requisitos de integridad señalados en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.
La adquisición de acciones de un emisor no bancario de medios de pago con provisión de fondos, se sujetará a lo dispuesto en el artículo 36 de la misma ley, en los mismos términos que el inciso anterior.

Artículo 5°.- Los emisores no bancarios de medios de pago con provisión de fondos estarán facultados para recibir dinero del público, el que solamente podrá destinarse a efectuar los pagos correspondientes a la utilización de dichos medios, al cargo de las comisiones que procedan o al reembolso de los recursos recibidos del titular del instrumento de pago. 

Los fondos recibidos se registrarán, mantendrán y contabilizarán en todo momento en forma segregada respecto de las operaciones realizadas por la sociedad emisora con sus recursos propios, y no serán susceptibles de embargo, medida prejudicial o precautoria, u otras limitaciones al dominio emanadas de obligaciones asumidas por el emisor respectivo fuera del giro que se autoriza. Asimismo, dichos dineros recibidos por el emisor no devengarán intereses ni reajustes.

Los fondos recibidos por los emisores no bancarios de conformidad con lo establecido en el inciso primero del presente artículo, deberán ser mantenidos en caja o invertidos en instrumentos financieros autorizados al efecto por el Banco Central de Chile. En todo caso, dichos fondos no podrán ser invertidos en instrumentos emitidos por entidades relacionadas con el emisor del medio de pago, de conformidad a los términos previstos en el artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores.

En caso que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras revoque la autorización de existencia de un emisor no bancario de medios de pago con provisión de fondos, podrá transferir el fondo y sus activos a otro emisor o a un banco, quien asumirá las obligaciones correspondientes con los establecimientos afiliados y los titulares del medio de pago.

Artículo 6°.- Los medios de pago con provisión de fondos podrán emitirse en forma nominativa o al portador, sujeto a los requisitos y límites que fije el Banco Central de Chile para cada uno de ellos. 

El titular o portador de un medio de pago con provisión de fondos podrá solicitar al emisor, en cualquier momento, la devolución del saldo de dinero provisionado, sin reajustes ni intereses de conformidad a lo señalado en el inciso segundo del artículo 5°.

Artículo 7°.- Los medios de pago al portador deben emitirse siempre con un término de vigencia y en caso de existir montos no rescatados a su término, estos podrán ser recuperados por el portador dentro del plazo de seis meses contado desde el término de su vigencia. Transcurrido dicho plazo éstos deberán ser enterados por la empresa emisora en la Tesorería Regional o Provincial que corresponda a su domicilio principal. En el caso de los medios de pago emitidos de forma nominativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 156 de la Ley General de Bancos.

Artículo 8°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso segundo de su artículo 2° por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:
“La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o de cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pagos, siempre que estos importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.
Las empresas a que se refiere el inciso anterior, deberán sujetarse a las normas que dicte el Banco Central de Chile de conformidad con el artículo 35 N° 7 de la ley N° 18.840. Igualmente, quedarán sujetas a las disposiciones contenidas en los artículos 8°, 9°, 12, 13, 14 incisos primero, segundo y final, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 21, 22, 23, 26 y 26 bis de este Título, 154 y 155 del Título XVI, y 157 y siguientes del Título XVII de la presente ley y, en lo pertinente, a la ley que autoriza la emisión y operación de medios de pagos con provisión de fondos por entidades no bancarias.

Las entidades descritas en el inciso segundo del presente artículo distintas de las empresas bancarias, así como sus filiales o empresas de apoyo al giro, deberán constituirse en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con el Título XIII de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas y se sujetarán a las disposiciones aplicables a las sociedades anónimas abiertas, en todo lo que no se oponga a las normas especiales que éstas deban observar de conformidad con la regulación que las rige.”.

b) Intercálase el siguiente artículo 26 bis nuevo:

“Artículo 26 bis.- Los emisores u operadores señalados en el inciso segundo del artículo 2° de esta ley que infrinjan las normas dictadas por el Banco Central de Chile referidas a capital mínimo, reserva de liquidez o desarrollo de actividades complementarias al giro autorizado, deberán dar aviso a la Superintendencia, apenas ocurra el hecho, y dentro del plazo que ella les fije, presentar un plan de normalización para su aprobación.
En cualquiera de las situaciones antes indicadas o si la empresa hubiere incurrido en infracciones o multas reiteradas, se mostrare rebelde para cumplir las órdenes legamente impartidas por la Superintendencia, presentare inestabilidad financiera o administración deficiente, no cumpliere los estándares de seguridad operacional exigibles de acuerdo a las regulaciones y mejores prácticas aplicables en la materia, o hubiere ocurrido en ella cualquier hecho grave que haga temer por el cumplimiento de las obligaciones asumidas, en su caso, la Superintendencia podrá, por resolución fundada y previo informe favorable del Consejo del Banco Central de Chile suspender todas o algunas de las actividades de la empresa hasta por 90 días. Asimismo, la Superintendencia podrá ordenar en la misma resolución una o más de las siguientes medidas, según corresponda:

1. La de no emitir nuevos instrumentos de pago.

2. La de no afiliar nuevos establecimientos de comercio.

3. La de no realizar nuevas operaciones.

4. La de no recibir provisión de fondos.

Corresponderá a la Superintendencia dictar las resoluciones que otorguen o revoquen la correspondiente autorización de existencia a las entidades antedichas, con acuerdo previo del Banco Central de Chile en caso de rechazo, y siempre de acuerdo a las normas por él establecidas en uso de sus facultades legales. En caso de no aprobarse el plan de normalización descrito precedentemente, o de incumplimiento del que se hubiere aprobado conforme a lo establecido en el presente artículo, la Superintendencia podrá revocar la autorización de existencia de un emisor u operador de medios de pago, previo informe favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, podrá revocar dicha autorización si el emisor u operador no cumpliere con las obligaciones de pago contraídas para con el público o, con la devolución de los dineros provisionados, en su caso.
Del rechazo a la autorización de existencia, suspensión o revocación, podrá reclamarse mediante el procedimiento establecido en el artículo 22 de la presente ley.

En los casos en que la Superintendencia haya revocado o suspendido la autorización de existencia de un operador o emisor de medios de pago, podrá ejercer las facultades establecidas en el artículo 25 de la presente ley.”.

c) Sustitúyese el número 24) del artículo 69 por el siguiente:

“24) Emitir y/u operar medios de pago, para sí o respecto a terceros, con sujeción a las nomas que imparta el Banco Central de Chile de conformidad a su Ley Orgánica Constitucional.

Las sociedades de apoyo al giro bancario podrán prestar servicios de operación a las sociedades operadoras y emisoras de medios de pago descritas en el inciso segundo del artículo 2° de la presente ley.”.

Artículo 9°.- Agrégase al artículo 19 de la ley N° 18.833, el siguiente número 9) nuevo, pasando su actual número 9) a ser número 10):

“9.- Constituir sociedades con el objeto exclusivo de emitir medios de pago con provisión de fondos, en los términos establecidos en la ley que autoriza la emisión de medios de pagos con provisión de fondos por entidades no bancarias y a la normativa dictada conforme a ella. Las sociedades constituidas en virtud de este numeral quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, quedando los administradores de la caja de compensación como obligados a cumplir los requisitos de integridad contemplados en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.”.

Artículo 10.- Modificase el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas de la siguiente manera:
a) Intercálase en el artículo 86 la siguiente letra o) nueva, pasando las actuales letras o), p) y q) a ser p), q) y r), respectivamente:

“o) Emitir y/u operar medios de pagos con provisión de fondos, con sujeción a las normas que dicte el Banco Central de Chile de conformidad a su Ley Orgánica Constitucional;”.

b) Sustitúyese el inciso final del artículo 86, por lossiguientes incisos nuevos:

“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b), g) en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n) y o), las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio pagado igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Con todo, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio esté bajo las 400.000 unidades de fomento, podrán constituir sociedades filiales en los términos descritos en el literal p) del presente artículo para efectos de emitir u operar medios de pagos con provisión de fondos, las que deberán cumplir con lo dispuesto en la ley que autoriza la emisión de dichos medios de pagos por entidades no bancarias, y en la normativa dictada conforme a ella. Las sociedades filiales constituidas en virtud de lo dispuesto en este inciso quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y se entenderá a los miembros del consejo de administración como obligados a cumplir con el requisito de integridad contemplado en el artículo 28 de la Ley General de Bancos.”.

Artículo 11.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, la expresión “las emisoras y operadoras de tarjetas de crédito;” por la siguiente “las emisoras u operadoras de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los emisores y operadores a que se refiere el artículo 2° inciso segundo de la Ley General de Bancos que actualmente se encuentren autorizados para realizar las operaciones de que trata dicha disposición, deberán constituirse en el país como sociedades anónimas especiales de conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del precitado artículo, dentro del plazo de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial de la presente ley, conforme a las instrucciones de carácter general que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dicte al efecto.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de las partidas Ministerio de Hacienda y Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. En los años siguientes se considerarán en el presupuesto de la referida Superintendencia.”.

-o-

Tratado y acordado en sesiones de fechas21 de enero; 4 y 18 de marzo de 2014; 1, 8, 14 y 22 de julio de 2015, con la asistencia de los diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz;Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling; Ernesto Silva; José Manuel Edwards; Carlos Montes; Alberto Robles, y Gastón Von Mühlenbrock. Asimismo, los ex diputados señores Miodrag Marinovic y Carlos Recondo.


Sala de la Comisión, a 31 de julio de 2015.

(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
9. Informe de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones recaído en el proyecto, iniciado en moción, que “Autoriza la construcción de un monumento en homenaje al ex senador y canciller de la República don Gabriel Valdés
Subercaseaux”. (boletín N° 9933-24)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones viene en informar en primer trámite constitucional y reglamentario, el proyecto de ley referido en el epígrafe, de iniciativa del diputado Sergio Ojeda Uribe, y de las diputadas y diputados Claudio Arriagada Macaya; Iván Flores García; Yasna Provoste Campillay; Ricardo Rincón González; René Saffirio Espinoza; Alejandra Sepúlveda Orbenes; Jorge Tarud Daccarett; Patricio Vallespín López y Mario Venegas Cárdenas 

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- La idea matriz o fundamental del proyecto es rendir homenaje, mediante la construcción de un monumento en la comuna de Santiago, en memoria de don Gabriel Valdés Subercaseaux, quien fuera senador, ministro de Estado y diplomático, que honró en cada uno de los cargos, la historia política de Chile. 

2.- El proyecto fue aprobado en general y en particular, por la unanimidad de ocho de sus integrantes presentes, diputada y diputados señores (a) Claudio Arriagada Macaya, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Maya Fernández Allende, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla

3.- El proyecto no tiene normas de carácter orgánico constitucional, de quórum calificado o que requieran trámite de Hacienda.

4.- No hay artículos ni indicaciones rechazadas

5.- Diputado Informante: Señor Claudio Arriagada Macaya

II. ANTECEDENTES
-Resumen de los fundamentos del proyecto


En la moción se hace referencia a la vida y obra de don Gabriel Valdés Subercaseaux
.
Familia y estudios

Nació en Santiago de Chile, el 3 de julio de 1919. Hijo del ingeniero, don Horacio Valdés Ortúzar y de la escritora, doña Blanca Subercaseaux Errázuriz. 

En 1929, su familia viajó a Italia, por lo tanto sus estudios de primaria los realizó en la Scuola San Giuseppe, en Roma. Un año y medio más tarde, su familia regresa a Chile, continuando sus estudios en el Colegio San Ignacio, en Santiago, hasta finalizar la secundaria. 

Sus estudios superiores los realiza en la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Chile, obteniendo en 1945, el título de abogado, con la tesis “Concepción cristiana del origen del poder”. Al año siguiente, se casa con la estudiante de música, Silvia Soublette Asmussen, con quien tuvo tres hijos: Maximiano, Juan Gabriel y María Gracia.

En 1950, es becado para viajar a Francia por un año y medio, para realizar estudios de Economía y Ciencias Políticas en el Instituto de Ciencias Políticas de París.

Vida laboral

De vuelta de su beca, ingresa como abogado en la Compañía de Acero del Pacífico, CAP, donde llegó a asumir la gerencia. Conjuntamente, entre 1952 y 1954 fue profesor de Derecho Económico en la Facultad de Leyes de la Universidad Católica de Chile. También en esos años, fue director de la Sociedad Editorial del Pacífico S.A y de la Sociedad Radiodifusora Latinoamericana.

En 1958, y para apoyar a Eduardo Frei Montalva, Gabriel Valdés fundó el diario La Libertad, siendo su director entre 1958 y 1960; en 1959, jefe del Servicio Jurídico y desde 1960, subgerente. Posteriormente, entre 1960 y 1964, fue miembro del directorio del Instituto Latinoamericano del Fierro y del Acero, Ilafa. 

Trayectoria política y pública

En 1945, estando en la universidad, y fuertemente influenciado por las doctrinas sociales de la Iglesia, se embarcó en la Acción Católica, llegando a ser presidente de la Asociación de Universitarios Católicos. En esa época también, simpatiza con la Falange Nacional, formado por un grupo de jóvenes católicos reformistas (Bernardo Leighton, Eduardo Frei Montalva, Radomiro Tomic, Rafael Agustín Gumucio, entre otros) que postulaban un orden social cristiano inspirado en las encíclicas sociales. La Falange Nacional, es la cuna del Partido Demócrata Cristiano, partido en el cual Gabriel Valdés, militó durante toda su vida. 

El 4 de septiembre de 1964, Eduardo Frei Montalva, demócrata cristiano, gana a Salvador Allende, la presidencia de la República. El Presidente Frei, nombra como Ministro de Relaciones Exteriores a Gabriel Valdés, quien ejerció ese cargo entre 1964 a 1970, convirtiéndose en el canciller que más ha permanecido en esta cartera en la historia de Chile. Durante ese gobierno también fue Ministro del Interior subrogante (9-10 de mayo de 1970) y ministro de Defensa Nacional subrogante (20 de marzo al 5 de abril de 1970).

En el año 1971, durante el Gobierno de Salvador Allende, fue convocado por el Secretario General de Naciones Unidas, de aquel entonces, Maha Thray Sithu UThant, para ejercer un nuevo cargo que se estaba creando: Subsecretario General de Naciones Unidas, Director del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, para la Región de América Latina y El Caribe. Cargo que desempeñó hasta 1981.

En el año 1982, después de la muerte de Eduardo Frei Montalva, don Gabriel Valdés asumió hasta el año 1987, el cargo de presidente del Partido Demócrata Cristiano, acompañado por Patricio Aylwin Azócar, quien asumió como vicepresidente. Durante ese período se ocupó, junto a otras personalidades, tales como Raúl Troncoso, Hugo Zepeda, Enrique Silva Cimma, Hernán Vodanovic, Ricardo Lagos, Eugenio Ortega, Ricardo Nuñez, entre otros, de la organización de la Alianza Democrática, coalición política que agrupó a partidos y organizaciones políticas opositoras al Régimen Militar. Esta Alianza Democrática, se sella en un Acuerdo Nacional, cuyos objetivos principales eran generar una nueva Constitución, la renuncia de Augusto Pinochet y el establecimiento de un gobierno provisional para una breve transición. Junto con ello, fue también uno de los ideólogos de la Concertación de Partidos Político por el “NO”, en el plebiscito de 1988.

Por otra parte, fue miembro del Comité Mundial para la Reforma de la UNESCO; miembro del Consejo del Club de Roma; consultor de las Naciones Unidas en América Latina, Asia, África. Fundador y Presidente del Foro Latinoamericano. Fundador y Presidente del directorio del Centro de Estudios del Desarrollo, CED. Miembro del Club de Viena, Austria.

Con el retorno a la democracia, en el año 1989, fue electo Senador de la República, por la Decimosexta Circunscripción Senatorial, X Región de Los Lagos Norte, período 1990-1998. Durante ese período fue Presidente del Senado, desde el 11 de marzo de 1990 al 11 de marzo de 1994, para luego ser nombrado nuevamente Presidente hasta 1996. En la segunda etapa de su trabajo parlamentario como Senador, integró la Comisión Permanente de Régimen Inte-
rior. Recibió al Presidente de la Conferencia Consultiva Política del Pueblo Chino, Li Ruihuan, en junio de 1995. 

Destaca su labor en el impulso de la ley Nº 18.985, conocida como “Ley Valdés”, referente a las donaciones culturales. Desde 1996, preside la Comisión Parlamentaria Chilena para la Negociación del Tratado de Libre Comercio con la Unión Europea, también preside la Comisión Parlamentaria Chilena de Amistad con el Parlamento Español.

Entre el año 1998 y el año 2006, fue reelecto Senador, por la misma circunscripción senatorial. Durante ese período, presidió la Comisión Permanente de Relaciones Exteriores (destaca su labor para el Mercosur); la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales; y la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. El año 2006, no se presentó a la reelección.

El año 2006, durante el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, es nombrado embajador de Chile en Italia, donde permanece hasta el año 2008.

El 7 de septiembre de 2011 fallece en Santiago, a los 92 años. Tras su muerte, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, decreta duelo nacional, por su larga y destacada trayectoria pública.
Reconocimientos

Recibió numerosas distinciones y condecoraciones, como la “Legión de Honor” de Francia. Asimismo la Gran Cruz de: Argentina, Brasil, Venezuela, Colombia, Ecuador, París, Panamá, Honduras, Salvador, Guatemala, México, República Dominicana; y Gran Cruz de la Orden de Malta. Por otra parte, obtuvo el Premio Nacional de Relaciones Públicas; Premio “Hombres por la Paz”, otorgado por la Fundación Internacional Together for Peace; Premio Diego Portales; es nombrado Doctor Honoris Causa, por la Universidad Austral de Chile.

En mayo de 2001 recibió el “Premio Bicentenario 2002”, por su gran trayectoria de servidor público. En octubre de 2008 recibió el premio de la Fundación Eduardo Frei Montalva, que le fue entregado por la similitud con los valores del ex Presidente. 

Los autores del proyecto resaltan en su gran legado: “Fue un baluarte en la lucha por la recuperación de la democracia, encabezando los movimientos de defensa de las libertades públicas suprimidas en la época de la dictadura. Sufrió el rigor de la represión, se enfrentó en abierto desafío a la fuerza empleada y puso su vida en la defensa de los Derechos Humanos”.

III. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN, Y ACUERDOS ADOPTADOS


Atendidas las características de la iniciativa legal, por unanimidad, la Comisión decidió no efectuar audiencia pública y tratar el proyecto tanto en general como en particular, en un solo acto.
-Discusión
Los integrantes de la Comisión valoraron y celebraron en su propio mérito la iniciativa presentada por el diputado don Sergio Ojeda, quién estuvo presente en la sesión.

Coincidieron en destacar sus grandes virtudes como persona, su estampa, su forma de ser, su estilo diplomático, un caballero a toda prueba y de aire señorial, que hicieron llamarlo “el Conde”, denominación que se le dio con afecto y que él recibía con mucha simpatía, porque se le decía que era el aristócrata más demócrata.

Destacaron igualmente sus dotes de prolífico escritor, autor de varios libros y numerosos artículos en el ámbito de las ciencias sociales, publicados en revistas, tanto en Chile, como en Europa, Estados Unidos y resto de América Latina.

La Comisión resaltó su impronta de hombre culto, en diferentes áreas del conocimiento y de la música, que lo llevó a crear la Ley de Donaciones Culturales N° 18.985, del 28 de junio de 1990, conocida como la Ley Valdés.

El autor del proyecto recordó un hecho que a su entender se plasmó en la memoria colectiva y que hizo presente en los fundamentos: “Gabriel Valdés debió ser Presidente de Chile, pero las circunstancias políticas no le fueron favorables. Capacidad, aptitud, disposición y voluntad para asumir y ejercer dicho cargo tenía de sobra como también una adhesión ciudadana mayoritaria. Él dijo una vez “lo que pasa es que vocación política tengo, pero ambición, me falta mucha”. 

Concordaron, del mismo modo, los integrantes de la Comisión en valorar su esfuerzo y dedicación por la recuperación de la democracia y los valores políticos tradicionales desde la Presidencia del Senado donde fue reconocido unánimemente, por todos los sectores políticos, como una gestión brillante que prestigió la institución por lo transversal en sus acciones y resoluciones y convocar al país a crear y mantener un espíritu de verdadera reconciliación.

Asimismo, coincidieron en que don Gabriel Valdés Subercaseaux, dejó un legado rico en valores, virtudes, ideas y sentimientos humanos profundos que hoy persisten y que es necesario mantenerlos y aplicarlos en todo su rigor por el bien del país y de su gente.

Concluyeron en que fue un republicano de verdad, un auténtico demócrata, consecuente y veraz en sus palabras y acciones.
Votación

Los integrantes presentes estuvieron todos muy de acuerdo con la idea de legislar porque coincidieron en expresar que la iniciativa rinde un justo homenaje a la huella imborrable que el ex ministro, diplomático y senador dejó en el país, por sus múltiples virtudes, su compromiso por la democracia y por la férrea defensa de los derechos humanos.

Por lo anterior, la Comisión compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por la moción, procedió a dar su aprobación en general, por la unanimidad de ocho de sus integrantes presentes, diputados (a) Claudio Arriagada Macaya, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Maya Fernández Allende, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla.
Acuerdos alcanzados

Indicación presentada

La Comisión, siguiendo los fundamentos considerados en la moción, entre los cuales destacan, igualmente, los cargos de ministro de Estado que desempeñara don Gabriel Valdés, acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, agregar la denominación en su encabezado, contenido en el artículo primero.
Respecto de los ocho artículos que contiene el proyecto, la Comisión los aprobó, en los mismos términos propuestos, con la indicación explicada. Concurrieron con su voto, la diputada y diputados Claudio Arriagada Macaya, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Maya Fernández Allende, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla.

-o-
Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, de conformidad con el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en homenaje al ex ministro, senador y canciller de la República de Chile, don Gabriel Valdés Subercaseaux.

Artículo 2°.- El monumento se erigirá en la comuna de Santiago.

Artículo 3°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo quinto, en coordinación con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Artículo 4°.- Créase un fondo con el mismo objeto señalado en el artículo anterior, el que además estará constituido por donaciones y aportes privados.

Artículo 5°.- Créase una Comisión Especial de cinco miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un senador, un diputado, un representante del Ministerio de Educación, el alcalde o alcaldesa de la comuna de Santiago o el representante que designe, y la hija de don Gabriel Valdés, señora María Gracia Valdés Soublette. El senador y el diputado serán nominados por las respectivas Cámaras y deberán representar el territorio donde se erigirá el monumento.

Artículo 6°.- La comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Llamar a concurso público de proyectos, fijar sus bases y condiciones y resolverlo;

b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde de la comuna de Santiago y con el Consejo de Monumentos Nacionales;

c) Organizar la realización de las colectas públicas a que se refiere el artículo 3° y

d) Administrar el fondo creado por el artículo cuarto.

Artículo 7°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a los fines que la Comisión Especial determine.

Artículo 8°.- El monumento deberá erigirse en un plazo de cinco años, contado desde la publicación de esta ley.


Se designó Diputado Informante al señor Claudio Arriagada Macaya


Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión celebrada el 23 de julio del año en curso, con asistencia de los señores diputados que a continuación se indican: Claudio Arriagada Macaya, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Maya Fernández Allende, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 24 de julio de 2015

(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión.”
10. Informe de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones recaído en el proyecto, iniciado en moción, que “Autoriza a erigir un monumento en memoria del músico, cantautor y dramaturgo, señor Víctor Jara Martínez”.
(boletín N° 9776-24)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones viene en informar, en primer trámite constitucional y reglamentario, el proyecto referido en el epígrafe, de iniciativa de las (os) diputadas y diputados Osvaldo Andrade Lara, Claudio Arriagada Macaya, Karol Cariola Oliva, Lautaro Carmona Soto, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, Daniel Núñez Arancibia, Roberto Poblete Zapata, Guillermo Teillier Del Valle y Camila Vallejo Dowling.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- La idea matriz o fundamental del proyecto es rendir homenaje al cantautor Víctor Jara mediante un monumento que se erigirá en la comuna de Lo Espejo para perpetuar su historia ligada a la música de la Nueva Canción Chilena; a su trayectoria artística y teatral, cuya herencia social y política es fuente de influencia e inspiración para muchas generaciones. 

2.- El proyecto fue aprobado en general, por la unanimidad de nueve de sus integrantes presentes, diputada señora Maya Fernández y diputados señores Claudio Arriagada,Marcos Espinosa, Ramón Farías, Roberto Poblete (Presidente), Jorge Rathgeb, Guillermo Teillier, Víctor Torres e Ignacio Urrutia 

3.- El proyecto no tiene normas de carácter orgánico constitucional, de quórum calificado o que requieran trámite de Hacienda.

4.- No hay artículos ni indicaciones rechazadas

5.- Diputado Informante: Señor Guillermo Teillier Del Valle 

-o-
II. ANTECEDENTES 

-Resumen de los fundamentos del proyecto.


Sus autores señalan que Víctor Jara fue uno de los artistas más connotados, influyentes y talentosos que Chile ha tenido en su historia porque pertenece al grupo de grandes artistas chilenos, al igual que Pablo Neruda, Gabriela Mistral y Violeta Parra, cuya obra trasciende a su propio contexto histórico y provoca transversal admiración.

Agrega, que su faceta más conocida es la de cantautor popular, a través de una prolífica obra musical, reconocida en toda Latinoamérica. Bajo la influencia de otros ilustres artistas chilenos, Pablo Neruda y Violeta Parra, Víctor Jara fue uno de los mayores exponentes de la Nueva Canción Chilena, movimiento cultural cuyo objetivo principal era luchar para liberarse de la poderosa influencia cultural imperialista e ir al rescate de los valores de nuestra propia identidad cultural, movimiento que se desarrolla con la participación de los artistas, los trabajadores, estudiantes, pobladores con una gran vocación popular.
Dentro de la Nueva Canción Chilena, Víctor Jara representó como pocos el sentimiento de búsqueda de una nueva dignidad para las clases sociales más populares. Combinó una fuerte crítica social con un esperanzado y hasta ingenuo espíritu trabajador. Su arte y sus aspiraciones eran coherentes con su historia; la de un hijo de campesinos que llegó a avecindarse a un sector pobre y marginal, pero digno de Santiago (la población Los Nogales). Enfrentó a su medio y sus obstáculos desde una postura ética de compromiso social y político.

Expresan, que las palabras del propio Víctor describen a cabalidad el significado que le daba a su rol de cantautor popular: “Música comprometida, música revolucionaria, canción protesta o nueva canción chilena ¿por qué tantos nombres? Nosotros no conocemos más que uno solo: canción popular. Popular porque nace fundamentalmente de la existencia misma del pueblo, de la clase trabajadora de la cual expresa las historias individuales y colectivas que la Historia oficial ha ignorado y sigue ignorando. Es una canción comprometida en el sentido que la obra y la acción del creador se identifica en los sentimientos populares. Es revolucionaria porque lucha contra la penetración cultural del imperialismo y pretende devolver los valores culturales auténticos que determinan una identidad nacional. Es nueva, por fin, porque una vez inmersa en estos valores, está destinada a crear una sociedad nueva en la cual la música no será más un comercio, sino que podrá exaltar, sea en su contenido o en su forma, los sentimientos más nobles de la familia humana.”

La campaña electoral de 1970 vio la explosión del fenómeno de la Nueva Canción Chilena. Todos los artistas y los grupos se empeñaron en el esfuerzo de apoyar la Unidad Popular, contribuyendo con sus obras, poder de convocatoria y transmisión de mensaje popular al triunfo de Salvador Allende.

Indican en sus fundamentos, que a raíz de la prolífica creación musical de Víctor Jara, a menudo se olvida su rol como dramaturgo. En 1958, siendo folklorista en el conjunto Cuncumén, ingresó a la Escuela de Teatro de la Universidad de Chile, desempeñando ambas actividades de forma paralela.

Cuando Víctor y su grupo, entre los que se encontraba Alejandro Sieveking, aprobaron los exámenes finales, tomaron la decisión colectiva de no dejarse absorber inmediatamente por la compañía estable de teatro profesional. Permanecerían unidos un año más, trabajando en una pequeña compañía propia respaldada por la Escuela de Teatro. Tenían además la intención de llevar sus producciones a pequeñas ciudades de provincias donde no llegaban las compañías profesionales.

Sus propias palabras reflejan que se sentía igualmente satisfecho por la música como por el teatro: “No sé en realidad cual es el campo que me agrada más, si es el teatro o la música. Pero las dos expresiones me llegan, son como dos motores que se tocan y se necesitan. En el teatro hay que exigirse con más profundidad. El folklore en cambio, siendo de gran raigambre humana, me suelta ataduras que salen fuera cuando canto. El teatro es más intelectual; el folklore lo siento más espontáneo. Pero en realidad, las dos cosas están muy juntas y amarradas a mí”.

Precisan que Víctor consideraba que el teatro chileno debía ser una expresión artística estrictamente folklórica, en el sentido de su significado de “saber del pueblo”. En vista de ello, debía ahondar en la idiosincrasia chilena, pues de esta manera el teatro puede tocar hondo en el alma del pueblo. No estaba de acuerdo en consecuencia con adaptar los métodos y las técnicas de la dramaturgia europea, sino que el rol del teatro chileno consiste en crear las obras que se necesitaran de acuerdo a la realidad chilena, a través de la creación de un método de actuación e interpretación teatral propios.

Dentro de los hitos del rol de dramaturgo de Víctor Jara se encuentran la organización y dirección de grandes eventos durante el gobierno de la Unidad Popular, pero, resaltan los autores de la iniciativa al que consideran emocionante y conmovedor: El 2 de enero de 1972 se celebró en el Estadio Nacional el 50° Aniversario del Partido Comunista de Chile. En aquella ocasión, Víctor Jara dirigió a cientos de actores, ninguno de ellos profesionales, sino obreros, campesinos pobres, recolectores de basura, profesores, etc. contando su propia historia ‘La Historia del movimiento obrero chileno’.Fue emocionante y conmovedor.

Asimismo, el 9 de Septiembre de 1972 se realizó el segundo acto masivo de los tres que dirigió Víctor en el Estadio Nacional, cual fue la clausura del Séptimo Congreso de las Juventudes Comunistas de Chile y el último de estos tres espectáculos, el 5 de Diciembre de 1972, para que el pueblo chileno le brindara un homenaje a Pablo Neruda por su reciente Premio Nobel de Literatura.

Indican, que a raíz de esta nueva experiencia teatral, Víctor Jara adquirió una nueva asimilación de este arte, como una manifestación de y desde el alma de los pueblos. El pueblo puede llegar a ser partícipe activo de los movimientos culturales, si es que se le entregan las herramientas necesarias.Soñaba con repetir esta experiencia a lo largo y ancho de todo Chile. Pero no pudo porque lo mataron antes de cumplir su sueño, el 16 de septiembre de 1973. Sin embargo, su obra y su legado quedaron impregnados en el pueblo de Chile.
Relatan textualmente sus autores “su asesinato tuvo lugar en el Estadio que hoy lleva su nombre. Tras ser detenido en la Universidad Técnica del Estado, Víctor fue llevado al Estadio convertido en un centro de detención, de tortura y de asesinato. En este lugar fue sometido a tratos crueles e inhumanos por los encargados del lugar quienes luego, lo asesinaron de forma horrorosa intentando con ello, acallarlo para siempre. Su cuerpo fue arrojado en la vía pública, junto a Litre Quiroga, en las cercanías del Cementerio Metropolitano en la comuna de Lo Espejo”
Relevan, que el trágico y triste hallazgo, es recordado año a año por miles de compatriotas que recuerdan a Víctor y demuestran que su canto ha sobrevivido y es parte hoy de la cultura nacional. En una especie de peregrinación permanente de la gente sencilla del pueblo, trabajadores, intelectuales, cultures del arte, visitan este sitio de la memoria, solicitando verdad y justicia y un nunca más.

Los autores de la iniciativa finalizan los fundamentos señalando que Victor Jara indudablemente trasciende un partido político y va más allá de las fronteras: es un hijo pródigo que renace como un símbolo del pueblo y de toda la humanidad.

I. Vida y obra de Víctor Jara3
Víctor Lidio Jara Martínez (1932-1973), cantautor chileno, hijo de un campesino y una cantora popular, llegó a convertirse en uno de los principales referentes de la música chilena y en un testimonio vivo de la creación artística popular
. Fue también director teatral, investigador del folclore y de los instrumentos indígenas, actor, dramaturgo y libretista, pero alcanzó la mayor trascendencia como músico.

Su infancia y juventud fue determinada en gran manera por su vida en el campo y la cercanía con la cultura popular. De esa amalgama, surgió una particular creación artística marcada por la variedad.

El teatro
Entre 1959 y 1961, estudió actuación y dirección en la Escuela de Teatro de la Universidad de Chile.
En 14 años de trabajo dirigió diez montajes profesionales, hizo giras internacionales, estudió becado en Gran Bretaña. Fue el responsable de tres obras consideradas clásicos absolutos del teatro chileno: Ánimas de día claro, Los invasores, y La remolienda, consolidándose como uno de los mejores directores de la escena chilena, obteniendo numerosos premios y reconocimientos del público y la crítica especializada.

La música
Si bien su labor teatral es relevante en esos años y con ello se convirtió en “responsable de momentos de auge del teatro chileno de los años 60 y comienzos de los 70”
, como dice Sieveking, existe consenso en que su legado fundamental y más visible está en la música. 

Víctor Jara fue uno de los mayores exponentes de la Nueva Canción Chilena, movimiento musical que nace a fines de los años 60`y que tiene como madre a Violeta Parra. Él forma parte de la nueva generación, junto a otros artistas como Ángel Parra, Patricio Manss, Rolando Alarcón y grupos como Inti-Illimani o Quilapayún, que en sus composiciones reflejan raíces de la música popular con connotación social o también llamada música de protesta. Estos músicos e investigadores buscaron recuperar la música folclórica tradicional chilena y fusionarla con los ritmos latinoamericanos, además de explorar líricas de contenido social
.

La creación musical de Víctor Jara tendió al rescate de la tradición popular, y la reivindicación social de las clases desposeídas del país. Tuvo una fructífera carrera como solista y compositor. Su discografía, es una de las más ricas e interesantes de su tiempo. Grabó sus primeros discos junto al conjunto Cuncumén, entre 1957 y 1962, con quienes realizó una experiencia grupal y sistemática de investigación e interpretación musical, que lo incentivó para desarrollar su carrera solista, que se inició con su primer disco sencillo, editado por el sello Demon en 1965, que contenía las canciones “La cocinerita” y “El cigarrito”. Su primer disco larga duración, fue editado por el sello Arena en 1966, momento desde el cual se editarían siete álbumes, hasta su muerte.
Su creatividad artística, lo llevó a reunir en una misma expresión musical, elementos como la canción romántica, la canción de protesta, el rock y el folclor. Canciones emotivas como “Te recuerdo Amanda”, se unen a aires sicodélicos como “El derecho de vivir en paz” y “Abre la ventana”, canciones de claro contenido político como “Móvil Oil Special”, o temas folclóricos como “Despedimento del angelito” o “Ay mi palomita”, constituyendo una de las obras musicales más ricas, profundas, innovadoras y significativas en la historia de Chile”
.

Compromiso social y político

Fue militante del Partido Comunista de Chile, y desde 1970 asumió un fuerte compromiso político participando activamente en las campañas electorales de la Unidad Popular y en el gobierno de Salvador Allende. Durante el período de gobierno de Allende fue nombrado embajador cultural del gobierno, en cuyo cargo desarrolló una amplia labor hasta la fecha de su muerte
.
En 1971 ingresó al cuerpo de artistas estables de la Vicerrectoría de Extensión y Comunicaciones de la Universidad Técnica del Estado. El 11 de septiembre de 1973, acudió a cumplir sus labores a dicha universidad, donde fue tomado prisionero por tropas del Ejército de Chile, siendo brutalmente torturado y asesinado en el Estadio Chile. Hoy, ese centro deportivo, lleva su nombre
.

II. El legado de Víctor Jara
La herencia de Víctor Jara tiene múltiples dimensiones: artística, social y política. Su compromiso, su música y su labor teatral siguen marcando a las nuevas generaciones de artistas.
Ícono del “Canto Nuevo”, luego de su muerte, sus canciones han sido editadas en innumerables recopilaciones y reediciones, y sus creaciones han sido interpretadas por varios cantantes, grupos nacionales y extranjeros. Además ha recibido innumerables homenajes, como el que le brindó el cantante inglés Roger Waters, ex líder de la banda de culto Pink Floyd, quien le dedicó un concierto que realizó en Santiago, en marzo de 2011
.

En la Educación Musical Chilena, Víctor Jara es un exponente recurrido por los docentes de música y recomendado por el Ministerio de Educación (MINEDUC) en sus planes y programas en los diferentes niveles de la educación escolar, además es usado a su vez, en Universidades y Conservatorios para su análisis, interpretación, y/o arreglos
.
III. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN, Y ACUERDOS ADOPTADOS


Atendidas las características de la iniciativa legal, por unanimidad, la Comisión decidió no efectuar audiencia pública. 

-Discusión y votación en general


Los integrantes presentes estuvieron todos muy de acuerdo con la idea de legislar porque coincidieron en expresar que el proyecto rinde un justo homenaje al cantautor y dramaturgo, Víctor Jara, por el valioso aporte que el artista realizóal país, contribuyendo a la defensa de la identidad cultural nacional frente a las influencias externas .

La Comisión valoró y destacó que el proyecto concite pleno acuerdo porque demuestra que a pesar de la diversidad política existente entre sus integrantes, prima el reconocimiento a la trascendente contribución del artista, en particular, por lograr unir extraordinariamente la dramaturgia con la música, aspecto que tantas veces pasa desapercibido frente a su prolífica obra musical y su consecuente actitud política.
Por lo anterior, la Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración por la moción, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de nueve de sus integrantes presentes, diputada señora Maya Fernández Allende y diputados señores Claudio Arriagada Macaya, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Jorge Rathgeb Schifferli, Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla. 

-Discusión particular

Acuerdos alcanzados

Respecto de los seis artículos que contiene el proyecto, la Comisión acordó lo que sigue:

1.-La unanimidad de los integrantes presentes, aprobaron, en los mismos términos propuestos en la moción, los siguientes artículos:

Artículo 1°, mediante el cual se autoriza erigir un monumento en la comuna de Lo Espejo, en memoria de Víctor Jara Martínez

Artículo 2°, que se refiere al modo que se financiarán las obras, lo que será mediante donaciones privadas y erogaciones populares obtenidas mediante colectas públicas; 

Artículo 3°, por el que se crea un fondo para recibir las erogaciones que se señalan; y 

Artículo 5°, que contiene las funciones que tendrá la comisión especial que se crea en el artículo 4°, tendientes a materializar la obra.

Indicaciones introducidas

1.-En el artículo 4°

a) Respecto de este artículo mediante el que se crea una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley y se señala su integración, la diputada señora Maya Fernández, propuso agregar en la nómina “a un representante de las organizaciones culturales de la comuna de Lo Espejo”. Al respecto, los demás integrantes presentes en el debate, diputados Arriagada, Espinosa, Farías, Poblete (Presidente),Teillier y Torres apoyaron plenamente la indicación y la suscribieron conjuntamente con su autora porque estuvieron contestes en que es coherente puesto que incorpora a representantes de la comunidad donde se emplazará el monumento y sobremanera, de las organizaciones culturales de la comuna, es decir, de la gente sencilla con las cuáles se relacionó y trabajó su arte Víctor Jara lo quesin duda suma en la búsqueda de la mejor decisión en la concreción de la obra.

b).- Del mismo modo, la Comisión acordó, reemplazar en la integración, al “representante del Alcalde de la comuna de Lo Espejo”, por el propio alcalde, o quien lo represente”, porque estimaron que deja abierta la posibilidad de que sea la autoridad comunal la que primeramente integre la Comisión, y, en su caso, designe a quien crea conveniente.

Puestas en votación, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes señalados. 

El artículo 4°, a su vez, en los términos descritos, fue aprobado por la unanimidad de nueve de sus integrantes presentes, señora Fernández y señores Arriagada, Espinosa, Farías, Poblete (Presidente), Rathgeb, Teillier, Torres y Urrutia, don Ignacio.

2.- En el artículo 6°.-

Respecto de este artículo que se refiere al destino de los eventuales excedentes que pudieran resultar de las erogaciones recibidas una vez concluidas las obras, la diputada Fernández presentó, en conjunto con los integrantes de la Comisión señores Arriagada, Espinosa, Farías, Poblete (Presidente), Rathgeb, Teillier y Torres, una indicación para explicitar que éstos, sean destinados a la Fundación Víctor Jara, cuestión que estimaron de plena justicia.

Puesto el artículo en votación, con la indicación explicada, fue aprobado por la unanimidad de nueve de los integrantes presentes, señora Fernández y señores Arriagada, Espinosa, Farías, Poblete (Presidente), Rathgeb, Teillier, Torres y Urrutia, don Ignacio.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, de conformidad con el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en la comuna de Lo Espejo, en memoria del músico, cantautor y dramaturgo don Víctor Jara Martínez.
Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un diputado autor de la moción que le dio origen, elegido por la mayoría de ellos dentro de los sesenta días siguientes a su publicación; un representante de la Fundación Víctor Jara; un representante del Partido Comunista de Chile; el secretario ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, el alcalde de la comuna de Lo Espejo o quien lo represente, y un representante de las organizaciones culturales de la misma comuna.

La comisión elegirá un presidente de entre sus integrantes y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y forma en que se verificarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, y realizar las gestiones pertinentes destinadas a que éstas se efectúen.


b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, preferentemente en el lugar que las organizaciones vecinales y culturales de Lo Espejo solicitan sea declarado “Sitio Histórico de la Memoria”, en coordinación con el alcalde respectivo, la Fundación Víctor Jara y el Consejo de Monumentos Nacionales; y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N°17.288, sobre Monumentos Nacionales.


c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo.


d) Administrar el fondo creado en el artículo 3°.

e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.

f) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, serán destinados a la Fundación Víctor Jara.

-o-

Se designó Diputado Informante al señor Guillermo Teillier del Valle.

Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión celebrada el 23 de julio de 2015, con asistencia de la señora diputada y señores diputados que a continuación se indican: Claudio Arriagada Macaya; Marcos Espinosa Monardes; Ramón Farías Ponce, Maya Fernández Allende, Roberto Poblete Zapata (Presidente), Jorge Rathgeb Schifferli, Guillermo Teillier del Valle, Víctor Torres Jeldes e Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 28 de julio de 2015

(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión”.
11. Proyecto iniciado en moción, de los diputados señores Flores, Andrade, Campos, Chahin, Fuentes, Morano, Saffirio, Soto, Trisotti y Ulloa, que
“Modifica los artículos 261 y 269 del Código Penal para sancionar a quienes maltraten de obra a funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones
fiscalizadoras.”. (boletín N° 10208-07)

“De los hechos 

En el marco de una fiscalización de rutina, funcionarios de Sernapesca de Íloca incautaron un camión con 3 mil 500 kilos de merluza extraída ilegalmente, los sujetos involucrados en el ilícito atacaron a efectivos de carabineros, personal del Sernapesca y del Servicio Nacional de Salud, quienes se debieron resguardar en dependencias policiales, y que luego otro grupo de desconocidos los atacó con objetos incendiarios en las dependencias del Servicio de Pesca de dicha ciudad; frente a esta situación, los inspectores tanto de Sernapesca como la Autoridad Sanitaria debieron resguardarse en el nuevamente en el recinto policial.

Los hechos relatados se suman a otros atentados y ataques sufridos por Sernapesca en distintas regiones del país, como en la región del Maule, en donde la Dirección Regional resultó prácticamente destruida, los antecedentes fueron puestos a disposición del Consejo de Defensa del Estado, para que se tomaran las medidas persecutorias correspondientes. La autoridad frente a estos hechos indicó que:

“Los funcionarios cumplen un rol público que es garantizar la sustentabilidad de la actividad pesquera, la que se ve amenazada por el actuar irresponsable de quienes practican la pesca ilegal, extrayendo recursos sin declararlos y compitiendo deslealmente con aquellos pescadores que sí tienen un compromiso con la pesca sustentable.Este grupo además tiene un comportamiento delictual que como institución no vamos a tolerar y protegeremos a nuestros funcionarios reforzando nuestras medidas de seguridad, y exigiendo todo el rigor de la ley para los responsables de estas agresiones”.

Considerando:
1. Que, nuestro ordenamiento jurídico otorga a los órganos de la administración del estado facultades fiscalizadoras, potestades que son delegadas en funcionarios públicosllamados a proteger el normal ejercicio de la función pública, su misión es servir a los intereses generales de la nación, por cuanto la correcta actuación de ella se ve manifestada en la fiscalización, actividad que se ve afectada muchas veces por conductas delictivas de losparticulares, quienes atentanen contra del normal desenvolvimiento del rol fiscalizador dañando tanto a los funcionarios como a la propiedad del fisco.
2. Que, los casos de agresiones cometidos por los particulares en contra de los fiscalizadores de los órganos del Estado, son sin duda más frecuente de lo que se espera y el daños producido no se condicen con la escasa reacción penal, puesto que, cuando los hechos llegan a conocimiento de los Tribunales de Justicia, la mayoría son calificados como “meras faltas en contra de las personas”, cuya sanción aplicables corresponde a una “simples multas”, lo que sin duda no garantiza la integridad de los funcionarios público y atenta contra su dignidad.
3. Que, para sancionar los delitos de esta especie se ha intentado calificar penalmente las agresiones cometidas en contra los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, usando el criterio establecido para los “atentados contra la autoridad”, conforme a lo indicado en el artículo 261 numeral 2°, del Código Penal, basado fundamentalmente en que los hechos punitivos corresponden a un acontecimiento violento en contra de la autoridad y sus agentes cuando éstos están en ejercicios de sus funciones, la norma indica que:
“Los que acometen o resisten con violencia, emplean fuerza o intimidación contra la autoridad pública o sus agentes, cuando aquélla o éstos ejercieren funciones de su cargo”.

Ésta disposición legal, debe relacionarse con lo dispuesto en el artículo 262 del mismo cuerpo legal, figura que debe ser invocada por el ente acusador, esto es: 

“Los atentados a que se refiere el artículo anterior serán castigados con la pena de reclusión menor en su grado medio o multa de once a quince unidades tributarias mensuales (…), 

1° si la agresión se verifica a mano armada.

2° Si los delincuentes pusieran manos en la autoridad o en la persona que acudieren a su auxilio. 

3° Si por consecuencia de la coacción la autoridad hubiere accedido a las exigencias de los delincuentes (…) sin estas circunstancias la pena será reclusión menor en su grado mínimo o multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.”
Sin embargo este criterio ha sido rechazado por los Tribunales de Justicia, toda vez que, han fundamentado su fallo en que el atentado es una agresión a la persona o a los bienes de los funcionarios constituidos en dignidad o autoridad, y es válido precisar que los casos presentados para su enjuiciamiento se tratan de infracciones contra aspectos funcionales o administrativos.

Cabe precisar que los Tribunales de Justicia, han condenado delitos de esta especie, como delito de “lesiones menos graves” previsto y sancionado en el artículo 399 del Código Penal.
En virtud de lo anteriormente expuesto,los parlamentarios que suscribimos venimos en proponer el siguiente Proyecto de Ley.

Idea Matriz del Proyecto

Que, el maltrato de obra es una institución aplicable a Carabineros de Chile y actualmente a Bomberos de Chile, se ha establecido como elemento de protección legal lo que para el caso concreto parece de toda justicia social. El proyecto de ley que proponemos tiene por objeto penalizar, todo tipo de agresiones cometida en contra de funcionarios públicos que con ocasión de dar cumplimiento a sus funciones fiscalizadoras, son objeto de maltrato de obra, incorporando y/o agravando las sanciones contenidas en el Código Penal, mediante un tipo penal especial, “de presidio menor en cualquiera de sus grados, esto es de 61 días a 5 años”.
PROYECTO DE LEY

Agréguese el nuevo inciso 3°, al artículo 269 del Código Penal, en el siguiente texto:
“Incurrirán en la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados quienes maltraten de obra a funcionarios públicos con ocasión del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras”.
Agréguese el nuevonumeral 3°, al artículo 261 del Código Penal el siguiente texto:
“Asimismo quienesmaltratende obra a funcionarios públicos con ocasión del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, serán sancionados con la penaestablecida en el artículo 269 inciso 3° del Código Penal”.
12. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Norambuena, Hasbún, Hernández, Macaya, Melero, Morales y Ward, y de las diputadas señoras
Hoffmann, Nogueira y Turres, que “Modifica la ley N° 18.290, de tránsito, para establecer como sanción gravísima el utilizar indebidamente estacionamientos destinados a vehículos para personas con discapacidad.” (boletín N° 10211-15)

I. IDEAS GENERALES.

Sin lugar a dudas la igualdad de oportunidades constituye una de las temáticas más trascendentes existentes en una sociedad. Su promoción forma parte del programa de todas las candidaturas presidenciales encontrándose presente en los debates propios de la agenda pública de una forma permanente. En este contexto la igualdad debe ser concebida en términos amplios y no solamente como una cuestión puramente económica o material, implica además una cultura una concientización social que requiere de la participación de todas las personas, de todas las entidades presentes en la sociedad, promoviendo con ello mayores niveles de cohesión y promoción social.

En este sentido uno de los tópicos emblemáticos en materia de igualdad lo ha constituido la discapacidad, un aspecto de nuestra sociedad que sólo en las últimas décadas ha tomado relevancia pública y que sin embargo constituye un tema que de suyo reviste trascendentes connotaciones en todos los sentidos. 

Bajo este prisma el Estado de Chile ha dado importantes pasos en aras a establecer condiciones y espacios de mayor integración de las personas con grados de discapacidad integrándolos a la vida pública en Chile, promoviendo con ello su reconocimiento como sujetos sociales sin distinciones. Tales pasos en la actualidad implican reconocimientos de ordenmaterial plasmados en el establecimiento de infraestructura especialmente diseñada para estas personas, tales como ramplas especiales o acceso preferente en los servicios públicos, hecho que también se ha extendido a instituciones privadas, pero también han existido pasos a nivel institucional lo que a través del aporte del Servicio Nacional para la Discapacidad, ha constituido un pivote para la creación normativa de múltiples iniciativas tendientes a hacer carne este principio de igualdad en nuestra sociedad.

En esta línea la existencia de lugares especiales para personas con discapacidad constituye precisamente esa forma de promover la plena integración de estas personas en la sociedad, compensando sus dificultades físicas mediante un apoyo concreto que nivele sus desventajas iniciales. 

Uno de los ejemplos por el cual se establece un privilegio a estas personas a partir de su condición física son los estacionamientos destinados a discapacitados presentes en todos estos lugares y cuya finalidad es facilitar el acceso de estas personas a tales aparcaderos. Nuestro país en este sentido ha sido por regla general respetuoso de estas reglas de igualdad, denunciando mayoritariamente a quienes no respetan tales normativas, pero que sin embargo a lo anterior continúan cometiéndose.
II. CONSIDERANDO.

1.- Que, de acuerdo a la ley 20.422 que establece normas sobre Igualdad de Oportunidad e inclusión Social de Personas en situación de discapacidad se consagra el deber general de habilitar estacionamientos para el uso exclusivo de personas con discapacidad, normativa que es reforzada por lo previsto en la propia ley del tránsito que establece como infracción grave y menos grave ocupar o estacionarse en lugares expresamente establecidos para este segmento de nuestra sociedad.

2.- Que, lo anteriormente indicado implica promover criterios de accesibilidad con el objeto de otorgarles mayores niveles de autonomía en todos los ámbitos de la vida, razón por la cual quienes entorpezcan estas finalidades a través de infracciones a la ley del tránsito incumple algo más que una infracción legal. En efecto con ello se trasgrede una cultura de entendimiento y promoción que debe ser suscrita por la generalidad de las personas.

3.- El artículo 200 número 28 de la ley del tránsito establece como una infracción grave el usar indebidamente estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad; por su parte el artículo 201 en su número 1 señala como infracción menos grave estacionar en un espacio destinado a vehículos para personas con discapacidad, sin derecho a ello.

4.- Que, ante esto pensamos que esta normativa debe constituir un hecho que requiera de un estándar de reprochabilidad mayor y que bajo esta perspectiva debe ser entendida como una infracción gravísima.

5.- Que en este sentido, creemos que un mayor nivel de sanción implicará mayores niveles de cumplimiento, promoviendo eficazmente el respeto a este sector de nuestra sociedad. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

La presente iniciativa establece como infracción gravísima el hecho de estacionarse o detenerse, como asimismo usar indebidamente aquellos lugares destinados exclusivamente al estacionamiento de personas discapacitadas.

IV. PROYECTO DE LEY.

Artículo Único: Incorpórese un nuevo número 3 en el artículo 199 de la ley 18.290 sobre el Tránsito de la siguiente manera:

“Utilizar indebidamente o estacionarse en un espacio destinado a vehículos para personas con discapacidad, sin derecho a ello”.
13. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Morales, Coloma;
Gutiérrez, don Romilio; Hasbún, Hernández, Macaya, Melero, Trisotti,
Urrutia, don Osvaldo, y Ward, que “Modifica la ley N° 19.327, sobre derechos y deberes en los espectáculos de fútbol profesional, para obligar a los
organizadores de tales espectáculos a contar con avisos que señalen las sanciones a que se encuentran expuestos quienes infrinjan la citada ley.”.
(boletín N° 10210-29)

I. IDEAS GENERALES.

Desde una perspectiva histórica nuestro país se ha caracterizado por una coexistencia pacífica entre sus ciudadanos de tal manera que frente a algún suceso que pueda afectar esa paz social existe todo un aparato estatal encargado de reprimir todo hecho atentatorio a esta paz o tranquilidad. En este sentido la conformación de una policía altamente profesional como es carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones y nuestros tribunales de justicia, hacen que nuestro sistema procesal penal sea un modelo de acción para varios países a nivel mundial. Sin embargo también es posible advertir que la población en nuestro país ve con profunda preocupación el aumento de los índices de delincuencia a nivel nacional, fenómeno que se ha convertido en uno de los asuntos más relevantes existentes en la agenda nacional. 

Pues bien, lamentablemente este flagelo de la delincuencia también se ha extendido a ámbitos que hasta hace 20 o 30 años se encontraban exentos de esta actividad delincuencial y que por cierto ha permeado el actuar de las personas, nos referimos específicamente a la cuestión de la violencia en los estadios de nuestro fútbol profesional. En efecto, si en los años 60, 70 y 80 este deporte congregaba a masas, sin siquiera atisbos de violencia delictual en los estadios, actualmente pareciera ser que mientras más personas estén en un recinto deportivo, mayores serán las posibilidades de encontrarnos con hechos delictuales en los estadios. De alguna manera esta triste realidad es plasmada en la nueva ley sobre derechos y deberes de las personas en los espectáculos del fútbol profesional, al autorizar la presencia de un fiscal en aquellos partidos considerados como de “alto riesgo”.

 Bajo esta lógica el aumento de la delincuencia asociada al fútbol constituye acontecimientos particularmente dañosos para la sociedad, toda vez que se generan en un contexto de diversión, participación ciudadana y esparcimiento, una actividad inclusiva de toda la sociedad chilena. 

Todo lo anterior ha originado el establecimiento de una normativa especial que criminaliza los actos de violencia en los estadios los que claramente constituyen hechos que empañan el espectáculo deportivo desincentivando el desarrollo del fútbol como actividad social y participativa.

II. CONSIDERANDO.

1.- Que, una vez establecidas las penas y sanciones para quienes trasgrediendo las normas sobre convivencia vinculadas a los espectáculos de fútbol, se hace necesaria la implementación de una serie de medidas destinadas a asegurar que las finalidades perseguidas por el legislador sean efectivamente palpables, asegurando a los asistentes la seguridad en tales eventos.

2.- Que, creemos que una de las medidas destinadas precisamente a concientizar a los hinchas acerca de los efectos que implica la comisión de delitos de violencia y desórdenes en los estadios lo constituye la información, más allá de lo que un ciudadano medianamente informado puede recabar de los medios de comunicación.
3.- Que, así las cosas la presente moción apunta a establecer a modo de obligación de los organizadores del evento deportivo el indicar con toda precisión, los efectos que implica trasgredir la normativa penal que regla los actos de violencia en los estadios de nuestro fútbol profesional.

4.- Que la medida enunciada constituye una política de uso corriente en otros países, tales es el caso de Italia quienes antes de los encuentros deportivos se advierte de los efectos que implica la ejecución de actos que van en contra de las normas de conducta que reglan los espectáculos del fútbol italiano. La referida norma también es extensible a España, Inglaterra y Alemania.
III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

La presente iniciativa apunta a señalar los efectos que implica la trasgresión de la normativa referente a los derechos y deberes de las personas en los espectáculos, fundamentalmente en materia de violencia en tales recintos deportivos.

La presente moción establece como deber de los organizadores del espectáculo este hecho, para lo cual se deberá indicar con toda precisión cuáles serán los efectos jurídicos que actos delictuales acarrearán para los infractores.

IV. PROYECTO DE LEY.

Artículo Único: Incorpórese en el artículo 5° de la ley 19.327 sobre Derechos y Deberes en los Espectáculos de Fútbol Profesional una nueva letra h) pasando la actual letra h) a ser i) de acuerdo al siguiente texto:
“disponer en los recintos deportivos de avisos que señalen las principales sanciones a que se encuentran afectos las personas que infrinjan esta ley”.
14. Informe sobre la participación del diputado señor Roberto León,
Presidente del Grupo Latinoamericano y del Caribe de la Unión
Interparlamentaria (GRULAC), en el Encuentro Parlamentario sobre
“Democracia y Desarrollo”, con motivo de la VIII Conferencia Ministerial
“Comunidad de las Democracias”, efectuado en la República de El Salvador, los días 22 y 23 de julio de 2015. 

“Honorable Cámara.

Tengo a honra informar acerca de la participación que me correspondió desempeñar como Presidente del Grupo Latinoamericano y del Caribe (GRULAC), de la Unión Interparlamentaria, enel Encuentro Parlamentario sobre “Democracia y Desarrollo”, efectuado enla República de El Salvador, losdías 22 y 23 de julio de 2015.

Cabe señalar que desde 2012, El Salvador ejerce la Presidencia Pro Tempore en “La Comunidad de las Democracias”, lo que le ha permitido consolidar su política exterior y estrechar vínculos con la sociedad civil, el sector privado y el parlamentario.
La Comunidad de las Democracias fue fundada en el año 2000 y es una coalición mundial intergubernamental de Estados, que reúne a los Gobiernos, sociedad civil y sector privado con el objetivo de fortalecer normas democráticas e instituciones a escala mundial.
I. INAUGURACION

El Encuentro Parlamentario sobre Democracia y Desarrollo, fue inaugurado por el Vicepresidente de la Asamblea Legislativa, diputado señor Guillermo Gallegos, quien expresó se buscaba el apoyo a las normas democráticas y el fortalecimiento de las instituciones en todo el mundo.De esta forma expresó que: “Es una muestra de nuestro compromiso con la búsqueda de consenso, y acciones como parlamentarias y parlamentarios, en sinergia con los demás actores del Estado hacia un desarrollo integral y equitativo de nuestros pueblos”.
Por su parte, el Vicepresidente de la Asamblea Legislativa, diputado señor Santiago Flores, señaló que los temas en discusiónrevestían suma importancia para los países que participan en el evento “Democracia y Desarrollo”. En este sentido, preciso que:”Las temáticas y enfoque, en discusión vendrían a preservar la democracia en nuestros países, garantizar el respeto de los derechos humanos y atender los desafíos para el desarrollo incluyente y la cohesión social”.
A su vez, el Viceministro de Relaciones Exteriores, Promoción Económica e Integración, señor Carlos Castañeda manifestó que el encuentro permitiría conocer las experiencias de otros países, así como los retos a los que se enfrentan los parlamentos, en cuanto a la creación de legislación  no sólo para la preservación de la democracia, sino que también paragarantizar los derechos humanos.
Al respecto, Matías Eorsi,representante de la Secretaría Permanente de la Comunidad de las Democracias, añadió que la reunión tenía una importancia histórica, ya que se discutirían temas de interés común y que la resolución que fuera adoptada, constituiría un referente para cientos de parlamentos a escala mundial.
Durante el evento se desarrollaron diversospaneles en temas relacionadascon: la contribución de los parlamentos en la preservación de la democracia; el rol de los parlamentos en la garantía de los Derechos Humanos, como pilar del desarrollo y de la democracia; desafíos parlamentarios para el desarrollo incluyente, cohesión socialy sobre las migraciones.
En forma paralela al encuentro, se llevaron a cabo foros con diferentes actores de la sociedad civil, en los que se abordaron diversas temáticas como juventud, el rol de la empresa privada, democracia, desarrollo con un enfoque global.
II. AGENDA.

A.- Encuentro Parlamentario sobre Democracia y Desarrollo.
En cuanto al encuentro propiamente parlamentario, se discutió acerca de:
-La contribución de los Parlamentos en la preservación de la democracia.
-Rol de los Parlamentos en la garantía de los Derechos Humanos como pilar fundamental del desarrollo y de la democracia.
-Iniciativas legislativas y nuevos mecanismos para el desarrollo incluyente y la cohesión social.
Asimismo, se llevaron a cabo mesas de trabajo, que analizaron e intercambiaron puntos de vista sobre:
-Estrategias legislativas y mejores prácticas para el desarrollo en democracia.
-El fortalecimiento de las legislaciones culturales y creativas hacia una sociedad del conocimiento.
-La igualdad de oportunidades, atención de grupos vulnerables y la equidad de género como pre requisito para el desarrollo incluyente y la cohesión social.
a) Dentro de este esquema, nos correspondió ser panelista en el tema “La contribución de los Parlamentos en la prevención de la democracia”, donde la intervención fue del siguiente tenor:
“La transparencia de nuestras instituciones y procedimientos públicos se ha consolidado como un valor que sustenta a toda arquitectura democracia moderna y cuyo fortalecimiento depende de la más amplia promoción que se haga de ella. 
En efecto, la publicidad de los actos y del uso de los recursos, particularmente en el ámbito público, constituye en la actualidad el principal mecanismo de control y fiscalización sobre el ejercicio del poder y la actividad pública, en vistas a prevenir o detectar usos abusivos.
De igual forma, la promoción de la transparencia junto con motivar a una mayor participación ciudadana en los asuntos públicos por la vía de la fiscalización y el control, colabora a disminuir las posibilidades de corrupción y prácticas encubiertas y dolosas. En este sentido, el derecho de acceso a la información pública se consolida como un verdadero activo en favor del capital democrático de las instituciones en nuestros países así como también exige a nuestros ciudadanos una actitud participativa y consciente de sus derechos. 
Lo anterior explica por qué los últimos acontecimientos que han sido puestos en conocimiento de la opinión pública chilena en particular, y que se refieren a hechos y actuaciones que cuestionan la estrecha relación que existe entre la actividad política y los negocios, han cuestionado seriamente la fe pública y la confianza ciudadana sobre las instituciones del Estado y los intereses del mundo privado en Chile.
Mi país se encuentra en este momento en una profunda reflexión acerca de la legitimidad de sus instituciones democráticas con el fin de fortalecerlas y dar pasos concretos en busca de mayor fiscalización y transparencia de la política y sus procedimientos, así como también de regular su relación con el dinero y los negocios, de manera de establecer fronteras claras y conocidas por todos los actores, con el objeto de asegurar a toda la ciudadanía que los recursos públicos se administran responsablemente y los legítimos intereses privados son encausados por las vías correspondientes e institucionales. 
A continuación se presentaron las principales iniciativas que en materia de transparencia y probidad se han impulsado durante los últimos años en Chile, tanto por el Ejecutivo como por el propio Congreso Nacional. En primer lugar una breve relación de aquellas medidas que ya han sido implementadas y luego de aquellas que están en proceso de culminación.

Dentro de las medidas, podemos destacar las Leyes N° 19.653 sobre probidad administrativa y N° 19.880 que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado. Estas normas consagran el deber de ejercer la función pública con transparencia, de manera de permitir y promover el conocimiento por los ciudadanos de los “procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella”. En virtud de este deber, se dispone como regla general, la publicidad de los actos administrativos, contemplándose un procedimiento reglado para acceder a la información de carácter público.

Asimismo, la Ley N° 20.285 de Transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, regula el principio de transparencia de la función pública y el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado, estableciendo el procedimiento a través del cual es posible hacer efectivo este derecho y su protección, a la vez que limita con claridad las excepciones a la publicidad de la información. Sus normas son aplicables a los órganos y autoridades que integran la Administración del Estado, pero por extensión que realiza la propia ley a través de sus artículos transitorios, resulta también aplicable, con las particularidades que son definidas para cada caso, a otras instituciones públicas, como son el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, la Justicia Electoral, los Tribunales que integran el Poder Judicial o el propio Congreso Nacional.

Cabe destacar además, la Creación del Consejo de la Transparencia, creado como corporación autónoma de derechos público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y que tiene por objeto promover la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y garantizar el derecho de acceso a la información. Este Consejo administra el Portal Transparencia Chile, cuyo objeto es proveer de manera gratuita de una plataforma tecnológica que permita dar efectividad a las obligaciones que en materia de acceso a la información pública impone la ley.
El Sitio Gobierno Transparente, administrado por la Unidad de Modernización y Gobierno Electrónico del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, facilita el acceso a información de transparencia activa del Gobierno, en un mismo formato y a través de un único sitio. En la actualidad, está integrado por un directorio de instituciones que ofrece información relativa a más de 300 servicios públicos, y ofrece también un buscador de información.
Muy relevante ha sido la entrada en vigencia de la Ley N° 20.730 que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios. Esta ley tiene por objeto regular la publicidad de las actividades de lobby o de gestión de interés particular. En este sentido, exige a los denominados sujetos pasivosde estas conductas, el deber de mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia. La norma dispone la creación de registros de agenda pública, a través de los cuales se busca dar publicidad a las audiencias y reuniones sostenidas por los sujetos pasivos (que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares), a los viajes realizados por los mismos en ejercicio de sus funciones, y a los donativos oficiales o protocolares que éstos recibieren con ocasión de este ejercicio. Regula también la creación de un registropúblico de lobbistas y de gestores de intereses particulares, por cada órgano o institución.
Por su parte, nuestro Congreso Nacional también asume un ejercicio de Transparencia Activa puesto que se encuentra igualmente sujeto al principio de transparencia. Por este motivo los sitios electrónicos de ambas Cámaras, no sólo cuentan con un apartado especialmente dedicado a la materia, sino también publican información relacionada con la asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y comisiones, las votaciones y elecciones en las que participan, así como las dietas y demás asignaciones monetarias que perciben. Igualmente, en estos sitios se incluyen las declaraciones de intereses y de patrimonio de cada uno de los legisladores, a las que éstos se encuentran obligados por ley.
Debemos destacar también el compromiso con la Transparencia Pasiva en el Congreso Nacional, la que contempla, de acuerdo a la ley, que los reglamentos de ambas Cámaras deben contemplar mecanismos para dar respuesta a los requerimientos de información que formulen los ciudadanos. De igual modo, la norma asignó a las Comisiones deÉtica de cada Cámara la responsabilidad de resolver los reclamos que formulen los ciudadanos ante la negativa de entrega de información, e incorporó disposiciones sobre ética y determinación del monto, administración y control de las asignaciones para la labor parlamentaria. Esta misma ley creó el Consejo Resolutivo de AsignacionesParlamentarias y el Comité de Auditoría Parlamentaria, como instancias encargadas de transparentar los recursos al interior de las corporaciones del Congreso.
El 10 de marzo de este año, la Presidenta de la República anunció la creación del Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción cuyo objeto era “proponer un nuevo marco normativo, que permita el cumplimiento efectivo de los principios éticos, de integridad y transparencia, en sus aspectos legales y administrativos para lograr el eficaz control del tráfico de influencias, prevención de la corrupción y de los conflictos de interés en los ámbitos de los negocios, la política y el servicio público, así como en la relación entre éstos”. La instancia, en cumplimiento de su mandato, entregó un Informe Final en abril pasado, en el cual se contiene un diagnóstico de la situación, el cual se acompaña de una serie de propuestas en ámbitos relacionados con la prevención de la corrupción, la regulación de los conflictos de interés, el financiamiento de la política, la confianza en los mercados y la integridad, ética y derechos ciudadanos.
En la actualidad, las autoridades de gobierno en Chile se encuentran en plena consolidación y funcionamiento de una Agenda para la Transparencia y la Probidad en los Negocios y la Política. A través de un sitio web se da a conocer a la ciudadanía el conjunto de medidas administrativas y de iniciativas legislativas que se están llevando adelante en materia de transparencia y probidad, indicando en cada caso cuales de estas medidas han sido cumplidas y cuáles se encuentran en proceso. Al efecto, distingue dos tipos de medidas, las relativas a negocios y las relacionadas con la política. Entre las medidas ya en marcha se encuentran: la publicación de la lista de lobbistas registrados; publicación de un código de buenas prácticas para lobbistas; desarrollo de un sistema preventivo anti lavado de dinero y anticorrupción en los servicios públicos; implementación durante el segundo semestre de 2015 de un Plan Nacional de Formación Ciudadana y Derechos Humanos en 500 establecimientos públicos de educación del país; perfeccionamiento de la normativa reglamentaria de compras públicas para fortalecer la exigencia de probidad por parte d ellos compradores públicos, etc.
Por último, una iniciativa inédita en la historia republicana de Chile lo constituye la “Rendición anual de cuenta por parte del Congreso Nacional”, iniciativa parlamentaria promulgada el pasado 13 de julio, que introduce la idea de “rendición de cuenta” como principio básico de la función pública, conforme la cual se busca que año a año el Presidente del Senado junto al Presidente de la Cámara de Diputados rindan cuenta pública al país, en sesión de Congreso Pleno, de las actividades realizadas por sus respectivas corporaciones e integrantes en el cumplimiento de sus funciones.
La primera Cuenta Pública del Congreso se realizó el pasado día 21 de julio.
Entre las medidas en vías de implementación, es preciso destacar el Reconocimiento constitucional del principio de transparencia y del derecho de acceso a la información pública. Esta iniciativa persigue sustituir el inciso primero del artículo 8° de la Constitución Política de la República, estableciendo como condicionante del ejercicio de la función pública el deber de dar estricto cumplimiento al principio de probidad, transparencia y acceso a la información pública en todas sus actuaciones. Además, plantea incorporar en el ámbito de los derechos y deberes constitucionales, en lo relativo a la libertad para emitir opinión e informar, un nuevo inciso por el cual se consagra el derecho de toda persona a buscar, requerir y recibir información pública.
Del mismo modo, especial relevancia se le asigna al proyecto sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia presentado por el Ejecutivo, que impulsa diversas medidas tendientes a fortalecer la democracia. 
Entre éstas se cuentan disposiciones relativas al financiamiento electoral y de los partidos políticos, normas relativas a las campañas y propaganda electoral en espacios públicos, así como el fortalecimiento del Servicio Electoral.
Por último es preciso mencionar unproyecto en discusión parlamentaria, acerca de la cesación en el cargo por infracción a las normas de transparencia, presentado también por el gobierno y que regula la cesación de los cargos de elección popular que carecen de facultad legislativa, es decir, no aplicable a Diputados y Senadores, en caso de defraudación a las normas de financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral. Proyectoque ha sido refundido con el contenido en otra iniciativa quese refiere a la misma figura de cesación en el cargo, pero respecto de los parlamentarios, Diputados y Senadores, que hayan financiado de manera fraudulenta su campaña electoral.
Al término de la intervención, formularon un llamado a profundizar el diálogo y la amistad en la diversidad.
b) Herramientas Innovadoras para Fortalecer la Democracia: Iniciativas Globales para la Transparencia.
Con el objeto de garantizar, los derechos individuales, el bienestar de los pueblos, obtener una convivencia pacífica y tolerante entre los ciudadanos, así como la inclusión de éstos en la toma de decisiones, se analizó y discutió acerca de la “Contribución de los Parlamentos en la Preservación de la Democracia”,donde participaron como panelistas representantes del Parlamento de Malta, del Congreso de los Diputados de España, donde me correspondió representar al Grupo Latinoamericano y del Caribe, en mi calidad de Presidente de dicho grupo geopolítico al interior de la Unión Interparlamentaria, en los términos siguientes:
“Agradezco la oportunidad de compartir con ustedes estos pensamientos sobre los retos que enfrentan nuestros Parlamentos, para preservar y más aún, fortalecer los sistemas democráticos. Es un tema capital para todos nosotros, en tanto representantes de nuestros ciudadanos, para asegurar un futuro de derechos, de bienestar y convivencia pacífica a nuestras sociedades. 
La instancia que nos cobija, la “Comunidad de las Democracias”, es una muestra de los avances que la idea democrática ha hecho en las últimas décadas en nuestros países y, sin embargo, no podemos ni debemos bajar la guardia en cuanto a la necesidad permanente de reforzar la gobernabilidad democrática. 
Tengo el honor de presidir el Grupo Latinoamericano y Caribeño (GRULAC) de la Unión Interparlamentaria (UIP), institución más que centenaria que siempre ha tenido por norte la promoción de la democracia representativa y el rol central de los Parlamentos, impulsando su consolidación en todos los continentes. En ese entendido, en los últimos años hemos venido reflexionando sobre los retos que enfrentan las democracias actuales y, en ese contexto, también los Parlamentos como la máxima institución representativa de la pluralidad de las sociedades. 
En el marco de la UIP se adoptó hace casi dos décadas la “Declaración Universal sobre la Democracia”, proclamando a ésta como “un ideal universalmente reconocido” que recoge los valores de la dignidad humana, la justicia social y los derechos humanos fundamentales. Al mismo tiempo, destacó que la democracia es una forma de gobierno que se orienta a concretar dicho ideal y tiene la virtud de ser “el único sistema político capaz de corregirse a sí mismo”. 

Precisamente por esas virtudes, hemos luchado denodadamente para tener sistemas políticos democráticos en nuestros países durante muchos años. Y lo hemos conseguido. 
Actualmente, en nuestra región, como en gran parte del mundo, prevalecen las democracias representativas, celebramos elecciones regularmente y, en términos generales, en condiciones limpias. Pero, sin embargo, nos encontramos en una situación paradójica: a la consolidación de los sistemas democráticos le ha seguido, cada vez con más fuerza, una creciente desafección y desconfianza ciudadana respecto a las instituciones políticas que permiten el funcionamiento de esas mismas democracias. 
Las cifras que arrojan diversos estudios de opinión, muestran esta misma realidad. De acuerdo a los datos más recientes del Latinobarómetro, el apoyo a la democracia se ubica en torno al 56% en el promedio regional, pero llega casi al 80% si se la considera bajo la óptica de la vieja afirmación de Churchill de que “la democracia es el peor sistema excepto por todos los demás”. Pero, al mismo tiempo, un 57% de la población latinoamericana no está satisfecha con la democracia que hoy existe, la consideran bastante imperfecta o, lo que es lo mismo, muy perfectible. Es decir, sólo un 39% de los ciudadanos de nuestra región están hoy satisfechos con sus sistemas democráticos, algo que se replica en Europa con sólo un 38% de satisfacción con su democracia.  
A los Parlamentos, como institución central de la democracia, representativos de la pluralidad política y diversidad social de cada país, les compete un rol destacado para poner en práctica esa capacidad de autocorrección y mejora constante que caracteriza a los sistemas democráticos. Una parte significativa de su contribución tiene hoy que ver, por cierto, con mejorar los relativamente bajos niveles de aprobación que registran los propios Parlamentos. 
Parten de un buen piso, ya que más del 70% de los ciudadanos de la región, según la encuesta Latinobarómetro, reconoce su importancia como institución porque “la democracia no puede funcionar sin un Congreso Nacional”. Sin embargo, los niveles de confianza en el Parlamento de cada país fluctúan en torno al 30% y, en general, no superan el 50%. 
En algunos países, como Chile, debemos reconocer que hemos tenido un marcado descenso en la valoración ciudadana en los últimos cinco años, que hoy se sitúa alrededor del 20%. Más aún, según el estudio Auditoría a la Democracia liderado por el PNUD, casi el 50% de los ciudadanos chilenos tiene una valoración negativa del desempeño de las principales funciones parlamentarias, esto es, elaborar leyes y fiscalizar al gobierno, y esa cifra llega casi al 60% en cuanto a representar los intereses de las personas. 
Es imperioso que nos hagamos cargo de los retos que esta realidad nos plantea para dotar de renovada legitimidad al Congreso, y contribuir así a fortalecer la democracia. En el marco de la UIP, la comunidad parlamentaria mundial ha venido compartiendo experiencias e identificando desafíos comunes que requieren de una acción decidida para responder adecuadamente a las expectativas de la ciudadanía. 
En primer lugar, atender al reto de construir Parlamentos más representativos, que sean un espacio de expresión para las distintas corrientes de opinión de manera equitativa, y a la vez una instancia que regule las tensiones entre ellas y haga posible los acuerdos. Pero también debe dar cabida a la diversidad social, incluyendo a las minorías, y estableciendo mecanismos que faciliten la participación igualitaria de hombres y mujeres en la vida política y parlamentaria. De esta manera se logrará un enriquecimiento mutuo y de la propia vida democrática, lo que debe ser complementado con la creación de instancias que favorezcan un ejercicio del derecho a participar por parte de los ciudadanos, combinando la democracia representativa con la participativa. 
Por otra parte, se requiere que tengamos Parlamentos más accesibles a los ciudadanos, permitiendo enlazar con sus preocupaciones, necesidades y anhelos. De hecho, el estudio Auditoría a la Democracia nos muestra que los chilenos están convencidos que su Congreso presta escasa atención a sus demandas, ya que casi el 70% cree no probable o muy poco probable que éstas sean consideradas por aquél. Tenemos, por ello, un inmenso desafío de generar mayor cercanía con nuestros electores, no sólo en cada distrito sino también a través de diversos medios, y en especial las nuevas tecnologías, para que puedan interactuar más regularmente con nosotros, y nos hagan llegar sus ideas, inquietudes, y reivindicaciones a la sede parlamentaria. 
Además, nos debemos plantear el reto de la eficacia. Necesitamos mostrar a nuestros representados, quienes tienen aprehensiones sobre nuestro desempeño, que el Parlamento cumple con sus funciones eficazmente. Se requiere de una fiscalización más efectiva, y no sólo de impacto mediático, a la labor del gobierno, como también de una mejora en nuestra capacidad propositiva y de adopción de legislación, con un debate responsable, maduro y oportuno de las iniciativas de ley, que aporten a una mejor calidad de vida de las personas. En este sentido, con énfasis en reducir la pobreza y las desigualdades, contribuyendo a sociedades inclusivas, constituye a la vez un aporte al fortalecimiento de la democracia, ya que como ha sostenido el PNUD, la creciente frustración por la falta de oportunidades abona la pérdida de confianza en el sistema democrático. 
Por último, no podemos desconocer el impacto que las nuevas tecnologías, las TIC, tienen en la forma en que nos relacionamos con nuestros electores y, por cierto, en sus mayores exigencias en términos de rendición de cuentas. El mayor y más inmediato acceso a información, como también a opiniones, sobre el modo en que desarrollamos nuestra labor parlamentaria, se traducen en la demanda de un Parlamento más transparente, de lo cual debemos hacernos cargo. Si, tradicionalmente, la rendición de cuentas ocurría periódicamente en el marco de los procesos electorales, ahora se requiere hacerlo casi ‘en tiempo real’. 
Podemos y debemos aprovechar las TIC para informar a los ciudadanos sobre nuestro desempeño del cargo de representación, como también sobre la probidad de nuestra conducta parlamentaria. En nuestro Parlamento, por ejemplo, los sitios web cuentan con información relativa a la asistencia de cada legislador a las sesiones, de sus votaciones, de los proyectos de ley que ha patrocinado. Están disponibles para el público los datos respecto a remuneraciones, y declaraciones de ingresos y otros intereses de cada legislador. A través de los canales de televisión de cada Corporación se emiten las sesiones de Comisiones y de Sala, haciendo públicas así las deliberaciones parlamentarias. En fin, todas estas herramientas y otras muchas, permiten un mayor escrutinio de la labor del Parlamento, lo hacen más transparente, y permiten una rendición de cuentas más permanentes de diputados y senadores. 
Por cierto, en el mismo sentido, a nivel institucional destacar la primera Cuenta Pública del Congreso Nacional, entregada por los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados, el pasado 21 de julio, que contó con la asistencia de la Presidenta Bachelet, en que dieron cuenta del trabajo parlamentario del año y del uso de recursos públicos hecho por cada Corporación. 
Si queremos preservar y fortalecer la democracia, por tanto, debemos comenzar por tener un mejor Parlamento en todas estas dimensiones. Y, por cierto, una gobernabilidad más democrática de la sociedad nos permitirá avanzar a una sociedad más desarrollada e inclusiva”.
Posteriormente, y dentro del contexto de la reunión, formulamos un resumen de las principales ponencias durante la discusión.
En primer lugar, destacar lo señalado por el Diputado Guillermo Mata, miembro de Junta Directiva del Parlamento Salvadoreño, quiense refirió al  proceso de democratización de su país, el que se inició  a partir de la firma de los Acuerdos de Paz en 1992; donde recalcó la siguiente frase: “Consideramos que la democracia es un proceso, de continua y permanente evolución y que la democracia en sí misma no es lineal ni ascendente, sino que es una apropiación de posibilidades que se proporcionan en un momento determinado en cada país”.
Sobre lo cualacotamosque “resultaba   imperioso que como parlamentarios, nos hagamos cargo de los retos que la realidad plantea para dotar de renovable legitimidad a los congresos y contribuir así a fortalecer la democracia” y de esta forma potenciar los sistemas democráticos.

Por su parte, el Secretario de la Junta Directiva de la Asamblea Legislativa de El Salvador, Diputadoseñor David Reyes, explicó las funciones que deben cumplir los parlamentos en el mundo en el desarrollo de la democracia: “Un Congreso debe representar fielmente a los ciudadanos, legislar y ejercer la contraloría social, ser transparente, accesible y eficiente en el desempeño de sus funciones, así como en el respeto de las decisiones que tomen otros poderes del Estado.Finalmente, acotó que “un parlamento debe promover y asegurar el respeto a los valores democráticos y libertades individuales”.
En ese sentido, la Tercera Vicepresidenta del Congreso de los Diputados de España, señora  Dolores Monserrat, dijo que: “Las limitantes que los parlamentos tienen para fortalecer la democracia, se enmarcan en la corrupción y falta de representatividad de las minorías en la toma de decisiones, así como la falta de transparencia en los procesos estatales, por lo que es importante defender la búsqueda de concesos entre mayorías y minorías, en cuanto a las reformas de normas que rigen a la sociedad y la creación de un clima de diálogo como herramienta fundamental para la democracia”.
A su vez, el Presidente del Parlamento de Malta, señorÁngelo Farrugia, puntualizó que: “Todos debemos trabajar para garantizar los valores democráticos, para ello, es necesario garantizar igualdad de condiciones entre los ciudadanos, para el acceso a servicios públicos, libertad de expresión y contribuir equitativamente en la aplicación de la justicia”.
Subrayar que al término del debate, se produjo un interesante diálogo e intercambio de opiniones concluyendo que la esencia de los parlamentos en el mundo, es ejercer una democracia representativa.
Las temáticas abordadas por los distintos foros, fueron.



B.- Foro de la Juventud, Democracia e Inclusión Social
-La Democracia 2.0 ¿la ruta de mayor participación de los jóvenes en la Democracia?
-Más allá de la Política en materia de Juventud.
C.- Foro del Sector Privado: La Empresa Privada como Generador de Desarrollo
-El asocio público – privado para el Desarrollo Sostenible.
-El rol del sector privado en la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.
-Empleos de calidad: derechos humanos e inclusión laboral.
-Panel: Buenas prácticas empresariales (con base a los temas desarrollados).
El trabajo se distribuyó en mesas que se ocuparon de las siguientes temáticas:
-Sinergias importantes para el desarrollo y la democracia.
-Generación de diálogo público – privado para el desarrollo.
-Objetivos de Desarrollo Sostenible y empresas; negocios responsables y desarrollo.
-Generación de empleos de calidad.
D.-Foro de la Sociedad Civil: Retos y oportunidades de la democracia y el desarrollo desde la perspectiva de la sociedad civil.
-Transparencia, Gobierno Abierto y Contraloría Social en sociedades democráticas.
-Creando un entorno propicio para el desarrollo de la sociedad civil. Situación actual y recomendaciones.
-Desarrollando sociedades inclusivas para la democracia, atención a grupos vulnerables: Comunidad LGTBI, pueblos originarios, afro-descendientes y defensores de derechos humanos en riesgo.
-Forjandouna ciudadanía activa: el estado de la educación para la democracia.
-Se presentaron los resultados de los Paneles del Foro Virtual; Declaración Final y Hoja de Ruta del International SteeringCommittee 2015 -2017.
(Fdo.): ROBERTO LEÓN RAMÍREZ, Diputado de la República”.
15. Décimo quinto informe de la Dirección de Asuntos Internacionales acerca de las actividades del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, durante el mes de julio de 2015. 

“Honorable Cámara.

Tengo a honra informar acerca de las actividades del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, durante el mes de julio del año 2015, de conformidad con lo solicitado por Cancille-
ría en orden a mantener informada a la Corporación.

1.- Briefing sobre Bosnia y Herzegovina. Informó el Alto Comisionado de Derechos Humanos Sr. Zeid Ra’ad Al Hussein (Jordania). (Martes 7 de julio).

Antecedentes:

El propósito de esta reunión fue la conmemoración de los 20 años del genocidio de Srebrenica, y abordar medidas de prevención para evitar que crímenes como éste vuelvan a ocurrir en el futuro. Durante la guerra de los Balcanes en 1995, más de 8.000 musulmanes desarmados (hombres y niños) fueron asesinados por las fuerzas serbias de Bosnia.

El pasado 1 de julio, el Secretario General Ban Ki-moon recordó a las miles de víctimas que perdieron sus vidas en el genocidio, reconociendo la responsabilidad de la Comunidad Internacional en no haber sido capaz de proteger a tantas vidas inocentes. Resaltó que para lograr una real reconciliación es necesario descubrir la verdad, castigando a los responsables y para ello están trabajando comisiones investigadoras, además de la Corte Penal Internacional.

Se espera también que los miembros del CS discutan los proyectos de resolución presentados por Reino Unido y Rusia para conmemorar estos 20 años.   

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

2.- Briefing seguido de consultas sobre la Oficina de Naciones Unidas para África Occidental (Unowa). Informó el Representante Especial del Secretario General y Jefe de la Unowa, Sr. Mahammed Ibn Chambas (Ghana).

Antecedentes:

En esta oportunidad, los miembros del CS se reunieron para debatir sobre la presentación del último Informe del SG sobre las actividades de UNOWA (S/2015/742), el cual da cuenta de los principales desafíos aún pendientes en la subregión, especialmente, en materia de seguridad, así como también de aquellos avances electorales y en cooperación regional.

Los tres ejes principales sobre los cuales recayó la atención del Consejo es respecto de la escalada de violencia en los atentados de Boko Haram en la Cuenca del Lago Chad, los nuevos casos de Ébola reportados en Liberia y los calendarios electorales de los países de la subregión, los cuales marcan los procesos transicionales que se están desarrollando.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

3.- Consultas sobre la Fuerza Provisional de Seguridad de las Naciones Unidas para Abyei (Unisfa). Informó el Jefe de Misión Sr. Haile Tilahun Gebremariam (Etiopía). (Miércoles 8 de julio).

Antecedentes:

El Consejo examinó la implementación de la resolución 2046 (2012) sobre los aspectos pendientes entre Sudán y Sudán del Sur desde la independencia de este último, fundamentalmente la administración del territorio de Abyei y de los Estados de Kordofán del Sur y Nilo Azul.  

La violencia y los enfrentamientos armados entre el Gobierno de Sudán y el Movimiento de Liberación del Pueblo del Sudán han incrementado en Kordofán del Sur y Nilo Azul en los últimos meses.  En Abyei, la situación ha estado relativamente tranquila, pero siempre tensa, debido a la abundancia de armas pequeñas, tensiones entre las comunidades tribales y la falta de gobernanza.  En lo político se ha visto escaso progreso, puesto que los Gobiernos no han demostrado la voluntad necesaria para avanzar en los acuerdos y no han retirado sus ejércitos a pesar de lo dispuesto en resoluciones del Consejo. 

El CS mantiene desplegada UNISFA (Fuerza Provisional de Seguridad de las Naciones Unidas para Abyei), fuerza de paz establecida a través de la resolución del Consejo de Seguridad 1990 (2011) para proteger a los civiles y facilitar las negociaciones que buscan encontrar una solución pacífica al estatus de este territorio. Su actual mandato expira el próximo 15 de julio (resolución 2205/2015).

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

4.- Consultas sobre la Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano (res. 1701). Informó la Coordinadora Especial del Secretario General para el Líbano, Sra. Sigrid Kaag (Países Bajos). 

Antecedentes:

Estas consultas tuvieron el propósito de informar la evaluación global de la aplicación de la resolución 1701 (2006). El informe del SG (S/2015/475), da cuenta de una situación de calma a lo largo de la línea azul, pese al tenso contexto regional. No obstante, el informe denuncia las continuas violaciones de Israel al espacio aéreo libanés, así como el permanente riesgo que supone la presencia de organizaciones terroristas en la frontera siria. 

En relación al proceso de transición política del Líbano, tras más de un año de vacío presidencial, inquieta a la comunidad internacional la incapacidad de los líderes políticos y de las principales coaliciones (8 de Marzo y 14 de Marzo), para acordar una figura de consenso y que el Parlamento elija a un Jefe de Estado, proceso que se espera sea el resultado de un mecanismo transparente y constitucional. 

Durante las consultas se formularon preguntas acerca del avance del proceso de diálogo político ampliado, el cual desde diciembre de 2014 no ha arrojado resultados concretos. 

Finalmente, el CS reiteró el llamado al Gobierno Libanés para la adopción de nuevas medidas que impidan la proliferación de armas fuera del control del Estado. Este aspecto continúa siendo una amenaza a la soberanía y la estabilidad de este país, y menoscaba su capacidad para cumplir las obligaciones que le incumben en virtud de las resoluciones 1559 (2004) y 1701 (2006). 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

5.- Briefing seguido de consultas sobre Burundi. Informó el Secretario General Adjunto de Asuntos Políticos, Sr. Jeffrey Feltman (EE.UU), y el Alto Comisionado de Derechos Humanos Sr. Zeid Ra’ad Al Hussein (Jordania). (Jueves 9 de julio).

Antecedentes:

El CS examinó los últimos acontecimientos de la crisis política y humanitaria en Burundi, la cual surgió del anuncio del Presidente Pierre Nkurunziza de postular a un tercer periodo presidencial, generando un ciclo de violencia y el desplazamiento de decenas de miles de burundeses a países vecinos. 

A raíz de la presión internacional, el Gobierno modificó el calendario electoral. Las elecciones legislativas del pasado 29 de junio se realizaron en medio de tensión, y fueron boicoteadas por la oposición política, la cual ha reclamado la falta de espacio y libertad para sus actividades electorales y un peligroso ambiente para sus dirigentes políticos. 

Por mandato del CS, se encuentra desplegada una Misión de Observación Electoral (MENUB) que supervisa el proceso electoral en Burundi y presta asesoría técnica a las autoridades competentes. En línea con las recomendaciones de Menub, el CS considera en que aún no existen las condiciones propicias para la realización de elecciones en Burundi.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

6.- Consultas sobre Medio Oriente (Siria). Informó el Secretario General Adjunto y Asesor Especial del Secretario General, Sr. Won-soo Kim (Corea). 

Antecedentes:

Estas consultas se celebraron en observancia a la obligación establecida en la resolución 2118 (2013), consistente en el deber del Secretario General de informar mensualmente al Consejo, los avances en la eliminación de armas químicas y sus sistemas vectores en la República Árabe Siria.

El vigésimo primer informe de la Secretaría Técnica de la OPAQ dio cuenta de los avances en la destrucción de un promedio de un 98,8% de las sustancias químicas de categoría 1 y 2, incluyendo Isopropanol destruido previamente en Siria y, por otra parte, la destrucción de las 5 instalaciones subterráneas de producción de armas químicas (IPAQ) (4 verificadas por la OPAQ) y la finalización de los preparativos para la destrucción de 6 de los 7 hangares. 

Por último se informó del despliegue de las dos Misiones de Determinación de los Hechos, por los ataques con agentes químicos denunciados en Damasco (diciembre de 2014) y en las zonas de Idlib y Alepo (febrero y marzo de 2015).

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

7.- Briefing seguido de consultas sobre la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo (MONUSCO). Informó el Representante Especial del Secretario General, Martin Kobler (Alemania). (Martes 14 de julio). 

Antecedentes:

En esta oportunidad, los miembros del CS se reunieron para revisar el último Informe trimestral del SG sobre Monusco (S/2015/486), el cual abarca el periodo de marzo a junio del año en curso, y que da cuenta de los principales acontecimientos de la República Democrática del Congo (RDC), en particular, los avances en materia política y en el proceso electoral, que se espera se lleve a cabo durante 2016, así como la implementación del mandato de la Misión y la situación humanitaria que se vive en la RDC.

El mandato de Monusco, que fue renovado durante el mes de marzo por un período de un año (Resolución 2211/2015), estableció el deber de la Misión de proteger a los civiles, particularmente a los niños, así como tener consideración aspectos de género, interacción con la población civil, contribuir con las autoridades congoleñas en la estabilidad del sector oriental del país, apoyar los procesos de reforma, entre otros. Se destaca que esta es una Misión que cuenta con una Brigada de Intervención, con capacidad ofensiva selectiva a fin de neutralizar a los diversos grupos armados que operan en el país.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

8.- Briefing seguido de consultas sobre UNSMIL y Comité de Sanciones 1970 sobre Libia. Informó el Enviado Especial del Secretario General y Jefe de UNSMIL, Sr. Bernardino León (España). (Miércoles 15 de julio).

Antecedentes:

El propósito de esta reunión que originalmente estaba programada para el 24 de junio pasado y postergada por motivos de agenda, abordó la situación en Libia, desde la perspectiva del diálogo político que lidera UNSMIL y de las sanciones del Comité 1970. Las presentaciones estuvieron a cargo del Enviado Especial, Bernardino León, y del Presidente del Comité 1970 y Representante Permanente de Libia, Embajador Dato´Ramlan Ibrahim.

El Enviado Especial dio a conocer el desarrollo de la ronda de negociaciones en las que participaron representantes del Gobierno de Tobruk (internacionalmente reconocido) y de la facción islamista de Trípoli, y que tuviera lugar entre el 28 y 29 de junio en Marruecos. Se auspiciaba que los participantes pactarían la suscripción del Acuerdo presentado por el Enviado Especial para la formación de un Gobierno de Unidad Nacional. No obstante, la facción islamista de Trípoli, comunicó su desaprobación al proyecto de Acuerdo. 

En cuanto al Comité de Sanciones, los miembros analizaron el reporte que entregará su Presidente sobre el trabajo realizado por dicha entidad, y que se habría realizado entre el 5 de marzo y 15 de julio del año en curso.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

9.- Briefing seguido de consultas sobre la Misión de Asistencia de las Naciones Unidas en Somalia (UNSOM) y el Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud de las resoluciones 751 (1992) y 1907 (2009) relativas a Somalia y Eritrea. Informó el Asistente del Secretario General para el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz Sr. Edmond Mulet (Guatemala) y el Presidente del Comité 751 /1907, Embajador Rafael Ramírez Carreño (Venezuela). (Jueves 16 de julio).

Antecedentes:

Tras una renovación técnica del mandato de UNSOM durante el mes de mayo, la reunión se programó para la próxima semana con el propósito analizar el informe conjunto de la Unión Africana y las Naciones Unidas sobre puntos de referencias para el establecimiento de una Misión de Mantenimiento de la Paz de Naciones Unidas en Somalia. 

Asimismo, se hizo una revisión de la efectividad del régimen de sanciones, y el rol que éste puede cumplir para el mejoramiento de las condiciones de paz y seguridad en Somalia y en la región del Cuerno África.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

10.- Fórmula Arria organizada por las delegaciones de Malasia y Jordania, titulada “Reflections One Year Later and Charting a New Course for Gaza”. La reunión contó con la participación de diversas organizaciones de la Sociedad Civil, así como de otras partes interesadas. (Lunes 20 de julio).

Antecedentes:

Las delegaciones de Malasia y Jordania, convocaron esta semana a una reunión bajo Fórmula Arria, cuyo propósito es reflexionar las consecuencias que tuvo la Operación Margen Protector, a casi un año de su término.

En efecto, las cifras de daño material y humano en la Franja de Gaza son escalofriantes. Según un informe del Banco Mundial, el 43% de la población se encuentra sin empleo, y en el caso de los jóvenes esta cifra aumenta al 60%. El PIB se ha reducido a la mitad de su potencial, mientras que el ingreso per cápita es un 31% inferior al ingreso que la población gazatí tenía en 1994.

Durante la reunión se abordó la lentitud en la transferencia de recursos que algunos países comprometieron tras la Conferencia de Donantes del Cairo, situación que ha debilitado el proceso de reconstrucción. Hasta mediados de mayo de 2015, el Comité de Países donantes informó de la entrega de solo un 27% de la ayuda comprometida (cerca de 951 millones de dólares).

Finalmente, las delegaciones participantes se refirieron a los asuntos más sensibles de este conflicto, como es la situación de los territorios palestinos ocupados. En esa línea, es necesario destacar la urgencia de terminar con la dinámica del status quo, así como de concretar la solución de dos Estados, conforme a las normas y acuerdos largamente reconocidos.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

11.- Briefing y consultas sobre la Misión de Asistencia de Naciones Unidas a Irak (Unami). Informó el Representante Especial del Secretario General, Jan Kubis (Bulgaria). (Miércoles 22 de julio).

Antecedentes:

El Consejo de Seguridad escuchó el informe trimestral sobre la situación política, humanitaria y de seguridad en Irak y las actividades de la Unami, así como la implementación de la resolución 1284 sobre la repatriación de personas y bienes kuwaitíes (producto de la primera Guerra del Golfo).  Es probable que el 29 de julio el mandato de Unami, que expira el 31 del mismo mes, sea renovado por un año.

El Secretario General informó que el Gobierno iraquí ha avanzado en la promoción del dialogo político y la reconciliación nacional para consolidar la lucha contra el Estado Islámico (EI). Las fuerzas armadas iraquíes y kurdas, con el apoyo de la coalición internacional liderada por Estados Unidos, han logrado retomar y mantener ciudades y territorios claves. Sin embargo, el EI mantiene control sobre una parte importante del territorio iraquí, áreas donde continua actuando con extrema violencia en contra de la población civil, particularmente las minorías étnicas y religiosas. Respecto a la situación humanitaria, 5 millones de personas requieren asistencia, entre ellos más de un millón son niños. 

En relación a la repatriación de personas y bienes de Kuwait, el Secretario General señaló que si bien se ha fortalecido el dialogo entre este país e Irak, Bagdad no ha producido resultados concretos respecto al cumplimiento del mandato. 

Unami es una misión política, de buenos oficios; su mandato contempla la promoción de los derechos humanos, asistencia electoral y la facilitación de ayuda humanitaria, entre otros aspectos. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

12.- Consultas sobre la Fuerza de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre (Unficyp). Informó la Representante Especial del Secretario General y Jefa de Misión, Unficyp, Sra. Lisa Buttenheim (Estados Unidos). 

Antecedentes:

Los miembros del CS se reunieron para revisar el último informe del Secretario General (SG) sobre la evolución que ha tenido la situación política y las actividades de las Fuerzas  de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz en Chipre (UNFICYP), comprendida entre el 16 de diciembre de 2014 y el 20 de junio de 2015.

El informe destacó la reanudación de las negociaciones entre el dirigente grecochipriota, Sr. Nicos Anastasides y el Sr. Mustafa Akinci, que asumió la dirección de la comunidad turcochipriota. Después de siete meses de suspensión del diálogo político, ambos dirigentes se comprometieron a aprovechar esta instancia para alcanzar en el corto plazo, una solución para un Chipre unido.

Entre los compromisos asumidos, se encuentran la entrega de información de 28 campos minados, ubicados al norte de la isla; la supresión de trámites administrativos en los puntos de paso, y el establecimiento de un Comité de Cultura y un Comité sobre la Igualdad entre los Géneros. Todas estas acciones buscan fomentar la confianza mutua entre ambas comunidades. 

En lo que respecta a la UNFICYP, se destaca el trabajo realizado para impedir la reanudación de las hostilidades en zona de amortiguación y contribuir al mantenimiento del orden público y el restablecimiento de las condiciones normales. Especial mención se hace a las actividades de desminado realizadas al norte de la isla, en colaboración con un equipo de especialistas camboyanos enviados por la Fuerza Provisional de las Naciones Unidas en el Líbano (Fpnul).

Finalmente, cabe señalar que la Representante Especial del Secretario General y Jefa de Misión, Unficyp, Sra. Lisa Buttenheim, solicitaron la renovación del mandato por otros 6 meses. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

13.- Debate Abierto Medio Oriente (Palestina), con especial énfasis en la situación de los territorios Palestinos ocupados. Informó el Coordinador Especial de las Naciones Unidas para el proceso de paz en el Oriente Medio y Representante Personal del Secretario General ante la Organización de Liberación de Palestina y la Autoridad Palestina, Sr. Nickolay Mladenov (Bulgaria). (Jueves 23 de julio).

Antecedentes:

Las consultas, tienen el objetivo de mantener la atención del CS sobre la situación de los territorios palestinos ocupados. Los principales aspectos abordados en briefings y consultas anteriores, ha sido lo concerniente a la soberanía e integridad territorial, abarcando también otros aspectos, como el retorno de refugiados palestinos a sus hogares ubicados dentro de las actuales fronteras de Israel, y el estatus jurídico de Jerusalén, ciudad que tanto Palestina como Israel disputan.

Existe una percepción compartida por la Comunidad Internacional, de que la política del status quo es inaceptable. Es necesario impulsar nuevos esfuerzos políticos que hagan viable un proceso de paz con parámetros definidos, transparentes y dentro de un plazo determinado. En este sentido, durante el mes de junio, Francia manifestó su interés de reactivar el proceso de negociaciones entre las Partes.

Finalmente, las delegaciones se refirieron a la política de ocupación de territorios por parte de Israel, ilegales de acuerdo al derecho internacional, así como al bloqueo económico de la Franja de Gaza, aspectos que han impedido el reinicio de un diálogo fructífero.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

14.- Consultas sobre la situación humanitaria en Siria. Informó el Secretario General Adjunto de Asuntos Humanitarios y Coordinador del Socorro de Emergencia, Sr. Stephen O’Brien (Reino Unido). (Martes 28 de julio).

Antecedentes:

En cumplimiento de la resolución 2139 (2014), que condena enérgicamente las violaciones generalizadas de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario cometidas por todos los actores involucrados, se solicita al Secretario General informar cada 30 días sobre los avances en la implementación de la citada resolución.

El 9 de marzo de 2015, el Secretario General de las Naciones Unidas, Ban Ki-moon, anunció el nombramiento de Stephen O'Brien como Secretario General Adjunto de Asuntos Humanitarios, en reemplazo de Valerie Amos. 

El último informe del SG (S/2015/552), da cuenta de la angustiante y trágica situación humanitaria que describe el último informe del SG, el cual pone de manifiesto los abusos que han cometido todas las partes en conflicto contra la población civil. 

Asimismo, el informe se refiere a los lamentables acontecimientos que tuvieron lugar los días 9 y 10 de junio, en el Mercado Central de la ciudad de al-Janudiya y el área residencial de la localidad de Saraqib, donde se registró la muerte de más de 70 civiles, incluyendo mujeres y niños, y cerca de 120 heridos, a causa de diversos ataques atribuidos a distintos grupos armados y el Gobierno sirio. 

Finalmente, es de esperar que durante las consultas las intervenciones se refirieron a la necesidad de efectuar la reapertura de los corredores humanitarios para posibilitar la atención urgente de la población que se encuentra en los campos de refugiados y especialmente en áreas de difícil acceso, que alcanza la suma de 4,6 millones de personas, incluyendo cerca de 422.000 que se encuentran sitiadas por todas las partes involucradas en este conflicto.

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó ninguna acción.

15.- Briefing seguido de consultas sobre los avances del diálogo político en Siria. Informó el Enviado Especial, Sr. Staffano de Mistura (Suecia). (Miércoles 29 de julio).

Antecedentes:

El briefing seguido de consultas tuvo como propósito dar cuenta del avance del proceso político en Siria. Se ha evidenciado que toda alternativa de diálogo debe basarse en la inclusión y participación de diversos actores. En este sentido, las Conferencias de Diálogo de Moscú constituyen un primera fase de negociaciones, que se espera, sean complementadas a través de las rondas de Ginebra. 

Sin perjuicio de lo anterior, la presencia del Estado islámico y otros actores radicales, es un elemento ineludible para analizar medidas concretas de proyección de un proceso político. En esta línea, para la Comunidad Internacional, avanzar en alcanzar una solución política, sigue siendo el desafío más urgente para solucionar la actual crisis en la región. 

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

16.- Debate Abierto “Desafíos de Paz y Seguridad de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (PEID)”. Informó el Secretario General de Naciones Unidas, Bank Ki-moon, la Primera Ministra de Jamaica, Portia Simpson Miller, el Primer Ministro de Samoa, Tuilaepa Aiono Sailele Malielegaoi y del Ministro de Hacienda de Seychelles, Jean-Paul Adam. Presidido por el Ministro de Relaciones Exteriores de Nueva Zelanda, Murray McCully. (Jueves 30 de julio).

Antecedentes:

El Debate se centró en los desafíos específicos que enfrentan este grupo de 52 países y territorios (conocidos como SIDS, en inglés) – incluyendo el crimen internacional organizado, la piratería, la explotación ilícita de recursos naturales y el cambio climático y como éstos afectan la paz y seguridad internacionales. Según la nota conceptual circulada por Nueva Zelanda, que preside el Consejo durante el mes de julio, las vulnerabilidades de los PEID son “exacerbadas por su tamaño pequeño; alejamiento; escasa base económica, de exportaciones y recursos; y exposición a cambios climáticos globales”.

Si bien es la primera vez que el CS aborda las características particulares de los SIDS, asuntos como el cambio climático y la explotación ilícita de recursos naturales, sí han sido discutidos. En julio de 2011, el Consejo adoptó una Declaración Presidencial, en la cual expresa su preocupación por las implicancias de seguridad por la pérdida de territorio de algunos Estados, causada por el ascenso del nivel del mar.  

Acción del Consejo de Seguridad: No tomó acción.

(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD G., Dirección de Asuntos Internacionales Cámara de Diputados”.
16. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2856-15-INA)


“Santiago, 27 de julio de 2015.


Oficio N° 502-2015


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 27 de julio en curso en el proceso Rol N° 2856-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Casinos de Juegos Temuco S.A. respecto del inciso tercero del artículo 55 de la Ley N° 19.995, en la parte que señala, a los efectos que indica. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Saluda atentamente V.E.


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario subrogante.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO.”
17. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2769-15-INA. 


“Santiago, 28 de julio de 2015.


Oficio N° 510-2015


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E., copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 28 de julio de 2015, en el proceso Rol N° 2.769-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Agrícola Las Mercedes de Talcarehue Limitada respecto de los incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos, incorporado por la Ley N 20.701


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES, Secretario subrogante.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

VALPARAÍSO.”
18. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol 2868-15- INA.

“Santiago, 29 de julio de 2015.


Oficio N° 518-2015


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E., copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 29 de julio de 2015, en el proceso Rol N° 2.868-15-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentado por Carlos Bianchi Chelet respecto de los artículos 239 y 240, incisos primero, tercero y final, del Código Penal, a los efectos que indica. Asimismo, acompaño copia del requerimiento de fojas 1 y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): CARLOS CARMONA SANTANDER, Presidente; RODRIGO PICA FLORES. Secretario Subrogante.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


� Información complementada por la BCN, Portal de Historia Política de Chile.


�Cita extraída de página web de la Fundación Victor Jara


�HYPERLINK "http://www.http://fundacionvictorjara.cl/cuncumen-victor-jara.php"�http://www.http://fundacionvictorjara.cl/cuncumen-victor-jara.php�


�Cita extraída de página web de la Fundación Víctor Jara http://fundacionvictorjara.cl/teatro-victor-jara.php


3 Antecedentes solicitados a la Biblioteca del Congreso Nacional


� Memoria Chilena: Víctor Jara. Disponible en: �HYPERLINK "http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html"�http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html� (Julio, 2015)


� Memoria Chilena: Víctor Jara. Op. Cit. 


� Palabras de Sieveking, citado por artículo de La Tercera, Op. Cit. 


� Memoria Chilena: Víctor Jara. Disponible en: �HYPERLINK "http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html"�http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html� (Julio, 2015)


�Memoria Chilena: Víctor Jara. Discografía. Op. Cit.


�Fuente: �HYPERLINK "http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html"�http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-7680.html� (Julio, 2015)


�Fuente: �HYPERLINK��http://bcn.cl/1rplw (Julio, 2015) 


�Fuente: BioBioChile http://bcn.cl/1rpm3(Julio, 2015)


�Víctor Jara y su legado. Disponible en: �HYPERLINK "http://bcn.cl/1rplv"�http://bcn.cl/1rplv�(Julio, 2015)





